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Resumen 
En este artículo se comparan las principales reformas introducidas en 
los mercados laborales portugués, español y griego desde el inicio de la 
crisis. Recurriendo a un análisis documental y estadístico, se 
consideran las semejantes características institucionales, históricas y 
geográficas de estos países, así como sus particularidades. Los 
resultados indican que las políticas de emergencia tienden a parecerse 
y a incidir sobre los despidos, los contratos de trabajo, la jornada 
laboral, los salarios, la negociación colectiva y las condiciones de 
trabajo en el sector público. Sin embargo, las diferencias estructurales 
entre estos países en el periodo pre-crisis y los diferentes efectos que la 
crisis tuvo en cada uno de ellos, ayudan a comprender eventuales 
diferencias de resultados, contribuyendo al cuestionamiento de la 
homogeneidad interna del modelo mediterráneo. 

Key words
Crisis
• Spain
• Greece
• Emergency Policies
• Employment Policies
• Portugal
• Labour Market 
Reform

Abstract
In this article, we analyse the main reforms introduced in the 
Portuguese, Spanish and Greek labour-markets since the beginning of 
the crisis. Based in a documental and statistical analysis, the study 
takes in consideration the similar institutional, historical and geographic 
characteristics of these countries, but also their particularities. Results 
show that the emergency policies tend to resemble and to concentrate 
on dismissals, contracts, working time, salaries, collective bargaining 
and working conditions in the public sector. Nonetheless, the pre-crisis 
structural variations between these countries, together with the different 
effects that the crisis had in each one of them, help to understand 
possible differences in terms of results, giving a new contribution to the 
questioning of the internal homogeneity of the Mediterranean model.
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IntroduccIón

Es ampliamente reconocido que los motivos 
que originaron la crisis financiera y económi-
ca más reciente están relacionados con la 
desregulación y con las irregularidades del 
sistema financiero global (Freeman, 2010; 
Lallement, 2011; Krugman, 2012; Stiglitz, 
2009). En el caso europeo, la globalización 
de los mercados y la integración monetaria 
intensificaron sus efectos llegando a poner-
se en cuestión la continuidad de la moneda 
única.

Considerada como la primera gran crisis 
de la era de la globalización, la crisis inicia-
da en los años 2007/2008 ha transformado 
significativamente el contexto económico 
mundial, generando una diversidad de re-
tos en los sistemas económicos y financie-
ros, e impactando de forma abrupta en los 
mercados de trabajo. De hecho, la recesión 
y el desempleo han surgido como conse-
cuencias directas de la crisis y, si es verdad 
que para enfrentarlos algunos países imple-
mentaron medidas de estímulo al creci-
miento, también es cierto que, sobre todo 
a partir de 2010, empezaron a generalizarse 
en la Unión Europea los abordajes más 
orientados hacia la necesidad de reducción 
del gasto público, materializados en planes 
de austeridad centrados en la necesidad de 
reestructurar los mercados de trabajo, prin-
cipalmente en lo que se refiere a una mayor 
flexibilización.

A pesar de su carácter global, los efectos 
de la crisis no se han sentido de forma ho-
mogénea en todos los países. Los que, por 
sus diferentes vulnerabilidades, sufrieron un 
mayor impacto inicialmente, han estado ex-
puestos a las demandas de reestructuración 
más duras y a varias tensiones sobre sus 
mercados laborales.

En este artículo se presenta una compa-
ración de las principales reformas introduci-
das en los mercados de trabajo portugués, 
español y griego desde el inicio de la actual 
crisis, y públicamente presentadas como 

«políticas de emergencia». Se centra la aten-
ción en los países de las economías medite-
rráneas más afectados por la crisis, conside-
rando las características institucionales, 
históricas y geográficas que los acercan y 
que frecuentemente los agrupan en el clúster 
de países «del sur». No obstante, sus parti-
cularidades son también presentadas, deba-
tiéndose la pertinencia de esta asociación y 
del uso de políticas tendencialmente simila-
res en contextos nacionales diferentes. 

En la primera parte del artículo se discute 
brevemente la asociación de estos países en 
una agrupación coherente de modelos pro-
ductivos y de bienestar, presentándose tam-
bién algunos datos de contextualización so-
bre sus mercados de trabajo actuales. 
Después de ser presentadas la metodología 
y las fuentes de los datos, da comienzo el 
análisis central del artículo, con la descrip-
ción de las principales reformas ocurridas en 
las políticas del mercado de trabajo en los 
tres países, con especial atención a las rela-
cionadas con las condiciones de los despi-
dos, los contratos de trabajo, las jornadas 
laborales, los salarios, la negociación colec-
tiva y las condiciones de trabajo en el sector 
público. Siempre que sea pertinente, se ilus-
tra el análisis con los datos estadísticos dis-
ponibles. Se finaliza con algunas conclusio-
nes e interrogantes sobre la consistencia del 
modelo mediterráneo en los procesos de 
ajuste, el enfoque de las políticas de emer-
gencia en el mercado laboral, su eficacia y 
efectos sobre el futuro.

El modElo sur-EuropEo 
En contExto dE crIsIs

La tipología de los modelos de Estado provi-
dencia de Esping-Andersen (1990) impulsó 
toda una corriente de literatura basada en la 
asociación de países con el fin de facilitar los 
análisis comparativos, principalmente a nivel 
europeo, y de permitir un abordaje más acor-
de con sus características distintivas. Com-
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pletando la tipología inicial, restringida a tres 
modelos de Estado de bienestar (socialde-
mócrata, conservador y liberal), el modelo 
mediterráneo surge a través del trabajo de 
Ferrera (1996) como una agrupación sólida 
de países, en el cual se incluyen España, 
Portugal, Italia y Grecia.

Los abordajes institucionalistas, inspira-
dos por el modelo de Dore (2000) y por la 
corriente de las variedades de capitalismo 
de Hall y Soskice (2001), siguen una lógica 
semejante de asociación de países, que se 
han ido concretizando por la identificación 
de dos grandes tipos de modelos producti-
vos: el de las economías coordinadas de 
mercado (Alemania o Dinamarca) y el de las 
economías liberales de mercado (Reino Uni-
do e Irlanda). También aquí, la identificación 
de un hipotético modelo mediterráneo fue 
descuidada en los abordajes iniciales, sur-
giendo más tarde en los trabajos de varios 
autores como una forma de agrupar y ana-
lizar los países del sur (p. ej., Amable, 2005; 
Lallement, 2011; o Jackson y Deeg, 2006).

En realidad, la relevancia del modelo sur-
europeo no es consensual en el mundo aca-
démico, siendo cuestionado constantemente 
si existe, de hecho, un modelo mediterráneo 
distintivo, o si su aparición no fue más allá de 
un «fenómeno transitorio» para solucionar los 
descuidos iniciales (Thernborn, 2013).

Es fácil identificar un conjunto de carac-
terísticas geográficas, históricas o sociales 
compartidas: las localizaciones relativamen-
te periféricas en el contexto europeo, los 
procesos de democratización tardía o los 
momentos de entrada en la entonces Comu-
nidad Económica Europea. No obstante, al-
gunas de las características que distinguen 
al modelo sur-europeo como un todo han 
sido cuestionadas, principalmente su dife-
renciación real frente a otros modelos pro-
ductivos y su consistencia interna como mo-
delo homogéneo. 

Pero quizá más relevantes han sido los 
caminos distintos que cada uno de estos 

países del sur han seguido en sus procesos 
de democratización e integración europea. 

Como nos indica Marí-Klose y Moreno-
Fuentes (2013), si analizamos los mercados 
laborales, se verifican algunas característi-
cas análogas, como la elevada segmenta-
ción del mercado de trabajo o los niveles 
igualmente elevados de protección del em-
pleo. Sin embargo, los caminos para comba-
tir el desempleo desde los años ochenta han 
sido algo distintos. Por ejemplo, en Portugal 
y España, el proceso de flexibilización a tra-
vés de la facilitación de la temporalidad ha 
sido más evidente que en Grecia o Italia, 
generando configuraciones distintas con 
respecto a la segmentación del empleo 
(Karamessinis, 2008; Marí-Klose y Moreno-
Fuentes, 2013). En los años 2000, las dife-
rencias en los niveles de crecimiento econó-
mico también eran evidentes: España y 
Grecia presentaban niveles de crecimiento 
estables, Portugal e Italia se paralizaron (Ma-
rí-Klose y Moreno-Fuentes, 2013). Las tra-
yectorias hacia la integración monetaria y el 
cumplimiento de las imposiciones fiscales 
por parte de las instituciones europeas han 
sido también distintas. Mientras Portugal y 
España han tenido más facilidad en presen-
tarse como los «buenos alumnos», Grecia 
sigue enfrentando dificultades para imple-
mentar ciertas reformas (Matsaganis, 2011; 
Theodoropoulou, 2014) y para combatir sus 
estructuras clientelistas (Marí-Klose y More-
no-Fuentes, 2013). 

La transformación de las estructuras pro-
ductivas y ocupacionales ocurrió también a 
ritmos y en sentidos distintos, lo cual se re-
fleja en la configuración de los mercados la-
borales en la actualidad. Analizando los ca-
sos de Portugal, España y Grecia en lo que 
respecta a los  sectores de actividad, y por 
mencionar un ejemplo (gráfico 1), se verifica 
que solo Portugal sigue actualmente la ten-
dencia europea, teniendo como sector de 
actividad predominante la industria transfor-
madora. En España y en Grecia predomina el 
comercio. La elevada proporción de empleo 
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en la agricultura, durante muchos años con-
siderada como una característica común de 
los países del sur, presenta ahora una dife-
rencia interior significativa: en Grecia, el em-
pleo en el sector de la agricultura es consi-
derablemente superior no solo a la media 
europea sino también a los valores de Portu-
gal y de España. Lo mismo ocurre con el em-
pleo en el sector público, que, aunque en 
menor  proporción, en Grecia es también 
superior a la media europea y a los valores 
de sus congéneres del sur de Europa.

En relación a la distribución del empleo 
por profesiones (gráfico 2), es cierto que los 
tres países se distancian de la media euro-
pea, donde predominan los profesionales 
intelectuales y científicos, teniendo como 
colectivo profesional más representativo a 
los trabajadores de los servicios y vendedo-
res. Sin embargo, al margen de esto, hay un 
marco diferenciador relevante, que tiene que 
ver con las ocupaciones elementales. Al con-
trario que Grecia, España y Portugal presen-
tan proporciones de trabajadores en ocupa-
ciones no cualificadas superiores a la media 

europea. En España, este es incluso el tercer 
grupo ocupacional más relevante en su es-
tructura económica. Se pueden notar tam-
bién otras particularidades. Por ejemplo, en 
Grecia, la distribución del empleo aún refleja 
la fuerte presencia de la agricultura.

Lo mismo se podría decir de la distribu-
ción de las cualificaciones formales de la 
población empleada (gráfico 3), que es tam-
bién reveladora de algunas diferencias sig-
nificativas. Por un lado, los mercados de 
trabajo en Portugal, España y Grecia están 
caracterizados por la elevada proporción de 
mano de obra no cualificada, siempre supe-
rior a la media europea. No obstante, la dis-
tribución es bastante desigual entre países. 
En Portugal, más de la mitad de la pobla-
ción trabajadora tan solo tiene los primeros 
seis años de escolaridad, siendo este grupo 
el de mayor proporción de trabajadores. Por 
otro lado, en España, la mayor parte de la 
población empleada tiene cualificaciones 
de nivel superior o equivalente, y en Grecia 
predominan las cualificaciones de nivel se-
cundario.
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La crisis iniciada en los años 2007/2008 
ha acentuado, en cierta medida, las dudas 
sobre la pertinencia de un modelo mediterrá-
neo de producción económica y de Estado 

de bienestar. Aunque el origen de la crisis 
global se pueda encontrar en la desregula-
ción de los mercados financieros, las causas 
específicas que han agravado sus efectos en 
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el sur de Europa han sido considerablemen-
te diferenciadas. En Grecia, el estado de la 
Hacienda y deuda públicas ha tenido un pa-
pel central en el desarrollo de la crisis (Pet-
mesidou, 2013; Theodoropoulou, 2014). Lo 
mismo ha pasado en Portugal, cuya crisis 
tuvo causas semejantes, aunque con un im-
pacto menor (Theodoropoulou, 2014). En 
España, la burbuja inmobiliaria y el peso del 
sector de la construcción han sido más de-
terminantes (Febrero y Uxó, 2010; Thern-
born, 2013).

No es cierto que hayan sido los modelos 
de Estado de bienestar o régimen de produc-
ción los que han influido en el desarrollo de 
la crisis, pero como estos países fueron los 
más afectados, las reformas hacia la reacti-
vación económica han sido ampliamente 
orientadas hacia la reestructuración de los 
modelos de bienestar, principalmente de la 
legislación y funcionamiento de los merca-
dos laborales.

La forma en que los diferentes gobiernos 
nacionales han respondido a las demandas 
del contexto económico generó el interés de 
la comunidad académica. Una de las co-
rrientes explicativas más consistentes en 
este debate sigue siendo la teoría institucio-
nalista, por la cual los mecanismos de ajuste 
de cada país tienden a variar en función de 
su configuración institucional. Influenciados 
por el modelo de variedades de capitalismo 
de Hall y Soskice (2001), diversos autores 
han analizado cómo la interacción de las em-
presas con su entorno institucional puede 
explicar las variaciones encontradas en los 
procesos de ajuste de los mercados de tra-
bajo (Hall y Soskice, 2001; Hancké, Rhodes 
y Thatcher, 2008).

De hecho, según Lallement (2011), las 
economías coordinadas de mercado (Alema-
nia o Dinamarca) han privilegiado la flexibili-
dad interna, con medidas como la disminu-
ción de la jornada laboral, para mantener los 
niveles de empleo. Las economías liberales 
de mercado (Reino Unido o Irlanda) han se-

guido, por otro lado, medidas de flexibilidad 
externa, como el recurso a los despidos, 
como forma de dinamizar el mercado de tra-
bajo. En las economías mediterráneas (Espa-
ña o Francia) las respuestas han combinado 
estos dos tipos de flexibilidad recurriendo, 
por ejemplo, a la precarización de los vínculos 
laborales (Lallement, 2011). En igual sentido, 
Leschke y Watt (2010) concluyen que las me-
didas de flexibilidad interna, comunes en las 
economías coordinadas, demostraron resul-
tados más sostenibles y mayor potencial de 
contribución para una posible recuperación 
económica que las de flexibilidad externa.

En su trabajo sobre las variedades de los 
procesos de liberalización, Thelen (2014) 
identifica tres tipos de cambio institucional 
en las sociedades contemporáneas: desre-
gulación (Estados Unidos), dualidad (Alema-
nia) y flexibilización socialmente integrada 
(Dinamarca). Adaptando este modelo al con-
texto de austeridad sur-europeo y compa-
rando las reformas laborales de España e 
Italia, Picot y Tassinari (2014) argumentan 
que es posible encontrar diferentes orienta-
ciones políticas, incluso en contextos econó-
micos e institucionales semejantes. Según 
los autores, España siguió un abordaje cla-
ramente liberalizador, orientado hacia la des-
regulación y el debilitamiento de la protec-
ción del empleo, mientras que Italia adoptó 
una trayectoria considerada estabilizadora 
del Estado-social, aprovechando el contexto 
de crisis para corregir los desequilibrios de 
su mercado laboral.

Sin embargo, en el contexto actual, los 
análisis sobre los procesos de ajuste no pue-
den excluir la consideración de la compleja 
red de actores que influyen en la determina-
ción de las políticas públicas y privadas. Asi-
mismo, es importante recordar que Grecia y 
Portugal han estado sometidos a ayudas eco-
nómicas internacionales (Fondo Monetario 
Internacional [FMI], Banco Central Europeo 
[BCE] y Comisión Europea [CE]), las cuales 
fueron concedidas a cambio de la introduc-
ción de medidas de reestructuración del fun-
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cionamiento institucional, y concretamente 
del mercado laboral. En España, el rescate del 
sector financiero no implicó condiciones for-
males en este campo, pero las políticas de 
reestructuración se hicieron también en un 
marco de grandes presiones externas.

En todo caso, es posible identificar líneas 
comunes de reestructuración en el mercado 
laboral, generalmente en lo que se refiere a 
una mayor flexibilización. Pero a pesar de 
eso, el ajuste de los mercados a la crisis eco-
nómica ocurrió de forma distinta en cada 
país, y las particularidades de cada uno de 
ellos también han determinado algunas dife-
rencias en las políticas aplicadas tanto por 
las autoridades nacionales como por las ex-
ternas.

En los puntos siguientes de este análisis 
se demostrará cómo ciertas características 
diferenciadoras entre los países del sur se 
reflejan, o no, en las políticas encontradas 
para enfrentar las consecuencias de la crisis. 

mEtodología

Para comprender las políticas implementa-
das en los mercados laborales griego, espa-
ñol y portugués en los últimos años se ha 
recurrido a un análisis documental diversifi-
cado. El punto de partida han sido, en el 
caso de Grecia y Portugal, los memorandos 
de entendimiento y ayuda condicional, firma-
dos entre los respectivos gobiernos y la lla-
mada Troika (MoU, 2010;  2011;  2012). En el 
caso español, la atención se ha fijado en los 
documentos referentes a las más recientes 
reformas del mercado laboral (Real Decreto 
Ley 10/2010, Real Decreto Ley 3/2012). Para 
verificar la aplicación de las medidas previs-
tas en los documentos, se ha acudido a los 
datos del Observatorio Europeo de la Vida 
Laboral (Eurofound), que contiene actualiza-
ciones elaboradas por expertos en cada 
país.

También ha sido consultada bibliografía 
específicamente producida sobre los méto-

dos de ajuste de los mercados de trabajo a 
la crisis, incluso la proveniente de institucio-
nes no académicas, como el Instituto Euro-
peo de Sindicatos (ETUI).

Los datos estadísticos utilizados en esta 
comunicación proceden del Gabinete de Es-
tadística de la Unión Europea (Eurostat) y de 
la Organización para la Cooperación y Desa-
rrollo Económicos (OCDE). Su análisis se ha 
circunscrito al periodo  2007-2008 y a los 
últimos datos disponibles (2013-2014).

polítIcas dE EmplEo 
IntroducIdas En portugal, 
España y grEcIa durantE 
El pErIodo dE crIsIs
La protección del empleo

Las últimas décadas han demostrado que 
uno de los primeros campos afectados 
cuando se introducen reformas laborales es 
la legislación de protección del empleo, y 
más concretamente la protección en caso de 
despido. Estas transformaciones se basan 
generalmente en ideas sobre la rigidez de los 
mercados de trabajo, por las cuales los me-
nos rígidos tenderán a ser más dinámicos, y 
a impulsar la creación de empleo.   

Portugal, España o Grecia son muchas 
veces identificados como países con merca-
dos de trabajo rígidos, donde las empresas 
tienen dificultades a la hora de despedir tra-
bajadores y dinamizar el empleo. Con la lle-
gada de la crisis, más específicamente con 
los programas condicionales impuestos a 
Portugal y a Grecia, y con la llamada legisla-
ción de emergencia aplicada en España, la 
tendencia para reducir lo que se consideran 
obstáculos a la creación de empleo se ha 
acentuado aún más.

Sin embargo, esta orientación legislativa 
común enmascara algunas características 
diferenciadoras entre estos países. Uno de 
los instrumentos metodológicos de referen-
cia en el análisis de la protección del empleo 
es el índice producido por la OCDE. Además 
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de las críticas metodológicas que habitual-
mente acompañan el uso de indicadores sin-
téticos que combinan indicadores de natura-
leza distinta, la utilización de un índice global 
puede encubrir indicadores con valores muy 
heterogéneos entre países. Una de las cues-
tiones más evidentes en este caso es la dis-
tinción entre prácticas y políticas relativas a 
los despidos individuales, por un lado, y a los 
colectivos, por otro. 

Portugal, por ejemplo, es uno de los países 
de la OCDE donde las empresas tienen más 
facilidad para proceder a un despido colectivo 
(gráfico 4). La legislación del país determina 
que un despido es considerado colectivo 
cuando incluye dos o más trabajadores en el 
caso de las micro o pequeñas empresas, o cin-
co o más trabajadores en el caso de las media-
nas o grandes (Portugal, CT, Lei 7/2009; OIT, 
2014). Por consiguiente, las medidas de dismi-
nución de la protección del empleo en Portugal 
se han orientado más hacia la alteración de los 
procedimientos relativos a los despidos indivi-
duales, como la introducción de nuevas moda-
lidades de despido por motivos económicos 
de las empresas, los cambios en los puestos 
de trabajo o la inadaptación del trabajador a 
alteraciones ocurridas en sus funciones (Por-
tugal, Lei 23/2012).

Por otro lado, España presenta uno de 
los marcos legislativos menos restrictivos en 
lo que respecta a los despidos individuales 
(gráfico 5). De esta manera, y como en Gre-
cia, las medidas adoptadas en el periodo de 
crisis se han orientado más hacia la redefini-
ción de las condiciones de los despidos co-
lectivos. La reforma laboral española de 
2012 facilitó los despidos motivados por 
causas económicas de las empresas, elimi-
nando los expedientes de regulación de em-
pleo (ERE) e introduciendo también la posi-
bilidad de despidos colectivos en el sector 
público (España, Real Decreto Ley 3/2012). 
Actualmente, se considera colectivo un des-
pido por razones económicas, técnicas, or-
ganizacionales y productivas de 10 trabaja-
dores en empresas con hasta 100 empleados; 

10% de los trabajadores en empresas que 
tengan entre 100 y 300 empleados o de 30 o 
más trabajadores en empresas con más de 
300 empleados (OIT, 2014).

En Grecia se produjo una redefinición de 
las normas de los despidos colectivos, pa-
sando estos a ser considerados colectivos 
cuando abarcan a más de seis trabajadores 
en empresas que tengan entre 20 y 150 em-
pleados (antes se consideraban cuatro tra-
bajadores en empresas que tuviesen entre 
20 y 200 empleados); 5% o más de 30 traba-
jadores en empresas con más de 150 em-
pleados (antes se consideraban 2,3% o 30 
trabajadores en empresas con más de 200) 
(Grecia, Ley 3863/2010; OIT, 2014).

Independientemente de las característi-
cas de los procesos de despido en cada 
país, las políticas de ajuste de España, Por-
tugal y Grecia han convergido en la reduc-
ción de las indemnizaciones. En Grecia, es-
tas fueron reducidas un 50% por imposición 
de la troika (MoU, 2012; Clauwaerty Scho-
mann, 2013a). En España, la reforma laboral 
de 2012 estableció que las compensaciones 
por los despidos improcedentes fuesen re-
ducidas de 45 a 33 días por año trabajado 
(España, Real Decreto Ley 3/2012) y los des-
pidos por motivos económicos pasaron a ser 
compensados con 20 días por año trabajado. 
En Portugal, también por recomendación de 
la troika, las compensaciones por despido 
fueron reducidas, en 2011, de un mes a 20 
días y, más tarde, en 2013, a 18 o 12 días por 
año trabajado dependiendo del tipo de con-
trato (Portugal, Lei 69/2013).

Analizando los indicadores de protección 
del mercado de trabajo y su evolución entre 
2008 y 2013 (años disponibles), se observa 
que, en lo que respecta a los despidos indi-
viduales (gráfico 5), España ya se encontraba 
por debajo de la media de los países de la 
OCDE en relación a la rigidez de su mercado 
de trabajo. También Grecia ha reducido sig-
nificativamente la rigidez de su mercado de 
trabajo en este indicador, situándose en 
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2013 con un valor muy próximo al de la me-
dia de los países de la OCDE. La tendencia 
a la disminución de la protección del empleo 
en Portugal fue también bastante evidente, 
aunque, como su punto de partida era ya su-
perior al de los restantes países, el país con-
tinúa presentando valores de rigidez por en-
cima de la media de la OCDE. En este 
indicador, puede decirse que Portugal es el 
único país que tiene, de hecho, una protec-
ción de empleo significativa. 

Con respecto a los despidos colectivos 
(gráfico 4), los efectos de los cambios legis-
lativos son sobre todo visibles en España, 
que ha reducido de forma importante los ni-
veles de protección sobre estos despidos. 
En Grecia, la redefinición de los despidos 
colectivos y los cambios en los procedimien-
tos de los mismos no se notan en el indica-
dor utilizado por la OCDE en el periodo ana-
lizado (véase Karamessini, 2008, para más 
información sobre el trayecto irregular de 
Grecia en esta materia). En Portugal, la falta 
de protección ya era muy significativa en 
2008, sin verificarse grandes alteraciones, y 
estando muy por debajo de la media de la 
OCDE. Exceptuando el caso español, no 
puede asumirse que el «paradigma» de pro-
tección del empleo haya cambiado significa-
tivamente con respecto a los despidos co-
lectivos (Theodoropoulou, 2014).

Los contratos de trabajo

Basándose en la premisa de que más flexibi-
lidad contractual potencia la creación de em-
pleo, las políticas implementadas en España, 
Portugal y Grecia en los últimos años han 
sido orientadas hacia la redefinición de los 
términos de los contratos de trabajo, sobre 
todo de los temporales. No obstante, tenien-
do en cuenta la elevada segmentación de los 
mercados laborales en estos países, y con-
siderando la mayor vulnerabilidad de los tra-
bajadores temporales, muchas medidas de 
emergencia, en ocasiones con carácter ex-
traordinario, fueron desarrolladas con el ob-

jetivo de proporcionar algún tipo de protec-
ción a estos trabajadores.

En Grecia, una de las medidas extraordi-
narias introducidas en el contexto de la cri-
sis, en uno de los varios y sucesivos planes 
de austeridad, fue la posibilidad de amplia-
ción de los contratos temporales de dos a 
tres años. Finalizado este periodo, se reco-
noce que los contratos en cuestión se desti-
nan a suprimir necesidades permanentes y 
deben convertirse, obligatoriamente, en in-
definidos (Clauwaert y Schomann, 2013a). 

Por otro lado, en España fueron prohibi-
das las renovaciones sucesivas de los con-
tratos temporales, una medida que ya exis-
tía, pero que había sido suspendida de forma 
transitoria. Actualmente, los contratos tem-
porales pueden ser renovados hasta dos 
años, a partir de los cuales deben convertir-
se en permanentes (España, Real Decreto 
Ley 3/2012). Esta medida fue aplicada a fina-
les del 2012 (Clauwaert y Schomann, 2013c).

En Portugal, las políticas introducidas 
combinaron la ampliación y el límite del uso 
de contratos temporales: entre 2012 y 2014 
fue permitida, a título excepcional, la amplia-
ción de los contratos existentes por 18 me-
ses más, pero a partir de 2015, el periodo 
para la renovación de contratos temporales 
sería reducido de seis a tres años (Portugal, 
Lei 3/2012). Sin embargo, en 2013 esta me-
dida se extendió hasta 2016, pero con un 
periodo máximo de 12 meses de contrato 
(Portugal, Lei 76/2013).

En los casos de España y Grecia fueron 
también creados nuevos tipos de contrato. 
En Grecia se creó un contrato exclusivo 
para jóvenes de hasta 25 años, que con-
templa condiciones de trabajo, en general, 
menos favorables que las habituales (menor 
salario, sin asistencia en el desempleo, etc.) 
(Clauwaert y Schomann, 2013a). En Espa-
ña, la reforma laboral de 2012 define que las 
empresas de hasta 50 trabajadores pueden 
recurrir a un nuevo tipo de contrato (contra-
to indefinido de apoyo a los emprendedo-
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res), con beneficios fiscales para las empre-
sas. Al mismo tiempo, establece que los 
contratos de formación y aprendizaje, ante-
riormente exclusivos para trabajadores de 

hasta 25 años, sean ampliados hasta los 30, 
finalizando cuando la tasa de desempleo 
alcance el 15% (España, Real Decreto Ley 
3/2012).
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Gráfico 4.  Legislación de protección del empleo: despidos colectivos, 2008-2013 (0-Poco restrictivo a 
despidos; 6-Muy restrictivo a despidos)

Fuente: OCDE: Strictness of employment protection legislation: collective dismissals (EPC), 2008-2013.
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Gráfico 5.  Legislación de protección del empleo: despidos individuales, 2008-2013 (0-Poco restrictivo a 
despidos; 6-Muy restrictivo a despidos)

Fuente: OCDE: Strictness of employment protection legislation: individual dismissals (EPR_V3), 2008-2013.



Margarida Martins Barroso 13

Reis. Rev.Esp.Investig.Sociol. ISSN-L: 0210-5233. Nº 158, Abril - Junio 2017, pp. 3-22

Cuando se analiza la evolución reciente 
del número de trabajadores temporales (grá-
fico 6) se verifica que solo Grecia tiene valo-
res por debajo de la media de la UE.

España, que ya tenía a principios de los 
años 2000 valores muy elevados de trabajo 
temporal, ha ido disminuyendo la proporción 
de trabajadores con estas condiciones con-
tractuales. Por otro lado, la tendencia en 
Portugal ha sido más irregular, con diversas 
oscilaciones en las últimas décadas.

Los países ibéricos presentan, así, una 
proporción de trabajadores temporales su-
perior a la media europea, una realidad ante-
rior al periodo de crisis y que se distancia de 
la realidad griega.

La presentación del trabajo temporal 
como un instrumento promotor del empleo 
aún no se refleja en los niveles del desem-
pleo. En realidad, si es verdad que la tempo-
ralidad presenta algunas diferencias entre los 
países del sur, también es cierto que el des-
empleo ha afectado a los países analizados 
de forma generalizada desde 2008, aunque 
en momentos diferenciados (gráfico 7). En 
Grecia, cuyo paro pasó del 8,4% en 2007 al 
26,5 en 2014, el aumento fue más notorio a 
partir de 2010. En España, donde los valores 
subieron del 8,2% en 2007 al 24,5 en 2014, 
el mayor crecimiento ocurrió entre 2008 y 
2009. En Portugal, el desempleo creció del 
8,9% en 2007 al 14,1% en 2014, registrando 
máximos entre 2011 y 2012. De 2013 a 2014, 
se verificó una ligera disminución del paro, 
acompañada también de un sutil aumento 
del trabajo temporal en el mismo periodo. 
Esto parece indicar que los empleos creados 
han sido principalmente temporales.

Jornada laboral

El hincapié en la cuestión de la flexibilidad 
también es visible en lo que respecta a la jor-
nada laboral. Contrariamente a lo que se ha 
verificado en algunos países, donde las res-
puestas a la crisis pasaron por la reducción 
del número de horas de trabajo para equilibrar 

los niveles de empleo, en estos países del sur, 
la intervención pasó por el aumento de la jor-
nada laboral, basada en la idea de que eso 
aportaría una mayor productividad (Euro-
found, 2015; referencia anónima).

De esta manera, en Grecia fue establecida 
la opción de aumentar la jornada laboral en 
dos horas por día, durante seis meses al año, 
al mismo tiempo que se redujo el periodo de 
descanso obligatorio de 12 a 11 horas diarias. 
La troika llegó a proponer incluso la introduc-
ción de una semana de trabajo de seis días, 
en lugar de los actuales cinco, aunque las 
condiciones de su verdadera aplicación sean 
en parte desconocidas (MoU, 2012).

En Portugal fueron eliminados cuatro fes-
tivos nacionales y llegó a ser propuesto el 
aumento de la jornada laboral en media hora 
por día, una medida que acabó por ser con-
siderada inconstitucional por el Tribunal 
Constitucional del país. El pago de las horas 
extras fue reducido en un 50% (Portugal, Lei 
23/2012).

En España fue eliminada la ley que prohi-
bía que los trabajadores a tiempo parcial tra-
bajasen horas extras (España, Real Decreto 
Ley 3/2012). Así, estos trabajadores pueden 
hacer, actualmente, horas extraordinarias y 
horas complementarias, una modalidad es-
pecífica para este tipo de trabajo que ya 
existía antes de la crisis.

En España y en Portugal se introduje-
ron además políticas para flexibilizar la 
asignación de las jornadas laborales. En 
Portugal, el sistema de banco de horas, ya 
existente, fue ampliado para que las em-
presas pudieran negociar directamente 
con los trabajadores, fuera del sistema de 
negociación colectiva, hasta 150 horas ex-
tras de trabajo anuales, dos más por día, 
50 por semana (Portugal, Lei 23/2012). En 
España, la libre asignación del 5% de las 
horas de trabajo anuales comenzó a ser 
permitida, incluso antes de las negociacio-
nes de los nuevos contratos colectivos 
(España, Real Decreto Ley 3/2012). Espa-



Reis. Rev.Esp.Investig.Sociol. ISSN-L: 0210-5233. Nº 158, Abril - Junio 2017, pp. 3-22

14  Crisis y trabajo. Un análisis de las políticas laborales de emergencia en Portugal, España y Grecia

ña fue el único de los tres países que intro-
dujo políticas para facilitar la reducción de 
la jornada laboral. Por lo tanto, actualmen-
te las empresas españolas pueden reducir 

temporalmente entre un 10 y un 70% la 
jornada laboral, después de consultar a 
los representantes de los trabajadores (Es-
paña, Real Decreto Ley 3/2012).
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Gráfico 6. Porcentaje de trabajadores temporales en el total de trabajadores, 2004-2014

Fuente: Eurostat, LFS.

Gráfico 7. Evolución de la tasa de desempleo, 2004-2014 (%)

Fuente: Eurostat, LFS.
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Salario mínimo

Los recortes y las congelaciones salariales 
son medidas de ajuste más comunes en los 
países del sur que en los nórdicos (Euro-
found, 2015). 

España, Portugal y Grecia presentan rea-
lidades muy diferentes en relación a la evo-
lución del salario mínimo nominal. Estas di-
ferencias son anteriores a la crisis y se han 
mantenido en los últimos años, a pesar de la 
tendencia común de su reducción o conge-
lación.

Visiblemente, Grecia ha sido siempre el 
país donde el salario mínimo permitía mayor 
poder adquisitivo, en comparación con Es-
paña o Portugal. Como consecuencia, en 
Grecia los efectos de la crisis sobre el salario 
mínimo se han sentido de forma más notable 
y drástica. En 2008, el valor mensual del 
salario mínimo se situaba en los 680,60 euros 
en Grecia, en 600 euros en España y en 426 
en Portugal. A finales de 2014, el salario mí-
nimo en Grecia había disminuido un 13,8%, 

situándose en los 586,08 euros mensuales. 
En España y en Portugal fue posible evitar el 
recorte en el valor nominal, pero el creci-
miento ocurrió a un ritmo lento. En España el 
salario mínimo correspondía a 645,30 euros 
en 2014, presentando un aumento del 7,5%. 
En Portugal el aumento fue del 13,8%, si-
tuándose en 485 euros mensuales en 2014 
(gráfico 8).

En Portugal y en Grecia, la intervención 
sobre el valor del salario mínimo fue deter-
minada por los acuerdos con la troika. En el 
caso de Grecia, el segundo rescate en 2012 
obligó incluso a un recorte del 22% en el 
salario mínimo y a una posterior congela-
ción hasta el año 2016 (MoU, 2012). En Por-
tugal, el compromiso con la troika supuso la 
congelación de posibles aumentos durante 
el periodo de rescate, poniendo fin a todo 
un proceso de negociación en curso, con 
vistas a un aumento significativo del mismo 
(MoU, 2011).

A pesar de que las políticas españolas no 
se encuadraron en un acuerdo de condicio-
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nalidad formal, los planes de austeridad si-
guieron el mismo camino que en Portugal y 
en Grecia. Los aumentos en el salario míni-
mo fueron congelados en 2011 (Eurofound, 
2015), aunque entre 2012 y 2013 se produjo 
un sutil crecimiento del 0,6%.

Negociación colectiva

De forma poco sorprendente, la evolución de 
las estructuras y de los procesos de nego-
ciación colectiva en tiempo de crisis se incli-
nan hacia la descentralización, sobre todo a 
través de la reducción de la intervención de 
los agentes sociales para debilitar el poder 
de las estructuras sindicales, teniendo como 
premisa que eso eliminaría algunos «obs-
táculos» para la contratación (Molina, 2014). 
La verdad es que las transformaciones ocu-
rridas en las políticas introducidas en Grecia, 
Portugal o España presentan tendencias ya 
observadas antes de la crisis (Degryse et al., 
2013; Stoleroff, 2013).

Una de las formas de descentralización 
fue el refuerzo de las posibilidades de nego-
ciación a nivel de la empresa, perjudicando 
a la negociación colectiva realizada a nivel 
sectorial o superior. De la misma manera, 
fueron introducidas restricciones para la re-
novación automática de los acuerdos colec-
tivos de trabajo, una práctica presente en los 
tres países. La duración de los contratos 
también fue reducida.

En 2010, en Grecia se introdujo un nuevo 
tipo de acuerdo colectivo (posteriormente 
eliminado) que permitía de forma excepcio-
nal negociar condiciones de trabajo a nivel 
de la empresa menos favorables que las de-
finidas en los acuerdos sectoriales (Clauwaert 
y Schomann, 2013a). En 2011, este nuevo 
tipo de acuerdo fue abolido y los acuerdos a 
nivel empresarial  prevalecieron sobre los 
sectoriales, pudiendo ser firmados por gru-
pos de trabajadores, siempre que participen 
en el proceso entre 3 y 5 trabajadores de la 
empresa. Igualmente, los acuerdos sectoria-
les pasaron a tener una duración de un máxi-

mo de tres años y, una vez finalizados, una 
validez de tres meses. En caso de que no se 
produzca la renovación, prevalecen las con-
diciones salariales y laborales de base, hasta 
firmar un nuevo acuerdo (Clauwaert y Scho-
mann, 2013a).

En España, una de las cuestiones centra-
les fue la flexibilización de las normas del 
descuelgue (Clauwaert y Schomann, 2013c). 
Este aspecto surgió en 2011, junto con una 
mayor flexibilidad en la asignación de los ho-
rarios laborales y de las funciones de los tra-
bajadores según las necesidades de las 
empresas. Los acuerdos empresariales co-
menzaron a prevalecer sobre los sectoriales, 
y los colectivos pudieron ser ampliados tan 
solo a dos años inicialmente y a un año des-
pués (España, Real Decreto Ley 3/2012). An-
teriormente, eran automáticamente amplia-
dos hasta que surgiera uno nuevo.

En Portugal, el acuerdo con la troika de-
terminó la descentralización de la negocia-
ción colectiva luego en 2011 (MoU, 2011), 
pero la aplicación efectiva y la transposición 
en la legislación nacional se produjo más 
tarde, siendo firmado el último acuerdo en 
2014 (Portugal, Lei 43/2014). La duración de 
los acuerdos colectivos tuvo alteraciones, 
pasando de cinco a tres años, mientras que 
el periodo de renovación pasó de 18 meses 
a 12. Al mismo tiempo, también fueron intro-
ducidas reglas en relación a la representa-
ción de los actores presentes en la negocia-
ción. De esta manera, en empresas con más 
de 150 trabajadores, los comités de empresa 
pueden firmar y negociar acuerdos sin la pre-
sencia de los sindicatos. 

Administración Pública

Con la llegada de la crisis, muchas de las 
reformas de la Administración Pública 
anteriormente iniciadas tuvieron un nuevo 
impulso. Reformas orientadas para el control 
del déficit y la implementación del paradigma 
del «new public management» ya habían 
sido observadas antes de la intensificación 
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de la crisis, sobre todo en Portugal (Stoleroff, 
2013). En los países que recurrieron a la ayu-
da externa, reformar el sector público de em-
pleo constituyó un requisito esencial para 
acceder a los préstamos. Pero, tal y como en 
otras materias, los recorridos anteriores de 
cada país determinaron la amplitud de las 
reformas (Stoleroff, 2013).

El primer memorando de entendimiento 
entre Grecia y la troika estableció la reducción 
del empleo público, a razón de una entrada 
por cada cinco salidas y estableciendo la 
edad de jubilación en los 65 años (MoU, 
2010). El segundo memorando determinó la 
necesidad de reducir 150.000 puestos de tra-
bajo en el sector público hasta el año 2015. 

TaBla 1. Cuadro resumen de las principales medidas

España Portugal Grecia

Protección del 
empleo

Facilitación de los despidos 
motivados por causas 
económicas; eliminación de los 
ERE; despidos colectivos en el 
sector público

Introducción de nuevas modalidades de 
despido individual

Redefinición de los 
límites para los 
despidos colectivos

 Reducción de las compensaciones por despido

Contratos de 
trabajo

Prohibición de las renovacio-
nes sucesivas de los contratos 
temporales

Extensión transitoria de los contratos existentes Extensión de los 
contratos temporales

Reducción del límite para la renovación de los contratos temporales        -

Nuevos tipos de contrato 
temporal

-
Nuevos tipos de 
contrato temporal

Jornada 
laboral

Posibilidad de trabajo extra 
para trabajadores temporales;
facilitación de la reducción de 
la jornada laboral

Eliminación de festivos nacionales;
reducción  del pago de las horas extras;
extensión del sistema de banco de horas

Posibilidad de 
aumentar el tiempo 
de trabajo;
reducción del 
periodo de 
descanso diario

Flexibilización de la asignación de la jornada laboral                -

Salario mínimo
Congelación

- - Recorte

Negociación 
colectiva

Descentralización;
Refuerzo de la negociación al nivel de la empresa;
Limitación de las renovaciones automáticas de los acuerdos colectivos;
Reducción de la duración de los contratos

Administración 
Pública

     Recortes salariales

  Congelación salarial -                                  Congelación salarial

Eliminación de pagas extra -

-                                                        -                                Recorte de pagas extra

-                                                                  Reducción del empleo público
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También fue acordada la implementación de 
un sistema de jubilación anticipada y el des-
plazamiento de 15.000 funcionarios a una lis-
ta de reserva (MoU, 2012; Eurofound, 2015).

En Portugal, el acuerdo con la troika es-
tableció la reducción del empleo en el sector 
público en un 1% en la Administración cen-
tral y en un 2% en la Administración local. Al 
mismo tiempo, tendrían que reducirse los 
cargos de gestión en la Administración públi-
ca en un 15% (MoU, 2011; Eurofound, 2015).

No obstante, estas reformas en el sector 
público no se restringieron a los países con 
ayudas económicas condicionadas sino que 
fueron más allá de la reducción del empleo 
público. Por ejemplo, los recortes salariales 
se extendieron a varios países. En España, 
los recortes llegaron a una media del 5%, y 
en los años 2011, 2012 y 2013 los salarios 
fueron congelados. Igualmente, una de las 
pagas extraordinarias fue eliminada en 2012 
(Eurofound, 2015). En Portugal, los recortes 
se situaron entre el 3,5 y el 10%, solo aplica-
bles para los trabajadores con salarios supe-
riores a 1.500 euros mensuales (Eurofound, 
2015). Una de las pagas extras fue eliminada 
en 2012, pero al contrario de lo que pasó en 
España, el tribunal constitucional declaró la 
inconstitucionalidad de la medida, impidien-
do su aplicación en los años siguientes. En 
Grecia, los recortes oscilaron entre el 1,5 y el 
5,5% en 2010 (Eurofound, 2015). En 2012, el 
valor de las pagas extras fue sustituido por 
500 euros y hasta 2014 los salarios fueron 
congelados (MoU, 2012).

dIscusIón y conclusIonEs

En este artículo presentamos algunas de las 
políticas aplicadas a los mercados de traba-
jo español, portugués y griego en los últimos 
años, consideradas como «medidas de 
emergencia» para combatir las consecuen-
cias directas de la crisis.

Una de las primeras cuestiones que el 
análisis de estos procesos de ajuste plantea 

es la del hincapié en los mercados de traba-
jo como área de intervención prioritaria. Aun-
que haya consenso sobre la naturaleza glo-
bal de la crisis, la búsqueda de soluciones ha 
sido realizada esencialmente a nivel local, y 
más específicamente, dentro de los merca-
dos laborales, perpetuándose el predominio 
de las ideas que asocian la salida de la crisis 
a la reestructuración de la legislación laboral. 
Realmente, tal como varios autores refieren, 
estas políticas de emergencia siguen las ten-
dencias de flexibilización del mercado labo-
ral ya observadas en períodos anteriores a la 
crisis (Degryse et al., 2013; Schömann, 
2014). El abordaje liberalizador encontrado 
por Picot y Tassinari (2014) en España está 
también presente en los casos de Portugal y 
de Grecia. En este sentido, el carácter de 
emergencia de estas políticas se manifestó 
más a través de una aceleración de las ten-
dencias ya en curso que por la necesidad de 
responder con urgencia a las consecuencias 
que la crisis tuvo sobre el empleo.

Una segunda cuestión que surge se refie-
re a la eficacia de las políticas y sus efectos. 
Por un lado, es necesario diferenciar las al-
teraciones legislativas de su verdadero po-
tencial de implementación. El contexto de 
crisis reforzó la dimensión judicial de la apli-
cación de políticas, dado que, en los países 
analizados, los tribunales frenaron la imple-
mentación de medidas consideradas incons-
titucionales o transgresoras de normativas 
europeas, internacionales o de derechos 
fundamentales. Por otro lado, además del 
aumento sustancial del desempleo, las polí-
ticas aplicadas empeoraron las condiciones 
de vida y de trabajo de una parte de la po-
blación de estos países, sin que sus efectos 
sobre el control del déficit y de las cuentas 
públicas hayan sido notoriamente positivos. 
El análisis de datos secundarios que desa-
rrollamos en este artículo no permite identifi-
car las mejoras esperadas en los indicadores 
clave sobre los cuales pretendían intervenir 
las políticas. La temporalidad del trabajo per-
manece a niveles semejantes a los anteriores 
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a la crisis, aumentando ligeramente en 2014. 
El desempleo creció significativamente en 
los años de la crisis, registrando tan solo un 
ligero descenso en 2014. El análisis combi-
nado de estos dos datos permite deducir 
que los empleos creados recientemente son 
principalmente de carácter temporal, mante-
niéndose la tendencia de deterioro de las 
condiciones de trabajo. En la bibliografía 
analizada, tampoco existen evidencias del 
impacto positivo de las políticas de emer-
gencia en la creación de empleo. Por el con-
trario, varios autores convergen al afirmar su 
fracaso en la corrección de los efectos de la 
recesión (Matsaganis y Leventi, 2014) y sus 
impactos en la atenuación de los derechos 
laborales, en la destrucción del empleo (Mi-
guélez et al., 2015), en la disminución de la 
calidad del trabajo y debilitación de la nego-
ciación colectiva (Torres, 2015) o en el au-
mento de la pobreza y de las desigualdades 
(Matsaganis y Leventi, 2014; Carmo y Can-
tante, 2015). En este último punto, han sido 
señaladas importantes tendencias, especial-
mente la reconfiguración de los procesos 
tradicionales de producción de desigualda-
des, surgiendo el desempleo como nueva 
variable estructural de la desigualdad social, 
tales como el sexo, la edad o la escolaridad 
(Carmo y Cantante, 2015).

En este momento no es posible prever 
qué sentido van a asumir las políticas en el 
futuro, pero tal y como argumenta Matsaga-
nis (2012), las respuestas nacionales a los 
contextos de crisis dependerán de las opcio-
nes políticas de cada país y de sus circuns-
tancias gubernamentales. El fin de los pro-
gramas de rescate en Portugal y en España; 
la aparición de un nuevo gobierno en Grecia, 
con claras dificultades de implementación 
del programa gubernamental inicial; el tercer 
rescate griego; los recientes cambios guber-
namentales en Portugal y el nuevo gobierno 
de España dificultan la proyección de futuro 
en materia de empleo y condiciones de tra-
bajo. Sin embargo, considerando los datos 
disponibles desde el inicio de la crisis, y te-

niendo en cuenta que esta comenzó hace 
cerca de ocho años, no puede asumirse ni 
que las políticas de empleo aplicadas tuvie-
sen un carácter de emergencia ni que hayan 
sido eficaces en su implementación y en los 
resultados esperados.

Para finalizar, el análisis de las políticas 
de emergencia en estos tres países permite 
discutir la pertinencia de la agrupación me-
diterránea, sobre todo al nivel de su homo-
geneidad interna. 

Los países del sur de Europa presentan al-
gunas características semejantes, especial-
mente a nivel del diseño y funcionamiento ins-
titucionales, que podrían justificar posibles 
similitudes en sus programas de ajuste. De 
hecho, el análisis de las políticas de empleo 
adoptadas en el contexto de crisis demuestra 
orientaciones análogas, como la reducción de 
la protección del empleo, el aumento de la jor-
nada laboral, la contención salarial, la fragilidad 
de la negociación colectiva o la reducción del 
empleo público. Conviene observar, no obs-
tante, la diversidad de actores incluidos en el 
proceso de decisión y las presiones externas a 
las que los Estados estuvieron sujetos a la hora 
de definir sus políticas. El programa de asisten-
cia español, aunque restringido al sector finan-
ciero, vino acompañado también de presiones 
externas en el sentido de la desregulación del 
mercado de empleo. Portugal pasó por un res-
cate financiero, concedido a cambio de la apli-
cación de varias medidas, muchas de las cua-
les estaban relacionadas con el mercado 
laboral. Grecia continúa sujeta, actualmente, a 
un acuerdo de condicionalidad bajo su tercer 
rescate financiero. Los caminos que cada país 
ha ido recorriendo tienen que ser colocados, 
de esta manera, en el contexto de la reducida 
autonomía de los gobiernos nacionales ante 
las orientaciones europeas e internacionales, 
siendo estas constantemente criticadas por 
utilizar intervenciones semejantes, incluso en 
países con contextos sustancialmente distin-
tos, sin que ello resulte una solución duradera 
para sus problemas (Stiglitz, 2002; Stoleroff, 
2013).
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La singularidad de los países del sur fren-
te a otros grupos de países, especialmente 
en Europa, puede ser cuestionable en el cua-
dro de las tendencias de flexibilización a las 
que hemos asistido en los últimos años, que 
no se restringen a los países mediterráneos. 
Al mismo tiempo, a pesar de las prescripcio-
nes semejantes, las particularidades de cada 
país obligaron a diferenciar las medidas es-
pecíficas. Por ejemplo, aunque generalmen-
te orientadas hacia la disminución de la pro-
tección del empleo, las alteraciones 
legislativas en esta materia fueron realizadas 
en ámbitos distintos: en España y en Grecia 
se facilitaron los despidos colectivos, en 
Portugal, los individuales. En lo que se refie-
re a los contratos de trabajo, los sentidos de 
las políticas fueron también diferentes: en 
Grecia fueron realizados esfuerzos para faci-
litar la temporalidad; en Portugal y en Espa-
ña, por otro lado, se intentó moderar el uso 
de contratos temporales. Por lo tanto, ade-
más de preguntarnos sobre la medida en la 
que estas alteraciones pueden solucionar las 
consecuencias de la crisis en un país, cuan-
do no lo hicieron en el otro, la necesidad de 
adecuarlas al contexto social más inmediato 
demuestra cómo el pasado reciente y las tra-
yectorias de los países del sur acaban por 
diferenciarlos. Este argumento podría ganar 
peso si juntásemos otros países en el análi-
sis. Por mencionar un ejemplo, Italia, aunque 
sujeta a presiones externas semejantes en 
contexto de crisis, no estuvo sometida ni a 
programas de asistencia generales, como 
Grecia, Portugal o Chipre, ni a programas 
restringidos como España. La crisis puso 
también en evidencia la fluidez del concepto 
de periferia aplicado a los países del sur, que 
puede continuar teniendo sentido en los ca-
sos portugués o griego, pero que es clara-
mente inadecuado en los casos de España o 
Italia, ya que el tamaño y robustez en sus 
economías les confieren mayor centralidad 
en el cuadro político europeo.

Aunque la crisis haya dejado claras las 
desigualdades internas en Europa, eviden-

ciando la vulnerabilidad socioeconómica de 
ciertos países, en lo que puede ser conside-
rado como un contraste norte-sur, el análisis 
desarrollado en este artículo destaca la com-
plejidad de la lógica analítica de la agrupa-
ción de países, contribuyendo a la discusión 
de la homogeneidad interna del grupo medi-
terráneo en el ámbito del análisis de sus pro-
cesos de ajuste.
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Resumen
El artículo analiza y compara el pensamiento en torno a la participación 
ciudadana de políticos, técnicos y activistas de la esfera municipal de 
Madrid, Barcelona, San Sebastián y Lleida. La investigación se 
fundamenta en la metodología Q, cuya combinación de elementos 
cuantitativos y cualitativos permite generar evidencias de modo 
sistemático, riguroso y cuantificable, sin renunciar a la complejidad y la 
riqueza del lenguaje de los propios actores. Los resultados nos revelan 
tres perspectivas sobre la participación (integral, regeneradora y 
desconfiada), divergentes en cuanto a su apreciación de las 
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Abstract
The article analyses and compares the thinking on citizen participation 
of elected and non-elected officials, as well as social activists of the 
Spanish cities of Madrid, Barcelona, San Sebastián and Lleida. The 
research is based on Q methodology, whose combination of quantitative 
and qualitative elements can generate systematic, rigorous and 
quantifiable evidence, without sacrificing the complexity and richness of 
language. The results reveal three distinct perspectives on participation 
(integral, regenerative and distrustful), that differ notably in their 
appreciation of political institutions and social organizations. However, 
results also point to the existence of a core of consensus beliefs, which 
opens the door to building more legitimate and effective participatory 
institutions.
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IntroduccIón1

Desde la configuración del actual sistema 
democrático español, la cuestión de cómo 
articular la participación ciudadana en los 
asuntos públicos ha tenido una presencia 
permanente en el debate político local, espe-
cialmente en las grandes ciudades y en los 
numerosos enclaves metropolitanos donde 
la izquierda conquistó el poder municipal en 
1979. Presionados por las organizaciones 
vecinales, en los años ochenta numerosos 
gobiernos municipales reglamentaron la par-
ticipación ciudadana, aunque por lo general 
prevaleció una concepción muy limitada de 
la misma (Subirats y Vallès, 1990), focalizada 
en «contener y contentar» (Pindado, 2005: 
95) a los actores sociales. Una década más 
tarde, en un contexto marcado por el hundi-
miento de la izquierda marxista y el descré-
dito creciente de la política, la causa de la 
participación ciudadana regresó, apoyándo-
se en teorías fuertemente normativas (Bar-
ber, 1984; Dahl, 1985), nuevos formatos par-
ticipativos (Font et al., 2000) y nuevos 
enfoques de política pública (Blanco y Gomà, 
2002). Un torrente de «retórica positiva» (Ye-
tano et al., 2010: 784) daba plausibilidad a la 
idea de que implantar la democracia partici-
pativa, al menos a escala local, era algo legí-
timo, conveniente y hasta cierto punto inevi-
table en una sociedad cada vez mejor 
formada e informada. En aquel momento el 
desarrollo institucional se aceleró, prolifera-
ron los órganos y procesos de participación2 
y se multiplicaron los recursos humanos y 

1 El artículo es el resultado del proyecto “Transforma-
ciones de la gobernanza urbana en el contexto de la 
crisis. Evolución y perspectivas de la gobernanza parti-
cipativa en España y el Reino Unido” (TRANSGOB), fi-
nanciado por el Ministerio de Educación (CSO2012-
32817). El trabajo no habría sido posible sin la aportación 
de los equipos de IGOP-UAB, UCM, EHU-UPV y DMU. 
2 Entre los primeros destacan los consejos consultivos 
permanentes, sectoriales o territoriales. Entre los segun-
dos, las consultas vinculadas a proyectos, planes o 
presupuestos municipales.

organizativos dedicados a la misma (Salva-
dor y Ramió, 2012). 

El balance de la ola participativa que se 
inicia en los años noventa es controvertido. 
A pesar del fuerte activismo político desple-
gado en torno a este tema, en la práctica las 
evidencias de desencuentros y decepciones 
son numerosas (Rodríguez Herrero y Ajángiz, 
2007; Pastor Seller, 2010), y resulta significa-
tivo que las personas que han tomado parte 
en procesos participativos tengan una visión 
más negativa de los mismos que las que no 
lo han hecho (Font y Navarro, 2013). Ruano 
(2010) plantea una enmienda total al modelo 
de participación propuesto por los munici-
pios, al que considera poco más que un si-
mulacro al servicio de los objetivos de las 
élites políticas. En su día autores como Pin-
dado (2005) y Brugué (2007) atribuyeron los 
fracasos a la improvisación y el mal diseño 
de los procesos, que a menudo desaprove-
chaban el potencial deliberativo. Para otros 
la decepción tenía su origen en teorías nor-
mativas formuladas sin tener en cuenta las 
estructuras sociales e institucionales del país 
(Aguiar y Navarro, 2000). Por un lado tene-
mos el hecho de que, treinta años después 
de la recuperación de la democracia, la so-
ciedad española seguía significándose por 
su alto desinterés político y su baja implica-
ción social (Morales 2005; Montero et al., 
2006). Por otro, la desigual relación de poder 
entre las instituciones municipales represen-
tativas y las organizaciones sociales a través 
de las cuales se articula la participación 
(Aguiar y Navarro, 2000), agravada por la cre-
ciente fragmentación y despolitización del 
tejido asociativo (Alonso y Jerez, 1997).

Lógicamente, el contexto de la participa-
ción ciudadana local cambia con la crisis 
multidimensional que se va desencadenan-
do en España entre 2008 y 2011. En la esfe-
ra institucional, la oferta de participación 
ciudadana al uso se contrae, víctima tanto de 
los recortes presupuestarios (Díaz, 2012) 
como del cambio de prioridades políticas. Se 
habla cada vez más de transparencia y de 
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rendición de cuentas (Criado, 2012), así 
como de la implicación operativa de las or-
ganizaciones sociales para auxiliar a unos 
ayuntamientos desbordados por los impac-
tos sociales de la crisis. En la esfera social, 
frente a niveles récord de desaprobación de 
las instituciones políticas (CIS, 2015), emer-
gen nuevos actores y proliferan prácticas 
poco convencionales de «participación por 
irrupción» (Bonet-Martí, 2012), a las que se 
atribuye «un interés más genuino por la polí-
tica que aquellas vinculadas a las asociacio-
nes y al uso de los canales institucionaliza-
dos» (Ganuza y Francés, 2008: 110). Los 
nuevos movimientos sociales reclaman e 
intentan formular otro modelo de democra-
cia, más participativa a la vez que menos 
institucional, basada en prácticas autóno-
mas que se vinculan en red para alcanzar 
objetivos políticos (Subirats y Parés, 2014).

Llegados a este punto, una cuestión que 
se plantea es: ¿cómo vemos y pensamos la 
participación ciudadana institucional des-
pués de la trayectoria de auge, promesas 
incumplidas, crisis y desbordamiento que 
dibuja la historia? En la siguiente sección ve-
remos por qué es una pregunta relevante y 
cómo pretendemos abordarla.

JustIfIcacIón y obJetIvos

Tradicionalmente el estudio de las institucio-
nes se ha centrado en sus elementos más 
formales o tangibles, dejando más de lado la 
dimensión ideológica de las mismas. Sin em-
bargo, se acumulan las evidencias de que no 
podemos comprender la política si no cono-
cemos los esquemas mentales y las narrati-
vas a través de las cuales los actores ven e 
interpretan la realidad institucional (Yanow, 
2007; Schmidt, 2010; Hay, 2011). En uno de 
los trabajos pioneros sobre las ideas que hay 
detrás de las prácticas participativas, Röcke 
(2014) lamenta lo que considera una «desco-
nexión» entre los estudios teórico-normati-
vos y los estudios empíricos de la participa-

ción ciudadana. Según la autora, tanto el 
desarrollo de la teoría como la mejora de las 
prácticas participativas precisan de análisis 
empíricos para entender cómo los marcos 
ideológicos son asimilados en el nivel micro. 
Es una constatación similar a la que llegaron 
Dryzek y Berejikian en su momento, y a la 
que respondieron con una teoría democráti-
ca reconstructiva, basada no en apriorismos 
teóricos, sino en preguntar a los ciudadanos 
sobre sus creencias en torno a la democracia 
y su propio papel como actores de la misma 
(1993: 49). 

En el caso concreto de España, son di-
versos los autores que han constatado tanto 
la importancia del encargo como la deficien-
cia en su ejecución. Salvador y Ramió obser-
van que la mayoría de unidades de participa-
ción trabajan sin una articulación explícita de 
su misión, valores y objetivos (2012: 5), 
mientras que Colino y del Pino (2008) y Della 
Porta, Reiter y Alarcón  (2014) se refieren con 
cierta preocupación a la diversidad de con-
cepciones de la participación que subyace 
en los procesos participativos, pero que no 
suele ser explicitada ni debatida. En su aná-
lisis de los discursos programáticos de los 
principales partidos políticos españoles so-
bre la participación ciudadana, Verge nos 
muestra cómo, tras la aparente adhesión 
unánime a un «significante vacío» (2007: 
157), PP, PSOE e IU muestran diferencias 
sustanciales de enfoque y objetivos. En el 
trabajo de Ruiloba, que analiza el punto de 
vista de alcaldes y alcaldesas, vemos que el 
98,7% de los ediles muestran un claro perfil 
participativo si solo hablan de participación, 
pero cuando se les pide que prioricen entre 
esta y otros objetivos, como la legalidad o la 
eficacia, el perfil se desdibuja notablemente 
(2014: 65).

De acuerdo con el programa propuesto 
por Martínez López (2011: 22), esta investi-
gación se propone explorar e interpretar los 
significados en torno a la participación ciu-
dadana presentes en las ciudades españolas 
en el momento final del mandato municipal 
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2011-2015. Su interés teórico y político estri-
ba en ver qué puntos de vista o perspectivas 
nos revelan un conjunto de actores locales 
que se relacionan con la participación ciuda-
dana desde filiaciones institucionales diver-
sas. Se trata de dilucidar cuál es la lógica 
interna de cada perspectiva, en qué difieren 
unas de otras y cuáles son sus áreas de in-
tersección.

Metodología

El reto epistemológico planteado es cómo 
indagar en el conocimiento de la subjetividad 
humana, teniendo en cuenta su extrema 
complejidad. La metodología Q lo aborda 
desde la premisa de que solo es posible ac-
ceder a la denominada subjetividad operati-
va (Brown, 1980), que viene a ser el punto de 
vista o perspectiva que tiene una persona, en 
un momento dado, ante un tema o una situa-
ción determinada. Es algo que está en la 
consciencia de la persona y que condiciona 
su comportamiento (Robbins y Krueger, 
2000: 642). Partiendo del análisis factorial, 
en 1935 el físico y psicólogo británico Wi-
lliam Stephenson creó la metodología Q con 
la finalidad de estudiar la subjetividad opera-
tiva bajo presupuestos científicos. Desde 
entonces ha sido utilizada en el estudio de 
innumerables fenómenos sociales, incluyen-
do las ideas en torno a la democracia, la par-
ticipación y la deliberación (Dryzek y Bereji-
kian, 1993; Zechmeister, 2006; Jeffares y 
Skelcher, 2011). 

La principal ventaja de la metodología Q 
respecto al análisis factorial clásico es que 
permite analizar las creencias de una perso-
na no solo individualmente, sino también en 
su compleja interrelación, viendo de esta 
manera cómo se configuran los sistemas de 
creencias que estructuran la subjetividad 
(Bevir y Rhodes, 2010). Por otra parte, una 
particular combinación de elementos cuanti-
tativos y cualitativos permite a esta metodo-
logía «mantener la interpretación cualitativa 
dentro de un análisis cuantitativo, sistemáti-

co y comparativo, de la subjetividad» (Duro-
se et al., 2015: 2). Algo que garantiza el rigor 
empírico y analítico sin renunciar a la profun-
didad del enfoque humanista (Elligsen et al., 
2010: 395) puede representar una contribu-
ción positiva al polarizado debate metodoló-
gico que sufre la investigación sobre partici-
pación ciudadana (Font et al., 2012). 

Para esta investigación, la metodología Q 
se puso en práctica siguiendo los pasos re-
comendados en la literatura (Jeffares y Skel-
cher, 2011). El primero de ellos era delimitar 
el ámbito de subjetividad sobre el que se 
pondría la  mirada. La intención era hablar de 
la participación en un sentido muy amplio: de 
sus razones (para qué), de sus formas (con-
sulta, codecisión, coproducción) y de sus 
actores (capacidades, actitudes, roles, rela-
ciones), incorporando en todas estas cues-
tiones tanto una visión positiva (lo que pasa) 
como una visión normativa (lo que debería 
pasar), y tanto elementos de continuidad 
como de cambio. A continuación se constru-
yó lo que técnicamente se conoce como el 
concourse: una recopilación de enunciados 
que permitan cubrir, grosso modo, todos los 
aspectos significativos del ámbito definido. 
Habitualmente se extraen de fuentes diver-
sas (entrevistas con informantes clave, lite-
ratura académica, legislación, prensa, entre 
otros), respetando en la medida de lo posible 
su formulación original. En este caso se re-
copilaron 300 enunciados, cuya fuente fue-
ron las entrevistas semiestructuradas realiza-
das a 60 informantes clave. 

A partir del concourse se extrajo una 
muestra significativa de enunciados para ela-
borar el cuestionario (Q-Set), en número sufi-
cientemente amplio como para no perder 
demasiados matices, pero sin exceder los 
tiempos razonables de una entrevista. Para 
evitar una selección distorsionada de los 
enunciados se recomienda estructurar la 
muestra a partir de criterios relevantes y obje-
tivables. En este caso, los 48 enunciados ele-
gidos configuraron un cuestionario (véase la 
tabla 3) equilibrado en cuanto a contenido 



Ramon Canal 27

Reis. Rev.Esp.Investig.Sociol. ISSN-L: 0210-5233. Nº 158, Abril - Junio 2017, pp. 23-40

(cubrían las cuestiones relevantes), sentido 
(favorables a la participación y contrarios a 
ella), tipo (factuales y normativos) y origen 
(fueron aportados por todas las ciudades es-
tudiadas).

Lo siguiente fue seleccionar a las perso-
nas que deberían ser entrevistadas (P-Set). La 
metodología Q no precisa de un gran número 
de participantes, pues no pretende elucidar la 
representatividad de sus hallazgos, pero sí 
que es importante garantizar cierta diversidad 
en las variables que se presuponen más rele-
vantes. Nos interesaba especialmente obser-
var lo que pasa en las ciudades, pues son los 
espacios donde más se ha experimentado 
con la participación, y también donde más se 
han percibido las protestas y los nuevos mo-
vimientos sociales. Primero se escogieron 
cuatro ciudades en función de su diversidad 
política. Concretamente se buscó una ciudad 
cuyo ayuntamiento, tras las elecciones muni-
cipales de 2011, siguiera gobernado por la 
derecha (Madrid), una que siguiera gobernada 
por la izquierda (Lleida), otra que se hubiese 
escorado hacia la derecha (Barcelona) y una 
que se hubiese escorado hacia la izquierda 
(San Sebastián). En cada ciudad se seleccio-
naron, a partes iguales, personas del sector 
público (contemplando personal político y 
personal técnico) y del sector social (contem-
plando organizaciones consolidadas y organi-
zaciones nuevas). Todas ellas tenían o habían 

tenido algún tipo de relación directa con la 
participación ciudadana a nivel local (véase la 
tabla 2). 

Un total de 41 personas fueron confron-
tadas con los 48 enunciados en el contexto 
de una entrevista presencial3. Su tarea fue 
clasificar todos los enunciados en función de 
una escala numérica que iba del máximo 
desacuerdo (-5) al máximo acuerdo (+5), con 
la particularidad de que globalmente la cla-
sificación debía respetar una pauta preesta-
blecida, concretamente una distribución casi 
normal, con más espacios en el centro y me-
nos en los extremos (véase la tabla 1)4. Du-
rante las entrevistas también se generaron 
datos cualitativos, recogiendo los comenta-
rios que espontáneamente fueron surgiendo 
durante la lectura de los enunciados, así 
como preguntando al final de la entrevista 
cómo justificaba la persona la elección de los 
dos enunciados con el máximo acuerdo y los 
dos con el máximo desacuerdo.

3 Prácticamente todas las entrevistas se llevaron a cabo 
entre los meses de abril y junio de 2015, siguiendo un 
protocolo compartido por los diversos equipos de inves-
tigación.
4 Esta norma obliga a las personas entrevistadas a prio-
rizar sus creencias. Esto es especialmente importante 
en un ámbito discursivo como este, donde proliferan la 
indefinición y la retórica vacía (Verge, 2007).

Tabla 1. Tablero para la distribución de los 48 enunciados del cuestionario para obtener la Q-Sort

Desacuer do        Acuerdo

-5 -4 -3 -2 -1 0 +1 +2 +3 +4 +5

_____ _____ _____ _____ _____ _____ _____ _____ _____ _____ _____

_____ _____ _____ _____ _____ _____ _____ _____ _____ _____ _____

_____ _____ _____ _____ _____ _____ _____ _____ _____

_____ _____ _____ _____ _____ _____ _____

_____ _____ _____ _____ _____

_____ _____ _____

_____

_____
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Tabla 2. Correlación entre respuestas individuales (Q-Sorts) y factores seleccionados

Q-Sortsa Factores

Entrevista Perfil y sector Factor A Factor B Factor C

MA-A1 Técnico 0,69X -0,18 0,26

MA-A2 Técnico -0,17 0,68X 0,20

MA-A3 Alto directivo 0,06 0,31 0,69X

MA-A4 Técnico 0,42 0,56X 0,32

MA-A5 Académico 0,51X 0,44 0,06

MA-S1 Cultura 0,58X 0,18 0,07

MA-S2 Economía social 0,61X 0,15 0,01

MA-S3 Movimiento vecinal 0,60X 0,10 -0,09

MA-S4 Vivienda 0,60X 0,01 0,14

MA-S5 Ecología 0,48 -0,11 0,48

BA-A1 Político (gobierno) 0,07 0,52X 0,39

BA-A2 Técnico 0,19 0,32 0,40X

BA-A3 Político (oposición) 0,02 0,62X 0,33

BA-A4 Técnico 0,46 0,50X 0,14

BA-A5 Político (oposición) 0,62X 0,27 0,17

BA-A6 Político (oposición) 0,61X 0,39 0,06

BA-S1 Juventud y vivienda 0,64X 0,37 0,18

BA-S2 Vivienda 0,54X -0,15 0,32

BA-S3 Movimiento vecinal 0,35X -0,06 0,10

BA-S4 Comercio 0,19 0,62X -0,07

BA-S5 Cooperación internacional 0,73X 0,25 0,23

SS-A1 Técnico 0,33 0,46X 0,13

SS-A2 Político (oposición) 0,40 0,53X 0,07

SS-A3 Político (gobierno) 0,12 0,46X 0,41

SS-A4 Técnico 0,07 0,48X 0,44

SS-A5 Técnico 0,36 0,54X 0,28

SS-S1 Movimiento vecinal 0,55X 0,44 0,17

SS-S2 Asistencia social 0,07 0,56X 0,14

SS-S3 Asociación de inmigrantes -0,07 0,62X -0,10

SS-S4 Feminismo 0,27 0,58X 0,43

SS-S5 Dinamización social 0,56 0,62X -0,06

LL-A1 Político (oposición) 0,08 0,20 0,55X

LL-A2 Técnico 0,11 0,11 0,58X

LL-A3 Técnico 0,12 0,38 0,42X

LL-A4 Político (gobierno) 0,17 0,70X 0,03

LL-A5 Político (oposición) 0,44X 0,31 0,17

LL-S1 Sanidad 0,85X 0,04 0,11

LL-S2 Urbanismo 0,16 -0,20 0,64X

LL-S3 Asistencia social 0,20 0,07 0,43X

LL-S4 Participación 0,70X 0,33 0,21

LL-S5 Asistencia social 0,62X 0,20 0,45

a El código de las Q-Sorts consiste en una referencia a la ciudad (MA=Madrid, BA=Barcelona, SS=San Sebastián, LL=Lleida) 
más una referencia al sector de la persona entrevistada (A=Administración Pública; S=Organización Social).
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Factores
A

Participación 
integral

B
Participación 
regeneradora

C
Participación 
desconfiada

Enunciados ZS FS ZS FS ZS FS

1. Los procesos participativos son esenciales para con-
seguir políticas públicas que respondan a las necesida-
des de la mayoría de la gente

 1,67 5  1,72 4  0,18** 0

2. Los procesos participativos son útiles para hacer más 
transparentes las decisiones adoptadas por el ayunta-
miento

 0,21** 0  2,23** 5  0,92** 2

3. La mayoría de la gente no quiere participar —sim-
plemente quieren que los servicios públicos funcionen 
correctamente

-0,71** -2  0,58 2  0,99 3

4. Las TIC y las redes sociales facilitan la comunicación 
pero no estimulan la participación activa en torno a las 
políticas

-0,61 -1 -0,54 -1  0,15** 0

5. Los mecanismos más importantes de participación 
ciudadana son reuniones cara a cara con concejales y 
técnicos

-1,08** -3  0,53 1  0,10 0

6. Los ciudadanos deberían tener espacios para discutir 
las prioridades de gasto del ayuntamiento

 1,11 3  1,26 3  1,85** 5

7. Hay mucho solapamiento entre mecanismos de par-
ticipación, por lo que tendría sentido suprimir algunos 
de ellos

-0,69* -2 -0,29* 0  1,06** 3

8. Los mecanismos más importantes de participación 
ciudadana son las redes informales de las élites locales, 
organizadas desde la alcaldía

-0,53 -1 -1,50** -4 -0,47 -1

9. Los partidos políticos están aportando nuevas ideas 
sobre la participación ciudadana

-0,92 -2 -0,26** 0 -1,15 -3

10. Los jóvenes están cambiando los procedimientos y 
los mecanismos para participar en la política local

 0,31 1  0,14 0 -0,94** -3

11. Para que la democracia participativa prospere re-
quiere estructura y estabilidad

 1,02 2  1,04 3  1,36 4

12. Quien quiera cambiar las instituciones políticas de-
ben tratar de hacerlo desde dentro, en lugar de protestar 
desde fuera

-1,16** -3  0,30** -1  0,35** 1

13. Un proceso de participación no puede ser utilizado 
para tomar decisiones. Esta es la responsabilidad de los 
cargos electos

-2,16** -5 -0,52 -1 -0,94 -3

14. Por el bien de la democracia, el Ayuntamiento debe 
establecer límites claros a la influencia que los ciudadanos 
puedan ejercer a través de los procesos participativos

-1,31 -4 -0,99 -3 -0,11** 0

15. Los mecanismos de democracia directa, como las 
consultas ciudadanas, deberían tener un uso más fre-
cuente

 1,59 4  1,27 4  1,28 3

16. Las redes participativas son buenas para la acción 
conjunta, pero no para una deliberación seria sobre las 
políticas

-1,72* -4 -0,58 -1 -1,16* -4

17. El punto fuerte en las redes de participación es la 
gran diversidad de actores que participan en ellas

 0,13 0  0,32 1  0,73 2

18. Las redes participativas favorecen a las grandes 
organizaciones de la sociedad civil por encima de las 
pequeñas

 0,01 0 -0,55** -1  0,44 1

Tabla 3. Z-scores y rangos de los enunciados correspondientes a cada factor
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19. La coproducción de servicios públicos entre Admi-
nistración y asociaciones es una herramienta para pro-
mover la igualdad y darle a la gente el poder, una voz

 0,45 1  0,92 2  0,03 0

20. La gobernanza en red implica aceptar una regulación 
más simple y flexible en la prestación de servicios públicos

 0,34 1  0,56 1 -0,77** -2

21. La prestación de servicios municipales de proximi-
dad puede satisfacerse mejor mediante el uso de las 
habilidades y los recursos de los ciudadanos

 0,86 2  0,57 1 -0,71** -2

22. El énfasis en las iniciativas de la comunidad para re-
solver los problemas sociales le quita la responsabilidad 
a las instituciones públicas

-1,00** -2 -1,56** -5 -0,36** 0

23. La colaboración entre organizaciones del tercer sec-
tor se limita a los aspectos operativos de la prestación 
de servicios

-0,90 -2 -1,17 -3 -0,83 -2

24. El ayuntamiento debe dirigir y coordinar cualquier 
red local a través de la cual se aborden necesidades so-
ciales del municipio

-1,21 -3 -0,88 -2 -0,97 -3

25. El alcalde/la alcaldesa hace lo que quiere, sin tener 
en cuenta la participación ciudadana

 0,49 1 -1,82** -5  0,69 2

26. Los políticos locales tienen miedo de perder el control. 
Esto es lo que realmente les preocupa de la participación

 1,36* 4 -0,08** 0  0,88* 2

27. Mientras que resulta difícil para los políticos locales 
dialogar con los ciudadanos, los directivos y funcionarios 
públicos tienden a ser más abiertos y accesibles

-0,19 -1 -1,36** -4 -0,39 -1

28. Si se quiere mejorar la participación es esencial que 
los políticos electos sean más accesibles y rindan cuen-
tas de sus actividades

 1,00* 2  1,77 5  1,55 4

29. Todas las áreas del ayuntamiento deberían tener un 
técnico responsable de la participación ciudadana

 0,41** 1 -0,23 0 -0,63 -2

30. Los cambios más significativos en la participación 
ciudadana están sucediendo a nivel de barrio

 0,43 1  0,37 1 -0,05 0

31. Algunos problemas sociales graves de la ciudad es-
tán siendo abordados con gran eficacia por las organi-
zaciones del tercer sector

 0,31 0  1,15** 3  0,42 1

32. Los mecanismos de participación permiten a las 
asociaciones ejercer una notable influencia sobre las de-
cisiones políticas

-1,03 -3  0,80** 2 -1,23 -4

33. Las asociaciones son muy escépticas acerca de los 
espacios de participación institucionalizados o formales

 0,60 2  0,33 1  1,40** 4

34. El tercer sector ha sido capturado por las adminis-
traciones, debido a su dependencia respecto a las sub-
venciones y el encargo de servicios

-0,06** 0 -0,73** -2  1,16** 3

35. Las organizaciones de la sociedad civil son capaces 
de articular visiones críticas y alternativas a las políticas 
formuladas por el ayuntamiento

 1,56 4  1,57 4 -0,40** -1

36. Las iniciativas de la sociedad civil pueden proporcio-
nar buenas medidas de emergencia, tales como bancos 
de alimentos, pero no soluciones a largo plazo

-1,30** -4 -0,83 -2 -0,57 -1

Tabla 3. Z-scores y rangos de los enunciados correspondientes a cada factor (continuación)

Factores
A

Participación 
integral

B
Participación 
regeneradora

C
Participación 
desconfiada

Enunciados ZS FS ZS FS ZS FS
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análIsIs 
El análisis factorial5 de todos los conjuntos 
individuales de respuestas (Q-Sorts) obteni-

5 El análisis se realizó con el programa de acceso libre 
PQM, descargable en http://schmolck.userweb.mwn.de/
qmethod/ 

dos en las entrevistas permite identificar 

cómo estos se agrupan en torno a tipos idea-

les de respuesta o factores. En este caso se 

partió del llamado análisis de los componen-

tes principales, y de los factores resultantes 

se seleccionaron los tres con el eigenvalue 

(autovalor) más elevado para su rotación me-

37. El ayuntamiento debería ser más receptivo ante las 
iniciativas políticas de las organizaciones y los movimien-
tos sociales

 1,66 5  0,92** 2  1,44 5

38. La crisis económica y la austeridad no han dado lu-
gar a cambios significativos en el modelo de participa-
ción ciudadana de esta ciudad

-0,51** -1  0,00* 0  0,52* 1

39. La mayor parte de las decisiones sobre recortes de 
gasto público son dolorosas, pero no generan contro-
versia entre la gente

-1,94 -5 -1,17** -3 -1,92 -5

40. La crisis económica y la austeridad han provocado 
un renacimiento de los movimientos sociales de base en 
toda la ciudad

 1,05** 3  0,11** 0 -0,68** -2

41. Debido a la austeridad y los recortes presupuesta-
rios, las organizaciones sociales han ganado autonomía 
respecto a las instituciones públicas

-0,60 -1 -0,88 -2 -1,42* -4

42. La falta de respuesta gubernamental efectiva a las 
necesidades sociales ha hecho que la gente  lleve a 
cabo iniciativas comunitarias creativas

 1,06 3  0,66 2  0,52 1

43. La colaboración entre la Administración y las organi-
zaciones de la sociedad civil ha sido útil para reducir los 
impactos sociales negativos de la austeridad

 0,06* 0  1,16* 3  0,61* 2

44. Frente a los recortes, cada barrio se preocupa de 
sus propias necesidades, de forma fragmentada, en lu-
gar de coordinarse con los demás a nivel de ciudad

-0,17 -1 -0,38 -1 -0,14 0

45. Existe una gran desconfianza mutua entre las admi-
nistraciones y las organizaciones y  movimientos socia-
les como consecuencia de la austeridad

 0,13** 0 -0,64 -2 -0,49 -1

46. Con determinación y organización suficiente, los ciu-
dadanos podrían obligar al gobierno a revertir los recor-
tes presupuestarios

 1,18** 3 -0,04 0 -0,45 -1

47. Hay como un «anillo de acero» alrededor del poder, 
que hace que la gente acabe abandonando la protesta 
y la resistencia

 0,00 0 -1,17** -3  0,39 1

48. Una democracia participativa es incompatible con 
las políticas de austeridad

 0,81** 2 -1,52** -4 -2,74** -5

ZS=Z-Scores, FS=Factor Scores.
*Enunciados distintivos, significativos en P<0,05.
**Enunciados distintivos, significativos en P<0,01.

Tabla 3. Z-scores y rangos de los enunciados correspondientes a cada factor (continuación)

Factores
A

Participación 
integral

B
Participación 
regeneradora

C
Participación 
desconfiada

Enunciados ZS FS ZS FS ZS FS
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diante el método varimax6. La solución de tres 
factores se consideró la más adecuada, en 
tanto que el cuarto presentaba un eigenvalue 
sensiblemente inferior al del tercero (Branns-
trom, 2011). Más significativo aún, la rotación 
de tres factores generaba una adscripción 
clara y unívoca en 40 de las 41 Q-Sorts (véase 
la tabla 2), mientras que en la de cuatro facto-
res esta cifra bajaba hasta los 31. 

Una vez rotados los factores, PQM gene-
ra numerosos productos de análisis estadís-
tico de los mismos, tanto de su estructura 
interna como a nivel comparado. Se trata, 
esencialmente, de medir el valor otorgado a 
cada uno de los enunciados. Tres de los in-
dicadores más potentes son el Z-Score, que 
mide distancias ponderadas respecto al 
punto 0, el factor Score, que traduce el Z-
Score a la escala -5/+5, y finalmente la lista 
de los enunciados que son estadísticamente 
distintivos de cada factor (o de ninguno de 
ellos, lo cual los convierte en enunciados de 
consenso). El análisis de todos estos datos 
(véase la tabla 3), complementado con los 
datos cualitativos, permitió desarrollar e in-
terpretar los factores como sistemas de 
creencias o perspectivas singulares. Las tres 
perspectivas son presentadas a continua-
ción, ilustradas con citas literales de las en-
trevistas y sintetizadas en la tabla 4.

Perspectiva a: participación integral

Si por algo se caracteriza esta perspectiva es 
por su creencia en la voluntad (3)7 y la capa-
cidad (46) de la gente para implicarse en los 
asuntos públicos y transformar la realidad, a 
pesar de las dificultades que el contexto 

6 El eigenvalue es un indicador de la proporción de la 
varianza explicada por cada factor. La rotación varimax 
recibe esta denominación porque mediante ella se pre-
tende maximizar la variancia entre factores y así identi-
ficar claramente los elementos diferenciadores de cada 
factor.
7 En esta sección los enunciados son identificados me-
diante su número (1-48). Para comprobar y contrastar 
los resultados, véase la tabla 3.

pueda plantear. La crisis ha puesto a prueba 
a la sociedad, y esta ha sabido responder 
con creces, comprometiéndose más con sus 
movimientos y organizaciones (40). Desde la 
base, el modelo de democracia participativa 
está empezando a cambiar (38). Más allá de 
la movilización y la protesta, se constata que 
las organizaciones sociales son muy capa-
ces de deliberar (16) y de formular propues-
tas de cambio a largo plazo para resolver los 
problemas del presente (36): «la gente tiene 
posibilidad de generar alternativas. Hay mu-
cha gente muy formada y que sabe de lo que 
habla y que podría hacer cambios» 8 (LL-S5). 
En consecuencia, sus miembros no creen 
que la política deba quedar exclusivamente 
en manos de las instituciones, pues los que 
están dentro no son mejores ni más sabios 
que los que están fuera, aunque a menudo lo 
pretendan: «parece ser que cuando alguien 
entra en un ayuntamiento a ser concejal […] 
pues de repente, es el que sabe, el que co-
noce» (SS-S1). 

Asegurar decisiones que respondan a las 
demandas de la ciudadanía es mucho más 
importante que asegurar la transparencia y la 
rendición de cuentas (2 y 28). Las organiza-
ciones sociales están legitimadas y capaci-
tadas para participar en las decisiones públi-
cas, y eso debería implicar una renuncia al 
monopolio del poder por parte de las institu-
ciones (13): «si no se toman decisiones no es 
participación, es consulta. Sin capacidad de 
decisión es hacer perder el tiempo a la gen-
te» (BA-S2). Pero no creen que los políticos 
estén dispuestos a llegar tan lejos (26), pues 
«quien tiene que tomar la decisión no siem-
pre quiere tener todas las visiones para to-
marla y le gusta tomar la decisión él o su 
equipo» (MA-S4). En este sentido, poca cosa 
cabe esperar de las reuniones con conceja-
les y técnicos (5). Es mejor apostar por la 

8 A efectos de una mejor comprensión, las citas de las 
entrevistas de los casos de Barcelona, Lleida y Donos-
tia/San Sebastián han sido traducidas por el autor al 
castellano.
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creación de espacios que encaucen el po-
tencial participativo de la sociedad (7) y que 
el ayuntamiento garantice que todas sus 
áreas se implicarán en este esfuerzo (29). 
Aun así, la posibilidad de que un modelo re-
presentativo que «se ha demostrado caduco 
y poco efectivo para abrir, solventar, respon-
der a las dificultades sociales que se generan 
a día de hoy» (LL-S4) pueda ser reformado 
desde dentro parece remota (12). 

Esta visión desesperanzada sobre las ca-
pacidades institucionales no obsta para que 
se propugne la colaboración del tercer sec-
tor con el ayuntamiento en el desarrollo de 
políticas y la prestación de servicios. Se asu-
me que existe una razonable base de con-
fianza mutua para la colaboración (45) y que 
los riesgos de «captura» de las asociaciones 
por parte de la Administración son modera-
dos (34). Por contra, se rechaza una colabo-
ración que esté planteada en términos mera-
mente asistenciales (43), y que permita a la 
Administración desentenderse de sus res-
ponsabilidades (22) respecto a los proble-
mas sociales (31). Desde esta perspectiva, a 
la que denominamos de participación inte-
gral, las políticas de austeridad son conside-
radas como algo totalmente incompatible 
con una democracia participativa (48): «sin 
democracia económica, sin cierta calidad de 
vida, sin un Estado de bienestar […] es im-
posible hablar de democracia. Y menos de 
democracia participativa» (MA-S2).

Perspectiva b: participación regeneradora 

El núcleo de esta perspectiva es la defensa 
del sistema representativo, al cual no se ve 
deslegitimado, aunque sí necesitado de «re-
generación democrática» (BA-A1) que debe 
pasar, inevitablemente, por «la respuesta y la 
voluntad de los políticos» (BA-A4). Se recha-
za completamente la imagen de los políticos 
como personas protegidas y aisladas del ex-
terior (47), obsesionadas por perder el con-
trol del poder (26), que solo se relacionan 
con las élites (8) y que actúan a su antojo, 

prescindiendo de lo que pueda decirse en 
los foros participativos (25). De hecho, en 
una ciudad «no hay nadie que sea inmune a 
la influencia y la presión ciudadana» (LL-A4). 
Los políticos lo saben, y no rehúyen el diálo-
go (27). Para esta perspectiva, la participa-
ción ciudadana también forma parte del pro-
yecto regenerador. Sobre todo si se consigue 
ponerla al servicio de las políticas de trans-
parencia institucional (2): «estando los colec-
tivos y los vecinos implicados hay más infor-
mación y tiene que haber más transparencia» 
(MA-A4). 

La presión sobre la ética de los servidores 
públicos es más importante que la presión 
sobre las decisiones públicas. Es bueno que 
la participación ciudadana influya en las de-
cisiones, pero sin llegar al extremo de su-
plantar la legitimidad de las instituciones re-
presentativas (13). En realidad, en los 
mecanismos de participación la influencia 
que consiguen las organizaciones sociales y 
la receptividad que muestran las institucio-
nes son notables (32 y 37). Y no importa de-
masiado ni la configuración concreta de los 
espacios participativos (7) ni la innovación 
respecto a los mismos (9 y 38). Lo crucial es 
que lo que se proponga en materia de parti-
cipación se organice bien, y que no sea ex-
cesivo: «La gente tampoco quiere que estés 
todo el día encima; yo creo que entiende 
que, entre votar cada cuatro años o que es-
tén todos los días consultándote […] hay 
términos medios» (SS-A2). 

Si a las organizaciones sociales se les 
concede un rol limitado en la toma de deci-
siones públicas, por el contrario se les pre-
supone mayor capacidad para abordar, des-
de un enfoque práctico, determinados 
problemas sociales (31). Aunque también se 
expresan algunas reservas, especialmente 
desde el propio sector social: «Con eficiencia 
sí, con eficacia, no: con los recursos que te-
nemos estamos llevando un buen trabajo 
adelante, pero no se termina de solucionar el 
problema» (SS-S2). En general, la colabora-
ción entre organizaciones sociales y admi-
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nistración para coproducir servicios públicos 
es bien acogida. No en vano, el hecho de «ir 
de la mano, trabajando juntos» (BA-A3), ha 
permitido mitigar los impactos sociales de la 
crisis (43). Además, no ven en este tipo de 
prácticas el riesgo de que las grandes orga-
nizaciones se refuercen en detrimento de las 
pequeñas (18), o de que el tercer sector sea 
«capturado» y enmudecido por el poder po-
lítico (34), y menos aún de que se produzca 
una dejación de responsabilidades sobre los 
problemas sociales por parte de las institu-
ciones públicas (22): «Que pongas énfasis en 
la participación en general no te quita ningu-
na responsabilidad, la normativa la debo 
cumplir […] A partir de ahí, puedo preguntar» 
(SS-A4).

Perspectiva C: participación desconfiada

Esta perspectiva se caracteriza por la des-
confianza respecto al poder y el escepticis-
mo respecto a la participación. Las condicio-
nes de la participación ciudadana no 
cambian realmente con la crisis (38), porque 
la influencia de los movimientos emergentes 
(40), de los jóvenes (10), o incluso de Internet 
(4), es limitada. Se considera que los políti-
cos tienen una gran capacidad para prote-
gerse de las presiones de la sociedad (25) y 
que van a hacer todo lo posible para evitar 
una participación ciudadana efectiva, porque 
no quieren perder el control del poder (26). 
Por eso se muestran bastante escépticos 
respecto al potencial de la participación para 
lograr políticas públicas más próximas a las 
necesidades de la gente (1): «El gobierno […] 
no escucha y los procesos que se montan 
son un paripé […] para dar a entender lo con-
trario. Esto nos plantea dudas a las asocia-
ciones: debemos participar y legitimar eso, 
¿o no?» (MA-C5). En las prácticas participa-
tivas desarrolladas hasta el momento ha ha-
bido poca calidad, no compensada por el 
exceso de cantidad (7): «Tenemos una gran 
carencia de funcionamiento interno. 50.000 
cosas, 50.000 reuniones que utilizan los mis-

mos actores con diferentes espacios para 
hablar casi de lo mismo. Y en cambio no es-
tamos llegando a actores nuevos, no esta-
mos utilizando todos los espacios que hay 
de participación» (LL-A3). 

Sin embargo, los problemas de la demo-
cracia no pueden ser atribuidos únicamente 
a los políticos. En esta perspectiva hay una 
mirada muy crítica respecto a las organiza-
ciones sociales. Aunque se exige un rol sus-
tantivo para ellas en la toma de decisiones 
públicas, también se expresan dudas sobre 
su voluntad de participar en los espacios ins-
titucionales de participación (33), así como 
sobre su capacidad de articular visiones crí-
ticas y alternativas a las políticas formuladas 
desde los gobiernos (35). Se cree que la im-
plicación de las organizaciones sociales en 
la prestación de servicios públicos puede 
tener algo que ver con su falta de espíritu 
crítico, pues en muchos casos se han con-
vertido en entidades dependientes de sub-
venciones y contratos de la Administración 
(34 y 41). En general la coproducción de ser-
vicios se valora negativamente, pues se 
duda de que las aportaciones específicas del 
tercer sector permitan mejorar los servicios 
de proximidad (21), y se ve en todo ello una 
acción meramente mitigadora, de «parche» 
(43), con riesgo de desresponsabilización 
pública (22). Además, hay poca disponibili-
dad a aceptar la desregulación que se asocia 
a este tipo de prácticas (20).

Esta es la única perspectiva que afirma 
que las instituciones hay que cambiarlas 
desde dentro, más que protestando desde 
fuera (12). Y hay que hacerlo a través de un 
modelo de participación ciudadana fuerte, 
en cierto modo estratégico, focalizado en las 
políticas públicas (16) y sobre todo en la prio-
rización del gasto (6), porque el «poder es 
dinero y el dinero es el que condiciona las 
políticas del ayuntamiento en todos los sec-
tores» (LL-A2). Por otra parte, considerando 
que la prioridad es poner un contrapeso y 
controlar a los que ostentan el poder, resulta 
«mucho más importante que el sistema fun-
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cione correctamente y que rinda cuentas 
ante sus ciudadanos y sea transparente a, en 
sí mismo, los procesos participativos» (MA-
A2) (2). 

Espacios de consenso

Es importante señalar que las tres perspec-
tivas detectadas son diferentes pero no an-
tagónicas. De hecho, las correlaciones entre 
factores apuntan a que hay mucho terreno 

compartido9, y prácticamente no se dan co-
rrelaciones negativas entre las Q-Sorts (véa-
se la tabla 2), lo que implica que no tenemos 
individuos con sistemas de creencias total-
mente opuestos. Hasta cierto punto cabía 
esperar estos resultados, puesto que todas 
las personas entrevistadas tenían algún tipo 

9 La correlación entre A y B da un valor de 0,54, entre 
A y C del 0,44, y entre B y C del 0,49.

Tabla 4. Síntesis de las perspectivas identificadas

Participación 
integral

Participación 
regeneradora

Participación 
desconfiada

¿Para qué queremos la 
participación? 

Para que las políticas 
respeten la voluntad de la 
mayoría y promuevan la 
igualdad

Para conseguir 
mayor transparencia 
y decisiones públicas 
más y legítimas

Para ejercer el control 
social sobre el poder 
político: obligar a rendir 
cuentas «de verdad»

¿Cuál es su potencial? Enorme. Poner en valor 
la energía y la inteligencia 
social para generar 
alternativas y cambios

Limitado. Contribuir 
a un gobierno más 
abierto y con ello a 
la regeneración de la 
democracia

Escaso. El poder pone 
límites evidentes a la 
democracia, aun así, 
hay que intentar articular 
la resistencia y el control

¿Cómo reaccionan las 
élites políticas ante 
ella? 

Con miedo y desconfian-
za, porque no quieren 
perder el poder de deter-
minar lo que es correcto

Con inquietud por si la 
toma de decisiones se 
transfiere a espacios 
sin legitimidad electoral

Con la tranquilidad de 
sentirse protegidas y 
poder ignorar los espa-
cios de participación

¿Cómo la han puesto 
en práctica los 
ayuntamientos? 

De forma insuficiente. 
Los canales establecidos 
no permiten incorporar 
realmente las 
aportaciones de la gente

Razonablemente bien, 
pero se ha abusado 
del tiempo de la 
gente, cuyas ganas y 
capacidad de participar 
son limitadas

Mal. Existen muchos 
mecanismos, pero 
inoperantes, utilizados 
como correas de 
transmisión de los 
mensajes del gobierno

¿Cómo podría 
mejorarse?

Mejorando la escucha 
y permitiendo la toma 
de decisiones en los 
espacios de participación

Haciéndola más 
eficiente y enfocándola 
hacia la transparencia y 
la rendición de cuentas

Centrándola en temas 
clave para controlar e 
influir en el poder, como 
el presupuesto

¿Cuál debe ser el rol 
del tercer sector en 
este ámbito?

Colaborar de igual a igual 
con el ayuntamiento para 
mejorar las respuestas 
políticas a los problemas 
sociales

Canalizar propuestas 
de la sociedad a las 
instituciones y mejorar 
la atención a las nece-
sidades sociales

Presión sobre las institu-
ciones y desde las 
instituciones para ga-
rantizar el control del 
poder y una democracia 
menos elitista 
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de vínculo con la participación ciudadana 
institucionalizada en el ámbito local. El nivel 
de consenso parece ser mayor en las frases 
de tipo normativo que en aquellas que cons-
tatan o valoran hechos. Vemos que hay un 
fuerte acuerdo en torno a potenciar los me-
canismos de democracia directa (15), quizá 
porque son los que mejor pueden garantizar 
una participación con sentido y libre de ma-
nipulaciones y distorsiones (Ruano, 2010)10. 
Las tres perspectivas también comparten la 
idea de ofrecer a los ciudadanos espacios 
para discutir las prioridades del gasto muni-
cipal (6), algo que resulta coherente con el 
creciente prestigio e implantación de los pre-
supuestos participativos. Otro acuerdo des-
tacable es sobre la necesidad de dotar a la 
democracia participativa de estructura y es-
tabilidad (11). Enlaza con el hallazgo de Font 
y Navarro (2013) de que si la participación se 
consolida como una apuesta institucional 
seria y a largo plazo, su aceptación crece. 
Un segundo bloque de consenso se refiere 
al reconocimiento de una esfera autónoma 
para las organizaciones sociales, a las que 
se presupone capacidad para llevar a cabo 
iniciativas creativas (42) y colaborar en te-
mas sustantivos (23), y a las que se quiere 
libres de la tutela permanente de las institu-
ciones (24). Finalmente cabe señalar una 
sorprendente indiferencia o quizá descono-
cimiento respecto a lo que pasa en los ba-
rrios (30 y 42).

Perspectivas y personas

Si lanzamos una mirada sobre el tipo de ac-
tores que se adscribe a cada una de las tres 
perspectivas (véase la tabla 2), de entrada se 
hace patente la proximidad de los represen-
tantes asociativos a la perspectiva A (partici-
pación integral) y de políticos y técnicos mu-
nicipales a la perspectiva B (participación 

10 Y por esa misma razón, según Ruano, han sido cons-
tantemente bloqueados por un gobierno central que 
sigue anclado en la tradición administrativa napoleónica.

regeneradora), con algunas diferencias signi-
ficativas. En los políticos de la oposición, por 
ejemplo, las adscripciones están bastante 
repartidas. Por otro lado, todas las personas 
cuyo perfil se corresponde con los nuevos 
movimientos sociales se adscriben a la pers-
pectiva A. Es el mismo caso de los represen-
tantes del movimiento vecinal, lo que los si-
túa más cerca de los nuevos movimientos 
que de las instituciones. En cambio, todos 
los técnicos municipales de participación 
ciudadana se sitúan en B o en C, lo que re-
sulta revelador de cómo se ve el potencial de 
la participación ciudadana desde dentro de 
las instituciones.

Las agrupaciones en torno a determina-
das perspectivas son más acusadas si mira-
mos los datos por ciudades. Ciertamente, 
parece que el contexto local sí cuenta. Así, 
vemos que la dispar trayectoria seguida por 
la política municipal de Madrid y Barcelona 
no impide una notoria confluencia en torno a 
la perspectiva A. Los posicionamientos de 
sus activistas denotan que en ambas metró-
polis existe una sociedad civil con recursos 
y ambición suficientes como para poner en 
jaque y hablar de tú a tú a las instituciones. 
Por el contrario, en las dos ciudades inter-
medias las personas entrevistadas se mues-
tran bastante más escépticas en cuanto a la 
capacidad de la sociedad civil de abordar los 
problemas y transformar la realidad social. 
Los ayuntamientos parecen haber jugado 
aquí un papel más decisivo en la configura-
ción de la esfera pública. Pero si en el caso 
donostiarra se mantiene una sólida confianza 
en las instituciones municipales (B), también 
en su voluntad de desarrollar la democracia 
participativa, en Lleida las respuestas refle-
jan un mayor nivel de escepticismo (C). Qui-
zá pueda haber jugado un papel aquí el he-
cho de que en la primera no ha habido una 
sola mayoría absoluta desde 1979, mientras 
que en la segunda ha sido de lo más habi-
tual. A través de la necesidad del pacto se 
adquiere el hábito de compartir el poder.
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conclusIones

¿Unas perspectivas particulares? La meto-
dología Q nos ha revelado una fotografía del 
pensamiento de los actores en un momento 
y un lugar determinados. Sin embargo, en las 
perspectivas identificadas resuenan, con 
mayor o menor intensidad, algunas de las 
teorías que han sido utilizadas para explicar 
el fenómeno estudiado. La perspectiva A 
(participación integral) nos sitúa en la demo-
cracia fuerte (Barber, 1984) y en las corrien-
tes pluralistas más radicales (Smith, 2006). 
En la B (participación regeneradora) encon-
tramos el eco de la teoría de los regímenes 
urbanos (Stone, 1993), la idea del poder 
transformador que crece con la implicación 
de los diversos actores, pero con claros des-
equilibrios de poder entre los mismos. Mien-
tras que lo más próximo a C (participación 
desconfiada) son los enfoques críticos con la 
participación, que ensalzan la resistencia a 
las élites pero no pueden evitar cierto regus-
to a futilidad (Davies, 2011).

¿Ni contigo ni sin ti? Una de las cuestio-
nes clave a la hora de configurar los modelos 
de democracia participativa se refiere a los 
límites y las relaciones entre el «dentro» y el 
«fuera» de las instituciones (Subirats, 2015). 
Cada una de las perspectivas analizadas 
contempla pautas específicas de reconoci-
miento de los actores y de relaciones entre 
los mismos, no exentas de problemas. En la 
A se ensalza la creatividad, la energía y el 
compromiso del «fuera», mientras que se ig-
noran o incluso se menosprecian las capaci-
dades del «dentro». No obstante, se exige a 
estas mismas instituciones que sigan res-
ponsabilizándose de garantizar los derechos 
sociales. En la B se anhela un cambio que 
regenere el sistema, pero sin abrirlo realmen-
te a la sociedad. Equiparar participación con 
gobierno abierto es una sinécdoque algo 
equívoca, pues si bien mayor participación 
implica mayor transparencia institucional, lo 
contrario no es necesariamente cierto 
(Welch, 2012). En la C, finalmente, al descon-

fiar tanto del poder político como de las or-
ganizaciones sociales, no se atisban agentes 
para la transformación social. En su posicio-
namiento subyace un supuesto dilema moral 
de las organizaciones sociales —entre cola-
boración con la Administración y politiza-
ción— cuya existencia no ha sido demostra-
da empíricamente (Rodríguez García, 2012). 

Estos resultados concuerdan con las te-
sis de Río, Navarro y Font, en el sentido de 
que la valoración que una persona hace de 
los diferentes actores del juego democrático 
está relacionada con el modelo de democra-
cia preferido. Así, tenemos que los partida-
rios del llamado «modelo participativo» (bas-
tante equiparable a nuestra perspectiva A) se 
caracterizan «por una peor valoración de las 
cualidades de los políticos y por una mayor 
confianza en las capacidades técnicas de 
sus conciudadanos» (2016: 95). Por el con-
trario, los que abogan por el «modelo repre-
sentativo» (equiparable a B) valoran positiva-
mente a los representantes políticos.

¿Cambio o continuidad? En este punto 
también se abre una brecha notable entre las 
perspectivas. Concretamente, entre A, por 
un lado, y B y C, por el otro. Hemos visto que 
en estos años de crisis el enorme desconten-
to hacia la política no se ha traducido en des-
afección, sino en mayor interés por la misma 
(Montero y Torcal, 2013). Resulta coherente 
que la perspectiva A, que es la que más cree 
en el cambio, nos hable desde el desconten-
to, mientras que las otras dos, fuertemente 
continuistas, nos hablen desde la desafec-
ción; aunque B lo haga para defender el sis-
tema y C en sentido contrario. Si, como afir-
man Montero y Torcal, el descontento es 
oscilante mientras que «la desafección tien-
de a ser estable y suele transmitirse por las 
vías de la socialización política» (2013), ¿de-
bemos pensar en A como una perspectiva 
más frágil y circunstancial, fruto de una crisis 
extraordinaria? ¿Hemos de presuponer que 
con el tiempo y la experiencia el entusiasmo 
de A irá mutando hacia la cautela de B o el 
escepticismo de C? 
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Antes de la crisis, Morales (2005) refutó la 
hipótesis de un cambio estructural hacia ge-
neraciones más participativas, por mucho que 
los repertorios de la participación fueran adap-
tándose a los nuevos tiempos. Sin embargo, 
la enorme movilización social de estos últimos 
años ha supuesto una ruptura inesperada con 
la tesis de una sociedad española pasiva y 
despolitizada (Montero et al., 2006). Probable-
mente esto no hubiera sido posible sin el gra-
do de entusiasmo y de optimismo que revela 
la perspectiva A. Son este tipo de actitudes las 
que han insuflado nueva vida a los ideales y 
las prácticas de la participación. Pero lo que B 
y C parecen advertir es que, aunque dispon-
gamos de nuevas tecnologías, e incluso de 
nueva política, «los modos de hacer y las re-
glas institucionales ya existentes siempre van 
a determinar en mayor o menor medida el 
cambio que se quiere ejercer sobre ellas» (Su-
birats, 2015: 167). El poder está «fuera», pero 
también está «dentro», y no habrá una demo-
cracia participativa eficaz y digna de tal nom-
bre sin el concurso de las dos esferas.
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42  Los efectos del conflicto parental después del divorcio sobre el rendimiento educativo de los hijos

IntroduccIón1

La mayoría de las sociedades avanzadas es-
tán viviendo, desde inicios del siglo xx, una 
serie de cambios demográficos de grandes 
implicaciones en la configuración de las fa-
milias. Por un lado, cada vez se retrasa más 
la edad de la maternidad y ha disminuido 
significativamente el número de hijos. Por 
otro lado, la tasa de matrimonios ha dismi-
nuido, mientras que la de parejas de hecho y 
la de cohabitación ha aumentado. La edad 
media al contraer matrimonio es mayor y los 
matrimonios son más inestables, aumentan-
do las tasas de divorcio (Castro, 2014). En 
España las cifras de divorcios han cambiado 
de forma extremadamente rápida en un pe-
riodo relativamente corto. El divorcio no fue 
legal hasta 19812, pero en poco más de 
treinta años la tasa de divorcios ya ha sobre-
pasado la media de países de la OCDE (de 
1,9 en 2012), situándose en la misma posi-
ción que Alemania (2,2 por cada mil perso-
nas) y superando a países como Francia, 
Noruega y Holanda, entre otros. En estos 
años, con el incremento de las separaciones 
y divorcios, las modalidades y circunstancias 
que rodean la ruptura de la pareja también 
varían. Por ejemplo, puede producirse antes 
de tener hijos, o bien cuando los hijos ya son 
mayores y se han independizado. Pero, por 
lo general, ocurre cuando los hijos todavía 
están en casa. En la mayoría de los países de 
la OCDE, aproximadamente la mitad de los 
divorcios se producen en familias con hijos 
dependientes (OECD, 2015).

Estas transformaciones conducen a nue-
vas estructuras familiares. La proporción de 
familias biparentales o intactas (madre y pa-

1 Agradezco los oportunos comentarios de Albert Julià 
Cano, Pau Marí-Klose, Marga Marí-Klose y M. José 
González, así como de los revisores anónimos.
2 La Constitución de la II República española, de 1931, 
reconoció por primera vez el derecho al divorcio, regu-
lado por la Ley del Divorcio de 1932, pero se abolió con 
la llegada de la dictadura franquista.

dre conviviendo juntos) ha disminuido, y los 
niños y niñas que viven en familias monopa-
rentales (un solo progenitor) o familias re-
constituidas (uno de los progenitores con su 
nueva pareja) van en aumento. Como resul-
tado de estos cambios, diversas investiga-
ciones muestran que los menores que viven 
con solo uno de sus progenitores, a diferen-
cia de los que viven con ambos, tienen más 
probabilidad de experimentar problemas 
cognitivos, sociales y emocionales, no solo 
durante la infancia, sino también en la etapa 
adulta. Las desventajas a las que se enfren-
tan estos menores aumentan el riesgo de 
experimentar problemas de conducta, esta-
dos de ánimo negativos y fracaso escolar 
(Amato, 2010 y 2005; Aughinbaugh et al., 
2005; McLanahan y Sandefur, 1994). Sin em-
bargo, estos estudios indican que no son las 
familias monoparentales o reconstituidas en 
sí mismas las que incrementan la vulnerabi-
lidad de los menores. Algunos factores co-
rrelacionados con estas estructuras familia-
res, como la mayor privación económica, la 
falta de atención (sobre todo emocional) del 
progenitor no residente y la existencia de 
conflicto entre los padres que emerge del 
proceso de divorcio, tienen una incidencia 
significativa en el desarrollo de los hijos.

Varios autores coinciden en señalar que 
el conflicto parental, así como la calidad de 
relación de los padres con los hijos, tiene un 
efecto mucho mayor en el bienestar de los 
hijos que el divorcio en sí mismo (Forehand 
et al., 1994; Johnston, 1994; Long et al., 
1988; Shaw y Emery, 1987; Amato, 1986). El 
conflicto durante el matrimonio es una de las 
causas más habituales de divorcio. Y aunque 
pueda parecer que la ruptura de la pareja 
puede disolver el conflicto parental, se cal-
cula que entre un 24 y un 33% de las familias 
que acaban divorciándose siguen arrastran-
do conflictos pasados dos años de la sepa-
ración (Sarrazin y Cyr, 2007). En algunos ca-
sos hasta puede aumentar el conflicto entre 
padres después del divorcio, por ejemplo, 
por disputas por las propiedades, la custo-
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dia, el pago de la manutención o recelos en-
tre las exparejas (McLanahan y Sandefur, 
1994).

Las tendencias observadas hasta hoy so-
bre disoluciones matrimoniales sugieren que 
el número de rupturas puede seguir aumen-
tando en el futuro, por lo que también puede 
crecer el número de niños y niñas que vivirán 
el proceso de divorcio de sus padres y, tal 
vez, el conflicto entre ellos. Identificar los 
factores que pueden tener un efecto negati-
vo en los menores es esencial para poder 
plantear políticas públicas de apoyo tanto a 
los hijos e hijas como a los padres durante 
los procesos de separación de las parejas. 
Así, el objetivo del presente trabajo es anali-
zar el efecto de la separación o divorcio de 
los padres en el rendimiento educativo de los 
hijos, incluyendo como variable clave la con-
flictividad entre los padres separados o di-
vorciados. Para el análisis se utilizan los da-
tos del Panel de Familias e Infancia, una 
encuesta realizada a casi tres mil adolescen-
tes residentes en Cataluña y a sus respecti-
vas familias.

dIvorcIo, conflIcto y 
consecuencIas en el rendImIento 
educatIvo de los hIjos e hIjas

Existe una larga tradición en el estudio de la 
relación entre divorcio y bienestar de los hi-
jos. Algunas investigaciones han destacado 
la correlación entre crecer en una familia 
monoparental o reconstituida y una mayor 
probabilidad de vivir por debajo del umbral 
de pobreza (McLanahan y Percheski, 2008; 
McLanahan, 2004) y de experimentar proble-
mas de salud mental (Cherlin, 2008), pero 
sobre todo destacan los estudios que mues-
tran el efecto negativo entre divorcio y logro 
académico, como, por ejemplo, obtener 
peores resultados o calificaciones y abando-
nar los estudios de forma prematura (Anthony 
et al., 2014; De Lange et al., 2014; Amato, 
2005 y 2001; Jeynes, 2002; McLanahan y 

Sandefur, 1994). Estudios longitudinales, 
además, han mostrado que las repercusio-
nes adversas del divorcio sobre el rendimien-
to de los hijos/as no suceden solo en el mo-
mento de la separación, sino a largo plazo 
(Sun, 2001). Pero no todos los niños y niñas 
(al igual que no todos los adultos) experi-
mentan los efectos del divorcio de la misma 
forma, sino que pueden depender de varia-
bles sociodemográficas (sexo o edad en la 
que se produce el divorcio), del ambiente 
familiar predivorcio y, sobre todo, de la con-
figuración de factores de estrés (conflicto) y 
de recursos (apoyo económico y parental) 
postdivorcio (Amato, 2010 y 2000; Amato y 
James, 2010).

Respecto a las variables sociodemográ-
ficas, los resultados son contradictorios. Hay 
investigaciones que indican que los chicos 
que viven en hogares no biparentales tienen 
mayor probabilidad de tener peores notas 
que las chicas en este tipo de estructuras 
familiares (Julià et al., 2015). Otros han ob-
servado que el efecto es más negativo en las 
niñas que en los niños (Neighbors et al., 
1992) o que el divorcio afecta de igual mane-
ra a chicos y chicas en los resultados en lec-
tura, pero más negativamente en las chicas 
cuando observamos los resultados en mate-
máticas (Anthony et al., 2014). Por último, 
algunas investigaciones no han encontrado 
diferencias significativas del efecto del divor-
cio en el rendimiento según sexo (Amato, 
2001; Sun y Li, 2001).

Algo similar sucede con la edad. La ma-
yoría de las investigaciones muestra que los 
efectos del divorcio sobre el rendimiento 
educativo son más negativos cuando el di-
vorcio sucede en etapas más tempranas 
(Jeynes, 2002; Amato, 2001). Otras que el 
efecto es peor en la adolescencia, ya que es 
una etapa en la que el niño o niña es más 
independiente a la hora de estudiar y hacer 
los deberes y las tareas son más complejas 
y exigentes (Anthony et al., 2014; Lansford, 
2009). Y un tercer grupo indica que no hay 
diferencias significativas (Mednick, 1990).
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En relación a los recursos, la transición 
del divorcio de los padres conlleva una serie 
de cambios que pueden tener consecuen-
cias relacionadas con la pérdida, no solo de 
capital económico (y por lo tanto de posibles 
recursos educativos), sino también de capital 
social (movilidad residencial, alteración en la 
red de amistades, reducción de contacto 
con el padre no residente u otros parientes, 
y cambios en la relación entre los progenito-
res) (Hanson et al., 1998; McLanahan y San-
defur, 1994), lo que termina afectando, entre 
otras dimensiones de la calidad de vida del 
menor, el desempeño escolar o su compor-
tamiento (Fomby y Cherlin, 2007; Tucker et 
al., 1998). 

Amato (2001) ofrece tres perspectivas 
teóricas para mostrar las consecuencias ne-
gativas del divorcio en el bienestar de los 
niños. En primer lugar, la privación económi-
ca que los hogares sufren como resultado de 
pasar de dos salarios a uno (incluso cuando 
el progenitor no residente paga una pensión 
de manutención para el hijo). Esta privación 
se refleja en carencias en el capital educati-
vo: libros, material escolar, recursos para 
pagar las clases de refuerzo escolar o las 
actividades extraescolares. En segundo lu-
gar, la erosión del capital social para los ni-
ños. Después del divorcio, los niños pasan a 
vivir con uno de los progenitores (general-
mente la madre) y a reducir el contacto con 
el progenitor no residente (generalmente el 
padre). Además, la madre acostumbra a te-
ner que trabajar más horas para lograr ma-
yores ingresos, por lo que pasa menos tiem-
po en casa. Esta situación puede generar 
ciertas carencias emocionales en los niños, 
que a su vez pueden influir en el aprendizaje 
de habilidades sociales, y llegar a tener con-
secuencias no solo en la calidad de vida pre-
sente sino también a largo plazo. Por último, 
la tercera consecuencia negativa del divorcio 
de los padres, que destaca el autor, es el es-
trés psicológico al que los niños pueden es-
tar expuestos. Este puede ser debido no solo 
a la relación conflictiva de los padres, sino 

también a la movilidad (cambio de hogar y de 
centro escolar), la pérdida de contacto con 
familiares como los abuelos e incluso por la 
relación con las nuevas parejas de sus pa-
dres o los hermanastros que viven en el mis-
mo hogar.

Las tensiones a corto y a largo plazo que 
preceden y siguen a la ruptura matrimonial 
aumentan el riesgo de una variedad de pro-
blemas de comportamiento, emocionales, 
relacionales y académicos entre los niños 
(Riggio y Valenzuela, 2011; Amato, 2010; Fo-
rehand et al., 1994; Johnston, 1994; Long et 
al., 1988; Shaw y Emery, 1987; Amato, 1986). 
Las experiencias estresantes que pueden 
vivir los hijos de padres divorciados dan lu-
gar a sentimientos de angustia emocional y 
a una disminución de la capacidad de adap-
tación en la escuela, lo cual puede afectar 
negativamente la motivación del hijo o hija 
hacia el aprendizaje. Estas conductas expli-
carían la asociación negativa entre el divor-
cio de los padres y el rendimiento educativo 
de los hijos (Amato, 2010).

Algunos estudios diferencian el conflicto 
en las familias más allá del divorcio. Slater y 
Haber (1984) observaron que los adolescen-
tes que vivían en familias con un alto grado 
de conflicto, tanto si sus padres estaban di-
vorciados como si vivían juntos, mostraban 
una baja autoestima y un alto nivel de ansie-
dad. Otros estudios han observado que las 
disputas matrimoniales (conflicto alto en ho-
gares biparentales) tienen efectos negativos 
tanto en el bienestar psicológico como en los 
resultados académicos de los hijos, compa-
rables a los hijos de padres divorciados (Mu-
sick y Meier, 2010; Amato y Sobolewski, 
2001). 

Precisamente en este sentido, existe un 
debate sobre si lo que importa para explicar 
el bienestar de los menores es la estructura 
familiar (el divorcio) o el proceso familiar (el 
conflicto). Algunos autores han defendido 
que son más importantes los cambios en la 
estructura familiar que el proceso familiar 



Sandra Escapa 45

Reis. Rev.Esp.Investig.Sociol. ISSN-L: 0210-5233. Nº 158, Abril - Junio 2017, pp. 41-58

para entender el bienestar de los hijos 
(Hetherington, 2003 y 1989; McLanahan y 
Booth, 1989). En cambio, otros consideran lo 
contrario, que el factor es el proceso familiar 
antes del divorcio (Demo, 1992; Marotz-
Baden et al., 1979). Pero existe una tercera 
vía en torno al debate, en la que se conside-
ra que no es ni el proceso ni la estructura 
familiar por sí solos los únicos responsables 
de la asociación entre divorcio y bienestar 
infantil, sino que la combinación de ambos 
es lo que influye a los hijos (Hanson, 1999; 
Jekielek, 1998; Amato et al., 1995).

Este último grupo de autores muestra 
que las consecuencias a largo plazo del di-
vorcio dependen del conflicto matrimonial 
previo a producirse el divorcio (Amato et al., 
1995; Forehand et al., 1994). Cuando existe 
un alto nivel de conflicto en la pareja antes 
del divorcio, el nivel de bienestar entre los 
hijos es mayor en aquellos casos en los que 
los padres se divorcian que no en aquellos 
en los que padre y madre permanecen jun-
tos, ya que se alejan así de un ambiente fa-
miliar disfuncional (Booth y Amato, 2001; 
Hanson, 1999; Jekielek, 1998; Amato et al., 
1995). En cambio, cuando el nivel de conflic-
to es bajo, el bienestar de los niños se re-
siente si la pareja se divorcia en vez de per-
manecer juntos. 

Long et al. (1988) realizaron un análisis 
diferenciando entre padres divorciados con 
alta conflictividad antes y después de la se-
paración, y padres divorciados con alta con-
flictividad antes del divorcio pero poca con-
flictividad después —comparando ambos 
con familias biparentales—, con el objetivo 
de observar los distintos efectos sobre el 
bienestar de los hijos adolescentes. Sus re-
sultados muestran que los hijos de padres 
divorciados que siguen manteniendo un alto 
nivel de conflicto después de la separación 
obtienen peores resultados escolares que 
los hijos de familias biparentales o divorcia-
das con baja conflictividad. Y entre los divor-
ciados de baja conflictividad y el grupo de 
familias biparentales no existen diferencias 

significativas. En la misma línea del trabajo 
de Long et al. (1988), el presente estudio 
analiza el impacto en el rendimiento educa-
tivo de los menores de las familias divorcia-
das con alta o baja conflictividad respecto a 
las familias biparentales.

PlanteamIento 
de la ProblemátIca

En España los estudios sociológicos acerca 
del efecto del conflicto parental en el logro 
educativo de los hijos son casi inexistentes. 
En cambio, existe un mayor número de estu-
dios focalizados en el divorcio y los efectos 
que puede tener sobre los hijos. Por ejemplo, 
en una exhaustiva monografía sobre el divor-
cio en España realizada por Ruiz (1999) se 
analizan los efectos de las rupturas familiares 
en los adultos (consecuencias económicas, 
laborales, de salud, de vivienda) y también 
los efectos académicos y relacionales en los 
hijos. 

Algunas investigaciones se han centrado 
en las causas del divorcio (Treviño et al., 2000; 
Houle et al., 1999) y la mayoría de las inves-
tigaciones que indagan en las consecuen-
cias del divorcio se limitan a las consecuen-
cias económicas de la monoparentalidad y el 
aumento del riesgo de pobreza infantil que 
se deriva (Flaquer et al., 2006; Morgado et 
al., 2003; Fernández y Tobío, 1998). Sin em-
bargo, en los últimos años algunos autores 
han avanzado en el análisis del efecto de la 
estructura familiar en el rendimiento educati-
vo (Martínez, 2008 y 2003) y de la participa-
ción del padre o la madre no residente en los 
menores (Marí-Klose y Marí-Klose, 2012 y 
2010; Brullet et al., 2011). 

Desde la psicología, en cambio, sí que se 
ha analizado algo más el impacto del conflic-
to parental en el bienestar infantil, observan-
do que a mayor conflictividad, mayor proba-
bilidad de depresión, ansiedad y problemas 
de comportamiento en los hijos (López-La-
rrosa et al., 2012; Justicia y Cantón, 2011).
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El reciente interés por el impacto del di-
vorcio y las transiciones familiares en los me-
nores ha surgido por el gran aumento de las 
disoluciones matrimoniales en los últimos 
años. La tasa bruta de divorcio en 2014 fue 
de 2,2 por cada 1.000 habitantes (2,3 si aña-
dimos las nulidades y separaciones) en Es-
paña, superior a la media de los países de la 
OCDE (OECD, 2015). Cataluña es la primera 
comunidad autónoma con la tasa bruta de 
disoluciones matrimoniales más alta: con 
2,65 por cada 1.000 habitantes en 2015 (solo 
superada por la Ciudad Autónoma de Ceuta 
con el 2,8) (INE). Asimismo, más de la mitad 
de los divorcios en Cataluña son de parejas 
con hijos menores de edad (52% en 2014, 
Idescat).

El objetivo de la presente investigación es 
comparar el efecto de la estructura familiar y 
el nivel de conflictividad entre los padres se-
parados o divorciados en el rendimiento 
educativo de los hijos. Para enriquecer el 
análisis, se incluyen aquellos padres que 
están divorciados pero que no mantienen 
ningún tipo de relación entre ellos, y aquellos 
hogares en los que el niño/a vive con solo 
uno de sus progenitores pero por otros mo-
tivos distintos al divorcio (monoparentalidad 
por elección, no reconocimiento por parte 
del padre o defunción de uno de los proge-
nitores). Así, el presente estudio pretende 
avanzar en el conocimiento de aquellos fac-
tores que causan un peor rendimiento aca-
démico en los hijos/as de padres divorcia-
dos, destacando el papel del conflicto como 
factor interviniente.

En base a la literatura previamente revisa-
da se plantean las siguientes hipótesis:

1. Los hijos/as de padres divorciados con 
una relación conflictiva tendrán peor ren-
dimiento educativo que los hijos/as de 
padres divorciados sin conflicto. Esta 
hipótesis está en la misma línea de los 
resultados de Long et al. (1988).

2. Los hijos/as de padres divorciados sin 
conflictividad no tendrán un rendimiento 

educativo peor que los hijos/as que viven 
con la madre y el padre. Esta hipótesis 
plantea que el principal factor negativo en 
el rendimiento es el conflicto entre los ex-
cónyuges. Al no existir este conflicto, no 
habrá diferencias significativas entre los 
hijos de familias biparentales o intactas y 
los de padres divorciados sin conflicto, al 
igual que los resultados que obtienen 
Long et al. (1988).

3. Los hijos/as de padres divorciados que no 
mantienen ningún tipo de relación entre 
ellos tendrán peor rendimiento educativo 
que los hijos/as de padres divorciados sin 
conflicto, pero no tanto como los hijos de 
padres divorciados con conflicto. En este 
caso, el hijo/a no vive una situación de 
conflicto, pero es probable que esa falta 
de comunicación entre madre y padre 
también se traduzca en una falta de co-
municación entre el hijo y el padre no re-
sidente.

4. Los menores que viven en familias con 
solo uno de sus progenitores por un mo-
tivo distinto a la separación o divorcio de 
los padres tendrán peor rendimiento edu-
cativo que los hijos/as de padres divor-
ciados sin conflicto, pero no tanto como 
los hijos de padres divorciados con con-
flicto o que no mantienen ninguna rela-
ción. Las causas de monoparentalidad de 
este grupo son diversas, por lo que es 
difícil pensar en una única causa que 
pueda afectar más o menos el rendimien-
to de los menores. Algunos autores han 
observado que es importante distinguir 
entre los diversos motivos que llevan a 
una estructura familiar determinada (di-
vorcio, fallecimiento, por decisión, proge-
nitor en el país de origen), ya que afecta 
de manera distinta a los menores (Bor-
gers et al., 1996). Sin embargo, los pocos 
casos de monoparentalidad derivados de 
situaciones distintas a la separación de 
los cónyuges nos lleva a tratarlos conjun-
tamente.
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método

Datos

Para llevar a cabo los diferentes análisis 
planteados en esta investigación, se utiliza el 
Panel de Familias e Infancia (PFI), un estudio 
longitudinal diseñado y realizado por el Con-
sorcio Instituto de Infancia y Mundo Urbano 
(CIIMU) de Cataluña que se llevó a cabo en-
tre 2006 y 2010. El PFI recoge información 
sobre la estructura familiar, diversos indica-
dores de bienestar y una amplia diversidad 
de factores sociales, escolares y familiares. 
A partir de una muestra representativa de la 
población del alumnado de los centros edu-
cativos de secundaria públicos y privados de 
Cataluña, se encuestaron 2.995 adolescen-
tes, nacidos entre 1990 y 1993, ambos in-
cluidos (de 13 a 16 años de edad en el mo-
mento de la primera entrevista). También se 
encuestó a uno de los progenitores o al tutor 
legal (en el 79,3% de los casos fue la madre 
y en el 19,6% el padre). En el presente estu-
dio se analizan los datos procedentes de la 
primera oleada (2006), ya que es la única que 
incluye información sobre la conflictividad 
entre los progenitores en caso de separación 
o divorcio, proporcionada por el padre o la 
madre que respondió la encuesta. 

Tras la reducción de la muestra debido a 
la falta de información en algunas de las va-
riables incluidas en los análisis, la muestra 
final es de 2.731 casos3.

Definición de las variables

Con el fin de analizar los efectos de la estruc-
tura de la familia y la conflictividad de los 
padres separados o divorciados en el rendi-
miento educativo de los adolescentes se han 
elegido dos variables dependientes sobre el 
rendimiento educativo: 1) tener una nota me

3 El porcentaje de muestra eliminada es suficientemen-
te pequeña y no sigue un perfil determinado, por lo que 
no hay razones para pensar que la exclusión de estos 
casos introduzca sesgos significativos.

dia de suspenso en la última evaluación; y 2) 
tener una nota media de excelente en la últi
ma evaluación. De esta forma se podrán ob-
servar situaciones de éxito y fracaso en el 
rendimiento educativo.

En la encuesta del PFI se pregunta a los/
as adolescentes la nota obtenida en la última 
evaluación de un total de 14 asignaturas, se 
ha calculado la media sobre el total de asig-
naturas que han realizado. Aquellos que no 
llegan al 5 (en una escala de 0 a 10) se con-
sidera que tienen una media de suspenso, y 
aquellos que obtienen una nota superior a 9 
se considera que tienen una nota media de 
excelente4.

Como variable independiente se incluye 
Estructura familiar y conflictividad. Es una 
combinación de las variables estructura del 
hogar (biparental, monoparental, reconstitui-
da), motivo de la estructura familiar en el 
caso de convivir con uno de los progenitores 
con o sin la nueva pareja de este/a (separa-
ción o divorcio, fallecimiento, otros) y calidad 
de la relación entre los progenitores separa-
dos o divorciados (muy buena relación o 
buena = sin conflicto; regular, mala o muy 
mala = con conflicto; sin relación). La infor-
mación de estas tres variables se ha obteni-
do de preguntas con respuestas cerradas 
realizadas al progenitor que respondió la en-
cuesta. El resultado es una variable de cinco 
categorías: 1) biparental; 2) separación o di-
vorcio con conflicto; 3) separación o divorcio 
sin conflicto; 4) separación o divorcio sin 
relación; 5) otros motivos con un solo proge-
nitor. En las categorías 2, 3, 4 y 5 se incluyen 
tanto las familias monoparentales como las 
reconstituidas.

4 A pesar de que la variable nota media es ordinal, se 
analiza como cualitativa ya que no es lo mismo la varia-
ción de un 2 a un 3 (en la que sigue estando suspendi-
do) que la de un 4 a un 5 (paso de un suspenso a un 
aprobado). El interés de la investigación no responde 
tanto en ver cuál es el efecto de la situación de divorcio 
en el incremento de las calificaciones, sino en el efecto 
que tienen dichas situaciones en el fracaso escolar o en 
la excelencia educativa.
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También se han incluido las variables de 
control Sexo del / de la adolescente, Origen 
de los padres (en dos categorías: madre y 
padre son de origen inmigrante, que incluye 
los casos en los que la madre es de origen 

inmigrante y el padre no ha reconocido al 
hijo/a; y cuando al menos uno de los proge-
nitores es de origen español), Ingresos to
tales anuales del hogar (en cuatro categorías: 
el cuartil 1 corresponde a las rentas más ba-

Tabla 1. Porcentajes y número de casos (n) de las variables dependientes e independientes. Cataluña, 2006

     
Nota media en la anterior 

evaluación

  Total  Suspenso  Excelente

  % (n)   % (n)   % (n)

Estructura familiar y conflictividad          
Biparental 82,9 (2.264)     8,6 (195)   17,0 (384)

Separación o divorcio con conflicto   3,9 (107)   16,8 (18)     6,5 (7)

Separación o divorcio sin conflicto   5,2 (142)     5,6 (8)   10,6 (15)

Separación o divorcio sin relación   3,9 (107)   19,6 (21)     7,5 (8)

Otras situaciones con un progenitor   4,1 (111)   17,1 (19)     9,0 (10)

Sexo adolescente          

Hombre 43,5 (1.187)   12,5 (148)   11,7 (139)

Mujer 56,5 (1.544)     7,3 (113)   18,5 (285)

Edad adolescente          

13 27,8 (759)     8,2 (62)   14,4 (109)

14 23,5 (641)   11,2 (72)   13,4 (86)

15 27,2 (744)    8,6 (64)   18,3 (136)

16 21,5 (587)   10,7 (63)   15,8 (93)

Origen de los padres          

Español 92,9 (2.538)     9,1 (231)   16,3 (414)

Extranjero   7,1 (193)   16,1 (33)     5,2 (10)

Ingresos anuales hogar          

Primer cuartil 21,3 (581)   15,8 (92)     8,8 (51)

Segundo cuartil 23,8 (651)   10,6 (69)   12,7 (83)

Tercer cuartil 30,8 (841)     9,0 (76)   16,3 (137)

Cuarto cuartil 24,1 (658)     3,6 (24)   23,3 (153)

Titularidad del centro educativo          

Público 50,7 (1.385)   10,5 (145)   15,7 (217)

Privado-concertado 49,3 (1.346)     8,6 (116)   15,4 (207)

Total 100 (2.731)     9,6 (261)   15,5 (424)

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Panel de Familias e Infancia, CIIMU.
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jas y el cuartil 4 a las más altas) y Titularidad 
del centro educativo del adolescente (en dos 
categorías: público y privado o concertado)5.

En la tabla 1 se pueden observar los por-
centajes y números absolutos de la distribu-
ción de la muestra. 

Análisis estadístico

Se han realizado tres modelos de regresión 
logística jerárquica por cada variable depen-
diente analizada: fracaso escolar (nota media 
suspenso) y excelencia educativa (nota me-
dia excelente). En el modelo 1 se incluye úni-
camente la variable estructura familiar y con-
flictividad. El modelo 2 incorpora las variables 
de control sexo del adolescente, origen de 
los progenitores y la titularidad del centro es-
colar. Finalmente, en el modelo 3 se añade la 
variable ingresos totales anuales del hogar. 
Siguiendo los procedimientos habituales en 
ciencias sociales, se identifican cuatro nive-
les de significación estándar (p <0,1, p <0,05, 
p <0,01 y p <0,001). 

la sItuacIón famIlIar de los 
adolescentes

El 81,7% de los adolescentes de la muestra 
vive con su madre y su padre biológicos. El 
12,3% de los casos son familias monoparen-
tales, y el 6% son familias reconstituidas (vive 
con uno de sus progenitores y su nueva pare-
ja). El principal motivo por el que los adoles-
centes viven con solo uno de sus padres es la 
separación o divorcio de estos. Así, el 72,3% 
de los casos se debe a la ruptura de la pareja, 
el 14,7% por el fallecimiento de uno de los 
progenitores y el 13% restante es debido a 
otras causas (principalmente, porque el padre 
no ha reconocido a su hijo/a o son inmigran-

5 La variable nivel educativo de los padres está altamen-
te correlacionada con nivel de ingresos. Debido al mayor 
efecto y significatividad de los ingresos del hogar, se ha 
decidido incluir solo esta.

tes en que uno de los progenitores reside en 
el país de origen). 

De los menores que viven con solo uno 
de los progenitores, nueve de cada diez lo 
hacen con su madre, aunque en la mayoría 
de los casos siguen manteniendo contacto 
con el padre. Solo el 27,3% de los progeni-
tores entrevistados admite que su hijo/a no 
ve nunca a su padre/madre no residente. El 
34,6% afirma que no tiene ningún tipo de re-
lación con su expareja. El 37,3% de los pro-
genitores separados o divorciados responde 
que la relación que mantiene con su expare-
ja (madre o padre biológico del adolescente) 
es buena o muy buena y el 28,1% considera 
que la relación es mala o muy mala. 

resultados

En la tabla 2 se observan los resultados de 
los modelos de regresión logística para cada 
una de las variables dependientes. Los pri-
meros tres modelos analizan el efecto de la 
estructura familiar y conflictividad juntamen-
te con las otras variables explicativas sobre 
el riesgo de obtener una nota media de sus-
penso en la última evaluación. En el modelo 
1.1 se observa que los hijos de padres divor-
ciados con conflicto tienen una razón de pro-
babilidad (Odds Ratio, OR) 2,1 veces mayor 
de suspender que los adolescentes que vi-
ven con su madre y su padre, la misma razón 
de probabilidad que aquellos que viven con 
uno de sus progenitores por otros motivos 
distintos al divorcio o separación de sus pa-
dres. Tener los padres divorciados y que es-
tos no mantengan ningún tipo de relación es 
la categoría de «estructura familiar y conflic-
tividad» que tiene una razón de probabilidad 
más alta de suspender (OR de 2,6), además 
de ser estadísticamente significativa. En 
cambio, la razón de probabilidad de suspen-
der cuando los padres están separados sin 
conflictividad es inferior respecto a la de los 
hijos de familias biparentales, aunque los re-
sultados no son significativos.
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Tabla 2.  Análisis de regresión logística. Variables dependientes: Haber obtenido una nota media de suspenso 
y Haber obtenido una nota media de excelente. Cataluña, 2006

  Nota media suspenso   Nota media excelente  

 
Modelo 

1.1  
Modelo 

1.2  
Modelo 

1.3  
Modelo 

2.1  
Modelo 

2.2  
Modelo 

2.3  

Estructura familiar y conflictivi-
dad (ref. biparental)                                    

Separación o divorcio con conflicto 2,146 **   2,002 **   1,591 †   0,343 **    0,366 **    0,456 *  

  (0,269)   (0,272)   (0,277)   (0,395)   (0,397)   (0,400)  

Separación o divorcio sin conflicto 0,633     0,609     0,468 *    0,578 *    0,601 †    0,744    

  (0,372)   (0,373)   (0,378)   (0,279)   (0,280)   (0,284)  

Separación o divorcio sin relación 2,591 ***   2,530 ***   1,917 **    0,396 **    0,405 *    0,531 †  

  (0,255)   (0,258)   (0,263)   (0,372)   (0,374)   (0,378)  

Otras situaciones con un progeni-
tor 2,191 **   1,992 **   1,624 †    0,485 *    0,566 †   0,680    

  (0,263)   (0,271)   (0,275)   (0,336)   (0,341)   (0,344)  

Sexo (ref. mujer)                                    

Hombre       1,835 ***    1,918 ***         0,582 ***   0,561 ***  

        (0,133)   (0,134)         (0,112)   (0,113)  

Origen de los padres (ref. espa-
ñol)                                    

Extranjero       1,627 *   1,405           0,295 ***   0,339 ***  

        (0,219)   (0,222)         (0,333)   (0,336)  

Titularidad del centro educativo  
(ref. privado-concertado)                                    

Público       1,150     0,928           1,099     1,313 †  

        (0,134)   (0,139)         (0,107)   (0,112)  

Ingresos (ref. cuarto cuartil)                                    

Primer cuartil (bajo)             4,687 ***               0,342 ***  

              (0,249)               (0,183)  

Segundo cuartil             3,143 ***               0,469 ***  

              (0,249)               (0,155)  

Tercer cuartil             2,598 ***               0,628 ***  

              (0,242)               (0,134)  

Constante 0,094 ***  0,063 ***   0,027 ***   0,204 ***   0,252 ***   0,371 ***  

  (0,075)   (0,127)   (0,228)   (0,056)   (0,087)   (0,110)  

Nagelkerke R2 2,09%   4,21%   7,73%   1,57%   4,20%   6,88%  

-2 Log likelihood 1.695,04   1.667,525   1.621,248   2.333,048  2.290,847   2.247,078  

N 2.731   2.731   2.731   2.731   2.731   2.731  

Errores estándar en paréntesis. Niveles de significación: †  p < 0,1; * p < 0,05; ** p < 0,01; *** p < 0,001.

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Panel de Familias e Infancia, CIIMU.
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Al introducir las variables de control, sexo 
del adolescente, origen de los padres y titu-
laridad del centro educativo (modelo 1.2), los 
resultados se mantienen casi intactos y con-
servan la misma significación que en el mo-
delo anterior6. Es en el modelo 1.3, cuando 
se introduce la variable ingresos anuales del 
hogar, donde aparecen cambios en el efecto 
de la estructura familiar según conflictividad. 
Así, controlando por la renta del hogar (en la 
que se observa una relación positiva y signi-
ficativa cuanto más pobre es la familia), dis-
minuye la razón de probabilidad de suspen-
der, así como la significación estadística del 
divorcio con conflicto, divorcio sin relación y 
la convivencia con un progenitor por otros 
motivos, respecto a las familias biparentales. 
En este modelo, la separación o divorcio sin 
conflicto pasa a ser estadísticamente signifi-
cativa (p < 0,05) y representa una razón de 
probabilidad de suspender de la mitad (OR 
de 0,468) respecto de los adolescentes que 
viven con su madre y su padre7. Para enten-
der este resultado hay que resaltar que no 
tenemos información sobre el tipo de rela-
ción que mantienen las familias biparentales. 
Es posible que en nuestro grupo de familias 
biparentales exista un conjunto de parejas 
con una relación conflictiva que no podemos 
detectar (lo que en algunos casos podría 
desembocar en separación o divorcio). Este 
podría ser el motivo por el cual los hijos de 
padres divorciados sin conflicto tienen una 
OR de suspender menor que aquellos que 

6 En análisis previos se observó que la edad de los ado-
lescentes no es significativa en ninguno de los modelos 
analizados. Se trata de una muestra de adolescentes en 
una franja de edad muy corta (entre 13 y 16 años), por 
lo que están en una etapa vital similar, en la cual apenas 
se observan diferencias entre ellos. Por este motivo no 
se incluye la variable edad del adolescente en el análisis.
7 En análisis previos se ha realizado una interacción 
entre la variable Estructura familiar y conflictividad y Sexo 
del/de la adolescente para observar si la situación de 
convivencia y la relación entre los padres afecta de ma-
nera distinta en los hijos que en las hijas. Los resultados 
no son significativos en ningún caso, por lo que no se 
han incluido en la tabla 2.

viven en un hogar biparental. Vivir con el pa-
dre y la madre juntos no significa necesaria-
mente que no exista una relación conflictiva 
entre ambos.  

Respecto a obtener una nota media de 
excelente, el impacto de vivir con un proge-
nitor en el primer modelo (modelo 2.1) es 
estadísticamente significativo en todas sus 
modalidades, pero con algunas diferencias 
entre ellas. La razón de probabilidad de sa-
car una nota media de excelente para los 
hijos de divorciados sin conflicto y de los que 
viven con un progenitor por otros motivos 
distintos a la separación de los padres es la 
mitad que los que viven en un hogar biparen-
tal. En cambio, la razón de probabilidad del 
éxito educativo de los hijos de divorciados 
con conflicto es 2,7 veces más pequeña que 
la de los hijos que viven con su madre y su 
padre, y 2,5 veces más pequeña en los ca-
sos en los que los padres no tienen ningún 
tipo de relación. Al introducir las variables en 
el modelo 2.2 se observa que ser hombre y 
que los padres sean de origen extranjero tie-
ne un efecto negativo y muy significativo en 
tener una nota media de excelente. La titula-
ridad del centro educativo no es significativa, 
igual que sucedía en el análisis del riesgo de 
obtener una nota media de suspenso. Tam-
poco se observan diferencias importantes en 
los resultados de obtener un excelente se-
gún la estructura familiar y conflictividad 
cuando introducimos estas tres variables 
(sexo, origen de los padres y titularidad del 
centro educativo), pero sí varían los niveles 
de significación, reduciéndose en todos los 
casos excepto en la situación de padres di-
vorciados y con conflicto. 

En el modelo 2.3, en cambio, se observan 
diferencias sustanciales. Al introducir la renta 
del hogar, que vuelve a tener un gran impac-
to en el rendimiento educativo de los adoles-
centes (p < 0,001 en todos los cuartiles), la 
separación y divorcio sin conflicto y la con-
vivencia con un progenitor por otros motivos 
dejan de ser significativos. Y la separación o 
divorcio con conflicto o sin relación entre los 
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padres disminuyen su nivel de significación, 
así como su efecto negativo ante obtener 
una media de excelente (con una razón de 
probabilidad de 2,1 y 1,9 inferior en relación 
a las familias biparentales, respectivamente). 
Por otro lado, observamos que los ingresos 
del hogar son un factor determinante para 
explicar los rendimientos académicos. Ya 
sea para explicar la nota media de suspenso 
o la nota media de excelente, los jóvenes 
que pertenecen a los hogares con mayores 
privaciones económicas (primer cuartil) tie-
nen una razón de probabilidad 4,6 veces su-
perior de sacar una nota media de suspenso 
y 3 veces inferior de sacar una media de ex-
celente que los jóvenes con mayores ingre-
sos del hogar (p < 0,001).

conclusIón y dIscusIón

A la vista de los resultados obtenidos, po-
demos concluir, en primer lugar, que los hi-
jos de padres divorciados que mantienen 
una relación conflictiva tienen una probabi-
lidad más alta de tener peores resultados 
educativos que los hijos de divorciados sin 
conflicto y de hogares biparentales, lo que 
confirma la hipótesis 1, acorde al trabajo de 
Long et al. (1988). En segundo lugar, los hi-
jos de padres divorciados que no mantienen 
ningún tipo de relación tienen una probabi-
lidad mayor de obtener una nota media de 
suspenso que cualquiera de los otros gru-
pos según estructura del hogar y conflictivi-
dad, lo cual confirma solo una parte de la 
hipótesis 3 en la que se indicaba que obten-
drían peores resultados que los hijos de pa-
dres divorciados sin conflicto, pero no que 
los hijos de padres divorciados con conflic-
to. En tercer lugar, los adolescentes que 
viven con uno de sus progenitores por mo-
tivos distintos a la separación o divorcio (ya 
sean hogares monoparentales o reconstitui-
dos) tienen una probabilidad similar a los 
hijos de divorciados con conflicto en lo que 
se refiere al rendimiento educativo, y mayor 
que los hijos de padres divorciados sin con-

flicto, confirmando solo una parte de la 
hipótesis 4. En este sentido, se pensaba 
que influiría más el conflicto existente entre 
los progenitores que cualquier otra situa-
ción, pero la variedad de situaciones que 
engloba este grupo (fallecimiento de uno de 
los progenitores, monoparentalidad por 
elección, etc.) no permite analizar con deta-
lle los efectos negativos de este tipo de es-
tructura familiar. Por último, el resultado 
más sorprendente se refiere al efecto de la 
separación o divorcio sin conflicto parental 
en el rendimiento educativo de los hijos 
(hipótesis 2). El presente trabajo muestra 
que los hijos de padres divorciados sin con-
flicto tienen una menor probabilidad (la mi-
tad) de obtener una media de suspenso que 
los hijos de familias biparentales.

Diversas investigaciones ponen en relie-
ve la importancia de la edad que tenía el 
hijo/a en el momento de la separación o di-
vorcio para medir los efectos sobre el ren-
dimiento educativo (Anthony et al., 2014; 
Lansford, 2009; Jeynes, 2002; Amato, 
2001). En análisis previos se ha analizado, 
por un lado, el efecto de la variable edad 
que tenía el menor cuando se produjo el di-
vorcio y, por otro, la variable años transcur-
ridos desde que se produjo el divorcio en el 
modelo de regresión, pero en ningún caso 
son significativas y no hay un cambio sus-
tancial en la varianza de los modelos (por 
este motivo no se han incluido en los mode-
los presentados). Podría considerarse plau-
sible que el conflicto solo aparece en las 
rupturas recientes, pero al realizar la com-
paración de la media de años en que se di-
vorciaron según el grado de conflicto actual 
los resultados muestran que no hay diferen-
cias significativas. Entre los divorciados o 
separados con conflicto la media de años 
que han pasado desde que se produjo el 
divorcio es de 5,9. Los divorciados sin con-
flicto tienen una media de 6,3 años y entre 
los que no tienen ninguna relación, 8,0. 

Aunque este estudio supone un avance 
importante en la difícil tarea de especificar 
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las posibles consecuencias de los diferentes 
modelos familiares y la relación de los padres 
en el rendimiento educativo de los hijos ado-
lescentes, sería conveniente disponer de la 
información sobre el nivel de conflicto en fa-
milias biparentales para poder analizar con 
mayor precisión esta relación. El hecho de 
que los hijos de familias que viven con dos 
progenitores tengan una mayor probabilidad 
de obtener una nota media de suspenso que 
los hijos de familias divorciadas o separadas 
sin conflicto contribuye a sostener el argu-
mento de que el factor del conflicto es más 
determinante que el del divorcio o separa-
ción per se, como ya apuntan algunos estu-
dios (Aughinbaugh et al., 2005; Amato et al., 
1995; Hanson, 1999; Jekielek, 1998) y que 
no siempre es beneficioso vivir en una familia 
biparental, sobre todo cuando hay conflicto 
entre los progenitores (Musick y Meier, 2010). 
En futuras investigaciones sería idóneo reco-
ger información acerca de la posible existen-
cia de conflicto en familias biparentales para 
llegar a conclusiones más rigurosas acerca 
de la relación estructura familiar-conflicto 
con el rendimiento académico de los hijos. 

También sería importante desarrollar los 
análisis mediante estudios longitudinales 
tanto de la estructura familiar como de la 
conflictividad parental. El Panel de Familias e 
Infancia contiene datos longitudinales, como 
la estructura del hogar y los rendimientos 
educativos, pero no permite reconstruir la 
evolución de la calidad de la relación entre 
los padres. Si dispusiéramos de información 
longitudinal sobre estructura y conflicto fami-
liar antes y después de la ruptura, podríamos 
aislar los efectos sobre los adolescentes del 
conflicto parental que conduce a la ruptura 
de la relación y los que se producen después 
de que ésta se produzca. En este sentido, 
sería posible determinar si el divorcio es una 
solución preferible a mantener una relación 
de pareja conflictiva.

El logro educativo de los menores reper-
cute decisivamente en sus transiciones a la 
vida adulta (Marí-Klose y Marí-Klose, 2010), 

por lo que el presente estudio avanza en el 
conocimiento sobre las variables que pue-
den influir en el desempeño educativo. En 
general, los resultados de la presente inves-
tigación sugieren que el rendimiento educa-
tivo del menor no depende de si reside con 
sus dos progenitores o con solo uno, sino de 
que tenga asegurada una provisión adecua-
da de cuidados, atención y recursos. Con-
centrarse en exclusiva en la estructura fami-
liar y sus efectos en el bienestar infantil, sin 
prestar atención a las dinámicas familiares 
que se producen antes y, sobre todo, des-
pués de la ruptura, es un error. Los datos 
examinados sugieren la necesidad de pro-
fundizar nuestro conocimiento sobre los 
efectos del conflicto en las familias biparen-
tales y en qué condiciones el divorcio es la 
mejor decisión en interés del menor. 

Sin embargo, se debe tener en cuenta 
que nuestra muestra incluye solo datos so-
bre hijos adolescentes. Sería interesante 
conseguir datos que incluyan el efecto de la 
estructura familiar y el conflicto parental so-
bre hijos más pequeños. La mayoría de las 
investigaciones muestran que los efectos del 
divorcio sobre el rendimiento educativo son 
más negativos cuando el divorcio sucede en 
etapas más tempranas (Jeynes, 2002; Ama-
to, 2001). En cambio, otros sostienen que el 
efecto es peor en la adolescencia (Anthony 
et al., 2014; Lansford, 2009). Pero ¿afecta de 
igual manera vivir una situación de conflicto 
entre progenitores en la infancia que en la 
adolescencia? Parece que los niños en la pri-
mera infancia son supuestamente menos 
sensibles a los cambios ambientales, sobre 
todo en lo que se refiere a lo emocional, en 
comparación con los adolescentes (Papalia 
et al., 2004). Sería necesario seguir investi-
gando en esta dirección.

Por otra parte, es importante promocio-
nar políticas de participación positiva del 
progenitor no residente, así como desarrollar 
una relación cooperativa entre los padres 
después del divorcio. Las ventajas de esa 
relación cooperativa pueden redundar en 
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mayores inversiones de tiempo y dinero de 
los progenitores que no residen con sus hijos 
(al disminuir las suspicacias acerca del modo 
en que los niños son criados) y paliar de este 
modo déficits de atención y recursos 
económicos que a menudo se experimentan 
en hogares monoparentales por falta de im-
plicación y apoyo de ese progenitor. Los ser-
vicios de mediación y cursos de educación 
parental dirigidos a padres divorciados pue-
den facilitar estos objetivos (Emery et al., 
2005; Fariña y Arce, 2005; Emery, 1994). En 
Estados Unidos, por ejemplo, se ha impulsa-
do el programa «Dads for Life» dirigido a pa-
dres divorciados que, además de promover 
la implicación del padre no residente en el 
cuidado de los hijos y reforzar las habilida-
des de crianza, trabaja para reducir el con-
flicto interparental e incentivar la coparenta-
lidad (DeGarmo et al., 2008; Cookston et al., 
2006; Braver et al., 2005). Otros programas 
también implementados en Estados Unidos 
involucran a los hijos en los programas como 
«Children’s Support Group», «Children of Di-
vorce Intervention Project» (Pedro-Carroll, 
2005) y «New Beginnings» (Wolchik et al., 
2002). En ellos se ofrece apoyo emocional a 
los menores, se fomenta la comunicación 
entre los progenitores y los hijos/as, ayudan 
a los hijos a expresar sus sentimientos y 
enseñan a padres e hijos habilidades 
cognitivas para controlar su enfado y resolver 
los conflictos (Winslow et al., 2004). La me-
jora de la calidad de la relación padre-madre 
después del divorcio es, pues, uno de los 
grandes retos para proteger a los niños de 
los efectos negativos asociados a un divor-
cio conflictivo.
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IntroduccIón1

En los años setenta se realizan los primeros 
estudios sobre consumidores socialmente 
conscientes, término utilizado para definir a 
«aquellos consumidores que tienen en cuen-
ta las consecuencias públicas de su consu-
mo privado o que tratan de usar el poder de 
compra para lograr que se produzca un cam-
bio social» (Webster, 1975: 188). A partir de 
entonces nociones como consumo ético o 
consumo sostenible, entre otras, forman un 
concepto según el cual los ciudadanos se 
convierten en consumidores críticos y con-
secuentemente en agentes de cambio social 
(Micheletti, 2003; Neilson y Paxton, 2010). 

Para que las decisiones de compra sean 
consideradas como formas de consumo polí-
tico han de cumplirse dos criterios: el primero 
podría ser denominado «conciencia», de tal 
forma que el actor ha de tener suficiente co-
nocimiento y sus decisiones de consumo han 
de estar social o políticamente motivadas. El 
segundo criterio será la regularidad de la ac-
ción, es decir, tomar una decisión de compra 
una sola vez no será considerado como una 
forma de consumo político (Stolle y Hooghe, 
2009: 280). Si a estos ciudadanos se les deno-
mina consumidores socialmente conscientes, 
la «acción colectiva individualizada» de com-
prar un producto (buycott) o no (boycott) por 
motivos éticos, medioambientales o políticos 
se designa consumo político (Micheletti, 2010: 
25-29). Así, los consumidores como actores 
políticos premian o castigan a las empresas 
incrementando el número de ventas o provo-
cando la disminución de sus beneficios, lo que 
determina un modelo de consumo consciente 
que ha ido creciendo de manera constante a 
lo largo de los últimos años en España. La ciu-
dadanía reclama a las compañías privadas la 

1 Este artículo se integra dentro de una investigación fi-
nanciada por el Programa Estatal de I+D+I orientada a los 
retos de la Sociedad, denominada"Consumo Político Ali-
mentario: Ciudadanía, Activistas e Instituciones"(CSO2016-
76296-R). La financiación procede de AEI/FEDER, UE.

misma ética y modos de rendición de cuentas 
que a los gobiernos (Michelleti, 2010: 13). 
Como señala Beck (1994: 66), «los ciudada-
nos están descubriendo que el acto de com-
prar puede ser un voto directo que siempre 
pueden utilizar de forma política».

Desde la década pasada, en nuestro país 
venimos siendo testigos de anunciadas y re-
petidas campañas de boycott y buycott a 
productos o empresas por cuestiones políti-
cas, éticas o medioambientales. En relación 
a las primeras podemos destacar el boicot 
realizado a productos catalanes, o a empre-
sas como Panrico o Coca-Cola. En relación 
a las segundas, la compra o buycott en mer-
cados de proximidad para beneficiar a los 
pequeños agricultores o adquirir productos 
de comercio justo o responsable. 

Dentro de este contexto, la contribución 
de este artículo es doble. De un lado, y par-
tiendo del supuesto de que la frecuencia y el 
hábito de comprar productos o no comprar 
es uno de los factores primordiales para ana-
lizar el consumo político, presentamos un 
estudio relevante centrado no solo en el aná-
lisis de los factores predictivos de los consu-
midores conscientes, sino que además nos 
interesamos por los consumidores conscien-
tes con trayectoria estable como patrón de 
comportamiento. De otro lado, estudiamos 
con qué formas de participación política es-
tán más relacionadas las acciones del con-
sumidor consciente. 

La estructura de este artículo es la si-
guiente. En el primer apartado se exponen 
las aproximaciones teóricas y empíricas 
que han emprendido el estudio del consu-
mo político y su relación con otras formas 
de participación política y social. El  segun-
do está dedicado a la fuente de datos y a la 
metodología utilizada. La descripción y aná-
lisis de la participación política mediante la 
utilización del mercado se presentan en el 
tercer apartado. El cuarto  está dedicado al 
estudio de los factores explicativos de las 
acciones del consumidor consciente. Las 
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relaciones de las acciones propias de este 
tipo de consumidor con otras formas de ac-
ción política y social se exponen en el quin-
to apartado. Finalmente, en el sexto aparta-
do se presentan las conclusiones más 
importantes del artículo.

Estado dE la cuEstIón 
El consumo político es una «acción colectiva 
individualizada» que para ser analizada hay 
que tener en cuenta tres condiciones: «el com-
portamiento (comprar o no comprar ciertos 
productos por motivos políticos o éticos); la 
sensibilización y motivación de los consumido-
res (el nivel de consumismo se aplica si la gen-
te tiene una motivación ética o política) y la 
frecuencia y hábito (siendo un patrón de com-
portamiento)» (Stolle et al., 2005: 254-255). 

El consumo político se define asimismo 
como el «uso del mercado como un espacio 
para la política», que  al igual que otras formas 
de acción precisa de tiempo, recursos econó-
micos y competencias cívicas (Verba et al., 
1995; Micheletti, 2003; Micheletti et al., 2003). 
En este contexto, la ciudadanía elige a pro-
ductores y productos en función de las valo-
raciones éticas y políticas que se hagan de los 
procedimientos realizados por las empresas y 
los gobiernos (Micheletti, 2003; Micheletti et 
al., 2003).  Se considera una forma de partici-
pación política cada vez más importante en la 
práctica ciudadana de las democracias occi-
dentales en la que se desdibujan los límites 
entre lo privado y lo público  (Inglehart, 1997; 
Dalton, 2008; Strømsnes, 2009). Por tanto, 
pese a ser un acto privado, el consumidor in-
dividual puede ser visto como un activista 
político (Zamwel et al., 2014: 201). 

Este comportamiento va asimismo en la 
dirección de lo que Bennett (1998) denominó 
«lifestyle politics» o política del estilo de vida. 
A este respecto, el consumo político conec-
taría con la teoría de la política del estilo de 
vida, en la medida en que la ciudadanía es 
consciente de las implicaciones políticas de 

sus actos de consumo cotidiano motivados 
por cuestiones éticas, políticas o ecológicas 
y cómo estas pueden promover un cambio 
social (Newman y Bartels, 2011: 806).

Desde los estudios pioneros a los más 
actuales se ha puesto en evidencia la impor-
tancia de los cambios en los comportamien-
tos de los consumidores en las sociedades 
modernas. Se estima que entre un 22 y un 
47% de americanos y europeos respectiva-
mente participan en el consumo político 
(Strømsnes, 2009; Baek, 2010; Copeland, 
2013). En España, según los últimos datos 
del Centro de Investigaciones Sociológicas, 
nos encontramos ante un comportamiento 
que ha tenido una evolución creciente en los 
últimos años. Así, en el año 2002, el 12% de 
la ciudadanía española había realizado algu-
na forma de buycott (estudio 2450, CIS), y en 
2010 la cifra se eleva al 25% (estudio  2736, 
CIS). Por otro lado, un 6% de la población 
afirmaba haber participado en acciones de 
boycott en 2002, mientras que en 2010 el 
porcentaje se eleva al 20%. Los datos apun-
tan, pues, a un posible crecimiento en el fu-
turo de estas acciones en este país, si bien 
hay estudios cualitativos que señalan la difi-
cultad que presentan las opciones de consu-
mo político o ecológico de consolidarse 
como patrón de comportamiento en la ciu-
dadanía española, como consecuencia fun-
damentalmente de la crisis económica (Alon-
so, Fernández e Ibáñez, 2013).

Diversas investigaciones apuntan la im-
portancia de los factores contextuales, como 
la globalización, la economía, las institucio-
nes políticas y la cultura para explicar esta 
nueva forma de acción política (Beck, 2001; 
Micheletti y Stolle, 2005; Neilson y Paxton, 
2010; Koss, 2012). Los cambios sociales 
producidos por el paso de la sociedad indus-
trial a la postindustrial, la expansión de nue-
vas oportunidades educativas, el crecimien-
to de la clase media y los avances en las 
tecnologías de la comunicación favorecieron 
el surgimiento de nuevas formas de expre-
sión política fuera del ámbito electoral (Co-
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peland, 2014a: 263). Así, la preocupación 
por el medio ambiente, la búsqueda de la 
igualdad, la inclusión de las minorías, el res-
peto a los derechos humanos o el desarrollo 
sostenible animaron a una parte de la ciuda-
danía a plantear demandas acordes con los 
nuevos valores postmaterialistas, motivo por 
el que surgen nuevos contextos de acción 
política en donde expresarse (Inglehart, 
1997). No cabe duda que el consumo plan-
tea inevitablemente un debate moral que 
afecta a cuestiones tan importantes como la 
justicia distributiva o la buena gestión de los 
recursos comunes (Wilk, 2001).

Otras investigaciones se han interesado 
por el comportamiento individual y por cono-
cer quiénes son y qué características tienen 
los consumidores/as que adoptan un estilo 
de vida en función de valores solidarios, de 
respeto a los derechos humanos o de pro-
tección al medio ambiente (Stolle y Michelet-
ti, 2005a; Ferrer, 2004, 2010; Ferrer y Fraile, 
2006, 2013; Llopis-Goig, 2011; Atkinson, 
2012). Del mismo modo, sugieren algunas 
variables predictivas de este tipo de compor-
tamiento como el sexo, la edad, el nivel edu-
cativo, el nivel socioeconómico, el capital 
social, la clase social, el interés por la políti-
ca, la confianza en las instituciones o la efi-
cacia política interna y externa (Stolle et al., 
2005; Baek, 2010; Marien et al., 2010).  Así 
se constata que es una forma de participa-
ción realizada en algunos países mayoritaria-
mente por mujeres (Gidengil et al., 2008). A 
este respecto es interesante la aportación 
desde la perspectiva de la teoría feminista 
del concepto de Iris Marion Young de la «po-
lítica de la diferencia» o la transformación de 
la política «desde abajo», ya que sirve de re-
ferencia para enmarcar también teóricamen-
te el consumo político (Young, 1994).

La emergencia de nuevas estructuras de 
acción que permiten la interacción entre ciu-
dadanía y representantes políticos se han ido 
instalando de manera progresiva, especial-
mente en los más jóvenes y los mejor forma-
dos (Dalton, 2004). Los resultados de inves-

tigaciones relacionadas con la edad no son 
coincidentes. Así se pone de manifiesto en 
algunas que son los más jóvenes los que 
más realizan este tipo de acción (Marien et 
al., 2010; Ferrer y Fraile, 2006; Ferrer, 2010; 
Newman y Bartels, 2011), mientras que otros 
estudios demuestran que el grupo de edad 
de entre 35 y 54 años es el más activo (Ferrer 
y Fraile, 2006). Las personas de mayor nivel 
educativo (Stolle y Hooghe, 2009; Strøm-
snes, 2009; Baek, 2010; Marien et al., 2010) 
y los que tienen niveles de ingresos altos se 
implican más en este tipo de acción (Stolle 
et al., 2005; Shah et al., 2007; Ferrer, 2010; 
Marien et al., 2010; Newman y Bartels, 2011). 

Otro de los factores que se ha analizado 
es la influencia de la socialización en este 
tipo de participación política. El estudio pa-
nel realizado por Jennings y Niemi (1981) 
confirma que, además de la escuela, los pa-
dres transmiten el conocimiento político y 
actitudes como la confianza en el gobierno o 
la identificación partidista e ideológica, que 
pueden mantenerse estables en el tiempo o 
modificarse a lo largo de la vida del ciudada-
no. Según Verba et al. (1995), la información 
y las conversaciones sobre lo público y los 
comportamientos de los progenitores influ-
yen en el comportamiento futuro de los hijos 
(Morales et al., 2006: 167). La familia ayuda 
a modelar la identidad política de las perso-
nas (Flanagan  y Faison, 2001) y la discusión 
e interacción política en su seno tiene un 
fuerte efecto en los patrones de participación 
de los adolescentes (Quintelier, 2007). 

Desde la perspectiva del capital social, 
algunos investigadores parten del supuesto 
de que ser miembros de asociaciones volun-
tarias provee a los ciudadanos de competen-
cias para desenvolverse en el entorno de la 
acción colectiva (Putnam, 1993; Verba et al., 
1995; Hooghe y Stolle, 2003; Ferrer, 2010). 
En este sentido, se puede decir que pertene-
cer a redes, grupos o asociaciones facilita 
ser consumidor consciente. También el inte-
rés por la política es uno de los predictores 
más estables de este tipo de consumidores 
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(Baek, 2010;  Stolle y Micheletti, 2013; Cope-
land, 2014b).

Otros estudios señalan que la predisposi-
ción de las personas a participar en acciones 
de consumo político depende de tres varia-
bles significativas, como son la confianza en 
las instituciones, la eficacia política interna y 
la eficacia política externa. La confianza en las 
instituciones políticas se refiere a la seguridad 
de la ciudadanía de que las instituciones po-
líticas van a funcionar de manera óptima. La 
teoría postmaterialista vincula la disminución 
en la confianza en las instituciones políticas al 
proceso de modernización. Hay un cambio de 
valores de los tradicionales a los postmateria-
listas y surgen ciudadanos críticos que pres-
tan más o menos atención a los canales de 
participación tradicionales, lo que no significa 
una amenaza para el sistema político, sino 
que incluso puede ser visto como un paso 
hacia una ciudadanía más posmoderna (In-
glehart, 1997). Los postmaterialistas y los que 
sienten desconfianza o son críticos con las 
instituciones están más comprometidos con 
este tipo de acción (Stolle y Micheletti, 2005a 
y b; Ferrer, 2010; Newman y Bartels, 2011). 

Otra cuestión que afecta a la mayor o me-
nor participación en consumo político tiene 
que ver con la valoración que haga la ciuda-
danía de si sus acciones van a tener eficacia 
política, aceptación o respuesta de los repre-
sentantes políticos (Barnes et al., 1979; Dal-
ton, 1996). Para medir el grado de influencia 
que la persona tiene en relación al sistema 
político y a la toma de decisiones se utiliza la 
variable de eficacia política interna. Por otro 
lado, la eficacia política externa tiene que ver 
con la percepción que se tenga de que el 
sistema atiende a los intereses de la ciuda-
danía o de la sociedad (Ferrer, 2010: 246-
254). Una percepción positiva de eficacia 
interna probablemente influirá a la hora de 
participar en cualquier forma de acción. Y 
bajos niveles de eficacia política externa lle-
varán a una baja participación salvo en aque-
llas formas de acción reivindicativas o de 
protesta (Ferrer y Fraile, 2006: 204). Hay es-

tudios que han encontrado una relación po-
sitiva entre la eficacia política externa y este 
tipo de acción (Marien et al., 2010), mientras 
que otros no la encuentran (Newman y Bar-
tels, 2011; Copeland, 2013).

Si abordamos ahora otro de los objetivos 
principales de este artículo, la relación de las 
acciones del consumidor consciente con 
otras formas de participación política, Cope-
land (2013: 261) señala que no se sabe mucho 
acerca de dicha relación. Parece ser que los 
ciudadanos que se sienten más comprometi-
dos con el consumo político tienen una prefe-
rencia por formas de participación más indivi-
dualistas (Stolle y Micheletti, 2013; Copeland 
y Smith, 2014). Así, el interés y la voluntad de 
participar en asuntos políticos y cívicos son 
tan  importantes como en décadas pasadas, 
solo que ahora la tendencia no es formar par-
te de organizaciones políticas tradicionales 
(Eliasoph, 1998). Los consumidores políticos 
activos vinculan su acción con otras formas 
de participación, como «unirse a grupos de 
consumidores, firmar peticiones, escribir car-
tas a periódicos o empresas, contactar con 
políticos, periodistas y funcionarios públicos» 
(Stolle y Hooghe, 2009: 282).  

FuEntE dE datos y mEtodología

En este artículo se ha utilizado como fuente 
de datos el estudio  2632 (Ciudadanía y Par-
ticipación,  2006) realizado por el Centro de 
Investigaciones Sociológicas (CIS), que in-
troduce por vez primera en una encuesta un 
bloque de preguntas específico sobre con-
sumo político en España, y que es el más 
reciente y completo hasta el momento. 

La mayoría de los estudios desarrollados 
anteriormente se han interesado por conocer 
cuáles son las características de los consu-
midores conscientes, entendiendo por estos 
los que en las encuestas responden afirma-
tivamente a la pregunta de si en los últimos 
doce meses han realizado boycott o buycott 
(Ferrer, 2004, 2010; Atkinson, 2012; Ferrer y 
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Fraile, 2006, 2013). Por su parte, la perspec-
tiva temporal de las acciones recogidas en la 
fuente de datos en la que se basa este ar-
tículo da un paso más al posibilitar, además, 
el análisis de las trayectorias de los consu-
midores conscientes con una conducta más 
estable a lo largo del tiempo; es decir, los 
que manifiestan un comportamiento que se 
ha convertido en un hábito de consumo, ya 
que las acciones de boycott o buycott están 
referidas tanto a los últimos doce meses 
como a un pasado más lejano. 

Se han desarrollado modelos de regresión 
logística para determinar los factores que más 
influyen a la hora de realizar boicot o comprar 
ciertos productos, con un análisis específico 
de aquellos consumidores cuya actuación ha 
sido más estable a lo largo del tiempo. En este 
trabajo se han considerado el boycott y el 
buycott en una sola variable dependiente, ba-
sándonos en estudios previos que justifican 
esta decisión debido a la fuerte correlación 
entre ambos tipos de comportamiento (Shah 
et al., 2007; Strømsnes, 2009; Newman y Bar-
tels, 2011; Copeland, 2013). En concreto, el 
72% de las personas que en los últimos doce 
meses han boicoteado un producto, han 
comprado deliberadamente otro por razones 
políticas, éticas o para favorecer el medio am-
biente. Este porcentaje es del 74% si nos re-
ferimos a un pasado más lejano.

 Para estudiar las relaciones entre las ac-
ciones propias del consumidor consciente y 

otras acciones sociales y políticas, se ha rea-
lizado un análisis factorial por medio del cual 
se pueden obtener grupos de acciones ho-
mogéneas o dimensiones. Estas dimensio-
nes se han correlacionado con las variables 
que identifican al consumidor consciente 
para medir su grado de asociación. 

la partIcIpacIón polítIca 
mEdIantE la utIlIzacIón 
dEl mErcado

Para analizar los resultados obtenidos, se 
precisa contextualizar la situación social y 
política que existía en nuestro país durante la 
realización de este estudio, simultáneo a la 
discusión del Estatuto de Cataluña en 2005 
y al inicio del boicot al cava y a los productos 
catalanes. Así, un 44,9% de la población en-
cuestada recuerda alguna campaña de boi-
cot a productos o empresas en España, sien-
do el boicot al cava y a los productos y 
empresas catalanas las principales campa-
ñas que se mencionan. 

En la tabla 1 se presentan los datos de las 
diferentes fuentes de información por las que 
la población se enteró de las campañas de 
boicot. En general se observa claramente 
que los medios de comunicación tradiciona-
les (tertulias radiofónicas, articulistas de opi-
nión, etc.) han servido a la inmensa mayoría 
de los encuestados para informarse de las 

TAblA 1. Quién le informó sobre campañas de boicot (%, respuesta múltiple)

Amigos o familiares 30,2

A través de asociaciones u organizaciones 3,6

Compañeros de trabajo o estudios 12,3

A través de los medios de comunicación 82,1

Otros medios 5,1

No recuerda 1,4

N.C. 0,2

Total 1.843

Fuente: Estudio 2632, Ciudadanía y participación, CIS (2006).
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campañas de activismo en contra de ciertos 
productos o empresas. Ya, en menor medi-
da, figuran las redes de amigos o familiares.  

Diversos estudios han encontrado una 
relación estrecha entre los medios de comu-
nicación y el consumo político (Baek, 2010; 
Newman y Bartels, 2011). Parece que el uso 
de los «media» puede promover la realiza-
ción de actividades relacionadas con este 
tipo de consumo (Neilson y Paxton, 2010). A 
este respecto, y según los datos de la tabla 
2, se puede confirmar que son la televisión, 
seguida de la radio y la prensa escrita, los 
canales más usados por la población para 
obtener información de las campañas de 
movilización para comprar o dejar de com-
prar productos, siendo de momento escasa 
la ciudadanía que hace uso de los medios 
digitales o el  entorno online. 

Como señala la literatura, las personas se 
decantan más por un activismo positivo, 

como es la compra de productos o la elec-
ción de algunas empresas, que por un acti-
vismo negativo. Así, cerca de un 14% de la 
población encuestada ha boicoteado o deja-
do de comprar ciertos productos por razo-
nes políticas, éticas o para favorecer el me-
dio ambiente en los últimos doce meses y en 
torno a un 13% ha realizado boicot en un 
pasado más lejano. Si nos referimos a la 
compra, el porcentaje es superior, pues el 
17,5% afirma haber llevado a cabo esta for-
ma de participación política en los últimos 
doce meses y cerca de un 17%  en el pasado 
(tabla 3).

Podemos obtener una visión comparada 
con otros países europeos de la magnitud de 
este tipo de acciones en nuestro país acu-
diendo a la última Encuesta Social Europea en 
la que se abordan estos temas (2002-2003). 
Tal como se observa en la tabla 4, España se 
sitúa en los lugares más bajos respecto al boi-

TAblA 2. Canales por los que ha conocido estas campañas (%, respuesta múltiple)

Radio 41,2

Televisión 75,5

Prensa escrita 34,7

Por Internet 16,0

A través del móvil 4,0

A través de conversaciones con gente 33,5

No recuerda 21,5

N.C. 0,4

Total 2.825

Fuente: Estudio 2632, Ciudadanía y participación, CIS (2006).

TAblA 3.  Realización de acciones de boicot y compra de ciertos productos (% y entre paréntesis número de 
casos)

En los últimos 12 
meses

En  un pasado más 
lejano

Boicotear  o dejar de comprar ciertos productos 13,9 (442) 13,2 (416)

Comprar ciertos productos 17,5 (556) 16,7 (523)

Fuente: Estudio 2632, Ciudadanía y participación, CIS (2006).
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cot de productos, con un 8% de ciudadanos 
que realizan este tipo de acciones en 2003; 
una cifra similar a la de Grecia y superior a 
Portugal, que ocupa el último lugar. Si nos re-
ferimos a la compra, el porcentaje se eleva al 
12%, por encima de Grecia, Italia y Portugal, 
pero muy alejado de los países escandinavos 
y de Dinamarca, Finlandia y Alemania, que 
son los países con un nivel más alto de ciuda-
danos que realizaron en los últimos doce me-
ses tanto acciones de boicot como de com-
pra.  No obstante, si comparamos estos datos 
de España con los obtenidos por el CIS en 
2006, el consumo político ha aumentado en 
nuestro país cerca de seis puntos porcentua-
les en tan solo tres años. 

Como ya se comentó anteriormente, el 
consumidor consciente tiene en cuenta las 
consecuencias sociales de su consumo pri-
vado, por lo que sus decisiones suelen estar 
política y socialmente motivadas. Esto se 
observa en los resultados de la tabla 5, don-

de figuran las razones por las que los ciuda-
danos realizan boicot a ciertos productos, 
sea cual sea la referencia temporal, doce 
meses y/o un pasado más lejano. La primera 
causa que aducen de forma mayoritaria es el 
no respeto al medio ambiente seguido a una 
significativa distancia por la utilización del 
trabajo infantil. En menor medida se sitúan 
estar en contra de las multinacionales, la 
procedencia del producto de un país que no 
respeta los derechos humanos o de una de-
terminada comunidad autónoma.  

En cuanto a las razones por las que se 
compran ciertos productos, como se puede 
apreciar en los resultados que aparecen en la 
tabla 6, es nuevamente el respeto al medio 
ambiente la razón que motiva la decisión en 
un 65,3% de los casos. Entre otras razones y 
a mucha distancia se encuentran la adquisi-
ción de productos por motivos de salud, por-
que procedían de los países del tercer mundo 
o por apoyar a los pequeños productores.

TAblA 4. Porcentajes de boicot y compra en Europa (2002-2003)

Boicot de ciertos productos en los 
últimos 12 meses

Compra de ciertos productos en los 
últimos 12 meses

Austria 22 30

Bélgica 13 27

Dinamarca 23 44

Finlandia 27 42

Alemania 26 39

Grecia 9 7

Irlanda 14 25

Italia 8 7

Holanda 10 26

Portugal 3 7

España 8 12

Suecia 33 55

Suiza 31 45

Reino Unido 26 32

Fuente: European Social Survey (2002-2003).
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FactorEs ExplIcatIvos dE las 
accIonEs dEl consumIdor 
conscIEntE

Para analizar los factores que influyen y con-
figuran el perfil del consumidor consciente se 
ha recurrido a la técnica de regresión logísti-
ca y a dos modelos que se diferencian por el 
tipo de variable dependiente utilizada. En el 
modelo A, el valor 1 viene representado por 
todas aquellas personas que han efectuado 
acciones de boicot o compra bien en los úl-
timos doce meses, bien en un pasado más 
lejano o en ambos momentos temporales a 
la vez. Este grupo de consumidores alcanza 
una cifra de 23,5% y se le ha identificado con 
el término genérico de  «consumidor cons-
ciente». El valor 0 es el resto de la población. 
En el modelo B se considera que el valor 1 
está constituido por aquellas personas que 
han boicoteado o comprado ciertos produc-
tos en los últimos doce meses y en el pasado 
más lejano. A este tipo de consumidores se 
les ha denominado «consumidores cons-
cientes con trayectoria estable» y constitu-
yen el 17,1% de la muestra. Nuevamente el 
valor 0 representa al resto de la población. 

Las variables independientes incorpora-
das a los modelos han sido variables socio-
demográficas, variables relativas al proceso 
de socialización, indicadores relacionados 

con las actitudes políticas y con los recursos 
grupales.

En relación a las variables sociodemográ-
ficas se han tenido en cuenta el sexo, la 
edad, el tamaño de hábitat, el nivel de estu-
dios, el estatus socioeconómico y la religión. 
No se han incluido los ingresos por el eleva-
do número de no respuestas. Para medir el 
proceso de socialización se ha recurrido a 
las siguientes variables: si se hablaba de po-
lítica en casa durante la infancia o la adoles-
cencia y la simpatía de la familia hacia cada 
uno de los bandos de la Guerra Civil, como 
otro indicador de una mayor implicación po-
lítica familiar2. 

Para analizar las actitudes políticas se 
han tenido en cuenta, de un lado, las actitu-
des hacia las instituciones y los actores po-
líticos, a saber, la confianza en las institucio-
nes (percepción de la ciudadanía de que las 
instituciones funcionan bien) y la eficacia 
política externa (si la acción individual puede 

2 En esta última variable se ha utilizado el no sabe/no 
contesta como categoría de referencia con el objeto de 
conservar la variable en el modelo a pesar de su eleva-
do porcentaje de no respuestas. La razón de su inclusión 
viene determinada por el escaso número de indicadores 
utilizados en la literatura para medir la relación entre el 
proceso de socialización familiar y el consumidor cons-
ciente.

TAblA 5. Razones por las que se realiza boicot (%, respuesta múltiple)

Boicot

Porque se utilizaba trabajo infantil 32,8

Porque no respetaba el medio ambiente 50,1

Porque procedía de una determinada comunidad autónoma 25,1

Porque usted está en contra de las grandes multinacionales 20,5

Porque procedía de un país que no respeta los derechos humanos 21,0

Por otras razones 8,1

N.C. 9,4

Total 890

Fuente: Estudio  2632, Ciudadanía y participación, CIS (2006).
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ejercer alguna influencia en el proceso políti-
co). De otro lado, las actitudes que tienen 
que ver con la percepción del propio ciuda-
dano como actor político; en concreto, el 
grado de interés en la política (la atención 
que prestan los ciudadanos hacia los asun-
tos públicos) y la eficacia política interna 
(hasta qué punto se consideran competen-
tes para entender y participar en el proceso 
político). Asimismo, se ha incorporado a los 
modelos la ideología que responde a prefe-
rencias ideológicas. 

La confianza en las instituciones se ha 
obtenido a partir de escalas graduadas de 0 
a 10: confianza en las ONG, en los partidos 
políticos, en los medios de comunicación, en 
el Congreso de los Diputados, en los sindi-
catos y en el gobierno. Asimismo, la eficacia 
política externa se ha medido a partir de la 
proposición «los políticos no se preocupan 
mucho de lo que piensa la gente como yo». 
La percepción del ciudadano como actor po-
lítico está representada por el grado de in-
terés en la política —«¿Diría usted que la 
política le interesa mucho, bastante, poco o 
nada?»— y la eficacia política interna por la 
afirmación o negación al ítem «el voto es la 
única forma en que la gente como yo puede 
influir en lo que hace el gobierno». El autopo-

sicionamiento ideológico se obtiene de la 
pregunta: «Cuando se habla de política se 
utilizan normalmente las expresiones izquier-
da y derecha. En esta tarjeta hay una serie de 
casillas que van de izquierda a derecha. ¿En 
qué casilla se colocaría Ud.?». Por último, 
otros factores importantes incluidos en los 
modelos son los recursos grupales que de-
vienen de la pertenencia a redes sociales y 
asociativas. Se ha considerado la adscrip-
ción a partidos o sindicatos, a asociaciones 
y a organizaciones de apoyo social o de De-
rechos Humanos. 

En la tabla 7 se exponen las probabilida-
des (exponencial de Beta) y su significación. 
Si analizamos los resultados del modelo que 
representa el perfil del consumidor conscien-
te en su sentido más genérico (modelo A), 
son las mujeres las que más probabilidades 
tienen de realizar este tipo de acciones, así 
como los individuos con edades intermedias 
de 31 a 40 años y de 41 a 50. Con relación a 
las mujeres, diversos estudios han señalado 
su preferencia por acciones políticas en el 
campo del consumo frente a otros tipos de 
acciones políticas tradicionales si las com-
paramos con los hombres (Stolle y Micheletti, 
2005b).

TAblA 6. Razones por las que se compran ciertos productos (%, respuesta múltiple)

Compra

Porque respetaba el medio ambiente 65,3

Por la salud 36,0

Porque procedía de una determinada comunidad autónoma 15,7

Por el precio 22,0

Por ser productos de los países del tercer mundo 35,4

Por la calidad 23,4

Para apoyar a los pequeños productores 33,4

Por otras razones 2,7

N.C. 3,6

Total 1.470

Fuente: Estudio 2632, Ciudadanía y participación, CIS (2006).
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TAblA 7. Factores asociados a las acciones del consumidor consciente. Regresión  logística

Modelo A 
Exp(B)

Modelo B 
Exp(B )

Sexo (cat. residual: Mujer) 0,703*** 0,569***
Edad (cat. residual: Más de 60 años)
 De 18 a 30 años 1,763** 1,136
 De 31 a 40 años 2.074*** 1,445
 De 41 a 50 años  1,935**  1,621
 De 51 a 60 años 1,809** 0,987
Tamaño hábitat (cat. residual: Hasta 10.000 habitantes)
 De 10.001 a 50.000 habitantes 1,111 1,108
 De 500.001 a 100.000 habitantes 1,690** 1,488*
 De 100.001 a 400.000 habitantes 0,935 1,088
 Más de 400.000 habitantes 1,603*** 1,674**
Nivel de estudios (cat. residual: Sin estudios)
 Primarios 2,829* 1,763
 Secundarios 4,204** 3,246**
 FP 5,064*** 3,660**
 Estudios Universitarios 4,127** 3,058*
Estatus Socioeconómico (cat. residual: No cualificados)
 Clase alta/media alta 1,463* 1,180
 Nuevas clases medias 1,226 0,980
 Viejas clases medias 1,175 0,881
 Obreros cualificados 0,889 0,705
Hablar de política en su casa durante infancia o adolescencia (cat. residual: Nunca)
 A menudo 1,561** 1,997***
 Algunas veces 1,718*** 1,706***
 Raramente 1,448** 1,378*
Simpatía de la familia hacia los bandos de la Guerra Civil (cat. residual: NS/NC)
 Con los nacionales 1,235 1,480*
 Con los republicanos 1,266 1,389*
 Unos con los nacionales y otros con los republicanos 1,418* 1,483*
 Con ninguno de los dos 0,763 0,850
Interés por la política (cat. residual: Nada)
 Mucho interés 2,844*** 2,451***
 Bastante interés 2,040*** 2,008***
 Poco interés 1,172 1,328
Confianza en las ONG (escala de 0-10) 1,039 1,041
Confianza en los partidos políticos (escala de 0-10) 0,889*** 0,902**
Confianza en los medios de comunicación (escala de 0-10) 0,946* 0,969
Confianza en el Congreso de los Diputados (escala de 0-10) 0,991 0,949
Confianza en los sindicatos (escala de 0-10) 0,975 0,967
Confianza en el gobierno (escala de 0-10) 0,979 1,032
Ideología política (cat. residual: NS/NC)
 Extrema izquierda 1,114 1,124
 Izquierda 1,224 1,211
 Centro 0,909 0,992
 Derecha 1,103 0,828
 Extrema derecha 0,857 0,950
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El tamaño de hábitat indica que son las 
personas que viven en las grandes ciudades 
las que más probabilidades tienen de actuar 
como un consumidor consciente, si bien 
también favorece este comportamiento resi-
dir en ciudades con un número de habitantes 
comprendido entre 50.000 y 100.000. El nivel 
de estudios constituye una variable relevante 
en la explicación de las acciones de boicot y 
compra, e indica que se trata de comporta-
mientos poco probables en aquellas perso-
nas con menor formación. Por el contrario, el 
estatus socioeconómico no tiene mucha in-
fluencia, ya que solo las personas de clase 
alta/media tienen más probabilidades de 
realizar acciones de boicot o compra, pero 
con un nivel de significación muy bajo.

Las variables incorporadas al modelo 
como indicadores de la influencia del proce-

so de socialización política en la familia pre-
sentan los siguientes resultados. Hablar de 
política en casa durante la infancia y la ado-
lescencia aumenta la probabilidad de ser 
consumidor consciente y también influye la 
simpatía de la familia hacia uno u otro bando 
de la Guerra Civil, aunque en menor medida.

Son especialmente importantes en la con-
figuración del perfil del consumidor conscien-
te el interés por la política y la participación en 
el ámbito político. Así, cuanto mayor es el in-
terés por la política mayor es la probabilidad 
de intervenir en el mercado mediante accio-
nes de boicot o compra de productos. Igual-
mente incrementa la probabilidad el hecho de 
pertenecer a partidos o sindicatos y a asocia-
ciones de apoyo social o de derechos huma-
nos. La confianza en las instituciones no re-
sulta un factor muy relevante a excepción de 

TAblA 7. Factores asociados a las acciones del consumidor consciente. Regresión  logística (continuación)

Modelo A 
Exp(B)

Modelo B 
Exp(B )

Cómo se define en materia religiosa (cat. residual: Ateo)

 Católico 0,813 0,635**
 Creyente de otra religión 1,217 0,945
 No creyente 1,268 1,211
Pertenencia a partidos o sindicatos (cat. residual: No pertenece) 1,636*** 1,583***
Pertenencia a asociaciones (cat. residual: No pertenece) 1,603*** 1,522***
Pertenencia a una organización de apoyo social o DDHH (cat. residual: No 
pertenece)

2,624*** 2,903***

Eficacia política interna (cat. residual: Muy en desacuerdo)
 Muy de acuerdo 0,849 0,672
 De acuerdo 0,729 0,584**
 Ni de acuerdo ni en desacuerdo 0,774 0,789
 En desacuerdo 1,053 0,790
Eficacia política externa (cat. residual: Muy en desacuerdo)
 Muy de acuerdo 1,157 1,405
 De acuerdo 0,962 1,129
 Ni de acuerdo ni en desacuerdo 0,753 0,773
 En desacuerdo 1,035 1,286
Constante 0,051*** 0,075***
-2LL 2.083,492 1.736,073
N=  3.192

Niveles de significación: *p< 0,1000 **p< 0,0500 ***p< 0,0100.

Fuente: Elaboración propia a partir del Estudio 2632, Ciudadanía y participación, CIS (2006). 
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la confianza en los partidos políticos, que en 
el caso de este tipo de consumidores es muy 
negativa. Ni la ideología política, ni el posicio-
namiento en materia religiosa, ni la eficacia 
política interna o externa constituyen factores 
explicativos de la participación política a tra-
vés de acciones en el mercado.

El perfil del consumidor consciente con 
trayectoria estable a lo largo del tiempo (mo-
delo B) presenta bastantes similitudes con el 
perfil anterior. Nuevamente son las mujeres 
las que tienen mayores probabilidades de 
seguir esta trayectoria, pero la edad ahora no 
logra significación estadística. Las probabili-
dades son también mayores en las personas 
que viven en grandes ciudades, así como en 
aquellas con niveles educativos por encima 
de estudios primarios. El estatus socioeco-
nómico no tiene relevancia en el modelo. Por 
su parte, las variables de socialización fami-
liar son más importantes en este tipo de con-
sumidor que en el anterior. Para ser consu-
midor consciente y mantener una trayectoria 
estable como hábito de consumo influye 
mucho que en la familia se hablase de políti-
ca en la infancia y la adolescencia. También 

es algo superior el efecto en la variable inde-
pendiente que mide la simpatía de la familia 
hacia los bandos de la Guerra Civil.   

El interés por la política y la pertenencia a 
partidos, sindicatos u organizaciones tiene 
una fuerte influencia. Asimismo, ahora resul-
tan significativas la definición en materia re-
ligiosa y la eficacia política interna. Se puede 
inferir que es poco probable que se manten-
ga una trayectoria estable como consumidor 
consciente si la persona es católica y si está 
de acuerdo con la afirmación «el voto es la 
única forma en que la gente como yo puede 
influir en lo que hace el gobierno». 

rElacIón dE las accIonEs 
propIas dEl consumIdor 
conscIEntE con otras Formas 
dE accIón polítIca y socIal

Uno de los principales objetivos de este ar-
tículo ha sido relacionar las acciones propias 
del consumidor consciente con otras formas 
de participación en acciones sociales y polí-
ticas, para así determinar con cuáles de ellas 

TAblA 8. Índices de bondad del análisis factorial

Índice de Kayser Meyer Olkin 0,763

Test de esfericidad de Barlett
–Chi-cuadrado
–Nivel de significación

3.272,838
0,000

Fuente: Elaboración propia a partir del Estudio 2632, Ciudadanía y participación, CIS (2006). 

TAblA 9. Resultados del análisis factorial

Dimensión % de varianza % acumulado

1 19,844 19,844

2 17,043 36,887

3 16,125 53,012

Fuente: Elaboración propia a partir del Estudio 2632, Ciudadanía y participación, CIS (2006).
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presentan una asociación directa más fuerte. 
Las acciones analizadas han sido: firmar una 
petición, asistir a una manifestación, partici-
par en una huelga, participar  en actividades 
ilegales de protesta, contactar o intentar co-
nectar con un político para expresarle sus 
opiniones, donar o recaudar dinero por algu-
na causa, asistir a una reunión política o a un 
mitin, enviar mensajes políticos, sms, a tra-
vés del móvil y participar en un foro o grupo 
de discusión política en Internet.

Se ha realizado un análisis factorial de 
componentes principales que permite en-
contrar grupos homogéneos de variables a 
partir de un conjunto más numeroso. Estos 
grupos homogéneos se constituyen con las 
variables o factores que correlacionan mu-
cho entre sí; de esta manera, el conjunto de 
acciones colectivas puede reducirse a un 
menor número de dimensiones.

Según los indicadores de bondad del 
análisis factorial se comprueba que tales va-
lores no son independientes sino que se en-
cuentran relacionados entre sí. A este res-
pecto, el índice de Kayser Meyer Olkin es 
próximo a uno y el test de esfericidad de 

Barlett permite rechazar la hipótesis de que 
la matriz de correlaciones de todas las varia-
bles es una matriz de identidad (tabla 8). 

De la realización del análisis factorial se 
deriva que los valores propuestos inicialmen-
te se pueden agrupar y resumir en tres di-
mensiones que explican el 53,012% de la 
varianza de los datos originales. Como crite-
rio para decidir el número de factores se ha 
aplicado la regla de Kaiser por la que se ex-
traen aquellos factores cuyos autovalores 
son mayores que la unidad (tabla 9).

Con el fin de facilitar la interpretación de 
estas dimensiones se ha acudido a la matriz 
de componentes rotados3. Las puntuacio-
nes factoriales incluidas en la matriz expli-
can la relación entre cada valor y las nuevas 
dimensiones. Cada bloque contiene aquel 

3 El método de rotación utilizado es el método Varimax, 
que constituye un tipo de rotación ortogonal de los fac-
tores que trata de minimizar el número de variables que 
tienen saturaciones altas en cada factor. La rotación de 
los factores persigue obtener una solución más interpre-
table, en el sentido de que las variables muy correlacio-
nadas entre sí presenten saturaciones altas sobre un 
mismo factor y bajas sobre el resto.

TAblA 10. Matriz de componentes rotados

IMPORTANCIA 1 2 3

Firmar petición 0,714 0,074 0,135

Donar o recaudar dinero 0,665 0,140 -0,045

Asistir a manifestaciones 0,594 0,004 0,522

Participar en foros en 
Internet

-0,002 0,729 0,155

Enviar sms políticos 0,077 0,653 0,002

Contactar políticos 0,440 0,515 0,010

Asistir a mítines 0,411 0,461 0,107

Participar en huelgas 0,292 -0,035 0,760

Participar en 
actividades ilegales

-0,163 0,266 0,739

Fuente: Elaboración propia a partir del Estudio  2632, Ciudadanía y participación, CIS (2006). 
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conjunto de variables que alcanzan máxima 
saturación en valor absoluto sobre un mis-
mo factor. Dentro de cada bloque las varia-
bles se disponen de mayor a menor satura-
ción (tabla 10). 

La primera dimensión está vinculada con 
las variables firmar peticiones, donar o re-
caudar dinero y asistir a manifestaciones; 
valores que se han llamado participación 
cívica/compromiso cívico. Putnam (2000) de-
fine compromiso cívico como aquellas acti-
vidades asociativas informales con fines so-
ciales o benéficos. Así, y de forma voluntaria, 
la ciudadanía puede respaldar o disentir y 
modificar o mantener alguna causa relacio-
nada con el bienestar social o político. El se-
gundo factor recoge los valores de participar 
en foros en Internet, enviar sms a políticos, 
contactar con políticos y asistir a mítines y se 
ha denominado participación política formal 
(acciones de contacto cuyo interés es mos-
trar preferencias o demandas mediante la 
interacción con actores políticos). Por último, 
el tercer factor hace referencia a la participa-
ción en huelgas y en actividades ilegales. A 
este factor se le identifica como participación 
política extraformal, por cuanto se trata de 
acciones que eluden los canales convencio-
nales de representación.

Una vez lograda la solución factorial, se 
han obtenido las puntuaciones para cada 
sujeto en cada uno de los factores obteni-
dos. Para la estimación de estas puntuacio-
nes factoriales se ha aplicado el método de 

regresión. Posteriormente se han correlacio-
nado las puntuaciones de cada factor con 
las variables que miden, por un lado, las ac-
ciones del consumidor consciente y, por 
otro, las del consumidor consciente con tra-
yectoria estable (tabla 11). 

Como puede observarse, en ambos ca-
sos la correlación más alta se produce con el 
factor denominado participación cívica, que 
es una forma de acción más autónoma. 
Igualmente positiva es la correlación con los 
factores denominados participación política 
formal y participación política extraformal, 
pero los coeficientes son mucho más bajos. 
Estos resultados coinciden con estudios pre-
cedentes, como los de Ward y de Vreese 
(2011), que consideran que el consumo polí-
tico predice el compromiso cívico. 

conclusIonEs

A lo largo de este artículo se han analizado, 
por un lado, los factores que influyen en el 
comportamiento de los consumidores cons-
cientes, aquellos que tienen en cuenta las 
consecuencias públicas de su consumo pri-
vado. Por otro, se ha abordado la relación de 
las acciones propias del consumidor cons-
ciente con otras formas de participación so-
cial y política. 

Tal como señala la literatura analizada en 
el artículo, los resultados obtenidos nos indi-
can que se trata de un tipo de acción política 

TAblA 11. Consumidor consciente y otras formas de participación en acciones sociales y políticas

Correlación de Pearson

Consumidor consciente 
Consumidor consciente 

(trayectoria estable)

FACTOR 1 0,357*** 0,330***

FACTOR 2 0,179*** 0,169***

FACTOR 3 0,096*** 0,078***

Fuente: Elaboración propia a partir del Estudio  2632, Ciudadanía y participación, CIS (2006). 
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motivada por razones éticas, medioambien-
tales y políticas. El respeto al medio ambien-
te, la utilización del trabajo infantil, que los 
productos provengan del tercer mundo o el 
apoyo a los pequeños productores son las 
razones fundamentales que guían el consu-
mo político. 

La discusión e interacción política en el 
seno de la familia aumenta la probabilidad de 
ser consumidor consciente; un efecto que es 
aún mayor en el caso del consumidor cons-
ciente con trayectoria estable a lo largo del 
tiempo, aquel que ha convertido su hábito de 
compra en hábito político y estilo de vida. 
Asimismo cuanto mayor es el interés por la 
política mayor es la probabilidad de interve-
nir en el mercado a través del boicot o la 
compra de productos. Además, teniendo en 
cuenta la perspectiva del capital social, se 
constata la relevancia de pertenecer a parti-
dos o sindicatos y a asociaciones de apoyo 
social o de derechos humanos para ser con-
sumidor consciente. 

Son las mujeres las que más probabili-
dades tienen de realizar este tipo de accio-
nes en relación a los hombres; un hecho 
constatado en investigaciones anteriores 
tanto de ámbito nacional como internacio-
nal. Vivir en grandes ciudades favorece el 
boycott o la compra de productos. Por con-
tra, esta actitud es menos probable en 
aquellas personas de menor nivel educati-
vo. Si nos referimos a la confianza en las 
instituciones, previsiblemente menor en los 
consumidores conscientes, ha resultado ser 
un factor no muy relevante; solo destaca la 
valoración muy negativa de los consumido-
res hacia la confianza en los partidos políti-
cos. Por su parte, ser católico y creer que el 
voto es la única forma en que la ciudadanía 
puede influir en el gobierno (eficacia política 
interna) disminuye la probabilidad de man-
tener una trayectoria estable como consu-
midor consciente. 

Como ya se señaló anteriormente, uno de 
los objetivos principales de este trabajo ha 

sido relacionar las acciones propias del con-
sumidor consciente con otras formas de par-
ticipación en acciones sociales y políticas. 
Tal como predicen las investigaciones reali-
zadas al efecto, son las acciones denomina-
das participación cívica/compromiso cívico 
(firmar peticiones, donar o recaudar dinero y 
asistir a manifestaciones) las que están más 
asociadas al boicot y a la compra de produc-
tos con relación a otras formas de participa-
ción política formal y participación política 
extraformal.

A la luz de estos resultados, considera-
mos necesario hacer hincapié en la conve-
niencia de profundizar más en el estudio del 
consumo político de cara a afrontar los pro-
blemas relacionados con el medio ambiente 
y la justicia social que están cobrando cada 
vez más protagonismo en las sociedades oc-
cidentales. A esto hay que añadir las impor-
tantes implicaciones que tienen las acciones 
y reivindicaciones que a través del mercado 
realizan los consumidores, tanto para las 
empresas como para los gobiernos. 
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80  Los conflictos intergubernamentales entre España y Cataluña

IntroduccIón1

Las relaciones intergubernamentales constitu-
yen una dimensión fundamental de los siste-
mas federales. Estas relaciones pueden gene-
rar conflictos entre distintos niveles de gobierno 
debido a la división de las competencias entre 
ellos (Bolleyer, 2009; Parker, 2015). España no 
escapa a este fenómeno. No obstante, en Es-
paña el Gobierno catalán (Generalitat) copa 
más de un tercio de los conflictos entre Gobier-
no central y gobiernos autonómicos. Este 
fenómeno no deja de sorprender cuarenta 
años después del lanzamiento del «Estado 
autonómico», ya que se podría esperar que las 
relaciones intergubernamentales se hubieran 
apaciguado con el tiempo. Sin embargo, no ha 
sido así. Por ello, este artículo pretende dar a 
conocer el perfil de esta relación conflictiva, así 
como los factores que motivan estas dinámi-
cas. En este sentido, pretende analizar un ob-
jeto clásico de la ciencia política española des-
de una nueva perspectiva.

Esta investigación se centra en la evolución 
y los factores de los conflictos entre los Go-
biernos de España y de Cataluña de 1984 
—fecha de aparición de las primeras estadís-
ticas autonómicas y final de la fase de preau-
tonomía— hasta 2014, a través de un diseño 
de investigación mixto. Por una parte, se ana-
lizó el volumen de impugnaciones anuales 
entre Gobierno central y Generalitat ante el 
Tribunal Constitucional. Se cruzó este dato con 
otros factores para identificar estadísticamen-
te las variables que influían significativamente 
sobre el auge de los conflictos entre España y 
Cataluña. Por otra parte, se recopilaron los 

testimonios de 30 actores implicados en el 
campo de las relaciones intergubernamentales 
a través de entrevistas semiestructuradas.

Este estudio se divide en cinco seccio-
nes. La primera repasa la literatura científica 
producida hasta ahora en este campo. La 
segunda contextualiza la evolución histórica 
de las tensiones entre España y Cataluña. La 
tercera sección presenta el diseño de la in-
vestigación. La cuarta da constancia de los 
resultados estadísticos descriptivos e infe-
renciales. Finalmente, se discute estos resul-
tados antes de concluir el artículo.

La LIteratura sobre confLIctos 
IntergubernamentaLes

Existen numerosos estudios sobre las relacio-
nes intergubernamentales en España. Tal y 
como han recalcado varios autores, en este 
campo predominan las relaciones «verticales» 
entre el Gobierno de España y los gobiernos 
autonómicos (Agranoff y Ramos Gallarín, 
1997: 1) frente a las relaciones «horizontales» 
cuasi inexistentes entre comunidades autó-
nomas (Arbós et al., 2009). La otra peculiari-
dad de este campo es la inexistencia de un 
Senado propiamente federal (Roller, 2002: 
69), lo que ha provocado la creación de una 
serie de instrumentos administrativos propios 
de los federalismos ejecutivos como los con-
venios de colaboración, las conferencias sec-
toriales —incluida la de presidentes— y las 
comisiones bilaterales (León y Ferrín Pereira, 
2011: 513). Empero, la débil institucionaliza-
ción de estas herramientas ha favorecido la 
supervivencia de mecanismos informales de 
regulación territorial como los acuerdos inter-
gubernamentales dentro de los partidos, una 
cierta bilateralidad o la imposición unilateral 
de normativas por parte del Gobierno central 
(Colino, 2013: 111; Aja y Colino, 2014: 444). 

Sin desmerecer las aportaciones de estas 
investigaciones, la mayor parte de ellas han 
analizado este fenómeno desde un punto de 
vista jurídico (Albertí Rovira, 1985: 155; Cáma-

1 Esta investigación forma parte del proyecto «ITT-Spain, 
indicador de tensiones territoriales (1978-2014)». Ha sido 
financiada por la Ayuda 2014 a Investigadores, Innovadores 
y Creadores proporcionada por la Fundación BBVA, y la 
Ayuda del Plan Propio a Líneas Emergentes 2014 de la Uni-
versidad Pablo de Olavide. Los autores quieren agradecer 
los comentarios de Jesús Ramos Prieto, César Colino, Sal-
vador Parrado, Sandra León, José Álvarez Junco, Lourdes 
Nieto, Robert Agranoff, Joan Subirats, Jaume López, Eliseo 
Aja, Xavier Arbós y Luis Moreno, así como de los agentes 
del Ministerio de Hacienda y Administración Pública.



Jean-Baptiste Harguindéguy, Emilio Rodríguez-López y Almudena Sánchez 81

Reis. Rev.Esp.Investig.Sociol. ISSN-L: 0210-5233. Nº 158, Abril - Junio 2017, pp. 79-96

ra Villar, 2004: 197; García Morales et al., 2006). 
Con todo, el análisis descriptivo de los conflic-
tos intergubernamentales no es suficiente; por 
lo cual es necesario reintroducir una perspec-
tiva sociológica que permita captar las dinámi-
cas a la obra. De la misma forma, la cuasi to-
talidad de estos estudios ha sido cualitativa. El 
análisis del discurso, la observación partici-
pante y las entrevistas semiestructuradas han 
sido las herramientas más utilizadas para 
conseguir datos (López Nieto, 2006; Arbós et 
al., 2009). Esta aproximación ideográfica ha 
permitido recabar información valiosa, pero 
ganaría en ser contrastada con una aproxima-
ción más cuantitativa. 

Desde esta perspectiva, las investigacio-
nes recientes sobre el papel de los tribunales 
constitucionales en los regímenes federales 
constituyen una línea prometedora. Los estu-
dios sobre la politización del comportamiento 
del Tribunal Constitucional (Moraski y Shipan, 
1999: 1069; Garoupa et al., 2012: 795;  2013: 
513) han proporcionado elementos de re-
flexión de innegable interés sobre los conflic-
tos intergubernamentales al demostrar que 
las decisiones de los tribunales solían alinear-
se con los intereses del gobierno de turno. El 
uso estratégico de los tribunales constitucio-
nales por parte de los gobiernos ha permitido 
también poner de relieve las motivaciones de 
las impugnaciones, como la identidad de los 
jueces o los pleitos ganados anteriormente, 
para poder maximizar la posibilidad de ganar 
los pleitos interpuestos (Bednar et al., 2001; 
Voigt y Salzberger, 2002: 289; Sala, 2010). El 
presente estudio pretende completar esta vi-
sión de la elección racional al plantear que el 
comportamiento de los gobiernos ante el Tri-
bunal Constitucional se debe también a con-
figuraciones parlamentarias y electorales.

españa y cataLuña 
en perspectIva hIstórIca
Un conflicto territorial antiguo

Las relaciones político-administrativas tortuo-
sas que unen a estas dos entidades se re-

montan al menos al 11 de septiembre de 
1714, cuando Barcelona cayó ante el asedio 
de las tropas de Felipe V. Siguiendo el mode-
lo francés, los Borbones intentaron dotar a 
España de una administración homogénea y 
centralizada. Para llevar a cabo este proceso, 
se adoptó el Decreto de Nueva Planta en 
1716. Bajo el impulso del Consejo de Castilla, 
dicho decreto puso fin a las instituciones re-
presentativas catalanas, modificó la estructu-
ra impositiva e impuso el castellano como 
idioma administrativo. Más adelante, la pro-
clamación del Estado catalán el 5 de marzo 
de 1873 por los movimientos independentis-
tas acabó en un baño de sangre el 7 del mis-
mo mes (Álvarez Junco, 2001).  

El reconocimiento por parte de los conser-
vadores españoles de una cierta autonomía 
administrativa en Cataluña llegó el 6 de abril 
de 1914 con la creación de la Mancomunidad 
bajo la presidencia de Prat de la Riba. Este 
órgano reunía por primera vez las cuatro pro-
vincias catalanas en una suerte de gobierno 
regional. Sin embargo, aunque tuviera com-
petencias en ciertos ámbitos como la educa-
ción, el fomento, la sanidad o la agricultura, 
este organismo carecía de potestad legislati-
va. Aun así, la Mancomunidad permitió pro-
mover un referéndum sobre la creación de un 
estatuto propio aprobado masivamente por el 
98% de los electores llamados a las urnas el 
24 de febrero de 1919. Pero el golpe de Esta-
do de Primo de Rivera en 1923 puso fin al 
proceso estatutario (Kamen, 2014).

De nuevo, en 1931, la llegada de la Re-
pública permitió relanzar el movimiento 
descentralizador. Se adoptó el Estatuto de 
Nuria en 1931 y un referéndum popular 
aprobó el texto con un 99% de votos a fa-
vor. A pesar de una fuerte oposición y de 
numerosas modificaciones (de los concep-
tos de soberanía y de Estado autónomo en 
particular), el estatuto recibió el respaldo de 
las Cortes españolas en septiembre. Había 
nacido el Estado integral bajo el impulso 
político de Manuel Azaña. Pero esta dinámi-
ca fue truncada por la irrupción de la guerra 
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y el establecimiento de la dictadura fran-
quista (Preston, 2006).

Las tensiones intergubernamentales 
en la era democrática

El fin del franquismo permitió restablecer las 
instituciones de autogobierno en Cataluña y 
en 1979 se aprobó el Estatuto de Sau por 
referéndum popular (con un 88% de votos a 
favor) y en las Cortes (Guibernau, 2004). El 
catalanismo moderado de centro-derecha se 
impuso bajo la batuta de Jordi Pujol al nego-
ciar mejoras incrementales para Cataluña sin 
poner en duda la unidad de España. Pero la 
reforma del estatuto catalán de 2003 volvió 
a levantar ampollas. A pesar de su aproba-
ción por el Parlamento de Cataluña, por re-
feréndum y por el Congreso de Diputados, el 
texto fue impugnado por el Partido Popular 
después de su entrada en vigor el 18 de junio 
de 2006. El Tribunal Constitucional hizo pú-
blica su sentencia el 28 de junio de 2010 al 
declarar varios artículos inconstitucionales; 
en particular los que definían a Cataluña 
como una nación, los que proponían un nue-
vo modelo de financiación autonómica y los 
que pretendían instaurar una relación bilate-
ral directa entre el Gobierno central y la Ge-
neralitat. Esta decisión provocó numerosas 
manifestaciones como, por ejemplo, el acto 
organizado por el Òmnium Cultural el 10 de 
julio de 2010 bajo el lema «Somos una na-
ción, nosotros decidimos» (El País, 2010).

Ante esta negativa, en julio de 2010 el Par-
lamento de Cataluña volvió a proponer un 
nuevo «pacto fiscal» para equiparar los pode-
res fiscales de la Generalitat con los del con-
cierto vasco-navarro. Pero el encuentro con el 
presidente conservador Mariano Rajoy en 
septiembre de 2012 dejó claro que el Gobier-
no central no estaba dispuesto a negociar (El 
Mundo, 2012). Durante el año 2012, algunos 
consistorios catalanes se declararon libres de 
abandonar la legislación española en cuanto 
así lo expresase la Generalitat. Este movi-
miento de descontento acabó cuajando el 11 

de septiembre de 2012 —Día de Cataluña que 
celebra la caída de Barcelona de 1714—  du-
rante la manifestación liderada por la asocia-
ción Asamblea Nacional de Cataluña bajo el 
lema «Cataluña, nuevo Estado de Europa». 
Esta manifestación fue considerada como la 
más multitudinaria de la historia de esta co-
munidad y llevó a los partidos nacionalistas 
del Parlamento de Cataluña a pedir la organi-
zación de un referéndum sobre la autodeter-
minación en diciembre de 2013 siguiendo el 
ejemplo escocés (La Vanguardia, 2012).

El 23 de enero de 2013, las principales 
fuerzas políticas catalanas adoptaron una 
declaración que les otorgaba el derecho a 
decidir de forma soberana. Como en ocasio-
nes anteriores, el Tribunal Constitucional de-
claró el texto nulo. Con la efervescencia de 
la cadena humana organizada por la Asam-
blea Nacional Catalana el 11 de septiembre 
de 2013 de Vinaroz hasta Le Perthus, el Eje-
cutivo catalán se puso en marcha para orga-
nizar un referéndum. Nuevamente, esta de-
cisión se enfrentó al rechazo rotundo del 
Gobierno de España. Después de un periodo 
de negociaciones, los partidos mayoritarios 
en Cataluña acordaron abandonar la apela-
ción «referéndum» por la de «proceso parti-
cipativo». Dicho proceso fue llevado a cabo 
el 9 de noviembre de 2014 en torno a dos 
preguntas: «¿Quiere que Cataluña sea un 
Estado? En caso afirmativo, ¿quiere que este 
Estado sea independiente?». La querella ju-
dicial por desobediencia dirigida por la abo-
gacía del Estado contra los organizadores 
del proceso, así como la sentencia del Tribu-
nal Constitucional del 11 de junio de 2015, 
no dejan lugar a dudas: la relación entre el 
Gobierno de España y la Generalitat está pa-
sando por un mal momento (El País, 2014). 

organIzacIón deL estudIo
Una metodología mixta

Esta investigación ha sido realizada entre 
marzo de 2015 y enero de 2016. Se basa en 
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un diseño mixto. La parte cuantitativa se 
sustenta en la base de datos MAP-LEXTER 
creada por el Ministerio de Hacienda del Go-
bierno de España (MINHAP) en colaboración 
con el Tribunal Constitucional y el Boletín 
Oficial del Estado (Vázquez Docampo y 
López-Muñiz de Mendizábal, 1994: 765). 
Esta base incluye todas las impugnaciones 
realizadas entre el Gobierno de España y las 
administraciones autonómicas ante el Tribu-
nal Constitucional entre 1980 y la actualidad. 
Estos datos fueron procesados a través de 
un modelo estadístico de regresión con el 
paquete R Project for Statistical Computing 
Software v.3.2.2. for Windows (R Foundation, 
2015) para conocer el impacto de varios fac-
tores sobre los litigios ante el Tribunal. 

La parte cualitativa consistió en entrevistar 
a 30 informantes-clave en Madrid, Bilbao, 
Barcelona y Sevilla. Estas entrevistas dura-
ron entre 35 minutos y una hora. Tres grupos 
fueron entrevistados: políticos de varios 
partidos (en particular los miembros de la 
Comisión General de las Comunidades Autó-
nomas del Senado), profesionales de la Ad-
ministración Pública (altos funcionarios y 
jueces a nivel central y autonómico) y exper-
tos (investigadores universitarios y periodis-
tas). Las preguntas se centraron en la evolu-
ción de las relaciones intergubernamentales 
entre España y Cataluña, y en los factores 
que han afectado esta relación. 

La formalización de la variable 
dependiente

El concepto de tensiones intergubernamen-
tales resulta difícil de formalizar. Abarca mu-
chos elementos distintos, como las disputas 
entre dos gobiernos para gestionar infraes-
tructuras portuarias, o la negociación del en-
caje institucional de una región dentro de un 
Estado más amplio. En España, la construc-
ción del Estado de las autonomías ha influido 
sobre el modo de expresión de estos conflic-
tos. El «federalismo no-institucional» (Colo-
mer, 1998: 40) o «federalismo incompleto» 

(Grau i Creus, 2000: 58) en España ha con-
vertido el Tribunal Constitucional en un foro 
político central para resolver los conflictos 
entre gobiernos autonómicos y Gobierno 
central (Moreno, 2001; Aja, 2014). 

El Tribunal Constitucional es el órgano 
judicial más importante en materia de justicia 
administrativa. Está regulado por las seccio-
nes 159 a 165 de la Constitución de 1978 y 
por la Ley Orgánica del 3 de octubre de 
1979. A causa de la relativa inoperancia de 
los espacios alternativos como el Senado, 
las conferencias sectoriales o las comisiones 
bilaterales, los conflictos intergubernamen-
tales han sido progresivamente «judicializa-
dos» (Ruiz Almendral, 2002: 467). Por estas 
razones, las impugnaciones ante el Tribunal 
pueden ser consideradas como un buen pro-
xy de las tensiones intergubernamentales en 
España. De hecho, no es casual que el pro-
pio MINHAP (2014) use este indicador en sus 
informes sobre conflictividad entre Estado y 
comunidades autónomas.

Esta investigación toma como unidad de 
análisis todos los pleitos intergubernamenta-
les anuales entre administraciones centrales y 
autonómicas (entendidas como ministerios, 
consejerías y agencias) tanto como deman-
dantes como demandadas (formalizados 
como la variable independiente «Y»). Estos 
litigios intergubernamentales se dividen en 
dos grandes categorías. El primer tipo incluye 
los recursos de inconstitucionalidad y ocurre 
cuando una administración regional o estatal 
impugna una ley al sospechar que no cumple 
con los requisitos impuestos por la Constitu-
ción. El segundo tipo  —los conflictos de 
competencia—  se refiere a los casos de con-
currencia entre administraciones para contro-
lar un sector de políticas públicas. 

Las variables independientes

La formalización de las dinámicas de los con-
flictos intergubernamentales entre España y 
Cataluña pasó también por constituir un con-
junto de variables independientes con sus hi-
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pótesis respectivas. Una ronda previa de entre-
vistas sugirió que los factores más importantes 
a la hora de explicar el auge de la conflictividad 
tenían que ver con el liderazgo, los partidos, el 
modelo de financiación y la configuración de 
las mayorías parlamentarias. Su formalización 
se plasmó en las variables siguientes:

•	 Presencia	de	un	Gobierno	conservador	en	
España (X1): según algunas fuentes, el PP 
(Partido Popular) sería una fuerza política 
con una ideología mucho más centralista 
que la del Partido Socialista Obrero Espa-
ñol (PSOE) (Gómez Fortes y Cabeza Pé-
rez, 2013: 150). Siguiendo este razona-
miento, se postuló que la presencia del PP 
a la cabeza del Gobierno español podía 
incrementar el número de conflictos con el 
Gobierno de Cataluña. Esta variable fue 
construida en base a los datos electorales 
del Ministerio del Interior (2015) y fue co-
dificada de la manera siguiente: «0 = PP» 
y «1 = PSOE». Dado que las elecciones 
generales no se suelen celebrar al comien-
zo del año civil, se consideró que el parti-
do en el poder era el que había gobernado 
más tiempo durante el año. 

•	 Mayoría	absoluta	en	el	Congreso	de	los	
Diputados (X2): según Máiz et al. (2010: 
63), la presencia de un partido con mayo-
ría absoluta en el Congreso sería una 
fuente de recentralización en España. Al 
no tener que negociar con los partidos 
minoritarios, el PP y el PSOE estarían li-
bres de ataduras respecto a los partidos 
nacionalistas periféricos como el Partido 
Nacionalista Vasco (PNV), Convergència 
i Unió (CiU) o Coalición Canaria (CC), por 
citar algunos. En el caso de Cataluña esta 
configuración podría haber provocado el 
auge de los conflictos ante el Tribunal 
Constitucional como única vía de expre-
sión de los intereses territoriales catala-
nes. Al igual que en el caso precedente, 
los datos del Ministerio del Interior fueron 
codificados como «1 = mayoría absoluta» 
y «0 = mayoría simple».

•	 Presencia	de	un	partido	nacionalista	 al	
mando de Cataluña (X3): en base a los 
estudios de De Winter (1998: 204) se su-
puso que los Ejecutivos autonómicos go-
bernados por partidos nacionalistas peri-
féricos eran los más proclives a impugnar 
las decisiones del Gobierno central para 
defender sus intereses. Es importante re-
saltar la diferencia conceptual entre na-
cionalismo periférico (portador de un 
mensaje independentista) y regionalismo 
(reivindicando el reconocimiento explícito 
de sus diferencias dentro del marco del 
Estado nación). Se consideró que CiU o 
Esquerra Republicana (ERC) (al igual que 
el PNV o CC) eran verdaderos partidos 
nacionalistas. En este caso los datos del 
Ministerio del Interior fueron divididos en-
tre: «1 = ejecutivo nacionalista periférico» 
y «0 = ejecutivo no nacionalista periféri-
co». En caso de gobiernos de coalición 
como el tripartito catalán se tomó en 
cuenta el color político del socio mayori-
tario, o sea el del PSOE de 2003 a 2010.

•	 Nivel	de	financiación	autonómica	por	ha-
bitante	respecto	a	la	media	española	(X4): 
los niveles de financiación pública varían 
mucho de una región a otra. En función 
del sistema de financiación autonómica 
aplicado, ciertas regiones son infrafinan-
ciadas mientras que otras son sobrefi-
nanciadas respecto a la media. Siguiendo 
el ejemplo alemán descrito por Auel 
(2014: 422), se planteó que las regiones 
con déficit de financiación deberían ser 
más conflictivas que el resto con el 
objetivo de conseguir más recursos. Se 
aplicó esta máxima al caso catalán para 
observar si los periodos de infrafinancia-
ción eran también los de mayor actividad 
conflictiva. Los datos sobre los presu-
puestos catalanes fueron recabados en el 
sitio web del MINHAP (2015) de 2014 
hasta 2002. Para el resto de la serie his-
tórica se acudió a la Biblioteca Central 
del Ministerio en Madrid. Los datos de-
mográficos fueron sacados de la base de 
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datos del Instituto Nacional de Estadísti-
cas (2015). Los resultados fueron calcu-
lados en base a la media española para 
saber cuándo se recibía mayor o menor 
financiación (entre «0» y «1»).

•	 Incongruencia	partidista	entre	Generalitat	
y	Gobierno	central	(X5): la congruencia en-
tre partidos en el poder a nivel regional y 
estatal suele ser considerada como un 
aspecto que facilita las relaciones intergu-
bernamentales en España (Aja y Colino, 
2014: 444). Se supone que los partidos 
favorecen la resolución de los conflictos 
entre intereses centrales y periféricos por 
vía interna. De la misma manera, los mo-
mentos de incongruencia deberían fomen-
tar los litigios. Como en los casos prece-
dentes, una base de datos fue creada para 
verificar esta hipótesis en el caso catalán 
a partir de los resultados electorales reco-
pilados por el Ministerio del Interior. Los 
casos de congruencia entre Generalitat y 
Gobierno central se codificaron como «1» 
y los casos de incongruencia como «0».

•	 Variables	de	control: la literatura sobre las 
estrategias de impugnación llevadas a 
cabo por los gobiernos autonómicos y el 

Gobierno central ante el Tribunal Constitu-
cional deja suponer que estos actores si-
guen un proceso de aprendizaje (Bednar et 
al., 2001; Voigt y Salzberger, 2002: 289; 
Sala, 2010). Con el fin de controlar el efecto 
del tiempo  —y evitar un sesgo potencial de 
autoselección—  se incluyeron dos varia-
bles de control. La primera se basa en la 
experiencia al poder de los Ejecutivos ca-
talanes (calculada en función del número 
de años seguidos de un partido a la cabeza 
de la Generalitat, X6). La segunda toma en 
cuenta la experiencia de los Gobiernos 
centrales en España (calculada en función 
del número de años seguidos de un partido 
a la cabeza del Gobierno de España, X7).

dInámIcas y factores 
de Las tensIones entre 
españa y cataLuña
El perfil de los conflictos 
intergubernamentales hispano-catalanes

La base de datos MAP-LEXTER incluye un 
total de 1.624 querellas entre Gobierno cen-
tral y administraciones autonómicas desde el 
1 de enero de 1980 hasta el  31 de diciembre 
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Fuente: MINHAP (2015).
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de 2014. Aunque no exista ninguna clasifica-
ción oficial, se puede afirmar grosso modo 
que existen tres grupos de autonomías en 
función de su grado de conflictividad. Prime-
ro se encuentran las regiones «pacíficas» 
(Murcia, La Rioja, las dos Castillas, Extrema-
dura, Cantabria, Madrid, Asturias, Valencia, 
Baleares, Aragón, Navarra, Canarias), con un 
nivel inferior a las 100 impugnaciones. Luego 
se perfila un grupo intermedio «revoltoso» 
que supera los 100 litigios y que está integra-
do por el País Vasco (275), Andalucía (125) y 
Galicia (129). Finalmente  —y a gran distan-
cia—  se encuentra Cataluña con 539 casos, 
es decir un 33,2% del total de las querellas 
(gráfico 1), lo que deja suponer que las auto-
nomías de la vía lenta regulada por el artícu-
lo 143 de la Constitución suelen ser más 
leales al centro que las comunidades de la 
vía rápida (artículo 151)2.

Dichas querellas se dividen en recursos 
y conflictos. El perfil general de estos litigios 

2 Es importante destacar que el Ejecutivo vasco deci-
dió dejar de impugnar la mayoría de las decisiones 
provenientes de la Administración central a partir del 
principio de los años noventa. La razón proporcionada 
por uno de sus exdirigentes entrevistado en febrero de 
2016 en Bilbao es la siguiente: «[…] llegó un momento 
en que el Gobierno vasco se hartó de perder en los 
tribunales. Viendo que el Tribunal Constitucional se 
había convertido en una especie de tercera cámara 
controlada por los dos grandes partidos, se decidió 
dejar de impugnar la mayoría de las decisiones que nos 
eran desfavorables».

indica que los conflictos de competencia 
son los más frecuentes entre el Gobierno 
central y la Generalitat (63,6%), o lo que vie-
ne a ser lo mismo: ambos gobiernos luchan 
principalmente para hacerse con las com-
petencias político-administrativas desde los 
principios del Estado autonómico. Se puede 
indicar también que el Gobierno catalán ac-
túa como demandante en la inmensa mayo-
ría de los casos (73,5%) al adoptar un papel 
proactivo en las relaciones interguberna-
mentales (tabla 1).

Los datos sobre el reparto de los conflic-
tos por competencias demuestran que las 
competencias exclusivas del Gobierno cen-
tral —como defensa o asuntos exteriores—  
no generan prácticamente ningún pleito. Las 
batallas jurídicas ocurren más bien en el 
campo de las competencias compartidas y/o 
exclusivas de las comunidades autónomas 
como la agricultura, la economía y la energía. 
Sobre este punto, es preciso insistir en la re-
lativa indefinición del reparto de las compe-
tencias en España entre administraciones 
centrales y regionales. Como en otros Esta-
dos federales, el Gobierno central ha tendido 
a extender sus funciones en varias áreas 
competenciales transferidas como la econo-
mía (por ejemplo, la fijación de los horarios 
comerciales) y los derechos sociales (como 
la política de dependencia). En muchos ca-
sos, esta invasión competencial se justifica 
en base a los artículos constitucionales 

TABLA 1. Perfil general de los litigios entre Gobierno central y Generalitat

Número Porcentaje

Tipo de querella Recursos 196  36,4

Conflictos 343  63,6

Total 539 100

Demandante Gobierno central 143  26,5

Generalitat 396  73,5

Total 539 100

Fuente: MINHAP (2015).
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149.1.1 y 149.1.13 y provoca un movimiento 
defensivo por parte de los Ejecutivos auto-
nómicos3. 

Finalmente, desde un punto de vista his-
tórico, el número de conflictos oponiendo la 
Generalitat al Gobierno central entre 1980 y 
2014 ha seguido una dinámica hierática ba-
sada en tres ciclos de tensión que culmina-
ron en 1985, 2003 y 2013. En perspectiva 
comparada, se puede observar que la evolu-
ción de los conflictos que involucran a Cata-
luña es parecida a la del resto de las autono-
mías, aunque menos marcada entre los años 
1993-2002 y 2004-2012 (gráfico 3).

Los factores de tensión entre España 
y Cataluña

Para identificar dichos factores se buscó pri-
mero el mejor modelo estadístico para anali-
zar esta relación de 1984 a 2014 consideran-
do las variables independientes X1,	X2,	X3,	X4	
y	X5 previamente mencionadas, así como las 

3 Artículos relativos a la «Regulación de las condiciones 
básicas que garanticen la igualdad de todos los espa-
ñoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimien-
to de los deberes constitucionales» y a las «Bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad 
económica», respectivamente.

dos variables de control, X6 y X7. Teniendo en 
cuenta la variable dependiente (Y) y la base 
de datos longitudinales disponible —una 
única región estudiada entre los años 1984 y 
2014—, el uso de un modelo de datos de pa-
nel quedó descartado (Gras, 1996). Conside-
rando además la ausencia de autocorrelación 
confirmada por el test de Breusch-Godfrey 
(valor p < 0,000), se aplicó un modelo de re-
gresión utilizando la técnica de mínimos cua-
drados ordinarios para la correspondiente 
estimación de parámetros. Por lo tanto, el 
modelo aplicado fue:

𝑌𝑌! = 𝑋𝑋1!𝛽𝛽! + 𝑋𝑋2!𝛽𝛽! + 𝑋𝑋3!𝛽𝛽! + 𝑋𝑋4!𝛽𝛽! + 𝑋𝑋5!𝛽𝛽! + 𝑋𝑋6!𝛽𝛽! + 𝑋𝑋7!𝛽𝛽! + 𝜀𝜀!	  

donde t es el tiempo expresado en años y b 
el estimador del modelo. Aun a sabiendas de 
la existencia de una alta correlación de la va-
riable X5 respecto a las variables X3 y X4. De 
Pearson con p-value 0,000 y 0,001, respec-
tivamente), se incluyeron todas las variables 
en el modelo. Se consiguieron los resultados 
que se pueden observar en la tabla 2.

Según estos datos se puede afirmar que 
las variables X2 (mayoría absoluta en el Con-
greso de los Diputados), X3 (presencia de un 
partido nacionalista al mando de Cataluña) y 
X4 (nivel de financiación autonómica por ha-
bitante respecto a la media española) tienen 
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GRáfico 2. Conflictos intergubernamentales por sectores

Fuente: MINHAP (2015).
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una influencia significativa sobre la variable 
independiente Y (número de conflictos inter-
gubernamentales anuales registrados ante el 
Tribunal Constitucional). Asimismo, los resul-
tados de la variable X5 resultaron nulos debi-
do a la alta correlación existente con respecto 
a las variables X3 y X4, respectivamente. Fi-
nalmente, ninguna de las variables de control 
tiene un efecto estadísticamente significativo 
sobre la variable dependiente (Y).

dIscusIón de Los resuLtados
Presencia de un Gobierno conservador 
en España 

Obviamente, este tipo de estudio no puede 
sustentarse únicamente en un sustrato cuan-
titativo, ya que la propia casualidad estadís-
tica puede producir datos aparentemente 
verosímiles. Por esta razón, se interrogó a 
varios informantes-clave que pudieran escla-
recer las relaciones de causalidad (o de no 
causalidad) entre variables. El primer factor 
propuesto en la matriz estadística era la pre-
sencia de un Gobierno conservador en Es-
paña. Al empezar en 1984, esta investigación 
tomó en cuenta únicamente los periodos en 
el poder del PP (y no de la Unión del Centro 
Democrático) entre 1996 y 2004, y luego de 

2011 hasta 2014. Siguiendo a Gómez Fortes 
y Cabeza Pérez (2013: 150) se planteaba que 
la presencia del Partido Popular en el Go-
bierno de España era una fuente de conflic-
tividad con la Generalitat. No obstante, el 
análisis longitudinal demostró que esta hipó-
tesis era errónea. La presencia de un gobier-
no conservador a nivel español no siempre 
produce tensiones con las instituciones ca-
talanas.

Por ejemplo, el periodo 1996-2004 fue 
relativamente pacífico entre el Gobierno 
central y la Generalitat (Marcet, 2002: 69; 
Barberà, 2011). Las elecciones de 1996 die-
ron la victoria al PP de José María Aznar por 
mayoría simple. Al carecer de los escaños 
suficientes, la directiva del partido empren-
dió una ronda de consultas con las forma-
ciones nacionalistas periféricas. Después 
de varias reuniones con CiU —entonces li-
derada por Jordi Pujol—, un acuerdo fue 
finalmente sellado en el Hotel Majestic de 
Barcelona el 28 de abril de 1996. Además 
de los cinco diputados del PNV y de los 
cuatro diputados de CC, los 156 diputados 
del PP recibieron el apoyo de los 16 diputa-
dos de CiU. José María Aznar fue elegido 
presidente en primera votación gracias a los 
nacionalistas catalanes y a cambio de una 
serie de medidas como la mejora del puerto 

GRáfico 3. Evolución histórica de los conflictos intergubernamentales

Fuente: MINHAP (2015).
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de Barcelona y del aeropuerto del Prat, la 
transferencia del 15% del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas a las comuni-
dades y la sustitución del presidente del PP 
de Cataluña, Alejo Vidal-Quadras, por Al-
berto Fernández Díaz. 

Según cuenta uno de los miembros de 
Convergència entrevistado en Barcelona en 
noviembre de 2015, estas maniobras apaci-
guaron las veleidades entre Generalitat y Go-
bierno de España durante un tiempo: 

Es cierto que hubo un momento de relativa armo-
nía entre Generalitat y Gobierno de España. Pero 
tenía que ver con cálculos electorales y con el ta-
lante negociador del PP de aquella época. Pero 
dudo mucho que esto se pudiera volver a producir 
ahora.

Después de cuatro años de apoyo mutuo, 
esta alianza resultó ser letal para el conjunto 
catalán. Conforme a la regla del «pez grande 

comiéndose al pez chico» observada en entor-
nos de coalición multinivel (Font, 1999: 145), la 
dependencia de CiU respecto al PP le obligó a 
aplazar la reforma del estatuto y a rebajar sus 
pretensiones en materia de financiación. Al asi-
milar CiU con la política centralista del PP, los 
nacionalistas catalanes perdieron diez diputa-
dos en la cámara autonómica en los comicios 
autonómicos de 1999. 

Mayoría absoluta en el Congreso 
de los Diputados

La segunda hipótesis propuesta ponía de re-
lieve la importancia de las mayorías absolu-
tas en el Congreso a la hora de explicar las 
fases de tensión entre el Gobierno español y 
la Generalitat. De acuerdo con la tesis de 
Máiz et al. (2010: 63), el análisis de las series 
estadísticas confirmó que existía una 
correlación significativa entre ambos 
fenómenos. Este dato obliga a poner el én-
fasis en el papel del Congreso de los Diputa-

TABLA 2.  Resultados: estimación de parámetros

MODELO 1 MODELO 2 MODELO 3 MODELO 4 MODELO 5 MODELO 6 MODELO 7

Parámetros Estimado 
(p-valor)

Estimado 
(p-valor)

Estimado 
(p-valor)

Estimado 
(p-valor)

Estimado 
(p-valor)

Estimado 
(p-valor)

Estimado 
(p-valor)

Intercept

X1

X2

X3

X4

X5

X6

X7

Número de 
observaciones
Estadístico F

R2

13,818 
(0,00342) **

1,832 
(0,73669)

-

-

-

-

-

-

31

0,1152
(0,7367)

0,003958

0,4798
(0,9029)
7,8341
(0,0576)
20,9603 

(6,89e-06) ***
-

-

-

-

-

31

15,3
(3,239e-05)

0,5221

-3,985
(0,486150)

9,271 
(0,034261)*

18,984
(0,000111) ***

5,723
(0,285077) 

-

-

-

-

31

10,66 
(8,447e-05)

0,5423

-3,707
(0,526587)

9,678
(0,034697)*

18,682
(0,000207) ***

7,598
(0,292792) 

-2,397
(0,690279)

-

-

-

31

7,79
(0,0002886)

0,5451

-3,707
(0,526587)

9,678
(0,034697)*

18,682
(0,000207) ***

7,598
(0,292792) 

-2,397
 (0,690279)

NULO’
 (NULO’)

-

-

31

7,79
(0,0002886)

0,5451

2,3229
(0,73259)
6,6690

(0,15976)
14,4519

(0,00729)**
12,1000
(0,11471)
-2,1958

(0,70687)
NULO’

 (NULO’)
-0,6158
0,11728

-

31

7,149
(0,0002829)

0,5885

-1,6727
(0,8090)
15,4750
(0,0292)*
12,8061
(0,0142)*
21,1264
(0,0239)*
-4,9819
(0,3960)
NULO’

 (NULO’)
-0,3571
(0,3725)
-1,3269
(0,0908)

31

6,977
(0,00022)
0,6356

Nota: *** estadísticamente significativo al 5%.
Fuente: Elaboración propia.
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dos como ente regulador de las tensiones 
entre centro y periferia. A pesar de los meca-
nismos de comunicación intergubernamental 
existentes, el Congreso sigue siendo la insti-
tución central para negociar apoyos. El caso 
catalán es muy llamativo al respecto. 

Numerosos episodios ilustran el bloqueo 
de las reivindicaciones catalanas por las ma-
yorías absolutas del PP o del PSOE. Por 
ejemplo, las mayorías absolutas conseguidas 
por el PSOE bajo el liderazgo de Felipe Gon-
zález en 1982, 1986 y 1989 protegieron a su 
gobierno de las presiones ejercidas por los 
partidos nacionalistas a la vez que le permi-
tieron adoptar medidas recentralizadoras. La 
mejor ilustración de este fenómeno es la 
adopción de la Ley Orgánica de Armonización 
del Proceso Autonómico (LOAPA). La LOAPA 
fue votada el 30 de julio de 1982 gracias a un 
pacto entre el PSOE y la Unión del Centro 
Democrático con el objetivo de equiparar las 
competencias de las comunidades autóno-
mas del régimen normal con las del País Vas-
co, Cataluña y Galicia. Después de que CiU y 
el PNV decidieran impugnar dicha ley en 
agosto de 1983, el Tribunal Constitucional in-
validó 14 de sus 38 artículos. Se promulgó 
finalmente una versión edulcorada del texto 
inicial el 14 de octubre de 1983. La misma 
dinámica se observa en los periodos de ma-
yoría absoluta del PP, como lo ejemplifica el 
rechazo por parte de los diputados populares 
de la propuesta catalana de pacto fiscal a par-
tir de 2011 (Vilà Carrera, 2014).

Frente a esta situación, la interpretación 
de los nacionalistas catalanes insiste en el 
habitus diferenciado entre élites políticas ca-
talanas y españolas. Tal y como  subraya uno 
de los expertos entrevistados en Barcelona 
(noviembre de 2015): 

En el fondo, existe una cierta coherencia entre 
diputados españoles. Creen en un Estado unitario 
con regiones especiales. Aunque el PSOE tenga un 
discurso más flexible en cuanto a Cataluña —en 
gran medida por el depósito de votos que le atrae—  
veo mucha homogeneidad […].

Sin embargo, el aislamiento del mayor 
grupo parlamentario frente a los demás pa-
rece ir más allá de la oposición ideológica 
entre centro y periferia. Tal y como lo ha 
puesto de relieve el proyecto Qué	hacen	los	
diputados (2014) en su recuento de la activi-
dad parlamentaria, entre el 13 de diciembre 
de 2011 y el 9 de abril de 2014 (X Legislatu-
ra), los grupos más perjudicados a la hora de 
defender sus proposiciones fueron el grupo 
socialista (PSOE, 30 proposiciones rechaza-
das), el grupo catalán (CiU, 14 proposiciones 
rechazadas) y el grupo de la izquierda plural 
(13 proposiciones rechazadas). En resumen, 
el «rodillo» parlamentario perjudica de forma 
indiscriminada a toda la oposición, sea quien 
sea.

Presencia de un partido nacionalista 
al mando de Cataluña

Basándonos en los estudios de De Winter 
(1998: 204-246), se suponía que los Ejecuti-
vos autonómicos gobernados por partidos 
nacionalistas periféricos eran más proclives 
a impugnar las decisiones del Gobierno 
central para defender sus intereses. El caso 
catalán confirma este análisis. Conforme a 
las expectativas, la presencia de un partido 
nacionalista periférico a la cabeza de la Ge-
neralitat de Cataluña tiene una influencia de-
cisiva sobre la evolución de la conflictividad. 

Históricamente hablando, es innegable 
que las dos comunidades lideradas por par-
tidos nacionalistas fuertes como CiU y el 
PNV han sido las más propensas a enfrentar-
se al Gobierno central. En el caso de Catalu-
ña, el dominio del conglomerado CiU se ex-
tiende desde el restablecimiento de la 
Generalitat en 1979 hasta 2003  —año de la 
victoria electoral del gobierno del Partit dels 
Socialistes de Catalunya (PSC)—  y de 2010 
hasta 20154. Durante estos años, CiU marcó 

4 En 1977 CiU no existía todavía. Se presentó a los co-
micios una coalición llamada Pacte Democràtic de Ca-
talunya formada por cuatro partidos (Convergència De-
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su impronta en las relaciones interguberna-
mentales en España, mostrándose dispuesto 
a negociar elementos de mejora de la auto-
nomía catalana, pero siendo tajante frente a 
cualquier intento de recorte de sus compe-
tencias (Elias y Tronconi, 2011: 505). En 
comparación, durante los años de gobierno 
del tripartito liderado por el PSC de Pasqual 
Maragall se observó una reducción del nú-
mero de impugnaciones intergubernamenta-
les5. Esta diferencia es patente en la dialéc-
tica adoptada por los actores entrevistados 
en Barcelona a la hora de definir su relación 
con la política española: mientras ciertos 
cuadros de Convergència insisten en el pa-
pel de «barrera de contención» de la Gene-
ralitat frente a «España», los miembros del 
PSC prefieren recalcar su papel de «puente» 
para una «Cataluña fuerte en una España 
fuerte» (Barcelona, noviembre de 2015). 

La cuestión es si la capacidad negocia-
dora de CiU sigue vigente después de su 
implosión al final del periodo de estudio en 
2014. Hoy en día, el ala liberal (CDC) de esta 
coalición parece haber optado por un discur-
so a favor del independentismo mientras el 
ala democristiana (UDC) ha preferido seguir 
con su política de intermediación con el Go-
bierno central. Esta disputa interna demues-
tra el desplazamiento progresivo del catala-
nismo político del pragmatismo hacia el 
soberanismo desde 2012 (Gillespie, 2015: 1). 
Después de facilitar la victoria del PSOE en 
1993, 2004, 2008 y la del PP en 1996 y 2000, 
CiU se encontraba al final de este estudio en 
una encrucijada ideológica compleja. 

mocràtica de Catalunya —CDC—, Esquerra Democràtica 
de Catalunya, Partit Socialista de Catalunya-Reagrupa-
ment y Front Nacional de Catalunya). La coalición CiU 
entre los liberales de CDC y los democristianos de UDC 
(Unió Democràtica de Catalunya) solo se presentó como 
tal a las elecciones desde 1979 hasta 2015.
5 Aunque no haya que olvidarse de los siete recursos 
iniciales contra el nuevo estatuto de Cataluña en 2006 
(Keating y Wilson, 2009: 536).

Nivel de financiación autonómica por 
habitante respecto a la media española 

Las diferencias económicas entre entes fe-
derados suelen constituir una fuente de ten-
sión. En Alemania  —y a pesar del sistema de 
financiación nominal— los Länder más ricos 
piden regularmente minimizar la solidaridad 
territorial con el resto de los territorios (Auel, 
2014: 422). El presente estudio tiende a de-
mostrar que existe una correlación significa-
tiva entre los periodos de descenso de la fi-
nanciación de Cataluña respecto a la media 
autonómica (es decir casi todos los años a 
partir de 1986) y los momentos de recrudes-
cencia de las tensiones territoriales entre Ge-
neralitat y Gobierno central.

En Cataluña, el cambio de fórmula de fi-
nanciación autonómica es una vieja reivindi-
cación de los partidos gobernantes. A dife-
rencia del País Vasco y de Navarra, Cataluña 
pertenece al régimen general. Por lo tanto, 
sus ingresos dependen en gran medida de 
las transferencias del MINHAP (León, 2009: 
57). Tal y como lo recalcó un experto nor-
teamericano entrevistado en el marco de 
esta investigación (Bloomington, diciembre 
de 2015): «En este contexto, la asimetría es 
un motor muy potente de movilización». Di-
cho de otra forma, el argumento fiscal ven-
dría a confirmar una vez más la dinámica de 
«concurrencia etnoterritorial múltiple» identi-
ficada por Moreno (1997: 65): al disponer de 
recursos institucionales diferentes, los go-
biernos autonómicos luchan para acercarse 
al estatuto más avanzado (en este caso, el 
régimen foral vasco-navarro).

No obstante, las reivindicaciones de CiU 
(y de ERC) para cambiar el reparto fiscal no 
siempre han sido tan intensas. En 1977, los 
votantes catalanes apoyaron masivamente a 
los partidos de ámbito estatal dejando de 
lado a los incipientes partidos nacionalistas. 
Además, el riesgo que conllevaba un sistema 
fiscal propio en época de reconversión 
industrial no favoreció la unidad política ca-
talana para presionar al Gobierno de Suárez. 
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A la postre, el federalismo de Ramón Trías 
Fargas quedó en minoría frente al pragmatis-
mo de Jordi Pujol y Miquel Roca, que prefi-
rieron asegurarse del apoyo financiero del 
Gobierno central (Sobrequés i Callicó y Riera 
i Viader, 1980).

[En la Transición] se dejó el debate sobre el con-
cierto catalán para más tarde. A partir de los años 
1980 CiU prefirió centrarse en incrementar su cuo-
ta del IVA y del IRPF: 15% en 1982, 30% en 1996, 
50% en 2009, etc. El concierto ha sufrido altibajos 
en los programas de CiU pero siempre ha estado 
de forma implícita (puntualiza un alto cargo de la 
Generalitat entrevistado en Barcelona, noviembre 
de 2015).

Actualmente, el conflicto entre el centro 
español y la periferia catalana acerca del sis-
tema de financiación parece encallado en tor-
no a dos posturas. Por una parte, los gobier-
nos de CiU denuncian el agravio comparativo 
con Euskadi y Navarra. Los efectos de la crisis 
del 2008 han acrecentado esta reivindicación 
al imponer recortes drásticos en el presu-
puesto de la Generalitat equiparando el déficit 
fiscal con el expolio de la región. Por la otra, 
los diferentes gobiernos españoles han re-
chazado este cambio por el coste que repre-
sentaría para las arcas del Estado y el riesgo 
de que otras autonomías ricas pidan reducir 
la solidaridad fiscal (De la Fuente, 2012).

Incongruencia partidista entre 
Generalitat y Gobierno central

Se suele considerar la incongruencia entre 
gobiernos a nivel regional y estatal como un 
factor de conflictividad. Sin embargo, tanto 
la literatura científica como los datos recaba-
dos por el presente análisis aportan una vi-
sión mucho más matizada de este fenómeno 
(Stefuriuc, 2009: 93). En realidad, no existe 
un nexo claro entre ambas dimensiones y es 
preciso tomar en cuenta también otros pará-
metros, como la naturaleza de los partidos 
de gobierno, así como sus estrategias res-

pectivas. A modo de ejemplo, la única vez 
que hubo una cierta congruencia partidaria 
entre Gobierno central y Generalitat fue de 
2003 a 2010. Entonces, una coalición lidera-
da por el PSC ganó las elecciones catalanas 
mientras el PSOE de José Luis Rodríguez 
Zapatero gobernaba en la Moncloa. Si bien 
es cierto que el número de conflictos bajó 
durante este periodo, tampoco fue una etapa 
exenta de tensiones por culpa de la llamada 
«deriva soberanista» del Gobierno catalán de 
la época, denunciada por los sectores más 
centralistas del PSOE (Bono, 2015). 

No se debe obviar que el llamado tripar-
tito catalán, formado por el Pacto del Tinell, 
constaba de varios socios: el PSC (42 esca-
ños), el conjunto Iniciativa per Catalunya-
Verds (9 escaños) y ERC (23 escaños). Esta 
alianza se reiteró en 2006, pero desde sus 
inicios ERC puso al PSC bajo presión. Tal y 
como asegura uno de los expertos entrevis-
tados en Barcelona (noviembre de 2015): 

La rápida adopción del nuevo estatuto en 2006 
no se puede entender sin el apoyo de Esquerra. 
Al convertirse en socio del PSC en 2003, Esque-
rra Republicana volvió a convertirse en un partido 
de gobierno después de casi 20 años fuera de la 
Generalitat […]. Pero todo esto con un objetivo 
muy claro: adoptar un nuevo estatuto cueste lo 
que cueste. 

En otras palabras, ERC actuó como un 
partido de single-issue durante este periodo, 
privilegiando la adopción de un nuevo enca-
je para Cataluña sobre los demás temas 
(Muro, 2009: 453; Culla, 2013). Pero al recha-
zar en el Parlamento de Cataluña el nuevo 
estatuto propuesto, ERC propició el cese de 
sus propios consejeros por Pasqual Mara-
gall. Aunque la alianza se restableciera en los 
meses siguientes, esta orientación maxima-
lista habría impedido una congruencia más 
avanzada con el PSOE nacional.

Desde una perspectiva cercana —y si-
guiendo las investigaciones de Bolleyer 
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(2011)—, hay que subrayar también que la 
política interna de los partidos puede compli-
car la coordinación entre gobiernos territoria-
les. La pertenencia a la misma familia política 
no ofrece ninguna garantía de concordia:

El PSC no es la versión catalana del Partido So-
cialista de Andalucía. Su grado de independencia 
es mayor; pero también es cierto que nunca ha 
podido ejercer una presión tan fuerte sobre el 
PSOE central. Quiero decir que no se trata de un 
caso tan visible de imbricación institucional… y 
eso conlleva algunos conflictos (experto entrevis-
tado en Madrid, octubre de 2015).

Creado en 1978, el PSC es fruto de la 
unión de tres partidos (Partit Socialista de 
Catalunya-Congrés, Partit Socialista de Ca-
talunya-Reagrupament y Federación Catala-
na del PSOE). Aunque asociado al PSOE, el 
PSC siempre ha mantenido una amplia auto-
nomía. De hecho, se suele considerar que 
conviven dos tendencias opuestas en su 
seno: una catalanista y otra federalista (Co-
lomé, 1989). Esta contradicción interna que-
dó patente en enero de 2014 cuando tres de 
los diputados socialistas catalanes rompie-
ron la disciplina de voto de su partido al apo-
yar la petición de referéndum propuesta por 
CiU y ERC (La Vanguardia, 2014)6. Por lo 
tanto, es preciso tener en cuenta el clivaje 
territorial entre PSOE y PSC.

concLusIón

Este análisis se ha centrado en las tensiones 
intergubernamentales entre España y Catalu-
ña entre 1984 y 2014. La conflictividad entre 

6 Esta crisis volvía a escenificar la ruptura de la disciplina 
de voto ocurrida el 26 de febrero de 2013 en el Congre-
so de los Diputados cuando —por primera vez desde 
1977— los miembros del PSC decidieron apoyar la reso-
lución sobre el derecho a decidir propuesta por CiU, des-
marcándose de la posición del PSOE (La Vanguardia, 
2013).

el Gobierno español y la Generalitat se calcu-
ló a través del número de impugnaciones en-
tre ambos niveles de gobierno ante el Tribunal 
Constitucional. Se cruzó esta variable con 
varios factores parlamentarios y electorales 
que fueron comentados posteriormente por 
un panel de 30 informantes-clave. 

Este estudio demuestra que Cataluña es 
la región más conflictiva del Estado —en par-
ticular en el campo de la agricultura, de la 
economía y de la energía— y que ha seguido 
una dinámica histórica basada en tres ciclos 
de tensión. Adicionalmente, las estadísticas 
inferenciales ponen de relieve que los perio-
dos de mayoría absoluta en el Congreso, la 
presencia de un partido nacionalista periférico 
a la cabeza del Ejecutivo catalán y los proble-
mas de financiación de la Generalitat tienden 
a incrementar el número de conflictos intergu-
bernamentales con el Gobierno central. 

Estos datos cuantitativos cuadran con las 
informaciones cualitativas recabadas en las 
entrevistas. Dichas entrevistas incitan por su 
parte a no caer en el esencialismo. Es cierto 
que la variable ideológica es esencial a la hora 
de entender la confrontación entre élites polí-
ticas españolas y catalanas, ya que el fondo 
de su oposición no deja de ser la creencia en 
un Estado-nación o en un Estado español plu-
rinacional. Pero estos conflictos se basan tam-
bién en gran medida en cálculos racionales (la 
ruptura del Pacto del Majestic o el rechazo del 
pacto fiscal por ejemplo) basados en la lógica 
de partidos o en la defensa de los recursos 
propios. Por ello, esta investigación parece 
sugerir que la modificación de algunos pará-
metros, como el mecanismo de representa-
ción bilateral entre Generalitat y Gobierno de 
España, y el modelo de la financiación de Ca-
taluña podrían reducir la conflictividad en el 
futuro. Por lo tanto, de las tres posibles salidas 
al conflicto actual (statu quo, nuevo encaje de 
cuño federal para Cataluña o secesión), la se-
gunda no es la menos probable.

Finalmente, esta investigación se enfren-
ta a ciertas limitaciones. Primero, el uso de 
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un único proxy para entender la complejidad 
de los conflictos intergubernamentales está 
abierto a la crítica. El número de conflictos 
judiciales entre Gobierno central y Generali-
tat dice poco sobre la importancia política de 
cada litigio. Por esta razón, al no existir una 
forma natural de medir este fenómeno, se 
optó por no ponderar los datos brutos; a 
cambio se insertaron entrevistas semiestruc-
turadas para dar más consistencia a los re-
sultados numéricos. Segundo, un trabajo 
más profundo debería ser realizado a escala 
española e internacional para comparar las 
diferentes entidades federadas entre ellas. 
Por esta razón, el presente estudio debe ser 
considerado como un primer paso hacia un 
conocimiento más fino de la realidad intergu-
bernamental en España.
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Resumen
Este estudio busca evaluar si la vulnerabilidad en las condiciones 
materiales de vida de los hogares condiciona la integración institucional 
de los jóvenes de la Argentina. Se trabajó con una muestra aleatoria de 
4.855 jóvenes de 18 a 25 años. Se observó que el 66% de los que no 
estudian ni trabajan vive en hogares de nivel socioeconómico bajo o 
muy bajo, 4 de cada 10 habitan villas de emergencia o barrios precarios 
y la mitad no completó la escuela secundaria. Los entornos 
desfavorables retroalimentan la pasividad y el aislamiento. Sin embargo, 
la comparación de los NiNi con el segmento de los que trabajan 
permitió concluir que niveles similares de vulnerabilidad 
socioeconómica son condición necesaria pero no suficiente para 
explicar la situación de desafiliación social de los jóvenes NiNi.
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Abstract
This study aims to assess the extent to which vulnerability in household 
material living conditions affects the institutional integration of young 
people of Argentina. We worked with a random sample of 4,855 youth 
aged between 18 and 25. It was observed that 66% of those who neither 
study nor work live in households having a low or very low socioeconomic 
status, with 4 out of 10 of these youth residing in shantytowns or slums 
and with half of them failing to complete high school. Harsh environments 
create a vicious circle of persistent passivity and isolation. However, the 
comparison between the NiNis and the working segment allowed us to 
conclude that similar household levels of socio-economic vulnerability 
are not necessarily sufficient to explain the situation of social 
disaffiliation found in these youth NiNis.
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«Una sociedad que aisla a sus jóvenes y 
corta sus amarras está destinada a 

desangrarse»
Kofi Annan

IntroduccIón

El objetivo principal de este trabajo es obser-
var y comprender en qué medida la situación 
de vulnerabilidad en las condiciones mate-
riales de vida condiciona la integración insti-
tucional de los jóvenes en la Argentina. Este 
objetivo se sustenta en el supuesto de que la 
desigualdad socioeconómica de los hogares 
se asocia con la manera en que los jóvenes 
se insertan en el mundo de la educación y 
del trabajo. En este sentido, por ejemplo, la 
cuestión del acceso a la educación o al em-
pleo se superpone con la preocupación por 
la (baja) calidad de esa educación y la (in)
formalidad de ese empleo. El proceso de 
desinstitucionalización de los jóvenes y la 
caída de las trayectorias sociales estables 
(hogar-escuela-trabajo), que alcanza su 
máxima expresión en el fenómeno de los jó-
venes que no estudian ni trabajan (NiNi), exi-
ge revisar el concepto clásico de moratoria 
social (Erikson, 1980) que ha caracterizado a 
la juventud como un período de ocio sin res-
ponsabilidades.

Nuestro objeto de estudio es la población 
de 18 a 25 años que segmentamos según los 
criterios de integración mencionados, lo que 
nos permite definir cinco grupos: jóvenes que 
estudian, jóvenes que trabajan, jóvenes que 
estudian y trabajan, jóvenes amas de casa y 
jóvenes que no estudian ni trabajan (NiNi). 

Si bien en esta investigación profundiza-
mos en los factores que condicionan la pasi-
vidad y el aislamiento de los jóvenes NiNi, 
incluimos en el análisis al resto de los seg-
mentos a fin de observar si la vulnerabilidad 
de los hogares es condición suficiente para 
el establecimiento de una situación de desa-
filiación social que se caracteriza por «la ex-
clusión de instituciones en las cuales la so-

ciedad espera que los individuos participen 
activamente durante esa fase de la existen-
cia» (Saraví, 2004: 78). En este sentido, pro-
ponemos ampliar la perspectiva de la mayo-
ría de las investigaciones que han focalizado 
su atención en el segmento de los jóvenes 
que no estudian ni trabajan, concluyendo en 
que esa situación se profundiza en hogares 
con escasos recursos materiales, histórica-
mente afectados por situaciones de margi-
nalidad social. Como dijimos anteriormente, 
la comparación de los jóvenes NiNi con el 
resto de los jóvenes nos permite observar si 
condiciones similares de vulnerabilidad so-
cial derivan necesariamente en una situación 
de exclusión laboral y educativa. Este plan-
teamiento supone que no hay una sola forma 
de ser joven, la experiencia juvenil está me-
diada por diversos factores, como el género, 
el nivel socioeconómico, la extracción urba-
na o rural, y la pertenencia a instituciones 
educativas, laborales o religiosas. De ahí que 
este trabajo proponga abordar las juventu-
des en plural atendiendo a la diversidad de 
situaciones de esta población en Argentina.

Los resultados aquí presentados utilizan 
como fuente de información los datos de la 
Encuesta de la Deuda Social Argentina —Se-
rie Bicentenario 2010-2016— realizada por 
el Observatorio de la Deuda Social Argentina 
de la Pontificia Universidad Católica Argen-
tina. 

¿Juventud o Juventudes?
El estudio de la juventud tiene un especial 
interés para diferentes disciplinas, como la 
sociología, las ciencias de la comunicación, 
las ciencias de la educación y las ciencias 
políticas, las que han abordado este «objeto» 
desde distintas perspectivas, con sus conse-
cuentes marcos conceptuales (los consu-
mos juveniles, la segregación espacial, las 
representaciones mediáticas, las prácticas 
de participación política, los procesos de 
aprendizaje, los usos de las nuevas tecnolo-
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gías, etc.) y con diferentes metodologías 
cualitativas y cuantitativas. 

Estas disciplinas, sin embargo, no acuer-
dan en el modo de delimitar el concepto de 
juventud debido a que coexisten diferentes 
visiones, que involucran diferentes discursos 
y prácticas, y crean imaginarios sociales que 
a diario alimentan las distintas instituciones 
de la sociedad. Con autores como Alpízar y 
colaboradores pensamos que «a través de la 
historia, las sociedades han ido construyen-
do nociones y conceptos que definen a la 
gente y la ubican en determinados lugares 
sociales» (Alpízar y Bernal, 2013: 105). Los 
mismos suponen diferencias entre las perso-
nas a la hora de desarrollar sus potencialida-
des, elegir y proyectar sus biografías. 

No hay una sola forma de ser joven, la ex-
periencia juvenil es el resultado de diversos 
factores, como el género, el nivel socioeconó-
mico, la extracción urbana o rural, y la perte-
nencia a instituciones educativas, laborales o 
religiosas. De ahí, la controversia a la hora de 
nombrar ¿juventud o juventudes? Ubicarse 
en una u otra denominación ya insinúa postu-
ras diferentes o, al decir de Duarte, «hace 
mención a una cierta epistemología de lo ju-
venil que exige mirar desde la diversidad a 
este mundo social» (2000: 61). 

Bourdieu (1990) sostiene que «la juventud 
no es más que una palabra»: la afirmación 
señala que se trata de una categoría cons-
truida y dinámica, que adquiere diferentes 
características a lo largo del tiempo. En esa 
línea, diversos autores —Duarte, 2000; Alpí-
zar y Bernal, 2013; Brunet y Pizzi, 2013— se 
adhieren al concepto de juventudes en plural 
porque atiende a la diversidad de situaciones 
de esta población particular.

El propósito de este artículo es enumerar 
algunas de las definiciones que se han dado 
históricamente sobre la juventud y cuya discu-
sión más profunda, desde nuestra perspectiva, 
se centra entre una concepción homogénea y 
otra heterogénea del mundo juvenil. 

Juventud como visión sociodemográfica

Los jóvenes son considerados como un gru-
po homogéneo categorizado por la edad. Si 
bien se reconocen subgrupos, los límites en-
tre uno y otro resultan parciales y anclados 
en criterios disímiles. Esta postura hace 
coincidir un dato biológico con un hecho so-
ciocultural, generalizando características y 
ocultando diferentes experiencias, expecta-
tivas y oportunidades. Al decir de Bourdieu, 
«la juventud y la vejez no están dadas, sino 
que se construyen socialmente en la lucha 
entre jóvenes y viejos. Las relaciones entre la 
edad social y la biológica son muy comple-
jas» (1990: 130). Hablar de los jóvenes como 
un grupo con intereses comunes en virtud de 
la edad biológica constituye una manipula-
ción, «un abuso tremendo del lenguaje», diría 
Bourdieu (1990: 131), debido a que en este 
grupo conviven un universo adolescente sin 
responsabilidades, cobijado en su entorno 
familiar, y otros jóvenes partícipes del mundo 
adulto, aunque no fuera más que por estar 
insertos en el mundo del trabajo.

La juventud como generación

Los jóvenes son definidos a partir de acon-
tecimientos históricos. El criterio generacio-
nal homogeneiza a partir de la contempora-
neidad. Por ejemplo, extiende la clasificación 
entre países sin profundizar en culturas y 
contextos sociopolíticos diferentes. Los jó-
venes, desde esta perspectiva, comparten 
características por pertenecer a una genera-
ción y son definidos a partir de estereotipos 
construidos en una época —generación per-
dida, generación X; generación escéptica; 
generación de la red (Alpízar y Bernal, 2013: 
115); generación indignada (Muñoz Gonzá-
lez, 2013)—. Esta visión busca establecer 
comparaciones intergeneracionales —entre 
los jóvenes de diferentes épocas— y adjudi-
ca las tensiones propias del momento histó-
rico a las diferencias entre los jóvenes de hoy 
y los de ayer. 
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La juventud como etapa de la vida

La juventud concebida como una etapa de la 
vida tiene al menos dos sentidos, por un 
lado, se la considera una etapa que se dife-
rencia de otras del ciclo de la vida como la 
infancia, la adultez y la vejez —cada una con 
algunas características propias— y, por otro 
lado, se la considera como un interregno 
para adquirir las capacidades necesarias 
para transitar al mundo adulto.

De uno u otro modo esta definición de ju-
ventud se ubica claramente en una mirada ho-
mogeneizante, ya sea porque la juventud es un 
paso más biológico que social de abandono 
de la pubertad para ingresar en un nuevo ciclo 
vital o porque es un paso necesario para la 
plena integración social. Lo que nos lleva, con 
otros autores (Alpízar, Bernal, Duarte, Brunet, 
Pizzi), a cuestionar la madurez equivalente que 
alcanzan jóvenes con distintas condiciones de 
vida. En esa línea, la denominada sociología de 
la transición resalta la heterogeneidad de las 
trayectorias biográficas, «se excluyen las dife-
rencias con respecto a los puntos de partida 
de la transición [...] y, sobre todo, con relación 
al punto de llegada, toda vez que la indepen-
dencia familiar y económica es diferente según 
las diversas extracciones sociales de los indi-
viduos» (Brunet y Pizzi, 2013). 

La juventud como promesa o problema

La juventud como promesa supone que los 
jóvenes encarnan el futuro y son agentes de 
transformación. Los movimientos juveniles, 
como por ejemplo el Mayo francés, permitie-
ron instalar la idea del joven como protago-
nista del cambio social a partir de poner en 
cuestión la cultura imperante, «[...] se espera 
que la juventud proporcione las soluciones a 
los problemas de la nación, ya que se consi-
dera que los jóvenes portan la llave del futu-
ro del país» (Alpízar y Bernal, 2013: 113). 

La juventud como problema es abordada 
desde dos perspectivas, una psicológica y 
otra vinculada con el desarrollo del joven de 

segmentos vulnerables. La primera se 
preocupa por aspectos psicológicos (Hall, 
Freud, Ana), consideran a la juventud como 
una etapa de riesgo para la estructuración 
sana de la personalidad. Señalan que se tra-
ta de un proceso de cambio donde son fre-
cuentes la inestabilidad emocional, los esta-
dos de desconcierto y desasosiego y la 
definen como un «fenómeno universal carac-
terizado por una serie de cambios físicos y 
psicológicos» (Alpízar y Bernal, 2003: 108). 
Esta mirada tiene influencias del psicoanáli-
sis, la psicología evolutiva y la corriente fun-
cionalista y se preocupa en observar cómo 
los cambios que vive el joven —biológicos y 
psicológicos— lo acercan o lo alejan de los 
comportamientos esperados tradicional-
mente en el mundo familiar y del trabajo.

La segunda perspectiva piensa en la ju-
ventud como un problema de desarrollo, se 
centra en aspectos socioeconómicos estruc-
turales y se preocupa de enunciar políticas 
públicas para incluir socialmente a los jóve-
nes. Estas propuestas buscan cambiar las 
oportunidades de los jóvenes en el acceso a 
la educación, la formación de la familia pro-
pia, la inserción laboral, etcétera. Este tipo 
de políticas, por otra parte, no siempre lo-
gran evitar lo que Reguillo y otros críticos 
denominan inclusión desigual. «Se trata, 
ahora, de un proceso de inclusiones cada 
vez más desiguales, en el que millones de 
jóvenes se ven obligados a ocupar posicio-
nes que, si bien los mantienen en un ‘aden-
tro’ social, no son más que espacios preca-
rizados que se alimentan de la fantasía de la 
pertenencia» (Reguillo, 2012: 139). Estos 
estudios se distancian de la postura demo-
gráfica porque reconocen diferencias entre 
regiones y entre países, por lo tanto tienen 
una definición menos homogénea del mundo 
juvenil.

La juventud como construcción social

En las últimas décadas ha predominado la 
definición de la juventud como una construc-
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ción social o sociocultural. Desde ese lugar 
se cuestiona hablar de una sola juventud, lo 
que implica ocultar una realidad compleja y 
diferente según los distintos contextos espa-
cio-temporales, y se elige hablar de juventu-
des «en tanto portadoras de diferencias y 
singularidades que construyen su pluralidad 
y diversidad en los distintos espacios socia-
les» (Duarte, 2000: 71).

Dentro de esta concepción se inscriben 
tanto estudios sobre identidades juveniles 
como sobre culturas juveniles. De acuerdo 
con el objetivo de este trabajo, nos interesa 
explorar cómo los jóvenes van resolviendo 
sus historias personales según el contexto y 
el tiempo en el que se desenvuelven. O de 
otro modo, cómo impactan aspectos so-
cioeconómicos en la construcción de sus 
identidades o sus biografías.

Con Bourdieu pensamos que no es posi-
ble hablar de los jóvenes como una unidad 
social que comparte intereses. Las diferen-
cias entre los jóvenes tienen que ver con sus 
condiciones de vida, las cuales modelan tan-
to sus aspiraciones como la posibilidad de 
realizarlas. Mientras que algunos jóvenes 
eligen estudiar muchos años, otros abando-
nan la escuela y entran a trabajar como un 
medio para cumplir con las aspiraciones so-
ciales, que no se corresponden con sus po-
sibilidades reales (Bourdieu, 1990: 131).

Para los jóvenes de sectores más humil-
des, permanecer escolarizados los aleja de la 
posibilidad de satisfacer expectativas genera-
das por la sociedad de consumo. En conse-
cuencia, una parte de ellos opta por acelerar 
su ingreso al mundo adulto a través del traba-
jo. Como contracara, la educación secundaria 
se encuentra devaluada debido a la sobre-
abundancia de sus títulos, lo que hace que los 
requisitos para cubrir los puestos de trabajo 
sean cada vez mayores, lo que pone en ven-
taja a aquellos jóvenes que han prolongado su 
institucionalización educativa. En consecuen-
cia, quienes se insertan más tempranamente 
en el mundo del trabajo solo acceden a em-

pleos informales —precarios e inestables—. 
Lo que genera en los jóvenes humildes un 
sentimiento de desasosiego, en palabras de 
Bourdieu, por el «confuso descubrimiento [...] 
de que el sistema escolar contribuye a repro-
ducir los privilegios» (1990: 134).

El proceso de desinstitucionalización de 
los jóvenes, por no cumplir con las aspiracio-
nes, y la caída de las trayectorias sociales 
estables (hogar-escuela-trabajo) exigen revi-
sar el concepto clásico de moratoria social 
(Erikson, 1980) que ha caracterizado a la ju-
ventud como un período de ocio sin respon-
sabilidades. 

La moratoria social alcanza su máxima 
expresión en los jóvenes NiNi cuyas trayec-
torias transcurren al margen de la educación 
y del trabajo. Estos jóvenes que no estudian, 
ni trabajan son el objeto de estudio de esta 
investigación, que busca comprender cómo 
construyen sus identidades, cómo se enfren-
tan a sus aspiraciones y cómo opera su en-
torno cercano en la permanencia en este 
estado de inactividad prolongado. 

Para cumplir este objetivo intentaremos 
analizar cuanto se acercan o se alejan los 
jóvenes NiNi de los otros segmentos de jó-
venes que estudian, trabajan, estudian y tra-
bajan o son amas de casa. 

Metodología

Los datos del presente trabajo provienen de 
la Encuesta de la Deuda Social Argentina 
(EDSA), que utiliza un cuestionario multipro-
pósito que aborda distintas dimensiones y 
componentes del desarrollo humano y so-
cial. La encuesta se realiza cada año sobre 
una muestra probabilística representativa de 
hogares y personas que en el período de re-
ferencia residen en veinte aglomerados urba-
nos del país. Los diez dominios del estudio 
para los que son representativos los resulta-
dos de la encuesta son: 1) Total urbano 
(aglomerados de 80.000 habitantes o más); 
2) Áreas metropolitanas; 3) Gran Buenos 
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Aires; 4) Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 
5) Conurbano Bonaerense; 6) Gran Rosario; 
7) Gran Córdoba; 8) Gran Mendoza; 9) Gran 
Tucumán y 10) Resto urbano del interior (ciu-
dades no metropolitanas de 80.000 habitan-
tes o más).

El muestreo es probabilístico, polietápico 
con selección aleatoria de viviendas, hoga-
res y población, estratificación de radios 
censales y hogares. El criterio de estratifica-
ción socioeconómica se efectuó por clasifi-
cación y ordenación de los radios censales 
según el promedio de nivel educativo del jefe 
de hogar en cada radio censal. La encuesta 
se realiza el cuarto trimestre de cada año. 
Para este estudio se trabajó con una base 
apilada 2010-2014 que cuenta con un total 
de 4.855 jóvenes de 18 a 25 años relevados 
en los hogares de la muestra. El error mues-
tral es de */-1,4%, con una estimación de 
una proporción poblacional del 50% y un 
nivel de confianza del 95%.

Para el análisis de aspectos sociodemo-
gráficos se construyó una variable denomina-
da NiNi que segmentó a la población bajo 
estudio en: 1) jóvenes que no estudian, ni tra-
bajan, ni son amas de casa; 2) jóvenes que 
estudian; 3) jóvenes que trabajan; 4) jóvenes 
que estudian y trabajan y 5) jóvenes amas de 
casa. Se consideró trabajo solo a una activi-
dad remunerada. En el caso de las amas de 
casa, el supuesto es que el trabajo en el hogar 
tiene un precio equivalente al que se pagaría 
si el ama de casa lo delega en otra persona. 

Las variables que caracterizan los atribu-
tos del entrevistado fueron: sexo, edad, esta-
do civil y nivel educativo. Esta última dividió al 
segmento de jóvenes entre los que no alcan-
zaron a completar la secundaria y aquellos 
que alcanzaron la educación secundaria o un 
nivel de estudios formales superior.

Para el análisis se utilizaron tres variables 
estructurales complejas, construidas por 
ODSA:

a) Estrato socioeconómico: toma en consi-
deración el capital educativo del hogar, la 

condición ocupacional de sus miembros, 
el acceso a bienes y tecnología y las ca-
racterísticas de la vivienda y segmenta a 
la población en medio alto, medio bajo, 
bajo y muy bajo. 

b) Hogar con Necesidades Básicas Insatis-
fechas (NBI) —según la definición de la 
CEPAL—. Es el que presenta por lo me-
nos una de las siguientes privaciones: 
hacinamiento (más de 3 personas por 
cuarto); vivienda de tipo inconveniente 
(rancho, casilla, pieza de inquilinato o 
pensión, etc.); ausencia de retrete; pre-
sencia de al menos un niño en edad es-
colar que no concurre a la escuela; hoga-
res con 4 o más personas por miembro 
ocupado y cuyo jefe tuviera primaria in-
completa como máximo nivel. 

c) Condición residencial: permite clasificar a 
los hogares urbanos según su emplaza-
miento en diferentes espacios. Segmenta 
a la población según el entrevistado ha-
bite en: barrios con trazado urbano for-
mal con predominio de nivel socioeconó-
mico medio alto, barrios con trazado 
urbano formal con predominio de nivel 
socioeconómico medio, barrios de traza-
do formal con predominio de población 
de nivel socioeconómico bajo y villas o 
asentamientos precarios.

Asimismo, para caracterizar los atributos 
del hogar de los jóvenes, se utilizaron las si-
guientes variables:

a) Educación del jefe de hogar1 que seg-
menta a los jefes según hayan o no com-
pletado el nivel secundario.

b) Empleo del jefe que permite clasificar a 
este segmento entre aquellos con em-

1 Definimos como jefe de hogar a la persona que es el 
principal sostén del hogar por ser el que hace el mayor 
aporte económico al grupo familiar. De esta forma el jefe 
de hogar puede ser varón o mujer y ocupar cualquiera 
de los roles familares —madre, padre, abuela, abuelo, 
hijo, hija, etc.
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pleo pleno, con empleo precario, subem-
pleados, desocupados e inactivos.

c) Tipo de hogar que refleja las diferentes 
modalidades de hogar: familiar/uniperso-
nal, familiar nuclear completo, familiar 
nuclear incompleto y familiar extendido.

los Jóvenes nInI

Si bien los NiNi son un sector minoritario de 
la población de jóvenes de Argentina que, 
en su mayoría, estudian o trabajan, consti-
tuyen un grupo que ha despertado el interés 
de los investigadores preocupados por co-
nocer las diversas causas sociales, econó-
micas, familiares y personales que condi-
cionan esa situación. «Se considera en 
general que es altamente deseable que los 
jóvenes sean productivos y se desarrollen 
en las esferas escolar o laboral, o incluso en 
ambas, por lo que mantenerse fuera de 
esas actividades es censurable e incluso 
castigado socialmente, lo que incrementa 
su condición de vulnerabilidad» (Gutiérrez 
García et al., 2014). 

Cabe señalar que bajo la nomenclatura 
de NiNi se oculta un hecho social complejo 
y multidimensional que se manifiesta como 
un fenómeno de exclusión social y que ha 
sido simplificado, habitualmente desde dos 
visiones, una que adjudica esta situación a la 
falta de oportunidades laborales y educati-
vas, y otra, que pone el acento en caracterís-
ticas psicosociales estereotipadas, desta-
cando la falta de predisposición de estos 
jóvenes para el cumplimiento de las respon-
sabilidades socialmente esperadas. «En al-
gunos casos, los jóvenes se excluyen porque 
eligen distanciarse de la sociedad, adoptan-
do estilos de vida alternativos. En otros ca-
sos esas elecciones son de alguna manera 
forzadas, por miedo a la discriminación, ra-
cial, sexual o de cualquier otro tipo. Hay si-
tuaciones en las que barreras estructurales y 
sociales hacen que los jóvenes se sientan 
excluidos de la sociedad, culminando con la 

pérdida del acceso a la educación» (Mihai e 
Iburciu, 2015). 

Es interesante señalar que el concepto 
NiNi, acrónimo NEET en inglés (not in educa-
tion, employment or training), fue usado por 
primera vez en Gran Bretaña en los años 
ochenta y luego fue adoptado por otros paí-
ses europeos, asiáticos y latinoamericanos 
para identificar a una nueva población de 
jóvenes que mostraba características simila-
res a las descritas en los estudios británicos. 
Así como la sigla varía según el idioma y/o el 
país al que pertenece esta población, tam-
bién son diversas las definiciones que hacen 
que un joven forme o no parte de este seg-
mento. Respecto de la situación laboral, en 
algunos estudios se toma como criterio de 
segmentación la formalidad del empleo, de 
manera tal que el segmento de los jóvenes 
NiNi estaría constituido no solo por los que 
no trabajan, sino también por los que tienen 
un trabajo precario u ocasional. En otros, se 
considera trabajador a todo aquel que perci-
be un ingreso por una actividad indepen-
dientemente de la formalidad y regularidad 
de ese trabajo. En esta investigación se tomó 
como criterio para formar parte de los NiNi 
no tener un trabajo remunerado.

Otra variable con la que habitualmente se 
define a este grupo es la educación. En prin-
cipio se trata de jóvenes que están fuera del 
sistema educativo, y pueden formar parte de 
los NiNi los que abandonaron los estudios 
secundarios, los que no continuaron estu-
dios superiores o los que abandonaron en 
este nivel, ya sea por haber sido rechazados 
por alguna institución educativa, por falta de 
recursos académicos o económicos o por-
que no les interesaba estudiar. En nuestro 
estudio incluimos en el segmento NiNi a to-
dos aquellos jóvenes que no estén cursando 
estudios formales —secundarios, terciarios, 
universitarios o superiores— en el momento 
de la entrevista.

La educación es una de las variables que 
muchas de las investigaciones sobre este 
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tema han utilizado para definir las diferentes 
etapas etarias, vinculando niveles educati-
vos con la amplitud temporal del período 
juvenil. En este estudio observaremos al seg-
mento de jóvenes que, en el momento de la 
entrevista, tenía entre 18 y 25 años. Algunos 
estudios denominan a esta población como 
«jóvenes plenos», ya que representa a un 
conjunto de jóvenes con edad teórica de ha-
ber completado recientemente la educación 
secundaria y coincide con el momento en 
que la mayor parte de los jóvenes se inserta 
en el mundo laboral o encara estudios tercia-
rios o universitarios.

El rango de edad hasta los 25 años refie-
re para algunos autores a un período deno-
minado adolescencia prolongada, adultez 
temprana, juventud o adultez emergente alu-
diendo a la prolongación del ingreso a la 
adultez. Este pasaje se asocia a una progre-
siva independencia, la asunción de roles 
adultos y la aceptación de esa nueva identi-
dad (Aisenson et al., 2014: 118). En general 
las expectativas socioculturales exigen que 
este grupo desarrolle en esta etapa alguna 
actividad, ya sea vinculada con el estudio o 
con el trabajo. En contradicción con estas 
exigencias aparece un grupo de jóvenes que 
no estudian ni trabajan, conocidos como 
NiNi y considerados por diferentes autores 
como un grupo excluido, vulnerable y homo-
géneo.

Dicho esto, una primera cuestión fue 
constatar la homogeneidad de la población 
en estudio respecto de las variables con que 
fue definido el criterio para que los jóvenes 
formaran parte de los denominados NiNi. 
Una primera observación que llamó la aten-
ción fue que el 73% de los NiNi eran mujeres, 
lo que implicaba que por algún motivo en 
este segmento la proporción de mujeres su-
perara ampliamente la relación por sexo en 
la población general. Lo siguiente fue anali-
zar quiénes eran estas mujeres, y de ese 
análisis surgió que la mitad de ellas se definía 
como ama de casa. Esto nos llevó a pensar 
si debíamos incluir o excluir a esta población 

de nuestra investigación. Observamos que el 
criterio utilizado por la mayoría de las inves-
tigaciones que estudian la población de los 
jóvenes NiNi incluyen a las mujeres amas de 
casa, por considerar que en esa etapa vital 
las jóvenes deberían estar trabajando o es-
tudiando, es decir que entienden que ser 
ama de casa es una situación asimilable a no 
trabajar ni buscar trabajo. En nuestra inves-
tigación definimos trabajo como trabajo re-
munerado, y si bien las amas de casa desa-
rrollan tareas muchas veces con horarios 
superiores a los habituales de un empleo, 
quedan excluidas por no recibir una remune-
ración como contrapartida del trabajo que 
realizan.

Sin embargo, en este estudio entende-
mos a esas jóvenes amas de casa como un 
subgrupo con características especiales, 
que si bien puede ser considerado como po-
blación inactiva (no PEA) requeriría estudiar-
lo con un enfoque particular. Aun cuando es 
cierto que el trabajo del ama de casa por ser 
no remunerado tiene escaso valor social, 
creemos importante preguntarnos por qué la 
tarea doméstica tiene una definición social 
para las amas de casa cuando forman parte 
de los NiNi, y otra para el resto de amas de 
casa. Ser ama de casa NiNi significa no es-
tudiar, no trabajar, no hacer nada, es valo-
rada negativamente; por el contrario, la acti-
vidad que realiza el resto de las amas de 
casa es considerada útil/necesaria, aun 
cuando no sea remunerada.

En síntesis, este estudio considera NiNi a 
los jóvenes entre 18 años y 25 años que ni 
estudian ni trabajan ni son amas de casa. El 
segmento NiNi, así definido, representa en la 
Argentina el 12% de la población total de jó-
venes en esa edad, porcentaje equivalente a 
aproximadamente 650.000 jóvenes2.

El resto de los jóvenes de entre 18 y 25 
años se distribuyen teniendo en cuenta los 

2 Calculado a partir de los datos del Censo Nacional del 
2010.
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criterios mencionados de la siguiente mane-
ra: el 18% estudia, el 46% trabaja, el 15% 
estudia y trabaja y el 9% son amas de casa 
(gráfico 1). Esta investigación tuvo en cuenta 
los cinco segmentos, tomando a los jóvenes 
NiNi como grupo experimental y al resto 
como grupos de control, a fin de comparar el 
efecto de diferentes estímulos que permiten 
describir diferencias y semejanzas entre 
ellos. En especial las determinadas por la si-
tuación socioeconómica de los hogares, los 
años de escolaridad alcanzados, la edad, el 
sexo y algunas características de su contex-
to de pertenencia. 

Las mujeres cuidadoras o las amas 
de casa que no estudian ni trabajan

Si bien hemos decidido excluir de la pobla-
ción denominada NiNi a las amas de casa, 
por las razones desarrolladas anteriormente 
en nuestro trabajo, consideramos interesan-
te analizar el perfil sociodemográfico y las 
condiciones materiales en las que desarro-
llan su vida estas mujeres, pues entende-
mos que esta información puede ser el pun-
to de partida que permita, en estudios 

posteriores, profundizar en su conocimiento 
y necesidades. Es importante señalar que la 
categoría ama de casa incluye a mujeres 
que son madres o que tienen la responsabi-
lidad de cuidar a personas dependientes, 
hijos, hermanos pequeños, ancianos, por lo 
que en algunos estudios se las denomina 
cuidadoras. 

Las mujeres cuidadoras se encuentran sobrerre-
presentadas en los sectores sociales más desfavo-
recidos. La exclusión educativa y laboral en la que 
se encuentran estas mujeres revela el modo en que 
la división sexual del trabajo de cuidados y la fuer-
za que la maternidad tiene para estructurar el pro-
yecto de vida de las mujeres más pobres limita y 
obstaculiza sus procesos de escolarización y desa-
rrollo laboral, empobreciendo su capital social, 
económico y cultural, y en muchos casos reforzan-
do su dependencia económica y afectiva a los va-
rones proveedores del hogar. Asimismo, entende-
mos que el contraste entre el peso estadístico que 
ocupan las mujeres cuidadoras dentro del grupo y 
su presencia en la bibliografía da cuenta de la invi-
sibilización que tiene el trabajo de cuidados en la 
sociedad (D’Alessandre et al., 2014). 

.

GRáfico 1. Situación ocupacional de los jóvenes de 18 a 25 años

Fuente: EDSA Bicentenario (2010-2016). Observatorio de la Deuda Social Argentina. UCA.
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La exclusión de estas mujeres de la po-
blación que definimos como jóvenes que no 
estudian ni trabajan tiene como objetivo ha-
cer visible el trabajo del ama de casa o el rol 
de cuidadora, específicamente en el seg-
mento de las mujeres más jóvenes, quienes 
en la mayor parte de la bibliografía son inclui-
das en la categoría de NiNi. 

En este estudio, del total de las mujeres 
que se definen como amas de casa, el 76% 
no trabaja ni estudia, el 18% trabaja, el 5% 
estudia y el 1% estudia y trabaja. Es decir, 
que casi ocho de cada diez mujeres de entre 
18 y 25 años que llevan a cabo una tarea 
importante para la sociedad y que, en todo 
caso, deberían ser objeto de políticas espe-
cíficas, son invisibles no solo para la socie-
dad que desvaloriza el rol del ama de casa, 
y que al mismo tiempo refuerza los patrones 
culturales que exaltan los roles femeninos de 
esposa y madre, sino también para los inves-
tigadores que subsumen a estas mujeres 
dentro de la categoría de NiNi (gráfico 2). En 
palabras de Pierre Bourdieu:

[…] las mujeres han permanecido durante mucho 

tiempo encerradas en el universo de las actividades 

asociadas a la reproducción biológica y social del 

linaje; actividades (maternales sobre todo) que, 

aunque sean aparentemente reconocidas y a veces 

ritualmente celebradas, solo lo son en la medida en 

que permanecen subordinadas a actividades de 

producción, las únicas en recibir una auténtica san-

ción económica y social, y ordenadas de acuerdo 

con los intereses materiales y simbólicos del linaje, 

es decir, los hombres (2007: 121). 

Si se revisan las tareas que estas jóvenes 
mujeres llevan a cabo en el hogar, se pone en 
cuestión el hecho de su inactividad, inacción 
o inoperancia y se evidencia la importancia 
de las tareas que realizan para el funciona-
miento de la vida familiar.

Alrededor de 9 de cada 10 de estas jóve-
nes cuidan hijos o familiares (88%), preparan 
comida (90%), limpian, lavan y planchan 
(92%) y realizan las compras en almacenes y 
supermercados (92%). Si estas actividades 
no fueran realizadas por ellas deberían ser 
delegadas en otra persona del hogar o en 
alguien que realizara ese trabajo por una re-
muneración.

Con el propósito de conocer mejor esta 
población particular analizamos el contexto 

Amas de casa / 
cuidadoras 

76% 

Trabajan 
18% 

Estudian 
5% 

Estudian y trabajan 
1% 

GRáfico 2. Situación ocupacional de las jóvenes amas de casa

Fuente: EDSA Bicentenario (2010-2016). Observatorio de la Deuda Social Argentina. UCA.
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sociocultural al que pertenecen, observando 
el estrato socioeconómico familiar, la condi-
ción residencial, el nivel de satisfacción de 
necesidades básicas, el nivel educativo y 
empleo del jefe de hogar y el tipo de hogar 
del que forman parte estas mujeres.

El análisis de la primera variable permite 
observar que estas jóvenes forman parte de 
la población más vulnerable, ya que el 38% 
vive en hogares del estrato socioeconómico 
muy bajo y una proporción similar (35%) en 
el bajo, solo un 6% es parte del segmento 
más acomodado. Vinculada con la situación 
socioeconómica de los hogares observamos 
que el 34% forma parte de hogares con un 
nivel severo de necesidades básicas insatis-
fechas. Asimismo, se observa que la mitad 
de estas amas de casa residen en barrios 
carenciados —el 11% en una villa de emer-
gencia y el 36% en un barrio vulnerable—. 
Un 10% en barrios de nivel medio alto y el 
resto en zonas de nivel medio/medio bajo 
(gráfico 3).

Por otro lado, si partimos de la base de 
que el nivel de estudios y la ocupación del 
jefe de hogar influyen en las expectativas fa-
miliares y en las posibilidades de movilidad 

social de los jóvenes, vemos que 7 de cada 
10 (65%) de los jefes de los hogares de estas 
jóvenes no terminaron la escuela secundaria 
y la mitad de ellos tiene un empleo precario 
o está desempleado. 

Al analizar el tipo de hogar de estas jóve-
nes, vemos que más de la mitad (56%) forma 
parte de un hogar familiar completo con hi-
jos, un 6% de hogares nucleares sin hijos, y 
2 de cada 10 incluyen además otros familia-
res en sus hogares (hogar familiar extendi-
do). 

En cuanto al perfil propiamente dicho de 
estas jóvenes, podemos decir que dos de 
cada tres (65%) tienen más de 21 años y una 
proporción similar vive en pareja —53% en 
uniones de hecho y 8% casadas— . Un dato 
importante es que 6 de cada 10 (57%) jóve-
nes no han terminado la escuela secundaria 
(gráfico 4).

Como consecuencia de lo observado po-
demos decir que estamos frente a un grupo 
socialmente vulnerable. La situación de «do-
mesticidad excluyente», como la denomina 
Braslavsky, caracterizada por el abandono 
temprano de la escuela y la no participación 
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GRáfico 3. Vulnerabilidad de los hogares de las jóvenes amas de casa/cuidadoras

Fuente: EDSA Bicentenario (2010-2016). Observatorio de la Deuda Social Argentina. UCA.
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en el mercado laboral, hace que se cristalice 
la situación de vulnerabilidad de estas jóve-
nes mujeres (Miranda, 2009: 196). No obstan-
te, lo dicho no significa necesariamente califi-
car la situación de domesticidad como 
holgazanería debido a que la invisibilidad so-
cial de la tarea no se condice con la contribu-
ción que la misma realiza al entorno familiar. 

En línea con lo anterior, hipotetizamos 
que, en algunos casos, factores vinculados 
al entorno económico y social llevan a estas 
jóvenes a asumir tempranamente la tarea de 
ama de casa o cuidadora para permitir que 
otros integrantes del entorno familiar —léase 
por ejemplo jefa de hogar— se inserten en el 
mundo del trabajo. En otros casos, las unio-
nes y/o embarazos tempranos exigen a es-
tas jóvenes abandonar los estudios y distan-
ciarse de la actividad económica.

Con otros autores suscribimos la idea de 
que la educación es la llave para la inclusión 
social, por lo que «[…] las desigualdades so-
ciales estructurales tienden a generar trayec-
torias de vida que profundizan la vulnerabili-
dad en la construcción de las biografías 
personales» (Aisenson et al., 2014: 122). Por 
lo que podemos decir que las biografías per-

sonales de estas jóvenes amas de casa se 
desarrollarán en el mundo doméstico delimi-
tado por las barreras impuestas por el déficit 
educativo y el aislamiento del mercado labo-
ral, pero realizando tareas funcionales y ne-
cesarias para su entorno familiar. No perde-
mos de vista, sin embargo, que la realidad 
descrita aborta, en buena parte de los casos, 
la posibilidad de concebir expectativas y 
concretar proyectos personales. 

défIcIt en las condIcIones 
MaterIales de vIda de los 
Jóvenes nInI3

La identificación de «umbrales mínimos» a 
partir de privaciones relativas ofrece algunos 
criterios básicos para la identificación de si-
tuaciones de déficit correspondientes a ne-

3 Las condiciones materiales de vida de los jóvenes NiNi 
serán comparadas con la situación de los jóvenes que 
estudian, que trabajan y que estudian y trabajan. Las 
condiciones materiales de vida de las amas de casa, por 
tratarse de un grupo particular integrado solo por muje-
res, han sido analizadas en el apartado anterior y for-
marán parte de las conclusiones de este trabajo.

Secundaria
incompleta

GRáfico 4. Perfil demográfico de las jóvenes amas de casa/cuidadoras 

Fuente: EDSA Bicentenario (2010-2016). Observatorio de la Deuda Social Argentina. UCA.
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cesidades establecidas según los estánda-
res normativos, sociales y culturales de una 
sociedad (ODSA, 2010-2014: 17).

Para evaluar las privaciones o logros uti-
lizamos indicadores que miden el porcentaje 
de hogares que están por encima o por de-
bajo de los umbrales mínimos establecidos 
en cada caso. En este trabajo se utilizaron 
como indicadores de las desigualdades el 
estrato socioeconómico, el NBI, la condición 
residencial y la educación del principal sos-
tén del hogar.

Si observamos el estrato socioeconómico, 
índice que mide —como ya hemos visto—, el 
capital educativo familiar, la condición ocupa-
cional de sus miembros, el acceso a bienes y 
tecnologías y las condiciones generales de la 
vivienda, advertimos que el 34% de los jóve-
nes NiNi forman parte de los hogares más 
vulnerables, el 32% se ubica en hogares de 
nivel bajo, el 23% en hogares de nivel medio 
bajo y el 11% en hogares de nivel medio alto 
(gráfico 5). Si comparamos el nivel de vulne-
rabilidad de los hogares de los jóvenes NiNi 
con los hogares del resto de los segmentos 
estudiados, podemos ver que el déficit es cla-

ramente menor entre los jóvenes que estudian 
y estudian y trabajan (8 y 9% respectivamen-
te), mientras que llega al 24% en el segmento 
de jóvenes que trabajan.

Es interesante señalar que se registra una 
clara relación entre el estrato socioeconómi-
co y las actividades que definen a los jóve-
nes en estudio. Se observa que a mejor es-
trato socioeconómico crece la tendencia a 
estudiar o a estudiar y trabajar, mientras que 
la tendencia inversa se asocia con el trabajo 
o la inactividad.

En línea con lo hasta acá observado, los 
NiNi forman parte de los hogares más afec-
tados por necesidades básicas insatisfechas 
(22%)4. También es relevante la proporción 
de jóvenes que trabajan (17%) que sufren 
carencias y privaciones. En cuanto a los jó-

4 El método NBI se focaliza en la tenencia objetiva de 
satisfactores y presupone que estos efectivamente sa-
tisfacen las necesidades. En este caso, se destaca el 
hecho de que este indicador establece un umbral de 
bienestar restringido —poco generoso con los pobres—, 
aunque efectivo en cuanto a dar cuenta de situaciones 
extremas de privación económica o marginalidad social.

9

GRáfico 5.  Déficit socioeconómico de los hogares de los jóvenes de 18 a 25 años (% de nivel económico 
social muy bajo)

Fuente: EDSA Bicentenario (2010-2016). Observatorio de la Deuda Social Argentina. UCA.
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venes que estudian o estudian y trabajan, 8 
de cada 10 viven en hogares sin privaciones 
(gráfico 6).

Si observamos la modalidad de urbaniza-
ción del barrio, y lo entendemos como el es-
pacio en el que se desarrollan procesos de 
socialización e identidad mediante los cuales 
se incorporan normas y valores, vemos que 
un 8% de los NiNi habita en villas o asenta-
mientos precarios, un 33% en barrios de tra-
zado urbano vulnerable, un 45% en barrios de 
nivel medio bajo y medio y un 13% en barrios 
de nivel medio alto. Similares condiciones de 
vulnerabilidad residencial se observan entre 
los jóvenes que trabajan, 5% vive en villas o 
asentamientos precarios y un 27% en barrios 
bajos o vulnerables (gráfico 7).

Por otra parte, como veníamos advirtien-
do, los que estudian o estudian y trabajan 
tienden a vivir en condiciones residenciales 
muy superiores, el 85% vive en barrios de 
nivel medio y medio alto (gráfico 7).

Otra variable que caracteriza la condición 
socioeconómica de los hogares es el nivel de 
educación del jefe de hogar y que segmenta 
a esa población entre los que finalizaron o no 

el ciclo secundario. El 58% de los jefes de 
hogar de los jóvenes NiNi no terminaron el 
secundario, igual proporción se observa en-
tre los jefes de hogar de los jóvenes que tra-
bajan (56%). En los otros segmentos de jó-
venes esta cifra se reduce a 1 de cada 3.

De lo hasta aquí observado, resulta inte-
resante señalar la fuerte similitud en las con-
diciones materiales de vida de los hogares  
—estrato socioeconómico, NBI, condición 
residencial y educación del jefe de hogar— 
entre el segmento de jóvenes NiNi y el de 
jóvenes que trabaja. Y, por otro lado, la simi-
litud existente entre los que solo estudian y 
los que estudian y trabajan. En este último 
caso, pareciera ser que tener mejores condi-
ciones materiales de vida favorece la deci-
sión de estudiar.

La similitud encontrada entre los jóvenes 
NiNi y los que trabajan nos lleva a preguntar-
nos por qué condiciones desfavorables simi-
lares generan actitudes relativamente diferen-
tes respecto del ingreso al mundo del trabajo. 
Para tratar de responder esta pregunta anali-
zamos atributos propios de los actores —jó-
venes NiNi versus jóvenes que trabajan.

9

9

17

22

0 10 20 30

Estudia

Estudia y trabaja

Trabaja

NiNi

GRáfico 6.  NBI severo de los hogares de los jóvenes de 18 a 25 años

Fuente: EDSA Bicentenario (2010-2016). Observatorio de la Deuda Social Argentina. UCA
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La primera diferencia entre ambos seg-
mentos es la edad. Los NiNi son más jóvenes 
que los que trabajan, la mitad (50%) de los 
que no estudian, ni trabajan tienen 20 años o 
menos, mientras que solo el 30% de los jóve-
nes que trabajan tienen esa edad (gráfico 8).

Una segunda diferencia es que entre los 
NiNi prevalecen las mujeres. Un 58% de es-
tos jóvenes son mujeres, mientras que esta 
cifra desciende al 35% en el segmento de 
jóvenes que trabajan. La tercera diferencia, 
aunque con un porcentaje menor, es el nivel 
de educación. Entre los jóvenes que trabajan 
hay una proporción levemente mayor que 
tiene secundario completo o más en compa-
ración con el segmento NiNi (55% vs. 48%) 
(gráfico 8).

En consecuencia, parecería que tener más 
edad, ser varón y tener un nivel algo mejor de 
educación son factores que favorecen la in-
clusión en el sistema social a través del traba-
jo. Sin embargo, esto no significa superar las 
desigualdades socioeconómicas, ya que 4 de 
cada 10 de estos jóvenes tienen empleos pre-
carios o de baja calidad (changarín, albañil, 
peón, empleada doméstica, etc.).

Otra condición que podría favorecer la 
inserción en el mundo del trabajo es la res-
ponsabilidad de tener personas a cargo, ya 
que el 22% de los jóvenes que trabajan se 
definen como el principal sostén del hogar, 
cifra que desciende al 7% entre los NiNi.

coMentarIos fInales

El objetivo principal de este estudio fue des-
cribir y comprender la relación existente en-
tre la vulnerabilidad en las condiciones ma-
teriales de vida de los hogares y la situación 
de inactividad de los jóvenes que no estu-
dian ni trabajan. Más específicamente, inten-
tamos observar si condiciones similares de 
vulnerabilidad social derivan necesariamente 
en una situación de exclusión educativa o 
laboral.

Dicho objetivo fue observado en una po-
blación de jóvenes de 18 a 25 años segmen-
tada según su situación educativa y ocupa-
cional. Esto permitió definir cinco segmentos: 
jóvenes que estudian, jóvenes que trabajan, 
jóvenes que estudian y trabajan, jóvenes 
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GRáfico 7.  Vulnerabilidad residencial de los jóvenes de 18 a 25 años (% que habita en villas de emergencia/
asentamientos o barrios vulnerables)

Fuente: EDSA Bicentenario (2010-2016). Observatorio de la Deuda Social Argentina. UCA.
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amas de casa y jóvenes que no estudian ni 
trabajan. Este último grupo, que constituye la 
población en estudio, representa el 12% del 
total de jóvenes de Argentina, lo que equivale 
según el censo poblacional de 2010 a aproxi-
madamente 650.000 jóvenes en todo el país.

Importa señalar que si bien una gran parte 
de la bibliografía consultada incluye a las 
amas de casa en el segmento NiNi, la deci-
sión de excluirlas en este estudio se funda-
menta en que para las estadísticas oficiales el 
ama de casa forma parte de la población no 
PEA, lo que no significa que estas mujeres se 
encuentren en una situación de inactividad 
sino que tienen a su cargo tareas no remune-
radas imprescindibles para el funcionamiento 
material y social de la familia. El trabajo del 
ama de casa tiene un valor similar al que co-
braría un tercero por realizarlo, lo que podría 
implicar la necesidad de redefinir el concepto 
de ama de casa y sustituirlo por el de trabaja-
dora/empleada en su propio hogar.

Del total de amas de casa de entre 18 y 
25 años un 76% se encuadra en la situación 
de domesticidad excluyente, caracterizada 

por el abandono temprano de la escuela (el 
57% no terminó la escuela secundaria) y la 
no participación en el mercado laboral. For-
man parte de hogares vulnerables —el 73% 
integra familias de niveles bajo y muy bajo; el 
34% con NBI severo y el 47% reside en villas 
de emergencia o barrios precarios.

La situación de vulnerabilidad descrita 
aparece como un factor que tiende a facilitar 
la reproducción de los estereotipos de géne-
ro entre las jóvenes del segmento en estudio. 
Podría afirmarse que la posibilidad de ser 
ama de casa crece en contextos de perte-
nencia desfavorables. 

Incluir a estas jóvenes mujeres dentro del 
segmento NiNi es hacerlas doblemente invi-
sibles, por desarrollar tareas socialmente 
desvalorizadas y por ocultarlas dentro de un 
grupo caracterizado por la inacción, la pasi-
vidad. Esto interesa ya que al momento de 
diseñar políticas públicas para los jóvenes 
NiNi estas políticas no contemplarían la si-
tuación particular de estas mujeres.

Una vez definida la población que consti-
tuyó el objetivo de este estudio (jóvenes NiNi), 

22 

55 

35 

30 

7 

48 

58 

50 

0 10 20 30 40 50 60 70 

Principal sostén del 
hogar 

Secundaria completa o 
más 

Mujeres 

20 años o menos 

Jóvenes NiNi Jóvenes que trabajan 

GRáfico 8.  Perfil demográfico de los jóvenes NiNi vs. jóvenes que trabajan

Fuente: EDSA Bicentenario (2010-2016). Observatorio de la Deuda Social Argentina. UCA.
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describimos su perfil sociodemográfico a fin 
de observar la incidencia de factores estruc-
turales en el nivel de integración social. La 
mayoría de estos jóvenes forma parte de ho-
gares de nivel económico social bajo o muy 
bajo (66%), habitan en villas de emergencia o 
barrios precarios (41%) y la mitad de ellos no 
terminó la escuela secundaria (48%). A partir 
de estos datos podríamos pensar que las 
condiciones de vulnerabilidad material incre-
mentarían la probabilidad de que un joven 
forme parte del grupo de los NiNi. Sin embar-
go, observamos que el nivel de vulnerabilidad 
de los hogares de los jóvenes de entre 18 y 25 
años que trabajan es similar al de los hogares 
de los jóvenes NiNi. 

Cuando nos preguntamos acerca de los 
factores que pueden, de alguna manera, ex-
plicar los diferentes niveles de integración de 
ambos grupos, advertimos que tener más 
edad, ser varón, tener un nivel de educación 
un poco mejor y ser principal sostén del ho-
gar son atributos que favorecerían la inclu-
sión en el sistema social a través del trabajo. 
No obstante, formar parte del tejido social no 
implica para estos jóvenes haber superado 
la marginalidad, ya que el trabajo que desa-
rrollan es de baja calidad o precario. 

Los resultados descritos pueden ser ilu-
minados desde los conceptos de expectati-
va y valencia analizados por Mayer y Barbe-
rá. El primero, definido como la percepción 
que tiene una persona «de que una determi-
nada acción llevará a la consecución de un 
resultado, y el segundo, que alude al valor 
que la persona anticipa al logro del resulta-
do» (Barberá Heredia, 1999). En el caso de 
los jóvenes NiNi es posible que la percepción 
del fracaso anticipado de una acción y, por 
lo tanto, la imposibilidad de alcanzar un logro 
redunde en reiteradas actitudes indolentes, 
que refuerzan la inacción y el aislamiento. 
Esta teoría permitiría explicar la diferencia en 
el nivel de desafiliación versus afiliación so-
cial entre los jóvenes NiNi y los que trabajan, 
ya que tiene en cuenta tanto los componen-
tes externos a la persona —factores estruc-

turales y sociales— como aspectos de la 
personalidad y la experiencia de vida. Lo 
anterior es solo una hipótesis a demostrar en 
investigaciones futuras.

En síntesis, los NiNi son jóvenes que in-
tegran hogares marcados por la vulnerabili-
dad económica y social y habitualmente vi-
ven en hábitats precarios y hostiles. Estos 
entornos retroalimentan la pasividad y el 
aislamiento frustrando el desarrollo de sus 
potencialidades para encarar actividades 
que permitan su crecimiento personal y su 
integración social. La comparación de esta 
población con el segmento de jóvenes que 
trabajan permitió concluir que niveles simila-
res de vulnerabilidad socioeconómica de los 
hogares son condición necesaria pero no 
suficiente para explicar la situación de desa-
filiación social de los jóvenes que no estu-
dian ni trabajan. Por otro lado, pareciera ser 
que tener mejores condiciones materiales de 
vida favorece la predisposición a continuar 
insertos en el sistema educativo. 

La segmentación de los jóvenes en dife-
rentes grupos y la comprobación, a partir de 
los resultados obtenidos, de diferencias en-
tre ellos en los distintos grados de integra-
ción institucional —hogar, escuela, trabajo— 
suscribe la concepción heterogénea del 
mundo juvenil y pone nuevamente en cues-
tión visiones como la sociodemográfica —que 
como vimos hace coincidir un dato biológico 
como la edad con un hecho sociocultural—; 
la generacional —que uniforma a partir de la 
contemporaneidad— y ciertas posturas que 
definen a la juventud como una etapa de la 
vida —un paso más biológico que social de 
abandono de la pubertad/adolescencia para 
ingresar en un ciclo vital de plena integración 
social.

Este estudio se acerca al enfoque de la 
denominada sociología de la transición, que 
señala que jóvenes con diferentes condicio-
nes de vida son distintos en el punto de par-
tida y, en consecuencia, en el punto de llega-
da. La heterogeneidad de las trayectorias 
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biográficas, que esta línea de interpretación 
plantea, se observa en los diferentes grados 
de integración social de los jóvenes que estu-
dian, los que trabajan, los que trabajan y es-
tudian, las amas de casa y los jóvenes NiNi.

Se confirma entonces lo que Reguillo y 
otros autores denominan inclusión desigual. 
Puesto que para algunos jóvenes se prevén 
trayectorias sociales estables (hogar-escue-
la- trabajo) y, para otros, diferentes niveles 
de desinstitucionalización o «adentro social» 
que van desde la baja calidad de la educa-
ción y la informalidad del empleo —por la 
necesidad de acelerar el ingreso al mundo 
adulto, según la explicación de Bourdieu—, 
pasando por la situación de domesticidad 
excluyente, hasta llegar al escenario de los 
NiNi, caracterizado por la inacción y el aisla-
miento propios de la desafiliación social.

Entendemos que el conocimiento de esta 
realidad facilitará el diseño o rediseño de po-
líticas públicas concretas tendientes a evitar 
la cristalización de esta situación de exclu-
sión mediante reformas educativas y labora-
les. El sistema educativo debería garantizar 
una formación de excelencia instalando los 
centros educativos más cualificados —es-
cuelas, docentes, tecnología— en las áreas 
de residencia de los jóvenes de los sectores 
más vulnerables. Por otra parte, deberían 
crearse programas que generen más y mejo-
res calificaciones laborales en los jóvenes de 
sectores carenciados, para facilitar su ingre-
so al primer empleo. La aplicación de este 
tipo de políticas generaría un proceso de in-
clusión más equitativo de los jóvenes NiNi en 
el tejido social.
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Resumen
El artículo valora la pertinencia de ajustar los umbrales de pobreza a los 
espacios regionales en España recurriendo además a umbrales anclados. 
Plantea también una revisión crítica de las escalas de equivalencia como 
elemento central para aproximarse a la pobreza. Se utilizan para ello las 
Encuestas de Condiciones de Vida 2007-2012. Los resultados evidencian, 
primeramente, que las cifras de pobreza derivadas de los umbrales 
estatales están influidas por las desigualdades de ingresos intra-
territoriales. Muestran también que los umbrales autonómicos captan las 
divergencias en el bienestar, controlando los efectos de las disparidades 
en el desarrollo económico autonómico. Además, demuestran que los 
umbrales anclados evitan incoherencias en las cifras de pobreza 
vinculadas a cambios en los niveles de ingresos de la población general 
y no a modificaciones de los recursos socialmente necesarios. 
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Abstract
This article assesses the utility of adjusting the poverty threshold for 
regional areas of Spain and of using thresholds anchored in time. It also 
offers a critical review of  equivalence scales as a central element in 
estimating poverty. To do this, data from the Income and Living 
Conditions Surveys from 2007 to 2012 is used. The results show that 
poverty rates obtained with national thresholds are strongly influenced by 
intra-regional inequalities in income. They also show that regional 
thresholds capture differences in the well-being of the population, 
controlling for the effects of regional disparities in economic development. 
In addition, they demonstrate that anchored thresholds avoid 
inconsistencies in poverty rates tied to changes in income levels of the 
general population and not to changes in socially necessary resources.
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IntroduccIón

La multiplicidad de líneas de investigación, 
asociadas a diversos abordajes teóricos so-
bre la pobreza, ha contribuido a la extensión 
de un amplio campo de propuestas para su 
cuantificación. Partiendo de esta evidencia, 
este artículo pretende, por un lado, valorar la 
adecuación de la utilización de métodos de 
medición de la pobreza basados en umbra-
les relativos (vinculados al año de referencia), 
en contraste con los umbrales anclados, 
para entender la evolución de la pobreza y, 
por otro lado, valorar la pertinencia del recur-
so a umbrales autonómicos para la com-
prensión del fenómeno en el nivel autonómi-
co en España. Se plantea además una 
reflexión sobre elementos a tener en cuenta 
en el abordaje de la pobreza tras el análisis 
sobre los ingresos necesarios para llegar a 
fin de mes que establece la población espa-
ñola. La reflexión sobre estas cuestiones re-
sulta pertinente por dos razones. 

En primer lugar, porque la comparación 
de las tasas de pobreza dentro de un periodo 
en el que hay modificaciones notables en la 
distribución de ingresos de las personas, 
como la reciente crisis, presenta la dificultad 
de que los cambios en el umbral pueden no 
reflejar los cambios en las necesidades de 
las personas adecuadamente. 

En segundo lugar, porque esta dificultad 
general puede verse agravada cuando se 
analizan submuestras o territorios reducidos 
donde el umbral puede presentar oscilacio-
nes amplias por la desviación muestral. Las 
cuestiones para la reflexión se acumulan si 
tenemos en cuenta la importancia de valorar 
las diferencias económicas entre las distintas 
regiones para poder ofrecer una medida 
adecuada de pobreza. En el caso español, 
esta necesidad se intensifica porque, tal y 
como señalan Ayala et al. (2014), es uno de 
los países de la OCDE que presenta unas 
mayores diferencias internas. 

Partimos de la premisa, en primer lugar, 
de que el recurso a umbrales relativos mues-

tra importantes dificultades para la compren-
sión de las tendencias de evolución de la 
pobreza. Las subidas y bajadas en el umbral 
determinan modificaciones en la cuantifica-
ción de la población en situaciones de po-
breza que no van de la mano de variaciones 
de lo que efectivamente se considera nece-
sario para la integración en las actuales so-
ciedades avanzadas. Se entiende además 
que el establecimiento de umbrales estata-
les, que no se adecúan a los precios, usos y 
costumbres de las diferentes áreas autonó-
micas, impide una buena comprensión de la 
magnitud del fenómeno que nos ocupa en el 
contexto español.

ProPuestas en la medIcIón 
de la Pobreza

Los estudios de pobreza han sido una impor-
tante fuente de comprensión de las desigual-
dades sociales. Además, hemos asistido a 
importantes modificaciones y mejoras en los 
métodos de aproximación, «superando de-
terminados problemas de comparabilidad  
(como  las economías de escala en los hoga-
res), complejizando los indicadores (al intro-
ducir medidas de  intensidad  de  la  pobreza  
como el poverty gap) y desarrollando análisis 
más dinámicos, a partir de las encuestas pa-
nel (identificando la pobreza persistente)» 
(Laparra y Pérez, 2008). 

Sin embargo, la reflexión sobre dichos 
métodos resulta necesaria teniendo en cuen-
ta la importancia de una correcta medición 
de la pobreza para la implementación de po-
líticas de lucha contra la pobreza así como 
para la valoración de su impacto en la reduc-
ción de la misma. Tal y como señalan Ayala 
et al. (2014), el establecimiento de los um-
brales de pobreza puede tener un efecto 
considerable en las conclusiones que se es-
tablecen para la implementación de políticas 
sociales. 
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Los primeros debates metodológicos 
sobre la medición de la pobreza

El debate sobre la medición de la pobreza se 
retrotrae a los inicios del modelo capitalista. 
La referencia a Inglaterra, en esta época, es 
obligada por ser también la referencia a es-
cala mundial de los debates y propuestas de 
la época para abordar la pobreza.

Los estudios sobre pobreza en York de 
Rowntree, basados en encuestas realizadas 
en 1899, 1936 y 1950, constituyen una refe-
rencia clara que subyace en buena parte de 
los análisis de pobreza europeos. Rowntree 
(1901) estableció una cesta de bienes que 
entendió como básicos para la supervivencia 
como referente para el establecimiento de 
una línea de pobreza. Es lo que se ha identi-
ficado como «budget standard approach». 
La noción de pobreza absoluta queda esta-
blecida por la privación o falta de recursos 
que imposibilita el acceso a la canasta de 
bienes y servicios necesarios para desarro-
llar una vida mínimamente saludable, para la 
supervivencia. Las personas que no tienen 
las necesidades básicas cubiertas se en-
cuentran entonces en una situación de po-
breza absoluta. 

La crítica planteada por Atkinson (1989) 
puso de manifiesto problemas como «la po-
sible falta de representatividad de York, la 
limitación a los hogares de clase obrera, la 
falta de respuesta de una proporción de ho-
gares, la aparente desviación de la muestra 
diseñada y las inexactitudes de la informa-
ción recogida». La crítica más rotunda, sin 
embargo, de carácter conceptual, proviene 
del trabajo de Townsend (1954) inmediata-
mente después del último estudio de Rown-
tree. 

Townsend significa la introducción del 
concepto de pobreza relativa, más acorde 
con los objetivos redistributivos de las socie-
dades industriales avanzadas. Está interesa-
do en saber hasta qué punto el conjunto de 
la población participa de un «estilo de vida 
común» y quiénes son los que no lo hacen. 

«La pobreza relativa es definida como la falta 
de recursos o de consumo con relación a los 
parámetros definidos por una sociedad con-
creta sobre lo que es esencial para una vida 
digna» (Martínez-Virto, Lasheras y Zugasti, 
2013). Sus propuestas supusieron una rup-
tura conceptual además de una importante 
aportación metodológica. Los análisis de la 
pobreza basados en los propios baremos de 
los programas sociales llamados a erradicar-
la han sido constantes desde entonces. 

Una variedad de propuestas 

Las propuestas de Rowntree y de Townsend 
supusieron el punto de partida de un amplio 
debate a nivel europeo sobre cómo medir la 
pobreza. Los abordajes han sido diferentes, 
pudiéndose establecer dos grandes subgru-
pos: los métodos subjetivos o de consenso 
y los métodos objetivos o relativos puros.

Los métodos subjetivos o de consenso

Los métodos subjetivos de medida de la 
pobreza establecen el baremo de ingresos (la 
línea de pobreza) teniendo en cuenta la 
opinión de los encuestados. 

El método normalmente llamado del CSP 
(Centre for Social Policy) de Amberes, o mé-
todo Deleeck (por Hermann Deleeck, su di-
señador), consiste en el establecimiento de 
un llamado mínimo sociovital (MSV), es decir, 
un nivel de ingresos mínimo para vivir no solo 
desde el punto de vida de la subsistencia 
(vital), sino también de la opinión y las cir-
cunstancias sociales que transmite dicha 
opinión (sociovital).

Para establecer el MSV es preciso cono-
cer la respuesta de las personas encuesta-
das a varias preguntas. La primera recogía 
las necesidades de renta («En su opinión, 
¿cuál sería el ingreso mensual que necesita-
ría para llegar a fin de mes?»). La segunda 
hacía referencia a la seguridad de existencia 
(«Con los ingresos que ha dicho que recibía, 
¿cómo llega usted a fin de mes?»). La terce-
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ra captaba los ingresos efectivos («¿Qué in-
gresos totales tiene la familia?»).

El cálculo se realiza del siguiente modo:

• Se seleccionan los hogares que han 
contestado algo difícilmente a la pre-
gunta 2.

• De estos hogares se calcula la renta 
media y la renta necesaria media para 
cada tipo de hogar (en general clasi-
ficados con el esquema /n.º adultos 
/n.º niños /n.º ancianos). Para que un 
tipo sea aceptable debe haber al me-
nos 30 casos en la encuesta.

• De la renta media y la renta necesaria 
media se elige la que sea más baja y 
se calcula de nuevo la media elimi-
nando antes los casos que se alejen 
de la media más dos veces la desvia-
ción típica.

A partir de este método es posible esta-
blecer diferentes graduaciones. Los hogares 
cuyos ingresos sean inferiores al MSV de su 
tipo de hogar están en situación precaria. 
Los que tengan ingresos iguales o superiores 
disfrutan de seguridad de existencia.

Dentro de los métodos subjetivos, el mé-
todo SPL (Subjective Poverty Line), que 
constituye una versión simplificada de la LPL 
(Leyden Poverty Line), pretende establecer 
una línea de pobreza a partir de los ingresos 
familiares, el tamaño de la familia y la opinión 
de los encuestados acerca de cuánto nece-
sitan para llegar a fin de mes. El sistema de 
cálculo se basa en la idea de que quienes 
mejor saben cuánto hace falta para llegar a 
fin de mes son los que  lo consiguen apenas. 
Cuanto más cerca de la línea de pobreza se 
hallen los ingresos, más exacta será la 
opinión de los encuestados. Los muy pobres 
tienden a subvalorar lo que es necesario, los 
muy ricos a sobrevalorarlo. 

El método SPL tiene un gran atractivo 
teórico pero no se ha consolidado en Europa 

porque no permite delimitar indicadores que 
ofrezcan garantías para la comparación en el 
tiempo y en el espacio. Además, su versión 
ligada a la pobreza relativa establece niveles 
especialmente altos de pobreza, poco creí-
bles en los países sur-europeos (Gobierno 
vasco, 2008). Sin embargo, cabe destacar 
apuestas de calado por este método en el 
contexto del Estado. Los métodos de medi-
ción de la pobreza y también de la precarie-
dad de mantenimiento empleados por el 
Gobierno vasco se basan en el método SPL. 

Los métodos objetivos o relativos puros

En contraste con estas propuestas, los mé-
todos objetivos o relativos puros toman 
como referencia para establecer el baremo 
un dato económico «objetivo», en general la 
renta familiar disponible neta por habitante 
durante un año. 

Amartya Sen (1995) señala que la grave-
dad de la pobreza en una determinada socie-
dad no depende exclusivamente del número 
de personas afectadas, sino también de la 
intensidad de las privaciones que estas su-
fren y de las propias desigualdades entre la 
población pobre. Para ello su propuesta me-
todológica es partir del recuento de perso-
nas por debajo de un determinado nivel, que 
en proporción sobre el total de la población 
llamaríamos H. Introducir las diferencias de 
ingresos (poverty gap) hasta la línea de po-
breza, que en términos per cápita sería I, así 
como la desigualdad entre las distintas per-
sonas pobres, que, utilizando el coeficiente 
de Gini, sería G. Un índice sintético de po-
breza sensible a todas estas variables sería:

P = H [I + (1 - I) G]

Asimismo, a partir de la constatación de 
la importancia que tiene el carácter proce-
sual de la exclusión, y en concreto la variable 
tiempo, otras propuestas plantean conside-
rar la duración del periodo en el que se da la 
falta de ingresos, con la fórmula clásica de 
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P=Y T

Donde P es el índice de pobreza, Y es el 
déficit de ingresos y T es la duración del pe-
riodo de privación. Sin embargo, Robert 
Walker (1995) puso de manifiesto las dificul-
tades de la misma para recoger variaciones 
en el valor adquisitivo, en la extensión y en la 
intensidad de la pobreza en las distintas fa-
ses, etc. 

También desde la perspectiva del análisis 
de la exclusión ha cobrado relevancia el aná-
lisis longitudinal del tiempo de permanencia 
de los usuarios en los programas de asisten-
cia social. Como señalan Buhr y Leibfried 
(1995), este análisis puede considerarse des-
de varias ópticas distintas: la duración del 
último periodo de cobro, o la duración duran-
te todo el ciclo vital, bien desde el primer 
contacto hasta la última salida del programa, 
bien como un recuento del tiempo neto de 
permanencia en el mismo. 

Las diferencias en los métodos emplea-
dos han venido planteando un problema po-
lítico en cuanto a la indefinición de los colec-
tivos hacia los que han de dirigirse las 
políticas específicas contra la pobreza. En 
este contexto, el indicador de pobreza acep-
tado por Eurostat referente al 60% de la me-
diana de los ingresos anuales netos por uni-
dad de consumo se ha configurado como un 
indicador aceptado y asentado en el nivel 
europeo.

Las Comunidades Europeas se han con-
figurado en el marco del continente como las 
abanderadas en el establecimiento de un 
método de medición de la pobreza. El análi-
sis de la pobreza en este contexto ha ido 
claramente ligado a la construcción de indi-
cadores objetivos de naturaleza relativa. Se 
ha tratado de ver dónde se sitúa la población 
en relación a un límite surgido de la aplica-
ción de un porcentaje a un indicador estadís-
tico de tendencia central de los ingresos ne-
tos disponibles o del nivel de gasto realizado 
(Gobierno vasco, 2008).

Los primeros programas de lucha contra 
la pobreza de las instituciones europeas em-
plearon y fueron consolidando un método 
para la medición de la pobreza centrado en 
los ingresos medios netos equivalentes per 
cápita. Aquellos hogares con ingresos netos 
inferiores al 50% de la renta media por uni-
dades de consumo equivalentes eran consi-
derados pobres. Dicha renta se obtenía apli-
cando una ponderación consistente en 
contar como 1 al primer adulto del hogar, 
como 0,7 a los demás miembros adultos y 
como 0,5 a los menores de 14 años. Se em-
pleaba así la escala de equivalencias de 
Oxford, también adoptada por la OCDE. 

Esta metodología fue ampliamente em-
pleada en el contexto español (EDIS, 1984; 
Fundación FOESSA et al., 1998). Se consta-
taron así importantes niveles de pobreza me-
dida a partir del 50% de la media. El debate 
en el nivel europeo continuó en los años si-
guientes y se llegó a un acuerdo sobre una 
nueva metodología que emplea la mediana 
en lugar de la media y que fija la línea a con-
siderar por debajo del 60%. Se adaptó tam-
bién la escala de Oxford, quedando estable-
cida en los siguientes valores:

Primer adulto: 1,0

Todo adulto suplementario: 0,5

Cada persona a cargo menor de 14 años: 0,3

De esta forma, actualmente Eurostat defi-
ne operativamente a la «población en riesgo 
de pobreza» como aquellas personas que vi-
ven en hogares con ingresos por debajo del 
60% de la mediana por persona equivalente. 
Aunque los ingresos totales del hogar son to-
mados en consideración, la unidad de análisis 
son las personas (Atkinson et al., 2002). Sin 
embargo, el término «At risk of poverty», en 
riesgo de pobreza, supone una solución polí-
tica ante el conflicto de si identificar como 
pobres o no a este colectivo. La simplicidad 
del indicador, que es claramente aprehensible 
por la opinión pública, lo ha convertido en el 
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más frecuentemente utilizado en los estudios 
de pobreza en el ámbito europeo. Tanto es así 
que este es uno de los tres indicadores, junto 
con la privación material severa o la muy baja 
intensidad del trabajo en el hogar, que com-
ponen la tasa AROPE (At risk of poverty or 
social exclusión).  Dicho indicador pretende 
ofrecer una aproximación multidimensional a 
la exclusión social y se vincula a la medición 
del cumplimiento de los objetivos de la Estra-
tegia Europa 2020.

Sin embargo, la comparación de las tasas 
de pobreza dentro de un periodo en el que 
hay modificaciones notables en la distribu-
ción de ingresos de los hogares presenta la 
dificultad de que los cambios en el umbral 
pueden no reflejar los cambios en las nece-
sidades de los hogares adecuadamente. Una 
reducción significativa del umbral, fruto del 
empobrecimiento general de la población, no 
tiene por qué significar que el volumen de 
recursos socialmente necesarios para una 
vida digna se hayan visto igualmente reduci-
dos. Y al revés, un aumento del umbral debi-
do al aumento general de la riqueza en el 
tiempo puede ocultar las mejoras en el nivel 
de vida de la población y, en concreto, de los 
menos favorecidos.

Esta dificultad general puede verse 
agravada cuando se analizan submuestras 
o territorios reducidos donde el umbral pue-
de presentar oscilaciones amplias por la 
desviación muestral. La solución para ver 
más claramente la evolución del nivel de 
vida de la población, especialmente en pe-
riodos de cambios significativos, es utilizar 
un baremo constante para el periodo anali-
zado. Eso es lo que hace, por ejemplo, Eu-
rostat cuando ofrece las tasas de pobreza 
respecto de «un umbral anclado en el tiem-
po», calculado en función de umbrales cuyo 
valor se mantiene constante durante un 
cierto número de años. Autoras como Mar-
tínez y Navarro (2014) entienden que esta 
opción refleja más fielmente las experien-
cias de las familias cuyos ingresos se han 
visto drásticamente reducidos por la crisis, 

debiendo en muchos casos enfrentar unas 
necesidades de gasto difíciles de ajustar en 
el corto plazo. Evidentemente, para aplicar 
un umbral de un año anterior, hay que co-
rregir el diferencial de capacidad adquisitiva 
que tiene la moneda en cada año. 

metodología

En este documento se ha recurrido funda-
mentalmente para el análisis a las bases de 
la ECV. Esta se ha constituido como una 
fuente de información clave en temáticas 
como la situación económica de los hogares. 
La muestra española consiste en unos 
16.000 hogares entrevistados y se distribuye 
entre comunidades autónomas. 

A partir de los datos proporcionados por 
las bases 2007-2012, se ha realizado una 
aproximación a las situaciones de pobreza 
en las CC.AA., recurriendo al ya desarrollado 
método de cálculo de la pobreza, extendido 
por Eurostat, y que considera como perso-
nas en riesgo de pobreza a aquellas que se 
encuentran por debajo del umbral del 60% 
de la mediana de los ingresos netos anuales 
por persona equivalente.

Sin embargo, y teniendo en cuenta las 
dificultades para la comprensión de la evolu-
ción del fenómeno en un periodo en el que 
ha habido modificaciones significativas en el 
umbral, como el analizado, hemos recurrido 
a un umbral calculado a partir de la media de 
los umbrales de cada año una vez que se 
homogeneiza su capacidad adquisitiva:

— Se establece para cada año el umbral 
correspondiente (60% de la mediana 
equivalente). 

— Se actualiza el umbral de cada año a eu-
ros constantes del último año del periodo 
analizado. 

— Se calcula la media de los umbrales co-
rrespondientes a todos los años del pe-
riodo en euros constantes. 
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— Se vuelve a convertir la media resultante 
en euros corrientes de cada año. 

— Se aplica el umbral resultante para cada 
año a la base de datos para los análisis 
correspondientes.

La propuesta de umbral estable pretende 
recoger los potenciales de los umbrales an-
clados habituales planteando algunas modi-
ficaciones con vistas a una mejor adecua-
ción de las medidas de pobreza. Se entiende 
por umbral anclado habitual aquel que se 
deriva del establecimiento de un umbral de 
pobreza para el primer año del periodo a 
analizar y que se actualiza según el aumento 
del nivel general de precios. Está claro que 
uno de los potenciales de los umbrales an-
clados habituales es que  permiten evitar 
alteraciones en las tasas de pobreza deriva-
das de las modificaciones en los umbrales 
anuales, que son fruto del empobrecimiento 
o del enriquecimiento de la población y que 
no necesariamente van ligados a modifica-
ciones en el volumen de recursos socialmen-
te necesarios para una vida digna. 

Sin embargo, para análisis de periodos 
de una cierta duración,  pueden quedar muy 
desfasados como referencia según cómo 
evolucione la desigualdad de la población. 
Esto se debe a que la actualización de los 
niveles de ingresos en función del nivel ge-
neral de precios no necesariamente da cuen-
ta de alteraciones en la distribución de la 
renta a lo largo del tiempo ni de las modifica-
ciones en las expectativas de la población. 
Es por ello que la propuesta metodológica de 
medición tiene en cuenta la media de los um-
brales correspondientes a todos los años del 
período, previa actualización de los umbrales 
de cada año en función de las modificacio-
nes en los niveles generales de precios. 

De esta manera se consigue, en primer 
lugar, una visión de conjunto de los niveles 
de ingresos del periodo analizado. En segun-
do lugar, se logra mantener el potencial de 
los umbrales anclados habituales. El objetivo 
es responder más claramente a la pregunta 

de si aumenta o disminuye la población que 
tiene menos de X euros en un periodo deter-
minado.

Asimismo, es necesario señalar que en 
los estudios de pobreza es frecuente el re-
curso a un solo umbral para el Estado. Sin 
embargo, en este documento se ha conside-
rado preciso utilizar umbrales autonómicos 
que recojan las disparidades territoriales. 
Esto viene justificado por las diferencias en 
las pautas de consumo, en los precios y en 
el nivel de renta de los territorios que se su-
man a la descentralización de las políticas 
sociales y a las variaciones en los desarrollos 
de los recursos sociales establecidos. Estu-
dios como el de Rainwater (2001) señalan 
que el recurso a un estándar local para el 
abordaje de la pobreza que tenga en cuenta 
la variación en el coste de vida, las diferen-
cias en las pautas de consumo, así como las 
diferencias en la significación de las posibili-
dades de consumo, de la participación social 
y de actividades sociales se aproximaría me-
jor, aunque no perfectamente, a las situacio-
nes de pobreza. 

Hay que tener en cuenta que en 2013 se 
ha adoptado una nueva metodología que 
consiste en el uso de ficheros administrati-
vos en los datos relativos a los ingresos del 
hogar recogidos en la ECV, por lo que se pro-
duce una ruptura en  la serie. Los datos no 
son comparables con los publicados ante-
riormente. Aun así, el periodo elegido para el 
análisis (ingresos de 2006-2011 recogidos en 
las bases 2007-2012) recoge una etapa de 
transformación de la situación económica de 
los hogares españoles con un claro impacto 
en la modificación de los umbrales relativos, 
por lo que el análisis resulta especialmente 
pertinente.

dIferencIas en la Pobreza según 
los dIferentes sIstemas

Presentamos a continuación una comparati-
va de los resultados obtenidos en el conjun-
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to de España y en las diferentes CC.AA. a 
partir de la aplicación del umbral relativo es-
tablecido en el 60% de la mediana de los 
ingresos netos por persona equivalente y del 
umbral estable desarrollado. Analizaremos 
también la comparativa con los umbrales 
autonómicos estables.

La aplicación de los umbrales estatales 
relativos y anclados 

Según los datos que se desprenden del mé-
todo de Eurostat, la crisis ha tardado en si-
tuar a los hogares del conjunto del Estado 
por debajo de unos niveles adecuados. Los 
efectos se dejan ver a partir de la encuesta 
2010, que registra un aumento de 1,3 pun-
tos porcentuales en las tasas de riesgo de 
pobreza respecto a la de 2009. La pobla-
ción en riesgo de pobreza sigue además 
aumentando según las encuestas siguien-
tes. Finalmente, en un momento de crisis  
económico, laboral y también social en Es-
paña, como el registrado por la ECV 2012, 
que recoge los datos referentes al año 2011, 
la población en riesgo de pobreza se situa-
ría en el 22,2%, niveles idénticos a los reco-
gidos el año anterior. 

El indicador basado en el umbral relativo 
estatal plantea asimismo cuestiones difícil-
mente comprensibles en el actual contexto 
autonómico. Entre las encuestas 2009-2012 
que recogen el primer periodo de la crisis 
económica y laboral, se registran descensos 
en la población en hogares en riesgo de po-
breza. En Castilla y León, la pobreza des-
ciende 2,5 puntos. Esta tendencia es tam-
bién observable en Galicia (1,8 puntos), La 
Rioja (1,7 puntos) o Murcia (0,6). Si contex-
tualizamos estos datos, en el marco de los 
diferentes informes que recogen el impacto 
de la crisis en los hogares españoles, tenien-
do en cuenta la perspectiva territorial (Fun-
dación FOESSA, 2014; Laparra y Pérez, 
2012), resulta complicado entender una me-
jora de la situación en aproximadamente un 
cuarto de las CC.AA. y un mantenimiento de 

las situaciones de riesgo de pobreza a nivel 
del Estado entre 2011 y 2012. 

Estos datos deben ser enmarcados dentro 
del empeoramiento de la situación económica 
de una parte de la población, que redunda en 
una bajada del baremo de ingresos por deba-
jo del cual se cifran las situaciones de pobre-
za. Se ha producido una caída del umbral de 
riesgo de pobreza estatal, que ha descendido 
en 532 euros entre 2009 y 2012, es decir, un 
7%. Ello refleja un proceso de empobreci-
miento de la sociedad española que une la 
caída de las rentas con un aumento de la des-
igualdad en su reparto, con un hundimiento 
de las rentas más bajas (Ayala, 2014). 

Dichos cambios en el baremo no implican 
variaciones de las necesidades mínimas que 
deben ser satisfechas actualmente ni tampo-
co de la cuantía necesaria para hacerles 
frente. Quedan así evidenciadas las limita-
ciones para medir la pobreza en coyunturas 
como la actual, que ha supuesto una impor-
tante reducción de las posibilidades econó-
micas de buena parte de la población y una 
consecuente modificación a la baja del um-
bral de riesgo de pobreza. 

Bajo esta premisa cobra sentido el recurso 
a umbrales anclados. El umbral estable viene 
a constatar un mayor aumento de la pobla-
ción en situación de riesgo de pobreza. Así, 
desde la encuesta de 2009 hasta la de 2012 
se recoge un crecimiento de 7,9 puntos en la 
proporción de población en esta situación. 
Además, con la aplicación del umbral estatal 
estable se recoge un aumento de la pobreza 
en todas las CC.AA., siendo la evolución entre 
2009 y 2012 especialmente preocupante en 
Canarias y Castilla-La Mancha.

Una vez vistas las diferencias en las cifras 
entre estas dos opciones, podemos destacar 
que el recurso a umbrales estatales, sean o no 
estables, redunda en la idea de que las regio-
nes que tienen unos niveles de ingresos ma-
yores son las que presentan unas menores 
tasas de pobreza. Hay una clara concordan-
cia entre las áreas con unas bajas tasas de 
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TabLa 1. Tasa de la población en riesgo de pobreza, según el umbral estatal y el umbral estatal estable

  Umbral estatal  Umbral estatal estable

  2007 2008 2009 2010 2011 2012 2007 2008 2009 2010 2011 2012

Andalucía 27,9 29,3 28,4 29,6 32,4 31 28 27,7 25 28 34,4 35,1

Aragón 17,3 15,5 12 15,3 16,4 19,5 17,3 14,7 11,4 13,8 17,5 21,5

Asturias 11,4 13,1 13,2 12,5 10 16,9 11,7 11,2 12,1 11,6 11,6 19,1

Cantabria 12 11 13,3 18,2 18,6 14,9 12 10,6 11,2 16,3 22,9 19,2

Castilla-La Mancha 28,7 29,4 29 30,2 33,6 33,1 28,7 27 25,1 29 36,7 37,6

Castilla y León 23 23,6 19,8 21,2 20,6 17,3 23,3 21,1 17,3 19,7 24,4 20,3

Cataluña 13,8 13,6 15,4 15,9 17,6 16,8 13,9 12,9 14,2 15,2 19,1 18,6

Comunidad 
Valenciana

17,7 22 18,6 22,7 20,6 23,8 17,8 18,8 15,5 21,6 22,5 27,5

Extremadura 40,1 37,5 34,2 38,9 30,9 34,1 40,3 35,7 30,2 36,6 33,6 39,3

Galicia 19,2 21,2 18,6 17,1 19,1 16,8 19,5 20,4 15,1 15,8 20,4 20,8

Islas Baleares 15,7 14,4 16,7 20,3 19,9 24,2 15,7 13,3 15,7 19,6 20,8 26,4

Islas Canarias 27,5 27,9 30 33,3 35 33,2 27,5 27,1 25,6 32,3 37,1 39

La Rioja 20,1 21,4 20,5 21,1 23,9 18,8 20,2 20,6 17,3 20,4 25,2 21,8

Madrid 12,9 15 14,8 14,2 15,5 15 12,9 14 13,1 12,7 16,7 18,2

Murcia 26,9 25,8 30,5 29,9 26,6 29,9 26,9 23,9 26,5 29,7 29,9 33,8

Navarra 5,2 5,9 7,6 7,7 9,6 8,1 5,5 5,7 6,8 7,5 10,2 8,6

País Vasco 12,6 10,1 8,4 12,2 11,5 12,6 12,6 9,7 7,7 11,8 12,5 14,3

ESPAÑA 19,7 20,7 20,1 21,4 22,2 22,2 19,8 19,2 17,6 20,3 24 25,5

Fuente: ECV (INE).

TABLA 2.  Umbrales estatales relativos por persona equivalente para el cálculo de población en riesgo de 
pobreza en España

  Umbral en euros Reducción (%)

2007 6.967 8,5

2008 7.560 2,0

2009 7.714 -1,5

2010 7.600 -4,3

2011 7.272 -1,2

2012 7.182

Fuente: ECV (INE).
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población en situación de riesgo de pobreza 
y aquellas que presentan una mediana de in-
gresos más alta. Los casos de Navarra, País 
Vasco y Madrid resultan claros ejemplos. 

En realidad, las diferencias en las tasas 
de pobreza oficiales entre CC.AA. (basadas 
en un único umbral estatal) no están reflejan-
do la diferencia en el nivel de desigualdades 
sociales, en cuanto al modelo o la estructura 
social, sino preferentemente diferencias en el 
nivel de riqueza de los territorios. Esta idea 
se ve reforzada en el  gráfico 1, donde se 
muestra la relación entre el PIB per cápita y 
las tasas de población en riesgo de pobreza 
con el umbral estatal relativo. 

Es decir, los umbrales estatales se encuen-
tran afectados por las desigualdades de ingre-
sos interterritoriales. Si bien puede ser un ele-
mento para la reflexión sobre las desigualdades 
internas en el contexto español, existen dudas 
sobre su adecuación para la cuantificación de 
aquellas personas que deben hacer frente 
de forma efectiva a situaciones de carencia de 
ingresos, donde entran en juego cuestiones 
específicas de cada territorio.

La aplicación de los umbrales 
autonómicos 

Si nos centramos en la cuantificación de las 
situaciones de pobreza a través de umbrales 

gráfico 1.  Tasa de la población en riesgo de pobreza por comunidades autónomas (con umbral estatal 
relativo) en función del PIB per cápita 

Fuente: ECV 2012 y Contabilidad Regional de España 2012 (INE).

-La

PIB per cápita (euros/año)
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creados a partir de los ingresos registrados 
en las diferentes CC.AA., la situación cambia 
radicalmente. En primer lugar, se observa 
una reorganización del listado de territorios 
en función del nivel de pobreza. Galicia y Ca-
tilla y León, que con el recurso al umbral es-
tatal (estable y relativo) permanecían en una 
posición intermedia en la tabla en relación a 
las tasas de pobreza, pasan ahora a ser te-
rritorios con una situación favorable (primera 
y segunda mejor posición medida a partir de 
la tasa de pobreza calculada con el umbral 
estable de CC.AA.). En segundo lugar, las 
diferencias entre los territorios se reducen. 
Se observan menores diferencias entre las 

áreas en cuanto a la proporción de población 
en riesgo de pobreza cuando se considera el 
umbral autonómico.

Esto nos indica que el aumento de la ri-
queza en una región respecto de otra no va 
de la mano de la reducción de las desigual-
dades internas. Las variaciones en los resul-
tados del análisis a partir de los umbrales 
autonómicos deben interpretarse en el mar-
co de un análisis que no está captando las 
desigualdades de ingresos interterritoriales, 
como sucedía con los umbrales estatales, 
sino las divergencias en el bienestar de la 
población. La asociación entre desarrollo 
económico y reducción de la pobreza no 

gráfico 2.  Tasa de la población en riesgo de pobreza por comunidades autónomas (con umbral autonómico 
relativo) en función del PIB per cápita

Fuente: ECV 2012 y Contabilidad Regional de España 2012 (INE).
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está clara si utilizamos los umbrales autonó-
micos.

Además de las evidencias ya mostradas 
en relación a las limitaciones de los umbrales 
estatales, fuertemente afectados por las des-
igualdades territoriales en términos de desa-
rrollo, existen otros elementos para la re-
flexión. Tal y como señala Ayala  (2014), cabe 
esperar que los precios sean más bajos en las 
zonas más pobres de los Estados. Ello debe 
enmarcarse dentro de las diferencias en ele-
mentos estructurales relacionados con el 
mercado de trabajo o con el nivel de desarro-
llo económico. Incluso es más, Rubiera et al. 
(2013) señalan que las regiones de mayor ren-

ta, mayor especialización en turismo y en las 
que se registra un mayor grado de urbaniza-
ción tienen costes de vida más altos. Argu-
mentan además que si se tiene en cuenta el 
nivel de vida, se observa una mayor inciden-
cia de la pobreza en estas áreas que lo esti-
mado por los métodos habituales. La cober-
tura de las necesidades sociales se encuentra 
asociadas con las diferencias regionales en 
los precios y ello deriva en la necesidad de 
tratamientos diferenciales para la medición de 
la pobreza en las áreas regionales.

 Podemos plantear que los niveles de gas-
to autonómicos, si bien mediatizados por las 
posibles diferencias en los usos y costum-

TabLa 3.  Tasa de la población en riesgo de pobreza, según el umbral autonómico y el umbral autonómico 
estable

  Umbral autonómico Umbral autonómico estable 

  2007 2008 2009 2010 2011 2012 2007 2008 2009 2010 2011 2012

Andalucía 17,5 19,8 20,8 20,3 22,6 19,4 18,4 18,4 18,2 19,4 24 23,7

Aragón 21,5 19,8 18,6 21 19,9 22,5 21,6 18,9 15,1 19,6 21,7 27,6

Asturias 17 14,1 16,3 14,6 17,8 21,5 18,8 14,6 16,1 14,6 16,3 25,3

Cantabria 16,1 13,1 19,1 19,1 22,4 15,3 15,5 11,8 13,3 20 26 21,9

Castilla-La 
Mancha

17,4 18,6 22,4 20,3 22,2 21,4 19 15,9 16,4 17,9 24,5 26,3

Castilla y León 20,8 20,3 18,7 21,7 21,4 17,6 22,6 21 17 18,7 23,4 20,3

Cataluña 19,5 17,3 19,6 20,9 20,5 20,1 18,9 15,8 17,2 19,3 23,3 22,3

Comunidad 
Valenciana

17,3 18,3 17,4 20,7 19,9 21 16,5 17,4 14,3 20,2 20,8 25,6

Extremadura 16,7 16,2 16,7 22,1 19,5 18,3 19,3 16,9 14,4 22 18,3 21,2

Galicia 17 19,9 14,8 17,1 18,9 16,8 18,6 19,9 14 14 19,4 18,8

Islas Baleares 25,8 15,7 22,4 24,1 24,2 24,9 25,5 15,7 17,7 22,6 24,2 29

Islas Canarias 18,1 18,9 19,7 25,5 23,8 17,5 17,6 17,6 19,4 24,5 25,2 25

La Rioja 20 21,4 20,8 26,6 25,1 21,6 21,1 21,4 18,2 21,1 28 23,9

Madrid 21 21,1 21,9 18,8 22 21,8 20,7 19,9 19,5 19,1 24,9 23,7

Murcia 21,3 23,1 22,4 23,3 17,5 24,3 19,5 19,9 20,2 25,1 24,7 28,6

Navarra 15,7 12,6 15,4 18,3 17,3 12,6 16,1 12,9 12,9 15,1 19 21

País Vasco 19,3 16 18,1 20,3 20,3 21,7 20,3 16,8 14,4 18,8 21,1 22,7

ESPAÑA 18,9 18,8 19,6 20,5 21,1 20,1 19,2 17,9 17 19,4 22,9 23,7

Fuente: ECV (INE).



Nerea Zugasti y Miguel Laparra 129

Reis. Rev.Esp.Investig.Sociol. ISSN-L: 0210-5233. Nº 158, Abril - Junio 2017, pp. 117-136

bres, pueden aproximarnos a la variabilidad 
de los precios. Un ejemplo de ello son los 
gastos medios por persona realizados en vi-
vienda. La Encuesta de Presupuestos Fami-
liares refleja en el año 2012 una diferencia de 
más de 2.000 euros en la inversión en este 
capítulo entre la región donde hay un mayor 
gasto, el País Vasco (4.741 euros de media 
por persona), y la región donde aparece un 
gasto menor, Extremadura (2.614 euros de 
media por persona). Se incluyen en esta par-
tida los gastos vinculados con la vivienda, el 
agua, la electricidad, el gas y otros combusti-
bles. Es decir, elementos vinculados a la sa-
tisfacción de necesidades básicas. Además, 
debemos tener en cuenta que las políticas de 
lucha contra la pobreza y la exclusión se fo-
calizan en este nivel territorial. La responsabi-
lidad sobre las estrategias de lucha contra la 
pobreza en España y las políticas que se de-
sarrollan para este fin han sido crecientemen-
te transferidas del plano estatal a los gobier-
nos autonómicos (Ayala, 2014). A partir de la 
segunda fase de planes nacionales, enmarca-
dos dentro de la Estrategia Europea de Inclu-
sión Social, se subrayó, por un lado, la impor-
tancia de desarrollar la estrategia en el ámbito 
local para hacerla efectiva y, por otro lado, la 
necesidad de movilizar al conjunto de los ac-
tores sociales. Estas sugerencias arrojaron luz 
sobre las especificidades del caso español en 
el que el Estado tiene escasa presencia debi-
do a la descentralización de competencias a 
las CC.AA. y entidades locales en Servicios 
Sociales, Rentas Mínimas y Programas de In-
clusión. Se hace relevante entonces focalizar 
nuestra atención en los umbrales autonómi-
cos para el abordaje de la pobreza. La realiza-
ción de un buen diagnóstico de la situación es 
necesaria para la construcción de políticas 
más eficientes.

Sin embargo, el recurso a los umbrales 
autonómicos relativos implica importantes 
saltos en los datos de población en hogares 
en riesgo de pobreza. Son muchas las CC.AA. 
en las que se observan cifras que no mues-
tran una tendencia sino que carecen de lógi-

ca explicativa. En Murcia, donde la muestra 
es reducida, se recoge un descenso de la 
pobreza de 5,8 puntos en 2011 para luego 
volver a aumentar 6,8 puntos el año siguien-
te. Los problemas muestrales a la hora de 
analizar las situaciones de pobreza, que im-
plican importantes desviaciones en los um-
brales anuales de las CC.AA., pueden estar 
detrás de las cifras.

Además, un total de 7 territorios (Andalu-
cía, Canarias, Cantabria, Castilla-La Man-
cha, Castilla y León, Madrid, Navarra) regis-
tran, entre las encuestas de 2009 y 2012, 
descensos en el porcentaje de población en 
hogares en riesgo de pobreza. Esta era ade-
más una tendencia ya presente en años an-
teriores. Ello debe conectarse, al igual que 
hemos visto en relación a la situación del 
umbral relativo estatal, no tanto con una me-
jora en la situación real de la población y los 
hogares, sino con el hecho de que la aplica-
ción del método Eurostat a la ECV deriva en 
una reducción de los umbrales de pobreza 
autonómicos por persona equivalente en 
buena parte de las CC.AA. Así, en las Islas 
Canarias se registra una reducción entre 
2011 y 2012 de un 12,2% en la cifra marcada 
por el umbral autonómico relativo y ello se 
traduce en uno de los mayores descensos en 
las tasas de población en riesgo de pobreza, 
de 6,3 puntos.  

La aplicación de los umbrales autonómi-
cos estables, recogiendo las potencialidades 
de los umbrales autonómicos ya señalados, 
consigue, frente a los relativos, reducir las 
desviaciones producidas por la baja muestra 
y por los cambios anuales en el umbral, que 
no se relacionan con una modificación efec-
tiva de los mínimos a satisfacer para cubrir 
las necesidades en las sociedades actuales. 
De esta manera, se muestra un crecimiento 
de la población en riesgo de pobreza entre 
2009 y 2012 en todas las CC.AA. Son menos 
también las cifras erráticas (con subidas y 
bajadas en años consecutivos), pudiéndose 
observar tendencias más claras en la evolu-
ción de la pobreza.
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La revisión de la propuesta más extendida 
para el cálculo de las unidades 
de consumo

Se ha abordado ya en este artículo la impor-
tancia de recurrir a umbrales anclados para 
entender la evolución de las situaciones de 
pobreza así como la necesidad de plantear 
el análisis desde la perspectiva autonómica, 
tanto por las importantes divergencias auto-
nómicas en los niveles de ingresos como por 
la propia configuración de los sistemas de 
protección social. Sin embargo, para plan-
tear una reflexión completa sobre la medi-
ción de la pobreza con vistas a mejorar la 
adecuación de los indicadores, que en última 

instancia es una de las claves de este docu-
mento, no podemos dejar de lado el tercer 
elemento clave. Este es la revisión de los 
cálculos de las unidades de consumo y con-
secuentemente la reflexión sobre las escalas 
de equivalencia. 

Hemos señalado ya la importancia de 
atender a lo que la población señala como 
necesario para llegar a fin de mes para enten-
der las situaciones de pobreza. Es por ello 
que en la tabla 5 mostramos un cálculo simple 
de cuántos ingresos son necesarios, a juicio 
de la población, cuando se añade un nuevo 
miembro más en el hogar. Hemos selecciona-
do para ello la población que se encuentra en 

TabLa 4.  Umbrales autonómicos por persona equivalente para el cálculo de la pobreza

Umbrales relativos Umbral
estable

  2007 2008 2009 2010 2011 2012

Andalucía 5.651 6.216 6.518 6.238 5.945 5.902 6.368

Aragón 7.806 8.494 8.739 8.479 8.300 8.020 8.724

Asturias 7.642 8.100 8.231 8.209 8.765 8.160 8.603

Cantabria 7.566 8.160 8.694 7.753 7.560 7.327 8.268

Castilla-La Mancha 5.600 6.300 6.640 6.298 5.771 5.562 6.337

Castilla y León 6.574 7.245 7.508 7.707 7.403 7.385 7.699

Cataluña 7.996 8.448 8.612 8.497 8.016 8.082 8.743

Comunidad Valenciana 6.835 7.231 7.538 7.202 7.000 6.840 7.460

Extremadura 4.918 5.352 5.708 5.535 5.800 5.274 5.695

Galicia 6.520 7.123 7.253 7.661 7.224 7.187 7.517

Islas Baleares 7.831 7.996 8.360 8.378 8.240 7.406 8.431

Islas Canarias 5.764 6.402 6.207 6.277 5.882 5.166 6.156

La Rioja 6.800 7.509 7.749 8.460 7.485 7.707 8.009

Madrid 8.400 9.261 9.254 8.851 8.721 8.720 9.322

Murcia 6.430 7.200 6.880 6.305 6.124 5.984 6.799

Navarra 9.421 9.874 10.382 10.978 9.856 9.662 10.513

País Vasco 8.804 9.141 10.269 9.977 9.702 9.801 10.106

Fuente: ECV (INE).
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la zona media de ingresos (entre el 40% y el 
80% de la mediana equivalente) para evitar el 
efecto distorsionador de los extremos.

Comparando unos tipos de hogares con 
otros (cada hogar se compara respecto del 
que tiene un miembro menos, adulto o me-
nor según el caso), podemos estimar cuán-
tos más ingresos son necesarios, a juicio de 
la población española, para mantener ade-
cuadamente a un miembro adicional, tanto 
cuando es un adulto como cuando es un 
menor. A partir de las distintas comparacio-
nes, hemos establecido una media. 

Puede observarse que, para todos los ti-
pos de hogares, las cuantías totales (la me-
dia estimada como necesaria) es superior a 
los umbrales considerados de pobreza y mu-
cho más a los de pobreza severa. Cabe se-
ñalar, sin embargo, que los baremos estima-
dos en la tabla 5 son muy  inferiores a la 
mayoría de los utilizados en los programas 

de rentas mínimas y de otros dispositivos de 
garantía de ingresos, que tienden a discrimi-
nar a los hogares de mayor tamaño. 

Los cálculos realizados nos señalan ade-
más que la población española entiende que 
es necesario un 35% más de ingresos por 
adulto y un 19% por menor para llegar a fin 
de mes, frente al 50% para un adulto adicio-
nal y el 30% para un menor adicional marca-
dos por la escala Oxford. Es esto, por tanto, 
algo que convendría revisar. 

Las diferencias entre los datos obtenidos 
a partir de las unidades de consumo revisa-
das (35% más por un adulto y 19% más por 
un menor) y las de la escala Oxford para en-
tender el dinero que necesitan los hogares 
para llegar a fin de mes son importantes. Aun 
es más, la aplicación directa de esta escala 
no parece fundamentada en el conocimiento 
de cómo funcionan los hogares españoles. 
Más bien está basada en estudios realizados 

TABLA 5.  Ingresos que se consideran necesarios para llegar bien a fin de mes por la población situada entre el 
40% y el 80% de la mediana equivalente, según el tipo de hogar. Comparación de adultos y menores 
adicionales

       
Cuánto más por 1 

adulto más
Cuánto más por 1 

menor más

  Hogares Media Desv. típ.  

1 adulto solo 1.223.783 1.013 449,126  

2 adultos 1.206.876 1.348 489,276 335  

3 adultos 545.668 1.640 629,749 292  

1 adulto y 1 menor 59.166 1.279 287,828 266

1 adulto y 2 menores 13.325 1.484 369,784 205

1 adulto y 3 menores 2.789 1.569 172,633 85

2 adultos y 1 menor 415.913 1.717 571,670 438 369

2 adultos y 2 menores 361.391 1.815 515,109 331 98

2 adultos y 3 menores 37.851 1.926 604,498 357 111

 Media (euros 
adicionales)

350 189

% respecto de 
1 adulto solo

34,6 18,7

Fuente: ECV (INE).
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en países con hábitos y actitudes frente a la 
solidaridad familiar radicalmente distintos 
(de raíz protestante) y con mecanismos de 
protección social también muy diferentes al 
español. Tanto es así que desde el INE se ha 
defendido incluso la inadecuación de la es-
cala de Oxford para España (INE/UAM, 
1996). Como se puede observar en la tabla 
6, las cifras varían en torno a un 10% entre 
uno y otro método para el conjunto de la po-
blación española. 

Además, y como cabía esperar, las esti-
maciones son diversas en función de varia-
bles clave. Destaca la importancia ya mencio-
nada del lugar de residencia como elemento 
fundamental para entender las diferencias. En 
Madrid se observa una diferencia entre los 
dos métodos planteados en la tabla 6 de 123 
euros en la cantidad considerada como nece-
saria para llegar a fin de mes. 

Más allá de esto, el análisis llevado a 
cabo pone también de manifiesto la impor-
tancia de tener en cuenta otros elementos, 
como el régimen de tenencia de la vivienda, 
para entender las situaciones de pobreza. 
Debemos destacar que los cálculos de po-
breza con alquileres o hipoteca imputados 
resultan relativamente frecuentes. Además, 
estos datos suelen estar accesibles en pá-
ginas web como las del Instituto Nacional 
de Estadística o Eurostat. Menos frecuente 
resulta la puesta de manifiesto de la impor-
tancia de tener en cuenta las diferencias en 
los precios entre los entornos rurales y ur-
banos para llegar a fin de mes. Esta cues-
tión se pone de manifiesto claramente en la 
tabla 6, que refleja además que las diferen-
cias rural-urbano interactúan con las des-
igualdades interautonómicas en los ingre-
sos considerados como necesarios para 
llegar a fin de mes.

conclusIones

La cuestión de la medición de la pobreza ha 
sido un recurrido tema de debate desde múl-

tiples disciplinas que van desde la economía 
hasta las ciencias sociales. Aun es más, la 
discusión entre quienes han apostado por 
los métodos objetivos y los subjetivos en 
Europa sigue vigente. Sin embargo, el indi-
cador establecido por Eurostat para la medi-
ción de la pobreza, que ubica a las situacio-
nes de riesgo de pobreza por debajo del 
60% de la mediana de ingresos anuales ne-
tos por persona equivalente, se ha asentado 
en el continente. El potencial del método 
reside en su simplicidad y en la facilidad de 
su comprensión por la opinión pública. 

Sin embargo, puede ser considerado más 
como un indicador de desigualdad que de 
pobreza. Mide la población que se encuentra 
alejada de un punto de ingresos, la mediana, 
y los resultados que de él se derivan se ven 
afectados por las variaciones en los niveles 
medios y superiores de ingresos, sin tener 
por ello que haber cambiado necesariamen-
te la situación de los pobres. Su lectura en 
fases como la actual, en las que se ha pro-
ducido una rebaja de los ingresos de la po-
blación general, puede ser equívoca. Si los 
ingresos de la población general descienden, 
baja también el umbral de pobreza sin que 
ello signifique necesariamente que se hayan 
visto modificadas las necesidades que de-
ben ser mínimamente satisfechas. Además, 
su aplicación en áreas con baja muestra im-
plica desviaciones en el umbral que pueden 
maquillar las cifras e impedir el estableci-
miento de tendencias. 

La coyuntura económica en el marco es-
pañol ha tenido un impacto muy reseñable 
en los colectivos más vulnerables, en los que 
muchas familias se enfrentan a grandes difi-
cultades acumuladas para satisfacer sus ne-
cesidades más básicas del hogar (Laparra y 
Pérez, 2010 y 2012). Sin embargo, el indica-
dor de Eurostat ha mostrado dificultades 
para captar las especificidades de este con-
texto. La fuerza de la crisis social vivida ha 
evidenciado las limitaciones de dicho méto-
do para captar los rápidos cambios sociales.
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Asímismo, las tasas de pobreza de las 
diferentes autonomías calculadas con um-
brales estatales, utilizados por organismos 
como Eurostat, están reflejando en realidad 
las desigualdades de ingresos interautonó-
micas. Así, las propuestas a partir de las lí-
neas autonómicas muestran unas menores 
diferencias entre territorios en las tasas de 
población en riesgo de pobreza y permiten 
contextualizar las situaciones de pobreza en 
el marco de los usos, las costumbres y los 
precios de las áreas regionales. Esto resulta 
especialmente relevante para la implementa-
ción de políticas sociales. Es en el nivel 
autonómico donde se desarrolla el potencial 
de estas políticas. 

Pese a que buena parte de los estudios 
comparativos de pobreza se centran en los 
umbrales estatales relativos, los resultados 
ponen de manifiesto entonces que el recur-
so a umbrales que no tienen en cuenta las 
diferencias interterritoriales en los precios o 
las desigualdades de ingresos ni tampoco 
los saltos que pueden producirse, y de he-
cho se producen, en los umbrales relativos 
como consecuencia de los cambios en los 
ingresos de la población general, puede de-
rivar en importantes dificultades para un 
correcto abordaje de la pobreza. Esta es 
una cuestión clave sobre la que cabe plan-
tear una reflexión y que pone de manifiesto 
la importancia de desarrollar instrumentos 
como los umbrales autonómicos estables 
planteados.

No menos importante resulta la necesi-
dad de la revisión de los sistemas de medi-
ción de las situaciones de pobreza en fun-
ción del tamaño y la composición de los 
hogares. Hemos mostrado evidencias de 
que las escalas que frecuentemente se utili-
zan parecen no ajustarse a las necesidades 
económicas de los hogares. La elección de 
una escala de equivalencia u otra tiene un 
cierto efecto en cuanto a la medida de la po-
breza, pero, sobre todo, altera sustancial-
mente la composición de los sectores consi-
derados como pobres. Se evidencia también 

la necesidad de reconocer las diferencias 
rural-urbano o el régimen de tenencia de la 
vivienda para entender las situaciones de 
pobreza.

bIblIografía

Atkinson, Anthony B. (1989). Poverty and Social Se-
curity. Hertfordshire: Harvester Wheatsheaf.

Atkinson, Tony; Cantillon, Bea; Marlier, Eric y Nolan, 
Brian (2002). Social Indicators: The EU and Social 
Inclusion. Oxford: Oxford University Press.

Ayala, Luis (2014). Desigualdad y pobreza en España 
en el largo plazo. La continuidad de un modelo. 
Documento de Trabajo del VII Informe sobre ex-
clusión y desarrollo social en España. Madrid: 
Fundación FOESSA.

Ayala, Luis; Jurado, Antonio y Pérez-Mayo, Jesús 
(2014). «Drawing the Poverty Line: Do Regional 
Thresholds and Prices Make a Difference?». Ap-
plied Economic Perspectives and Policy Advance 
Access, 36 (2): 309-332. 

Buhr, Petra y Leibfried, Stephan (1995). «What a Dif-
ference a Day Makes: The Significance for Social 
Policy of the Duration of Social Assistance Re-
ceipt». En: Room, Graham (ed.). Beyond the 
Threshold. The Measurement and Analysis of 
Social Exclusion. Bristol: The Policy Press.

EDIS-Cáritas (1984). «Pobreza y Marginación». Do-
cumentación Social, 56-57.

Fundación FOESSA (2014). VII Informe sobre exclu-
sión y desarrollo social en España. Madrid: Fun-
dación FOESSA.

Fundación Foessa; EDIS y Cáritas (1998). Las con-
diciones de vida de la población pobre en Espa-
ña. Madrid: Fundación FOESSA.

Gobierno Vasco (2008). 1984-2008. 25 años de es-
tudio de la pobreza en Euskadi. Síntesis de los 
estudios y trabajos estadísticos desarrollados 
entre 1984 y 2008 por el Departamento de Jus-
ticia, Empleo y Seguridad Social del Gobierno 
Vasco. Vitoria: Departamento de Justicia Empleo 
y Seguridad Social del Gobierno Vasco.

INE/UAM (1996). Desigualdad y pobreza en España. 
Estudio basado en las Encuestas de Presupues-
tos Familiares 1973-1974, 1980-1981 y 1990-
1991. Madrid: INE.



Nerea Zugasti y Miguel Laparra 135

Reis. Rev.Esp.Investig.Sociol. ISSN-L: 0210-5233. Nº 158, Abril - Junio 2017, pp. 117-136

Laparra, Miguel y Pérez-Eransus, Begoña (2008). «La 
exclusión social en España: un espacio diverso 
y disperso en intensa transformación». En: Fun-
dación FOESSA (coord.). VI Informe sobre exclu-
sión y desarrollo social en España. Madrid: Fun-
dación FOESSA.

Laparra, Miguel y Pérez-Eransus, Begoña (coord.) 
(2010). El primer impacto de la crisis en la cohe-
sión social.  Madrid: Fundación FOESSA. 

Laparra, Miguel y Pérez-Eransus, Begoña (2012). 
Crisis y fractura social en Europa. Causas y efec-
tos en España. Colección de estudios sociales  
35. Barcelona: Obra Social «La Caixa».

Martínez, Rosa y Navarro, Carolina (2014). Pobreza 
y privación: tendencias y determinantes. Docu-
mento de Trabajo del VII Informe sobre Desarro-
llo y Exclusión Social en España. Madrid: Fun-
dación FOESSA.

Martínez-Virto, Lucía; Lasheras, Rubén y  Zugasti, 
Nerea (2013). «La desigualdad y los indicadores 
de exclusión». Dossieres EsF, 9: 30-35.

Pérez Eransus, Begoña (2013). «El impacto de las 
políticas de ajuste en la cohesión social en Es-
paña». En: Comité Técnico de la fundación 

FOESSA (coord.). Desigualdad y derechos socia-
les. Análisis y perspectivas. Madrid: Fundación 
FOESSA.

Rainwater, Lee; Smeeding, Timothy M. y Coder, John 
(2001). «Poverty across States, Nations and Con-
tinents». En:  Vleminckx, K. y  Smeeding, T. M. 
(eds.). Child Well-Being, Child Poverty and Child 
Policy in Modern Nations: What Do We Know? 
Bristol: Policy Press.

Rowntree, Benjamin S.  (1901). A Study of Town Life. 
London: Macmillan.

Rubiera, Fernando; Lasarte, Elena y Fernández-
Vázquez, Esteban (2013). «Efectos de los incre-
mentos del coste de vida sobre el mapa de la 
pobreza en España». Papeles de Economía Es-
pañola, 138: 114-128. 

Sen, Amartya (1995). Nuevo examen de la desigual-
dad. Madrid: Alianza.

Townsend, Peter (1954). «Measuring Poverty». British 
Journal of Sociology, 5: 130-137.

Walker, Robert (1995). The Dynamics of Poverty and 
Social Exclusion. Beyond the Threshold. The 
Measurement and Analysis of Social Exclusion. 
Bristol: The Policy Press.

rEcEPciÓN: 03/11/2015
rEViSiÓN: 19/01/2016
aProbaciÓN: 25/02/2016



Reis. Rev.Esp.Investig.Sociol. ISSN-L: 0210-5233. Nº 158, Abril - Junio 2017, pp. 137-148

138  Comparación de métodos de campo en la encuesta

IntroduccIón1

Una visión retrospectiva de la evolución en 
la recogida de información mediante  en-
cuesta desvela que el cuestionario con or-
denador (CAI) está sustituyendo paulatina-
mente a la encuesta tradicional presencial. 
Este cuestionario, además de utilizar todos 
los tipos de preguntas disponibles (res-
puesta única, respuesta múltiple, respuesta 
textual o numérica, etc.), es más sencillo de 
administrar al llevar a cabo —de forma auto-
mática— «saltos» provocados por pregun-
tas filtro, rutas complicadas, etc. No menos 
importante es que permite establecer reglas 
de consistencia que son comprobadas an-
tes de grabar la información (Couper y Bos-
njak, 2010).  

El fin de este trabajo es considerar hasta 
qué punto estas características señaladas 
por la mayor parte de la literatura son aplica-
bles a una parte de los andaluces residentes 
en el extranjero. A diferencia de otros traba-
jos donde es el investigador quien elige el 
tipo de cuestionario a utilizar, en este  el en-
trevistado decide cómo responderlo, impli-
cando así una preferencia manifiesta hacia 
uno u otro tipo.

Una muestra de la población andaluza en 
el extranjero fue contactada mediante correo 
ordinario y se le propusieron tres formas de 
respuesta: cuestionario de papel, cuestiona-
rio disponible en un sitio web o encuesta te-
lefónica. El presente trabajo se centra en el 
estudio de las diferencias entre cuestionarios 
considerando el número de preguntas no 
respondidas, la velocidad de respuesta y el 
coste del trabajo de campo. Contar con una 
población general, y el empleo de un mismo 
cuestionario en tres formatos, permitirá com-
probar hasta qué punto las ventajas —evi-
denciadas en investigaciones realizadas con 

1 Una versión previa fue presentada en el XII Congreso 
Español de Sociología. Los autores agradecen sus re-
comendaciones al Consejo Editorial de la revista y a los 
tres evaluadores anónimos.

muestras específicas— son generalizables a 
una muestra de población general.

unas breves consIderacIones 
teórIcas sobre el medIo 
de contacto

Utilizar el correo como medio de contacto y 
de respuesta precisa una adecuada justifica-
ción en un momento en el que las comunica-
ciones a través de la red están reduciendo al 
mínimo la tradicional comunicación postal. 
Varias explicaciones justifican esta forma de 
proceder:

1. Menor tasa de colaboración de la encues-
ta a través de Internet en comparación 
con la encuesta postal, algo que ha sido 
constatado en numerosas investigacio-
nes (entre otras, Lozar Manfreda et al., 
2008; Shih y Fan, 2008; Messer y Dillman, 
2011; Tourangeau et al., 2013, Callegaro 
et al., 2015).

2. Mayores dificultades de acceso al entre-
vistado a través de la web, por lo que la 
mayor parte de la literatura específica re-
comienda realizar un primer contacto a 
través de otro modo; por ejemplo, em-
plear encuestas web apoyadas en en-
cuestas (tradicionales) por correo (Han-
sen et al., 2012; Messer y Dillman, 2011; 
Messer et al., 2012). 

 Smyth et al. (2010) demostraron que en-
viar una encuesta por correo un día des-
pués del contacto mediante web aumen-
ta la cooperación un 33%, logrando una 
tasa de respuesta del 55%. Además, se 
incorporan a la muestra personas con 
distintos rasgos sociodemográficos, lo 
que mejora notablemente la representa-
tividad. En esta línea se manifiestan 
Messer y Dillman (2011) cuando advier-
ten que las encuestas por correo repre-
sentan mejor que las encuestas mixtas 
los rasgos sociodemográficos de la po-
blación. 
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3. Como tercer argumento, la gran trascen-
dencia de la herramienta empleada para 
establecer el primer contacto con el se-
leccionado. Crawford et al. (2004), por 
ejemplo, consideran que el contacto me-
diante correo ordinario consigue una tasa 
de respuesta significativamente mayor 
que el correo electrónico (tasas de res-
puesta del 52,5 y del 44,9% respectiva-
mente), mientras que Harmon et al. (2005) 
comparan el correo electrónico con carta 
adjunta del patrocinador de la investiga-
ción, el email con carta adjunta de la em-
presa que realiza el trabajo de campo y la 
carta por correo del patrocinador de la 
investigación, logrando tasas de res-
puesta del 64,4, 63,6 y 69,9% respectiva-
mente.

 Bosnjak (2008) demuestra que el envío de 
mensajes sms es más efectivo que el avi-
so por correo, con tasas del 84% y del 
71%. Otros aspectos influyentes son la 
extensión de la comunicación (las invita-
ciones largas son más efectivas que las 
cortas) y el tono (formal/informal) emplea-
do en ella (Tourangeau et al., 2013). 

una aplIcacIón al estudIo 
«condIcIones de vIda y 
expectatIvas de retorno de los 
emIgrantes de andalucía»

En el año 2009 la Consejería de Gobernación 
de la Junta de Andalucía encargó un estudio 
cuyo objetivo era conocer la situación de los 
andaluces en el extranjero, utilizando un 
cuestionario de 57 preguntas (136 variables) 
con siete temáticas: a) rasgos sociodemo-
gráficos; b) convivencia y condiciones de la 
vivienda; c) preocupaciones, trabajo e ingre-
sos; d) utilización de instituciones asistencia-
les; e) evaluación de diversas instituciones y 
satisfacción con su vida; f) cercanía/lejanía a 
Andalucía; y g) situación social en Andalucía 
y motivos de la emigración (Moscoso et al., 
2010).

La mayor parte de las preguntas del 
cuestionario tratan sobre hechos y situacio-
nes, aunque hay también doce preguntas 
sobre aspectos subjetivos, siguiendo la cla-
sificación de García Ferrando y Llopis (2015). 
Las preguntas cerradas empleadas tienen 
una estructura muy variada: 

• Preguntas de una respuesta que utili-
zan «botones de opción» en el cues-
tionario web, con predominio de cinco 
y dos categorías de respuesta. Es el 
tipo de pregunta más frecuente, dis-
tinguiendo entre preguntas nominales 
(17 preguntas y otras tantas variables) 
–que fundamentalmente recogen he-
chos– y 16 preguntas ordinales, de las 
que nueve versan sobre valoraciones 
y opiniones (aspectos subjetivos)2.

• Preguntas de respuesta múltiple, to-
das sobre comportamientos y situa-
ciones, empleando dos formatos: pre-
guntas con un listado de respuestas 
que recogen información sobre situa-
ciones de convivencia, tipo de protec-
ción médico-sanitaria, pago de medi-
camentos, personas con las que 
emigró y familiares que se quedaron 
en Andalucía.

 Se utilizan también respuestas con for-
mato dicotómico en cada ítem, y ver-
san sobre equipamiento del hogar, 
cambio de hábitos por problemas eco-
nómicos, demanda de servicios por 
parte de instituciones y discapacidad. 

2 Detalle del número de preguntas según el número de 
categorías de respuesta: 

 Nominal Ordinal Total

Dicotómicas:  9  9

Tres categorías de respuesta 2 5 7

Cuatro categorías  1  1

Cinco categorías  4 8 12

Seis y más categorías 1 3 4

   Total 17 16 33
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 Son 5 y 4 preguntas respectivamente, 
que proporcionan 30 y 31 variables3.

• Preguntas de batería; tres preguntas 
con 6, 6 y 8 ítems respectivamente, 20 
variables, que se responden con una 
escala de 1 a 10. Son preguntas de 
opinión que recogen el grado de con-
fianza sobre instituciones públicas y 
privadas, así como la satisfacción con 
una serie de aspectos de su vida.

El cuestionario cuenta también con doce 
preguntas abiertas sobre comportamientos. 
Seis precisan de respuestas numéricas4, una 
de una respuesta muy breve (municipio de 
nacimiento) y otras cinco se responden con 
varias palabras o una frase5. Se combinan, 
de este modo, los tipos de preguntas abier-
tas más sencillas y más complejas (Dillman, 
Smyth y Christian, 2014).

El cuestionario fue respondido —en su 
versión web6— en un promedio de 20,7 mi-
nutos.

El universo objeto de estudio fue la po-
blación andaluza residente en el extranjero, 
cifrada en 182.928 personas (Moscoso, 
2010). Empleando como marco muestral el 
Censo Electoral de Residentes en el Extran-
jero se elaboró una muestra de 2.493 perso-
nas. La muestra, estratificada por zonas geo-
gráficas de residencia (Europa, Magreb, 

3  Las diferencias entre ambas, y entre estas y las pre-
guntas de batería, son presentadas en la página 15 del 
texto de Azofra (1999). 
4 Número de personas en el hogar, número de habita-
ciones en la vivienda, ingresos, número de veces que 
ha viajado a Andalucía, año en el que emigró y año en 
el que comenzó a vivir en ese país.  
5 Ocupaciones más importantes, problemas/necesida-
des más importantes, motivos que le retienen en ese 
país, motivos por los que emigró y motivos de elección 
de ese país. Cada pregunta puede responderse hasta 
con tres respuestas.
6 La versión web, en la medida en que recoge con exac-
titud la hora de inicio y finalización, permite conocer con 
precisión el tiempo empleado en la respuesta del cues-
tionario. 

América Latina, Norteamérica y Oceanía) fue 
contactada por correo postal y disponía de 
tres canales para responder el cuestionario: 
cuestionario por correo ordinario (a franquear 
en destino), cuestionario electrónico (pulsan-
do sobre un enlace web) y entrevista telefó-
nica CATI (sufragada por el organismo que 
lleva a cabo la investigación). 

El proceso de implementación ha sido 
análogo al realizado en investigaciones simi-
lares (Dillman, Smyth y Christian, 2014), aun-
que no se utilizó ningún incentivo monetario 
ni se cambió el tipo de contacto. Concreta-
mente, la primera oleada recibió por correo un 
cuestionario con una carta de presentación 
que expone los motivos por los que se realiza 
la investigación, se anima a responder y se 
explican las diferentes alternativas de res-
puesta. Estaba firmada por el viceconsejero 
de Gobernación de la Junta de Andalucía y en 
todo el cuestionario aparecía el logotipo gu-
bernamental. Los que no respondieron reci-
bieron 20 semanas después una nueva carta 
y un cuestionario, donde se le recordaba que 
todavía no habían respondido. Al no conse-
guir un tamaño muestral suficiente, dos me-
ses más tarde se llevó a cabo un segundo 
envío a una nueva muestra, que no recibió 
ningún recordatorio (segunda ola). 

El objetivo de este artículo es analizar 
cómo la modalidad produce diferencias en-
tre los cuestionarios en número de respues-
tas, velocidad de respuesta y coste. Como 
hipótesis de partida se plantea que el cues-
tionario mediante internet obtendrá un mejor 
número de preguntas no respondidas, per-
mitirá reducir el trabajo de campo y disminui-
rá el coste.

resultados

Las 15.657 cartas enviadas obtuvieron 2.493 
respuestas, lo que supone una tasa de coo-
peración del 18,9% (AAPOR, 2015). La par-
ticipación fue muy superior a través del co-
rreo con 2.083 cuestionarios recogidos 
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frente a los 359 recibidos a través de la web 
y los 51 obtenidos mediante encuesta tele-
fónica CATI. Estos últimos no serán conside-
rados en este trabajo dado su escaso tama-
ño muestral. Como puede apreciarse en la 
tabla 1, la muestra que responde por internet 
es más joven y presenta un mayor nivel de 
formación. 

Esta situación no se explica por la falta de 
infraestructura o la falta de habilidades en el 
uso de internet, puesto que dos preguntas 
sobre uso de internet revelan que el 60% de 
los que han respondido por correo dispone 
de conexión a internet en su domicilio. Ade-
más, se trata de usuarios habituales en la 
medida en que un 36% se conecta a la red 
diariamente y un 18% todas las semanas, lo 
que implica que más de la mitad de los que 
responden por correo utilizan internet de ma-
nera habitual. Resulta sorprendente, por otro 
lado, que un 8% de los que responden la 
encuesta por internet no disponen de co-
nexión en su hogar. No obstante, tanto la 
tasa de respuesta como la caracterización 
muestral van en la línea de investigaciones 
similares (entre otros, Dillman, Smyth y 
Christian, 2014).

Calidad de la respuesta

El número medio de variables no respondi-
das por cada entrevistado fue de 11,2, una 
tasa relativamente baja si se tiene en cuenta 
que el cuestionario recoge información de 
137 variables. Una primera explicación de 
este número de no respuesta está relaciona-
da con el tipo de preguntas utilizadas, espe-
rando menos respuestas de las preguntas 
abiertas y, dentro de esas, de las preguntas 
abiertas «tipo texto». De hecho, estas últi-
mas constituyen más de la mitad de la no 
respuesta (5,5 variables no respondidas), 
siendo significativamente mayor en la en-
cuesta por correo (5,6) que en la encuesta 
web (4,4). 

Se aprecia menor diferencia en las res-
puestas abiertas numéricas, con una tasa  
media de no respuesta de 0,42 frente a las 
0,47 de la encuesta por correo y el 0,17 de 
encuesta web. 

Más sorprendente resulta el elevado nú-
mero de no respuesta en las respuestas ce-
rradas, que alcanza una media de 5,3 y su-
pone un 47% de la no respuesta total 
(5,3/11,2). El análisis por modalidades de 
recogida de información evidencia una baja 

TAblA 1. Rasgos de la muestra según modalidad elegida (porcentajes verticales)

 Correo Web  Correo Web

Chi-cuadr. 0,701    Chi-cuadr. 129,9** 

Hombre 49 51 Sin estudios 21 5

Mujer 51 49 Est. primarios 20 10

  Nº de casos 2.083 359 Est. secundarios 31 31

   Est. superiores 27 53

 Correo Web Nº de casos 2.083 359

Chi-cuadr. 94,9**

19-29 8 15

30-44 18 32

45-59 25 30

60 y más años 48 23

  Nº de casos 2.083 359

** < 0,01.
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tasa en la encuesta web, con un 2,3 frente a 
la elevada tasa obtenida en la encuesta por 
correo, que alcanza el 5,9. Cuando se analiza 
la diferencia entre preguntas sobre hechos y 
preguntas sobre opiniones las primeras pre-
sentan una mayor respuesta, aunque la dife-
rencia no llega a ser significativa.

Son numerosos los investigadores que 
han dado cuenta de la relación existente entre 
la calidad de la respuesta y el momento de 
responder (entre otros, Olson, 2013; Kreuter, 
Müller y Trappmann, 2013). Estos plantean 
que los entrevistados que contestan inmedia-
tamente tras ser contactados responden me-
jor que aquellos que lo hacen tras diversas 
invitaciones; hecho que queda probado tam-
bién en el presente estudio. La comparación 
entre los que responden inmediatamente y los 
que lo hacen tras el primer recuerdo (colum-
nas «sin recuerdo» y «recuerdo» en la tabla 2) 
desvela un aumento de más de dos variables 
no respondidas, diferencia que llega a tres en 
el caso de la encuesta por correo. Visto en 
términos porcentuales, los que responden in-
mediatamente presentan una media de 8,8% 

de variables no respondidas, que aumenta al 
10,3% tras recibir el recordatorio donde se le 
informa que todavía no han respondido el 
cuestionario.

La segunda ola, enviada a una nueva 
muestra unas semanas después del recuer-
do, desvela la estabilidad de los hallazgos: 
11,1 variables sin responder que supone un 
8,8% del cuestionario (columna derecha de 
la tabla 2).

Lo tratado hasta el momento centra la 
atención en el número de no respuestas, 
pero no considera que puede haber entrevis-
tados que no han proporcionado ni una res-
puesta, mientras que otros han respondido 
el cuestionario casi en su totalidad. Esta 
«nueva» línea de argumentación fija la aten-
ción en los entrevistados localizados y anali-
za el número de personas que no han pro-
porcionado respuestas en cada modalidad 
de administración. Un 8% de los entrevista-
dos en cuestionarios web han respondido 
TODAS las preguntas del cuestionario, y algo 
más de la mitad (52,6%) han dejado sin res-

TAblA 2. Número de no respuestas según modalidad y momento de respuesta del cuestionario

Promedio

Primera oleada Segunda

Sin recuerdo Recuerdo Total oleada Total

Correo 11,2 14,1 12,0 11,9 12,0

Web 6,7 7,3 6,9 6,8 6,9

Total (media variables) 10,6 12,9 11,2 11,2 11,2

En porcentajes

Primera oleada Segunda

Sin recuerdo Recuerdo Total oleada Total

Correo 9,2% 11,2% 9,8% 9,5% 9,7%

Web 5,8% 6,1% 5,9% 5,7% 5,9%

Total (% variables) 8,8% 10,3% 9,0% 8,8% 9,1%

Nº de casos 1.562 595 2.198 285 2.442
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ponder menos de un 5%; porcentajes que en 
la encuesta por correo se reducen al 3% y al 
30% respectivamente (tabla 3). Analizando 
conjuntamente las cifras se observa que el 
60% de los que contestan a través de la web 
ha respondido casi a la totalidad de la en-
cuesta (9,5 preguntas de 10), frente al 33% 
que lo hace en  la encuesta por correo. 

Las diferencias en la modalidad de admi-
nistración, sin considerar otras variables, po-
dría llevar a una impresión equivocada cuan-
do un análisis pormenorizado permite 
apreciar que la encuesta por correo ha sido 
la modalidad elegida fundamentalmente por 
personas de mayor edad y bajo nivel educa-
tivo, justo lo contrario que sucede en la en-
cuesta web, respondida mayoritariamente 
por personas jóvenes con alto nivel de estu-
dios (tabla 1).

Para analizar cómo influyen los rasgos 
sociodemográficos y la modalidad de en-
cuesta elegida se ha optado por una regre-
sión múltiple (mínimos cuadrados). Se ha 
elegido como variable dependiente el núme-
ro de no respuestas y como variable inde-
pendiente —en el primer modelo— la moda-
lidad de respuesta y —posteriormente— los 
rasgos sociodemográficos de los entrevista-
dos. Se busca medir su influencia, siguiendo 

la metodología empleada en otras investiga-
ciones (entre otras, Messer y Dillman, 2011; 
Messer et al., 2012). Los resultados, que se 
muestran en la tabla 4, desvelan la gran in-
fluencia de la modalidad de cuestionario en 
el número de variables sin respuesta (mode-
lo 1). 

Cuando en el primer modelo se introducen 
los rasgos sociodemográficos y la zona de 
residencia (modelo 2), la modalidad sigue te-
niendo influencia significativa en el número de 
no respuestas, aun cuando se controla la in-
fluencia de las variables sociodemográficas. 
La edad es el término más influyente, seguida 
de la modalidad elegida, el nivel educativo y 
el sexo. El signo de los coeficientes indica que 
a medida que aumenta la edad se incrementa 
el número de no respuestas, del mismo modo 
que la encuesta web genera una disminución 
del número de preguntas sin respuesta. Los 
entrevistados con menor nivel educativo, y las 
mujeres, producen un menor número de res-
puestas en el cuestionario. El poder explicati-
vo del modelo (R2 0,153) es ligeramente supe-
rior al logrado en investigaciones similares 
(entre otros, Messer et al., 2012), lo que indica 
el bajo poder explicativo de las variables so-
ciodemográficas en el número de preguntas 
no respondidas.

TAblA 3.  Calidad en la respuesta, considerando el porcentaje de entrevistados que dejan preguntas sin 
responder (porcentajes verticales)

     Número de no respuestas

Preguntas no respondidas Correo Web

Ninguna 3,0 8,1
Menos del 5% de las preguntas 30,0 52,6

Entre el 5,1 y el 10%  34,9 31,5
Entre el 11 y el 20% 22,0 4,2
Entre el 21 y el 30% 5,8 0,6
Entre el 31 y el 50% 3,4 1,4
Más de la mitad del cuestionario 0,9 1,7

    Tamaño muestral: 2.083 359
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En un tercer análisis se añadieron cuatro 
interacciones: sexo-estudios, uso de inter-
net-edad, internet-estudios e internet-sexo; 
con una aportación nula al modelo (motivo 
por el que no se incluyen aquí). 

De este apartado podemos extraer tres 
conclusiones; por un lado, que la encuesta 
en papel proporciona peores respuestas, 
que la mitad de «no respuestas» se producen 
en preguntas cerradas, y, por último, que 
considerar únicamente los cuestionarios to-
talmente respondidos (con el 90-95% com-
pletado) supondría reducir a la mitad el ta-
maño muestral de la encuesta telefónica y 
por correo.

«Velocidad» de respuesta

La lentitud en la recogida de información ha 
sido, sin duda, otro de los grandes inconve-

nientes de la encuesta por correo con cues-
tionario de papel. De hecho, en la presente 
investigación se estuvieron recibiendo cues-
tionarios por correo durante más de tres me-
ses (103 días), a los que habría que añadir 43 
días más tras el envío del recuerdo, lo que 
supone un total de 146 días hasta disponer 
de la información de la primera ola. Frente a 
esto, la encuesta web precisó de 78 días tras 
el primer envío (25 días menos), y otros 35 
tras el recuerdo (8 menos), lo que supone 
una duración de 113 días, 33 días menos 
que los necesitados en la encuesta por co-
rreo (tabla 5).

En la segunda oleada, que como se ha 
señalado no utilizó recuerdos, la encuesta 
por correo precisó de 48 días frente a los 28 
días utilizados para la encuesta web. Consi-
derado conjuntamente todo el tiempo nece-

TAblA 4.   Regresión sobre los factores que influyen en el número de no respuestas según modalidad 
de cuestionario, rasgos sociodemográficos y zona de residencia

Variable dependiente: número de no respuestas

 MODELO 1 MODELO 2

 Coeficientes t. Coeficientes t.
 estandarizados Student estandarizados Student

Modalidad de cuestionario
 (Referencia: correo) -0,219 -10,914** -0,132 -6,675**
Sexo (Referencia: mujer)    -0,064 -3,360**
Edad (continua)     0,273 11,742**
Nivel educativo (Ordinala)    -0,087 -3,745**
Zona geográfica de residencia 
 Europa (Ref: otras zonas)      0,009 -0,222
 Latin América (Ref.: otras zonas)    -0,085  -2,117*
 Norte América (Ref.: otras zonas)    -0,036 -1,504
 Otros (Ref.: otras zonas)     0,008  0,382
R2  0,048  0,153
Número de casos  2.420  2.420

Codificación de las variables:

(*) Significación al 0,05.
(**) Significación al 0,01.

a No sabe leer ni escribir (1), sin estudios terminados (2), primarios (3), segundarios (4) y universitarios (5). Se sigue 
aquí, y en la zona geográfica, el modelo de codificación propuesto por Cea D’Ancona (2002).
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sario para el trabajo de campo, los 194 días 
de la encuesta postal se reducen a 141 en la 
encuesta web, lo que implica disponer de los 
resultados 53 días antes. Esta cifra supone 
una reducción del 27% en el tiempo emplea-
do.

Coste de la investigación

El tercero de los aspectos a estudiar, referido 
al coste de la investigación, considerará úni-
camente el importe de recepción de los 
cuestionarios válidos, excluyendo los costes 
de impresión, manipulación y envío, que no 
varía entre modalidades. Tampoco se tendrá 
en cuenta el análisis de datos, ya que no 
cambia en función de la modalidad emplea-
da.

Centrando la atención en la modalidad 
autoadministrada debe tenerse en cuenta la 
diferente estructura de costes. La mayor par-
te del coste de la encuesta web es fijo, lo que 
implica que disminuye el coste unitario a me-
dida que aumenta el número de cuestiona-
rios recibidos. La encuesta postal, por su 
parte, presenta un coste variable que se in-
crementa en función del número de cuestio-
narios.

En el cuestionario web hay que conside-
rar las horas empleadas en la programación 
y el test del cuestionario (50 horas), el coste 
del servidor web (hosting) donde se instaló el 
cuestionario (150 euros anuales), y las horas 
de supervisión y resolución de incidencias 

(40 horas aproximadamente). Los costes del 
cuestionario por correo se limitan a la recep-
ción y la grabación de la información. El pre-
franqueo —del sobre de 40 gramos— tiene 
un coste unitario de 1,33 euros si  proviene 
de Europa y de 1,80 euros cuando proviene 
de otros países. En  la grabación del cuestio-
nario se empleó un promedio de 7 minutos 
por cuestionario. 

Considerando un coste en recursos hu-
manos de 15euros/hora, el trabajo de campo 
web supuso un coste de 1.500 euros frente 
a los 6.853,7 del postal. Ahora bien, los 359 
cuestionarios web suponen un coste unitario 
de 4,18 euros; mientras que los 1.151 cues-
tionarios por correo procedentes de Europa 
y los 932 procedentes del resto del mundo 
implicaron un coste unitario de 3,29 euros, 
donde se incluyen las 2437 horas empleadas 
en su grabación (tabla 6).

Considerando que la estructura de costes 
de la encuesta web es fijo independientemen-
te del número de respuestas, conseguir otros 
97 cuestionarios web (hasta los 456) hubiera 
logrado igualar costes entre modalidades, dis-
minuyendo el coste por cuestionario (web) a 
partir de este momento. De hecho, si la op-
ción de cuestionario web hubiera sido la mo-
dalidad principal y todos los cuestionarios 
autoadministrados se hubieran conseguido a 

7 Número de cuestionarios por tiempo promedio dividi-
do entre minutos de hora: (2.083 * 7) / 60. 

TAblA 5. Tiempo de respuesta (en días)

Diferencia (en días) desde la fecha de envío y la fecha de grabación

           Primera oleada   Segunda 
 Sin recuerdo Recuerdo Total oleada Total
   (suma de días)  (Dos olas)
Mail 103 43 146 48 194
Web 78 35 113 28 141

Total (nº casos) 1.562 594 2.197 285 2.492
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través de este medio (2.493 cuestionarios), se 
hubiera logrado  un coste unitario de 0,608 
euros, un 18,2% del coste unitario del cues-
tionario postal.

conclusIones

Los resultados anteriores desvelan, en pri-
mer lugar, una mayor preferencia en respon-
der el cuestionario a través del correo, as-
pecto esperado tal y como se planteó en el 
segundo párrafo del apartado 2. Ahora bien, 
resulta sorprendente que el 85% de la mues-
tra respondiera el cuestionario de papel, mu-
cho más cuando se constata que es un co-
lectivo muy familiarizado en el uso de internet 
(el 55% de los entrevistados usan internet a 
diario o semanalmente).  

Existe una notable diferencia entre am-
bos cuestionarios en el número de respues-
tas respondidas y en la calidad de la res-
puesta, presentando el cuestionario web un 
menor número de preguntas no respondidas 
—en todos los tipos de preguntas emplea-
das— y un «acortamiento» del trabajo de 
campo en 53 días. Ahora bien, debe tenerse 
en cuenta que el cuestionario web presenta 

8 Costes fijos entre total de cuestionarios, 1.500 / 2.493.

un coste superior a la encuesta por correo 
(diferencia de 0,89 céntimos por cuestiona-
rio). Cambiar el medio de contacto con el 
entrevistado —web en lugar de correo— po-
dría aumentar el número de cuestionarios 
conseguidos a través de la red y reducir no-
tablemente el coste de la investigación.

La escasa respuesta obtenida en la en-
cuesta telefónica (51 encuestados) puede 
deberse al modo elegido para realizarla. Ante 
la imposibilidad de utilizar una línea 900 se 
optó por pedir al entrevistado que llamara a 
un contestador automático o cumplimentara 
y enviara una parte de la carta de presenta-
ción, indicando su número de teléfono y la 
mejor hora para contactar.  El elevado coste 
de la llamada internacional a un número te-
lefónico de España, y la «separación tempo-
ral» entre la intención de responder (cuando 
se recibe el cuestionario) y el contacto posi-
tivo con el entrevistador pueden explicar 
esta baja colaboración.

Terminar señalando que disponer de va-
rios modos de respuesta y permitir que el se-
leccionado decida cuál utilizar puede implicar 
que personas que no deseaban cooperar en 
un primer momento se animen a hacerlo al 
poder utilizar un medio que consideran cómo-
do y accesible (Olson et al., 2012), mejorando 
así la representatividad de la investigación.

TAblA 6. Costes del trabajo de campo 

         WEB       CORREO

 Tiempo Coste  Nº cues- Coste
Concepto (horas) (15€/hora) Concepto tionarios (15€/hora)

Programación 50 750 Franqueo  
Alojamiento servidor  150 Europa (1,33€) 1.151 1.530,83
Trabajo de campo 40 600 Resto (1,8€) 932 1.677,60
   Grabación (1,75*€) 2.083 3.645,25
Total (euros)  1.500   6.853,68
Coste por cuestionario  4,18   3,29

* Nota: cada cuestionario precisa un tiempo medio de grabación de 7 minutos; 7,57 cuestionarios cada hora. Considerando 
un salario de 15 euros/hora, 1,75 euros por cuestionario.
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Crítica de libros

The Architecture of Collapse: The Global System in the 21st Century

Mauro F. Guillén

(Oxford, Oxford University Press, 2015) 

En los terremotos más violentos las casas bajas suelen quedar destrozadas, mientras que 
los edificios altos —los rascacielos— resisten sin apenas daños. El secreto está en una 
construcción flexible. Los edificios altos se mueven pero no caen. Lo que salva del colapso 
no es, pues, la altura, sino la flexibilidad. Igualmente, en las crisis mundiales se buscan ar-
quitecturas sociales que tengan amortiguadores, y que no se derrumben. De eso trata, 
aproximadamente, el libro del sociólogo español Mauro F. Guillén, publicado recientemente 
por Oxford University Press, y titulado The Architecture of Collapse: The Global System in the 
21st Century. Las crisis de este siglo están produciendo libros pesimistas. Krugman, Milano-
vic, Piketty, Sen, Stiglitz —y ahora Guillén— coinciden en que por una razón u otra el mundo 
parece desbocado, proclive a crisis diversas, en una situación de vértigo o colapso. Coinci-
den en que es una consecuencia inevitable de la propia globalización.

El libro de Guillén es el resultado de un ciclo de conferencias en la Universidad de Oxford 
—The Clarendon Lectures on Management Studies— realizadas en abril y mayo de 20141. 
Pero su edición no conserva el tono oral de las conferencias. La estructura del libro, en siete 
capítulos, es clara. El primer capítulo trata del sistema global actual en el mundo. Le siguen 
dos capítulos, uno sobre complejidad, otro sobre acoplamiento. Luego  se analizan tres 
ejemplos concretos de complejidad/acoplamiento, cada uno en un capítulo independiente: 
la gran recesión del 2008, las relaciones de China y Estados Unidos, y la eurozona. El capí-
tulo séptimo trata del futuro del sistema global —caminando hacia el colapso—, que incluye 
el resumen y las recomendaciones del libro. El esquema es, pues, preciso y ejemplar. 

La hipótesis de partida es que el sistema global es actualmente frágil, y está aquejado de 
disrupciones inevitables, mostrando proclividad al colapso. Las crisis se expanden  rápidamen-
te a través del sistema. El libro analiza cómo las crisis se crean y desarrollan, y también la forma 
de evitar el colapso final. Para ello parte de teorías sociológicas de algunos de sus colegas y 
profesores de Yale University (Paul J. DiMaggio, Charles Perrow, Walter W. Powell), sobre la 
tendencia al isomorfismo de las organizaciones y los Estados. Este isomorfismo es el que 
incrementa los problemas de complejidad y acoplamiento. El objetivo es encontrar amortigua-
dores que reduzcan la tendencia del sistema global hacia la inestabilidad. Es la propia estruc-
tura —arquitectura en el lenguaje del libro— del sistema global la que lleva, intrínsecamente, a 
la inestabilidad, a disrupciones y crisis2. Este proceso se pone en relación con la teoría de los 
«accidentes normales» de Charles Perrow (en el libro del mismo título, Normal Accidents,  de 

1 Tres conferencias como pueden verse en www.sbs.ox.ac.uk/school/events-0/clarendon-lectures-management-
studies-2014-0. Entre otros conferenciantes anteriores están profesores como Ron Burt, Manuel Castells, Bruno 
Latour, Joel Podolny, Walter W. Powell, y David Teece.
2 En inglés es útil que se pueda distinguir entre crisis en singular (crisis) y crisis en plural (crises). 
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1984), cuando varios problemas ocurren al mismo tiempo, y el sistema se desequilibra3. Son 
«normales» esos accidentes en el sentido de que son inevitables a pesar de ser inesperados 
(e indeseables). Pero a pesar de la crisis y de la globalización los Estados y los gobiernos (res-
pectivos) conservan una cierta autonomía a la hora de diseñar políticas públicas. Los Estados 
son los verdaderos nódulos del sistema global. La red está formada por relaciones diádicas 
entre pares de nódulos. Las crisis se contagian de un Estado a otro. El Estado, a pesar de su 
creciente complejidad, puede hacer de colchón o amortiguador. La sociología ayuda, pues, a 
explicar las crisis económicas... y quizá a solucionarlas. 

Una red compleja puede tener una estructura que absorbe la crisis o que la difunde. No 
es, pues, un problema de complejidad, como no lo es la altura de los edificios en los terre-
motos. El objetivo es que no haya nódulos ni una parte de la red que sean indispensables. 
La complejidad creciente del sistema no necesariamente crea más crisis. El problema es la 
combinación de complejidad y acoplamiento. La contribución del libro es precisamente medir 
la complejidad y el acoplamiento tanto de los nódulos como de la red del sistema global. 
Guillén presenta datos visuales —en gráficos— desde el año 1800 a la actualidad, aunque con 
mayor detenimiento durante los últimos treinta años. Muchos gráficos y pocas tablas es la 
moda reciente de los libros de sociología. El libro muestra cómo el sistema global es cada vez 
más complejo. Para ello diferencia entre complejidad de la red y complejidad de los nódulos. 
Escoge cinco factores fundamentales que explican esa complejidad: el número de países 
en el mundo, el comercio de bienes y servicios, la inversión directa extranjera, turismo y migra-
ción, así como los flujos de información. El mundo hacia 1945 estaba compuesto de unos 
50 nódulos, para pasar a unos 190 medio siglo después. Pero esa complejidad, reciente-
mente, se ha ralentizado. El mundo actual es más policéntrico y multipolar. Los flujos de infor-
mación, sobre todo entre jóvenes, no han producido los cambios que se esperaban. 

La complejidad de los nódulos es también creciente. Cinco factores explican esa comple-
jidad: la democracia, pesos y contrapesos, el tamaño y capacidad del Estado, el fracaso del 
Estado, y la diversificación industrial. Las democracias per se son sistemas políticos más 
complejos que las no-democracias o las democracias frágiles. Las democracias consolidadas 
pueden hacer de colchón de la crisis. Los Estados actuales tienen más actividad y administra-
ciones más extensas. El gasto público no hace más que crecer, acumulando una deuda públi-
ca mayor. Los Estados cada vez gastan más, pero hay un techo. La capacidad del Estado (y 
su recaudación fiscal) se ha parado. En las últimas tres décadas, tanto los nódulos como las 
redes son cada vez más complejas. Pero la crisis depende más del acoplamiento. 

El libro sigue con la disciplina de analizar al menos cinco factores de cada uno de los pro-
cesos. El acoplamiento en la red depende de los desequilibrios en la contabilidad, el comercio 
de productos intermedios, el portafolio de inversión extranjera, el comercio financiero, y la 
banca a través de fronteras. La complejidad de los nódulos (los doscientos Estados mundiales) 
depende más de factores sociológicos: el proceso de envejecimiento de la sociedad (la exis-
tencia de más abuelos que nietos), la urbanización, la deuda pública, la desigualdad de ingre-
sos y, sobre todo, la desigualdad de riqueza. En esto del envejecimiento de la sociedad el 
mundo cada vez se parece más. El proceso de urbanización es alto, pero tiene un límite. La 
desigualdad es un tema de moda no solo en la sociología sino también en la economía. Se cita 
el libro fundamental del francés Thomas Piketty (de 2013 y 2014), y alguna contribución de 

3 Charles Perrow, Normal Accidents: Living with High-Risk Technologies (New York: Basic Books, 1984). 
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Branko Milanovic pero no su libro más reciente, Global Inequality (2016), pues es unas semanas 
posterior al de Guillén4. Coinciden todos en que los ricos tienen la habilidad y los recursos de 
condicionar las políticas públicas. Además, el acoplamiento creciente en el sistema global re-
duce la capacidad de reacción de los diferentes gobiernos para evitar la crisis.  

El libro de Guillén es didáctico e incluye tres ejemplos (tres capítulos) para demostrar las 
relaciones entre complejidad y acoplamiento en las redes y en los nódulos. Los tres casos 
están bien razonados. Se trata de la gran recesión que se inicia en el año 2008; las interac-
ciones entre China y Estados Unidos; y las relaciones dentro de la eurozona, y sus diferencias 
con la Unión Europea. Cada uno de estos tres ejemplos podría ser un libro en sí mismo. La 
ventaja es tenerlos en el mismo libro, y complementar así las hipótesis sobre complejidad y 
acoplamiento con hechos reales. El primer caso, el de la gran recesión, está escrito con 
Sandra L. Suárez, esposa del autor del libro. Sería necesario en esta crítica de libros resumir 
algunas de las ideas de los tres ejemplos, pero la sabia limitación de espacio me lo impide 
ahora. Léanse los tres ejemplos en cualquier orden, y según su propio interés. Están presen-
tados de forma evolutiva. Son los tres muy ilustrativos.   

Los tres ejemplos, y otras tablas del libro, llevan a la conclusión de que el sistema global 
se caracteriza por la dinámica de una complejidad alta y un acoplamiento estrecho. Si no hay 
amortiguadores o colchones que reduzcan las crisis, puede llevar a la inestabilidad, la dis-
rupción, incluso al colapso. La tarea es precisamente inventar soluciones o recomendaciones 
para reducir el impacto de las crisis en esta situación compleja. Guillén cita a John W. Meyer, 
sobre cómo el mundo se parece cada vez más a sociedades que alcanzan formas similares, 
pero con resultados diferentes. La inestabilidad y las crisis son, pues, esperables. La espe-
ranza está en la capacidad de absorber la turbulencia por parte de los nódulos del sistema, 
es decir por los Estados. Esta es la conclusión esperable del libro. Pero el anuncio de graves 
problemas sistémicos es una posición pesimista de este libro, aunque seguramente realista. 
A eso se refiere con la idea del título de «la arquitectura del colapso». La interpretación es 
sociológica, pues se basa, por un lado, en las teorías del isomorfismo institucional, en pre-
sencia de niveles altos de desigualdad, y seguramente en aumento. Lo importante para el 
sistema es la posibilidad de adaptarse a las crisis y las disrupciones. El isomorfismo puede 
ser mimético o coercitivo. También las políticas públicas se copian de un país a otro, o entre 
instituciones. Aquí se podría realizar un excursus sobre la importancia de copiar, o de la imi-
tación frente a la innovación. Copiar es tan normal como los accidentes, o el crimen, como 
afirmaba Durkheim. Se copia el éxito, o a las sociedades que se consideran exitosas. Pero 
el isomorfismo institucional exagera los niveles de complejidad del sistema, e incluso del 
acoplamiento. El autor señala que algunas copias —como la del sistema democrático, o el 
tamaño del Estado y su capacidad— no son solo inevitables, sino seguramente positivas.  

¿Qué va a pasar en el futuro? Es la pregunta del millón. Piketty (2014) augura que la cre-
ciente desigualdad va a generar una crisis imparable, que le produce vértigo5. Algunas tablas 
del libro de Guillén, como el gráfico de la página 175 (Empirical instances of complexity and 
coupling at different levels of analysis) llevan a un vértigo o colapso similar. Es interesante la 

4 Branko Milanovic, Global Inequality: A New Approach for the Age of Globalization (Cambridge, Massachusetts: 
The Belknap Press of Harvard University Press, 2016, 299 pp.). Sobre España veáse Julio Carabaña, Ricos y pobres: 
la desigualdad económica en España (Madrid: Catarata, 2016, 189 pp.).
5 Manejamos aquí la edición en inglés de Thomas Piketty, Capital in the 21st Century (Cambridge, Massachusetts: 
The Belknap Press of Harvard University Press, 2014). La edición original en francés es de 2013. 
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forma en que autores diversos están llegando actualmente a conclusiones sociológicas igual-
mente negativas. La desigualdad económica va a generar conflictos sociales graves. Los 
Estados individuales pueden reducir las crisis, pero la reducción de la capacidad del Estado 
es preocupante. La crisis ha reducido la tendencia a la complejidad y acoplamiento, pero el 
peligro subsiste. El Estado es el antídoto. Guillén escribe hacia el final del libro: «Una de las 
tragedias de los últimos treinta años es que la globalización ha socavado la autoridad y la 
capacidad del Estado para tomar acción. Especialmente durante tiempos de crisis. La habi-
lidad de los gobiernos para intervenir ha sufrido como resultado de un asalto ideológico 
sobre el Estado por parte de partidos y políticos conservadores, así como una consecuencia 
de la liberación de los mercados, especialmente de los mercados de capitales» (página 179). 
La democracia —y el papel del Estado— es, pues, uno de los factores salutíferos para redu-
cir las crisis6. Pero se pueden crear más colchones sociales.

El capítulo más esperado (el séptimo) podría ser otro libro en sí mismo. Se trata de las 
recomendaciones para hacer el sistema global más predecible, menos tendente al fracaso 
total, y en general más seguro. Los retos sociológicos son reducir los efectos negativos de 
los procesos de envejecimiento, de la urbanización rápida y sin límite, y sobre todo la des-
igualdad. Se formula la pregunta, pero no se contesta. Seguramente la solución está en un 
próximo libro. Abundan las metáforas mecánicas: arquitectura, turbulencias, disrupciones, 
amortiguadores, colapso… como si el mundo fuese un nuevo Leviatán. Hay sociólogos (como 
Manuel Castells) irrealmente optimistas con la globalización y la red7, mientras que otros nos 
anuncian el fin del mundo. Guillén está en una posición intermedia, augurando crisis, pero 
mostrando las vías para solucionarlas. El objetivo es un mundo más seguro. Por el bien de 
todos, esperemos que Mauro F. Guillén tenga razón. 

por Jesús M. DE MIGUEL

Universidad de Barcelona 

jesusdemiguel@ub.edu

La renovación de la función pública. Estrategias para frenar la corrupción 
política en España

Carles Ramiò

(Madrid, La Catarata, 2016)

Es la corrupción política asunto que inquieta, y no poco, a los españoles. Desde 2014, y 
según datos de los barómetros del Centro de Investigaciones Sociológicas, la corrupción ha 
oscilado en torno al 50% de encuestados que la consideraban entre sus tres preocupaciones 

6 Veáse José María Maravall, Demands on Democracy (Oxford, Oxford University Press, 2016, 135 pp.).
7 Como en Manuel Castells, Networks of Outrage and Hope: Social Movements in the Internet Age  (Cambridge, 
Reino Unido: Polity Press, 2012, 306 pp.).
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mayores, solo superada por el paro. Un 15%  de los ciudadanos manifestaba que era el 
problema español que más les afectaba personalmente. 

El asunto de la corrupción no es privativo de la situación política en España. En 2012, por 
ejemplo, el Tribunal de Cuentas italiano sintetizaba la situación en el país transalpino como de 
«… corrupción extendida y creciente». No debería derivarse de las observaciones anteriores 
que las corruptelas políticas sean un rasgo estructural en el funcionamiento de los sistemas 
políticos en la Europa mediterránea. Los países septentrionales y anglosajones (donde hace 
tiempo se consolidaron las prácticas clientelistas del que se conoce en la jerga estadounidense 
como pork barrel o barril porcino) poseen una larga trayectoria de corruptelas descrita por la 
academia y los media de los países implicados. Si acaso sus prácticas de puertas adentro 
(behind-closed-doors) muestra un comportamiento puritano refractario a la exposición de las 
vergüenzas humanas, algo contrapuesto a la habitual impudicia sureuropea. 

El nuevo libro del profesor Carles Ramiò, catedrático de Ciencia Política y de la Adminis-
tración de la Universitat Pompeu Fabra de Barcelona, es una contribución oportuna al estu-
dio de la corrupción desde la perspectiva que afecta a la función pública. Como confiesa el 
propio autor en las páginas iniciales del volumen, la corrupción no es un fenómeno «nuevo» 
en la política española. En sus treinta años de actividad académica, Carles Ramiò ha podido 
certificar que, muy a pesar de su primigenio candor, la corrupción ha estado presente en unas 
administraciones públicas españolas pobladas de Rinconetes y Cortadillos.

El ensayo que ahora se recensiona está avalado por una larga trayectoria de investigacio-
nes en el campo de las denominadas ciencias de la administración, las cuales refuerzan con 
evidencia los análisis normativos expuestos en el libro. La primera reflexión, empero, es 
formulada como un acto de contrición. Lo que hace unos pocos años el propio profesor 
Ramiò consideraba como una enfermedad puntual para hacer frente en manera heterodoxa 
a la financiación de los partidos políticos con capacidad para gobernar, se ha mutado en una 
metástasis necesitada ahora de un tratamiento de choque para salvar al cuerpo político que 
es la politeya española.

El autor lleva adelante su personal proceso catártico, preguntándose cómo es posible que 
habiendo estado unos veinte años al frente de un buen número de cargos de responsabilidad 
política y administrativa en la Universidad, y fuera de ella en la Administración Pública (por 
ej., director de la Escuela de Administración Pública de Cataluña), no hubiera tomado con-
ciencia de la existencia de las corruptelas y sus prácticas que solo recientemente se han 
expuesto con mayor intensidad mediática. Su empeño científico, expuesto en las densas 
páginas de este libro, ha sido el de explicar la corrupción desde un nuevo enfoque. Es decir, 
ha perseguido corroborar la tesis de que las administraciones públicas españolas poseen 
unos diseños institucionales enfermos, y con ellos una cultura política y administrativa que 
permiten, e incluso incentivan, el fenómeno de la corrupción. Del examen efectuado en el 
libro se concluiría que son, en realidad, nuestros diseños institucionales y la cultura política 
y administrativa que los sustentan los inductores de la corrupción.

El libro se agrupa en tres capítulos, el primero de los cuales repasa y analiza los datos y 
los sucesos históricos recientes de la corrupción política en España. El contexto de análisis 
comprende el período desde la muerte del general Franco hasta el momento presente. La 
información recogida atañe no solo a las cifras y los casos de corrupción, sino a las 
percepciones al respecto de la ciudadanía. Se identifican tres casos que no solo son 
relevantes por ser situaciones germinales de corrupción política, sino que son representativas 
de las tres principales dimensiones de la corrupción en España: 1) la corrupción derivada de 
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la financiación ilegal de los partidos políticos, inaugurada por el PSOE con el asunto Filesa; 
2) la corrupción de carácter personal de altos cargos en el gobierno, siendo el caso Roldán 
el más ilustrativo, y 3) el caso del intento de amaño de oposiciones en el Servicio Vasco de 
Salud, el cual implica una variante de la corrupción que incide directamente en las institucio-
nes públicas. Es de subrayar que lo que se ha incrementado de manera notable en los últimos 
años ha sido la percepción de los españoles respecto al fenómeno de la corrupción. Si en 
2005, y según datos de la ONG Transparencia Internacional, España se situaba en el ranking 
internacional en el puesto 22, junto a Francia, diez años más tarde la percepción de la corrup-
ción había aumentado muy significativamente y la colocaba en la posición 38, en una zona 
intermedia de un grupo de países del sur de Europa, de la Europa del Este y en peor posición 
que Botsuana (31), Bután (30), Chile (22) y Uruguay (20).

El segundo capítulo concentra su atención en las causas más relevantes relacionadas con el 
fenómeno de la corrupción en España. El argumento principal es que la corrupción no  posee 
solo una naturaleza de carácter político, vinculada a los partidos y a sus dirigentes, sino que 
tiene un alcance mucho más transversal, el cual afecta también al tejido empresarial, a los sindi-
catos, a los medios de comunicación y a buena parte de la sociedad. Ante la «resbaladiza» na-
turaleza de tal corrupción, las administraciones públicas y sus empleados no han podido frenar 
o neutralizar las perversas dinámicas que han contribuido a precarizar a las propias instituciones 
públicas españolas. Como subproducto de la propia política española, la corrupción no puede 
considerarse simplemente como un eslabón aislado. Es, más bien, un reflejo más de la ética y de 
la moral de una determinada sociedad. Como asevera el profesor Ramiò, «… procedemos de 
una historia turbulenta y desgraciada que no ha sido precisamente un caldo de cultivo favorable 
para la calidad de nuestras instituciones públicas». Además, en los últimos cuarenta años, la 
sociedad española quizá se ha modernizado menos de lo que se ha proclamado sin pudor en los 
«días de vino y rosas» y de euforia económica en el tránsito al tercer milenio.

El tercer capítulo prosigue con el análisis del objeto de estudio, pero desde un enfoque 
asociado a posibles medidas o propuestas para reconducir esta patológica situación y atajar, 
mediante una intensa regeneración política e institucional, las prácticas corruptas actualmente 
cristalizadas con un elevado nivel de confort en nuestro país. Para Ramiò, la corrupción en 
España tiene un principal y evidente foco infeccioso que deriva de la financiación irregular de 
los partidos políticos. Pero tal auscultación no es nada excepcional o extraordinaria. La diná-
mica de corrupción también existe en otros países avanzados de nuestro entorno (Francia o 
Alemania, por ejemplo). Quizá el aspecto original y diferencial en nuestro país es un evidente 
aire casposo del tipo Torrente o Mortadelo y Filemón en los grandes protagonistas individuales 
de la corrupción, ilustrados por los casos de Roldán, Juan Guerra, «El Bigotes», Bárcenas, 
Fabra, la familia Pujol y, recientemente, por los casos de Granados y el alcalde de Xàtiva, Rus. 

Para el catedrático catalán, la principal propuesta para superar la situación devenida en la 
que estamos es la mejora del sistema de partidos. Un exhaustivo elenco de medidas se pro-
pone de un modo sistemático y justificado normativamente. Se trata de veinticinco proposicio-
nes que se emplazan para el discernimiento del lector: 1) cambio de la Ley Electoral por otra 
más proporcional; 2) mejora de la financiación pública de los partidos políticos, reduciendo las 
aportaciones privadas; 3) transparencia y rendición de cuentas total de los partidos políticos y 
de los sindicatos como si fueran administraciones públicas; 4) incremento de las retribuciones 
de los políticos que ocupan cargos institucionales; 5) supresión de gastos protocolarios y es-
tablecimiento de un sistema riguroso de vigilancia; 6) creación de comisiones de supervisión 
de los cargos políticos; 7) relevo de los máximos líderes políticos de los partidos tradicionales 
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y reconocimiento público de sus casos de corrupción; 8) incremento de recursos para fortale-
cer al poder legislativo; 9) despolitización de los órganos superiores del poder judicial; 10) 
mejoras procesales y aumento de recursos en la persecución de la corrupción; 11) diseño de 
una agencia pública independiente de vigilancia y control de todas las contrataciones del sec-
tor público; 12) publicación de las agendas públicas y privadas de los cargos públicos; 13) 
creación de una agencia independiente de defensa de los consumidores de servicios univer-
sales de interés general; 14) información clara y transparente de los gastos públicos; 15) eva-
luación efectiva de las políticas públicas; 16) puesta en vigor de contabilidad analítica para 
cálculo y comunicación de costes reales de las diferentes actividades y servicios públicos; 
17) dotación de sistemas de información que permitan cruzar bases de datos; 18) publicitación 
de los sistemas internos de información a los ciudadanos y los intermediarios sociales (open 
data); 19) uso institucional del big data para dotar de más inteligencia prospectiva y calidad de 
gestión a la Administración Pública; 20) asegurar la independencia profesional de los agentes 
públicos relacionados con la corrupción; 21) incremento del volumen de empleados públicos 
hasta alcanzar la media de la Unión Europea en jueces, fiscales, inspectores de Hacienda y 
policías especializados en corrupción; 22) establecimiento de sistemas de protección de la fi-
gura del delator; 23) mejoras tecnológicas de mecanismos de control internos y externos sin 
exceso de burocracia; 24) mecanismos institucionales y administrativos que aseguren el acce-
so de personal a las instituciones públicas bajo los principios de igualdad, capacidad y mérito; 
25) regulación de la dirección pública profesional para garantizar la calidad de los nombramien-
tos de estos directivos y su protección frente a ceses partidistas o arbitrarios.

El libro del profesor Ramiò confronta rigurosamente el estudio de un problema social en 
España de la máxima transcendencia para la renovación y legitimidad democráticas. Merced 
a su alto nivel de exigencia intelectual, el libro constituye una muy valiosa aportación a un ám-
bito analítico que mantendrá, a buen seguro, su pulsión investigadora y su interés académico. 

Luis Moreno

Instituto de Políticas y Bienes Públicos (CSIC)

luis.moreno@csic.es

Postpolítica. Elogio del gentío

José Ángel Bergua Amores

(Madrid, Biblioteca Nueva, 2015)

I
Este ensayo, como el propio autor subraya al principio del mismo, se ocupa de lo político y de 
sus relaciones con lo social, unas vinculaciones determinadas profundamente por lo que de-
nomina el «desierto de la realidad», puesto que en ella hoy no caben ni el «demos», ni la «gen-
te», ni la «comunidad», ni la «multitud». De ahí que —según Bergua— la política haya fracasa-
do y se esté derrumbando y que sea necesario recuperar al gentío. Llega a esta conclusión 
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invirtiendo el doble análisis que procede del antropólogo de las estructuras de lo imaginario 
Gilbert Durand: el análisis del régimen diurno o apolíneo de la política —lo «exotérico»—, tal y 
como es concebida por la democracia, si bien resalta sus defectos y sus contradicciones;  y la 
aproximación —«esotérica»— más nocturna, de las oscuras y cambiantes imágenes de lo 
social. Estos son los ejes que estructuran la obra que, además, va precedida por una introduc-
ción, y  cuenta con un intermezzo y se cierra con una jugosa exoducción.

En la primera parte, la perspectiva apolínea de la política reivindica la autonomía del demos 
y esa prístina capacidad de sus gentes para construir y tomar conciencia de lo social por sí 
mismas —C. Castoriadis—, sin que, por tanto, participen las élites y sin que sea necesario 
fracturar la acción del conocimiento. Ahora bien —señala acertadamente Bergua—, contraria-
mente, la comunidad ha sido fuertemente golpeada por el sistema político democrático y por 
los partidos políticos que surgieron con la finalidad de representarlo, ya que, con la burocrati-
zación de sus estructuras, han despolitizado a las masas. En consecuencia, la comunidad no 
acaba de pertenecer a la sociedad, relegada por la solidaridad entre las élites políticas, las 
científicas y las periodísticas que forman la opinión. Se entiende, así, que: «La democracia no 
solo esconda el cadáver de esa gente a la que dice representar», sino que también destruya el 
socius, el humus de lo social, de modo que lo político se ha llenado de un vacío difícil de llenar.

El autor considera también que la comunidad, desde la centralidad del cuerpo, constitu-
ye un todo abierto al «ser-uno-con-otros» y que la gente transforma a la democracia en 
anarquía, en la medida en que intenta conservar la ausencia de la arquía (arkhé es fuente, 
principio, origen). Es decir, que la democracia debería ser ontológica —relacionada con la 
soberanía—  y, por consiguiente y en último extremo, anarquía, vacío, precisamente lo con-
trapuesto a lo que defienden los demócratas «ónticos» —que radican la democracia en la 
mera gestión—. Pero este argumento no es gratuito, por cuanto que, como el propio Bergua 
no oculta, posee una pulsión anárquica que, al parecer, le proviene de su tierra natal, los 
Pirineos aragoneses, y de las Cortes del Reino de Aragón, que ponían el acento en la libertad 
del individuo frente al poder del Estado, en la supremacía de los usos y costumbres de las 
gentes sobre el monarca, mientras que el derecho foral concedía la facultad de los ciudada-
nos para llegar a acuerdos que regularan sus asuntos privados.

En cuanto al régimen nocturno de la política se refiere, destaca Bergua que existe una 
tensión continua en la civilización occidental desde su nacimiento en Grecia, determinada 
por la persistencia del demos en aparecer y la intransigencia del kratos —poder— a dejarle 
un espacio. Así ocurre, por ejemplo, con el patriarcalismo, que, precisamente en Grecia, deja 
paso a un fatriarcalismo que sigue sin estar plenamente consolidado. Por eso, Bergua llama 
a dar definitivamente por muerto al padre y, con él, a la autoridad en todos los ámbitos de lo 
social (la familia, la escuela, el trabajo, etc.) y, por supuesto también, de la política. Igualmen-
te, el dominio del kratos sobre el demos se manifiesta en la propia historia de la sociedad, 
pues esta representa el olvido del socius, ya que la presencia bulliciosa y revolucionaria de 
las gentes en las calles fue desactivada por la democracia, en la Revolución Francesa. 

Ahora bien, lo positivo de esta situación viene dado —de acuerdo con el punto de vista 
del autor que, en esto, sigue a Heidegger— por la posibilidad de que el socius se transforme 
y de que lo haga mediante el estímulo de una personalidad imaginativa y creativa, la única 
que puede no enfrentar al demos y al kratos sino unirlos y la que permitiría que el primero 
recuperara la soberanía perdida. También ayudaría en esta función el saber esotérico, esto 
es, la recuperación de las viejas enseñanzas de los chamanes, de los brujos y de los daimo-
nes, así como la vuelta a la potencia de lo sagrado o maná que —desde Durkheim— consti-
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tuye la fuente de la que se nutre lo social y la que se halla en el origen de la voluntad de 
reunión. Finalmente, las fiestas representan igualmente un ritual que posibilita que el demos 
convoque a lo sagrado y se aglutine en el todo, sin olvidar que su esencia consiste en retor-
nar —la anamnesis— a los orígenes de lo social. 

Todo ello conduce, desde la perspectiva de José Ángel Bergua, a la crítica a los actuales 
textos académicos sociológicos, que no parecen analizar la situación política de la democra-
cia ni reivindicar el poder del demos. De ahí su propuesta de recurrir al saber-hacer de la 
«sociosofía» que, lejos de emparentarse con el logos, lo hace con la sabiduría —o la sofía—, 
que propicia puentes de comunicación con la filosofía o la ciencia.   Y es que la mirada so-
ciosófica se proyecta sobre lo político empleando categorías de análisis gnósticas, sin olvidar 
—y esto es revolucionario— que constituye un pretexto para que la sociología observe la 
democracia desde otro punto de vista. 

II
Independientemente de la ideología del autor —legítima y que él abiertamente manifiesta— y 
de lo que pensemos sobre ella, el libro viene a constituir una meditada y brillante reflexión 
sobre los déficits de la actual situación política de la democracia y del papel de la gente en 
ella; constituye, además, una propuesta alternativa acerca de la manera en la que nos con-
gregamos en sociedad, sin lugar a dudas una de las esencias de nuestra disciplina.

Entiendo, al tiempo, que este libro abre al menos tres posibles interrogantes acerca del 
estado de la democracia, de lo que significa la sociedad y del futuro de ambas. La primera 
tiene que ver con el hecho de si, realmente, nos encontramos en una etapa «postpolítica», 
como sugiere su autor y como remarca el título de su libro. Efectivamente, ¿hemos llegado 
al final de una manera de entender la política, de ejercer la democracia y de habitar la socie-
dad conducida por las élites?, ¿ha acabado el tiempo de la separación entre el kratos y el 
demos?, ¿es viable que el gentío recupere el poder perdido y que este deje de estar repre-
sentado por los partidos políticos? O, más bien, ¿estamos en un período de transición en el 
que lo viejo no termina de fenecer y lo nuevo de asentarse definitivamente?

La segunda cuestión la asocio al contexto de la «sociedad de la individualización» (N. Elias, 
U. Beck), del que Bergua no se ocupa, y que requiere nuevas maneras de generar el cemen-
to de lo social, de encontrar la solidaridad social de lo común entre los individuos singulares 
y autónomos. En este sentido, la vía representativa, ciertamente, está en crisis, y el autor 
de este libro acierta plenamente en bastantes de sus diagnósticos. Pero la ruta anarquis-
ta auspiciada por él no parece que hoy pueda solventar la realidad social, muy alejada de 
estos planteamientos; por tanto, su proposición, aunque refrescante y estimulante, no deja 
de constituir una saludable utopía. Además, está el poderoso deslizamiento, no teleológico, 
que sufre una sociedad tan voluble como la actual, marcada por el «triunfo del devenir» 
(F. L. Baumer), por la «liquidez» (Z. Bauman) y porque «todo lo sólido se desvanece en el 
aire» (W. Shakespeare, K. Marx y M. Berman). Es esta, pues, una sociedad que no parece 
desear la estabilidad y que, por el contrario, está caracterizada por el paradigma del tiempo 
rápido y voluble de las mercancías y de su valor de cambio; es una sociedad consumista que 
se consume día a día, en la que no terminan de madurar ni los acontecimientos ni las ideas 
y en la que, en consecuencia, no les otorga el tiempo suficiente para que fructifiquen, para 
que se asienten socialmente. Se explica, así, que esta sea una sociedad eternamente ado-
lescente en la que se hace muy difícil que el demos asuma el poder con la responsabilidad 
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y con la suficiente madurez y que este no caiga en manos de populismos salvadores (ya los 
antiguos criticaban la facilidad con la que el demos se dejaba arrastrar por los espurios pos-
tulados de los demagogos). 

Y la tercera y última reflexión para el debate que concita este trabajo tiene que ver con su 
profunda nostalgia por el origen. En efecto, en sus páginas, el libro de José Ángel Bergua 
llama continuamente a rescatar lo primigenio, el socius, el demos griego, la comunidad y el 
religamiento de lo sagrado y la ritualidad de la fiesta. E igualmente a encontrar la unidad 
extraviada —desde, al menos, el incumplimiento de Adán y Eva de la prohibición de comer 
del árbol del bien y del mal— entre el conocimiento y la acción y a recuperar el rol de viejos 
actores, desaparecidos hace tiempo, como el chamán, el brujo o el daimon. Además, pare-
cería lógico que, en una sociedad en la que se han activado nuevas formas de resacraliza-
ción, Bergua propugne la necesidad de la sociosofía y que reactualice algunos de los postu-
lados de los clásicos de la sociología –Durkheim y Tönnies, entre otros. 

Sin embargo, ¿hasta qué punto este retorno al principio consigue solventar los grandes 
problemas con los que se enfrenta en la actualidad la política, la democracia y la sociedad 
contemporáneas? Al respecto, conviene recordar lo que sugiere Mircea Eliade, en El mito del 
eterno retorno, que las recetas de las sociedades antiguas para enfrentarse a la crisis con-
sistían en volver al paraíso prístino no contaminado por el presente, a huir de una historia que 
les producía terror y a refugiarse en una naturaleza —Bergua le dedica jugosas, sugerentes 
e interesantes páginas a lo natural y a los animales—, sinónimo de paraíso. Y es que de él 
fuimos expulsados definitivamente y nuestra sociedad está condicionada, en sus más míni-
mos detalles, por el paso de la historia y por el cambio incesante. Parece, entonces, que 
tenemos la obligación ética de bregar con el día a día y de enfrentarnos a nuestro por-venir 
con energía y con convicción, buscando las soluciones más flexibles, eficaces y aptas para 
una sociedad flujo abierta a la libertad y a la imaginación creativa, por cierto, dos de los más 
hermosos leitmotivs del libro que nos ha ocupado.

Juan A. Roche Cárcel

ja.roche@ua.es 

Le nouvel ordre électoral. Tripartisme contre démocratie 

Hervé Le Bras

(Paris: Seuil, 2016)

Hervé Le Bras acaba de publicar su última obra, titulada Le nouvel ordre électoral. Tripartisme 
contre démocratie, en la editorial Seuil, cuya colección La République des Idées está codiri-
gida por Pierre Rosanvallon e Ivan Jablonka. Es preciso recordar que este historiador y 
demógrafo galo es director de investigación emérito en el Instituto Nacional de Estudios 
Demográficos y director de estudios en la prestigiosa Escuela de Altos Estudios en Ciencias 
Sociales. En el extranjero, ha sido director de investigación invitado en el Churchill College 
de Cambridge y catedrático asociado en las universidades de Ginebra, Michigan y Virginia. 
Entre sus innumerables libros, algunos de los cuales han sido traducidos, podemos citar 
Marianne et les lapins. L’obsession démographique (1992), Naissance de la mortalité (2000) o 
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Le mystère français (2013), este último escrito con Emmanuel Todd. Esta labor investigadora 
ha sido recompensada por varios galardones y premios tales como la Legión de Honor.

En la presente obra, el autor subraya que el panorama político galo ha estado profunda-
mente alterado por la irrupción y el posterior desarrollo de la extrema derecha, que ha desem-
bocado en la instauración de un tripartidismo, dado que la izquierda, la derecha y el Frente 
Nacional (FN) obtienen cada uno entre un cuarto y un tercio de los votos. Para analizar esta 
configuración, inédita en la Quinta República, que, en principio, propicia el bipartidismo y la 
constitución de mayorías claras, el autor compara inicialmente los resultados de las elec-
ciones regionales de 2015 con aquellos de los escrutinios precedentes, es decir, las elec-
ciones departamentales de 2015, los sufragios europeos de 2014 y el escrutinio presidencial 
de 2012. Posteriormente, analiza los mecanismos a los que obedecen las dos vueltas de las 
elecciones departamentales citadas, con sus transferencias de votos y abstenciones. Por 
último, sobre la base de los resultados de las elecciones regionales de 2015, realiza proyec-
ciones sobre las futuras elecciones presidenciales y legislativas de 2017 (pág.10). 

Para llevar a cabo esa labor, Le Bras se aleja de los estudios electorales clásicos, que 
estarían bien informados sobre las personalidades políticas y los retos locales, agruparían 
casos parecidos y generalizarían a partir de ellos. En ese sentido, irían de lo particular a lo 
general, privilegiando el enfoque inductivo (pág. 8). Al contrario, el demógrafo galo analiza 
los resultados electorales cruzándolos con variables simples, tales como el número de habi-
tantes de los municipios, el carácter rural o urbano de los mismos, la presentación de una o 
varias listas de izquierdas o de derechas en la primera vuelta, y la configuración de duelos o 
de triangulares en la segunda vuelta (pág. 8). Tras poner de manifiesto ciertas tendencias, se 
interesa por las circunscripciones que constituyen una excepción a la regla. De ese modo, 
va de lo general a lo singular, prefiriendo una perspectiva deductiva (pág. 8).  

Le Bras se aventura igualmente en la prospección electoral utilizando básicamente dos 
métodos estadísticos: el método del sistema de reglas y el del vecino más cercano (pág. 117). 
Utiliza el primero reagrupando en un solo cuerpo de reglas a todas las relaciones estadísticas 
establecidas entre las configuraciones de votos de la primera vuelta y las de la segunda vuelta, 
para así poder proceder a una prospectiva electoral, sabiendo que es preciso averiguar previa-
mente la pertinencia y precisión del sistema de reglas simulándolo: aplicado al reparto de votos 
en la primera vuelta, debe dar con cierta precisión el resultado de la segunda vuelta (pág. 91). 
Usa el segundo método para intentar determinar los trasvases de votos entre opciones ideoló-
gicas vecinas en la segunda vuelta, tanto en casos de duelos como de triangulares. En concre-
to, desea determinar cómo votarían los electores en la segunda vuelta en distintas configura-
ciones: si el Frente Nacional se sitúa a un nivel elevado, si se produce una dispersión o una 
concentración de candidaturas y si se hace un llamamiento al Frente Republicano (pág. 109). 

En el inicio del desarrollo de su obra, el autor observa que los resultados electorales son 
generalmente presentados desde dos ópticas: una geográfica, donde se analiza la proporción 
de sufragios obtenidos por cada partido o bloque en un territorio determinado, lo que da 
lugar a mapas electorales; y otra, sociológica, que desglosa los datos obtenidos en función 
de la categoría social, el sexo o la edad. Estos últimos datos provienen de sondeos de opinión 
realizados a pie de urna o posteriormente a las elecciones y dan lugar a cuadros (pág. 11).

Así, en las elecciones regionales de 2015, el sondeo de opinión realizado por el Instituto 
Ipsos ha dado los siguientes resultados por categoría socioprofesional: la izquierda es clara-
mente predominante en las clases medias, el Frente Nacional se impone en las clases popu-
lares y la derecha vence en su electorado tradicional, compuesto por directivos, autónomos 
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y jubilados (págs. 11-12). En cuanto a la edad, las diferencias son notables aunque no sean 
tan nítidas. Por ejemplo, la extrema derecha obtiene sus mejores resultados entre los activos 
de entre 25 y 50 años, mientras que la derecha se impone con claridad entre las personas 
mayores, y la izquierda hace lo mismo entre los jóvenes menores de 25 años. 

Posteriormente, Le Bras cuestiona la interpretación que hacen habitualmente los medios 
de comunicación y los partidos políticos del auge de la extrema derecha, especialmente entre 
2012 y 2015; lectura según la cual la progresión del FN sería imputable a su avance en las 
zonas rurales y, más ampliamente, en las periferias (pág. 32). Si bien reconoce que numerosos 
pueblos han perdido sus comercios y servicios públicos, generando una sensación de aban-
dono, y que la formación de extrema derecha ha cosechado buenos resultados en estas zonas 
durante las elecciones europeas de 2014 a causa del rechazo por los agricultores de la Política 
Agrícola Común, como consecuencia de la disminución de las ayudas comunitarias, los datos 
demuestran que la implantación de la extrema derecha en las zonas rurales es anterior a 2012, 
puesto que se inició en 2007 (pág. 34). A su vez, nos dice el autor, ese incremento no es especí-
fico de estas zonas sino que concierne a todo el territorio galo. En ese sentido, la evolución del 
voto frentista es homogénea y procede por capas sucesivas (pág. 36).

En lo que se refiere a las demás sensibilidades políticas, se produce un retroceso no 
desdeñable de la derecha en los pequeños municipios donde estaba históricamente bien 
implantada y donde la porosidad de su electorado con el del Frente Nacional era mayor (pág. 
36). Por su parte, la izquierda recula sobre todo en las grandes y medianas ciudades, de 
modo que su electorado es cada vez menos urbano (pág. 37).

En el tercer capítulo del libro, Le Bras observa que la irrupción de una tercera fuerza política 
capaz de rivalizar con las dos tendencias tradicionales de la vida política gala ha descolocado 
tanto a la derecha como a la izquierda (pág. 39). A pesar de ello, ambos bloques han mante-
nido su presencia allá donde estaban implantados históricamente, mientras que han perdido 
fuelle en las zonas en las cuales su enraizamiento era menor y más reciente (pág. 40). En 
cuanto al FN, entre las elecciones presidenciales de 2012 y el escrutinio europeo de 2014, ha 
progresado 7 puntos, aunque su avance varíe en función del territorio. De hecho, el partido de 
extrema derecha crece en mayor medida allá donde ya estaba bien implantado y lo hace en 
menor proporción en las regiones de tradición católica, que le son más hostiles. Las grandes 
ciudades son igualmente poco proclives a votar a favor de la formación frentista.

El demógrafo galo constata que los resultados del FN progresan sobre todo en las zonas 
de gran circulación y disminuyen en los territorios situados al margen, especialmente en las 
montañas. La razón estriba en el hecho de que, en las zonas de gran circulación, «los contac-
tos episódicos con desconocidos son más frecuentes, los rumores circulan más fácilmente 
y la mezcla de población es superior» (pág. 45). En ese sentido, existe una fuerte correlación 
entre el voto frentista y la comunicación, dado que «los grandes ejes de […] circulación opo-
nen su movilidad al enraizamiento, uno de los temas emblemáticos del FN» (pág. 48). El auge 
del voto de extrema derecha se explica igualmente por el hecho de que sus votantes hayan 
perdido sus complejos y el temor de ser estigmatizados por sus simpatías políticas, de modo 
que muestren abiertamente sus preferencias políticas (pág. 50). Al alcanzar un nivel crítico, 
al abandonar las declaraciones polémicas del fundador del Frente Nacional, como conse-
cuencia de la estrategia de normalización elaborada e implementada por su hija, los electores 
del FN han perdido sus escrúpulos y se atreven a dar el paso. 

En cuanto al voto entre las dos vueltas, Le Bras observa que, de manera global, los 
avances del Frente Nacional han sido notables en las regiones en las cuales había conse-
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guido sus mejores resultados en la primera vuelta (pág. 51). Así, en 11 de las 12 regiones, 
la diferencia de los resultados se explica por los votos conseguidos durante la primera 
vuelta, sabiendo que el punto de equilibrio entre las ganancias y las pérdidas gira en torno 
al tercio del electorado en la primera vuelta (pág. 51). En ese sentido, «entre las dos vueltas, 
los electores del FN adoptan un comportamiento […] lógico. Si su lista tiene una oportunidad 
de figurar en primera posición en la segunda vuelta, continúan votando a su favor, [mientras 
que] si la lista de derechas tiene posibilidades [reales] de vencer, una parte de sus votantes 
elige esta opción, sobre todo cuando la distancia que separa la izquierda de la derecha es 
mínima» (pág. 56). Pero, cuando la izquierda goza de una notable ventaja sobre la derecha, 
los electores frentistas optan por la abstención. Por lo tanto, los determinantes del voto de 
extrema derecha son de carácter sociocultural en la primera vuelta y de tipo táctico en la 
segunda vuelta.

En el capítulo siguiente, el demógrafo francés se detiene en la segunda vuelta de las 
elecciones departamentales de 2015 que han dado lugar a cuatro configuraciones: las trian-
gulares, los duelos izquierda-FN, los enfrentamientos izquierda-derecha y las oposiciones 
derecha-FN. En caso de triangular, se produce cierta estabilidad entre las dos vueltas por la 
presencia de tres opciones políticas, así como un incremento de la participación. En caso de 
duelo, sin embargo, la ausencia de una de las tres tendencias provoca automáticamente un 
aumento de la abstención. Y, cuando ese duelo es el resultado, no tanto de una imposibilidad 
de la tercera lista de mantenerse en la segunda vuelta sino de una retirada voluntaria para 
evitar una victoria del partido de extrema derecha, la lista republicana, sea de derechas o de 
izquierdas, gana la segunda vuelta en la gran mayoría de las situaciones (pág. 69).

En caso de duelo izquierda-FN, los electores de derechas optan por la abstención, el can-
didato de izquierdas o el candidato frentista. Cuando la lista del FN ha llegado en primera posi-
ción, distanciando al candidato de izquierdas, los electores de derechas se movilizan en mayor 
medida a favor del candidato de izquierdas (pág. 82), mientras que la abstención del electo-
rado de derechas es superior en los casos en los cuales la lista de izquierdas ha sido distan-
ciada (pág. 84). En caso de duelo derecha-FN, los dirigentes de izquierdas hacen un llama-
miento unánime a enfrentarse a la extrema derecha en nombre de los principios republicanos, 
lo que se traduce en un amplio apoyo de los candidatos de derechas. Por lo cual, «implícita o 
explícitamente, el frente republicano ha sido seguido sensiblemente en las mismas propor-
ciones tanto por la derecha como por la izquierda» (págs. 85-86). No en vano, al ocupar una 
posición central, la derecha tiene una mayor capacidad de atraer el voto de izquierdas y fren-
tista, mientras que la izquierda de halla marginada y «minorizada» (pág. 90).

En este sentido, «partiendo de un reparto relativamente equilibrado de la izquierda, de la 
derecha y de la extrema derecha en la primera vuelta de las elecciones departamentales [de 
2015], se llega a repartos muy diferentes en escaños entre los distintos bloques» (pág. 123), 
y la diferencia es aún mayor cuando se pasa de la circunscripción cantonal a la circunscrip-
ción legislativa. La posición de centralidad de la derecha acentúa aún más esa tendencia. 
Pero el hecho de ocupar la centralidad política no significa que la derecha sea central social-
mente, ya que su electorado está esencialmente compuesto por las clases favorecidas, 
mientras que las clases populares eligen el Frente Nacional y las clases medias manifiestan 
una predilección por la izquierda. La paradoja es que la izquierda no consigue traducir su 
centralidad social en una centralidad política, a pesar de promover la socialdemocracia e 
incluso el socialliberalismo. Eso parece presagiar, según Le Bras, un largo periodo de domi-
nación política de la derecha en Francia (pág. 127).  



162  Crítica de libros

Reis. Rev.Esp.Investig.Sociol. ISSN-L: 0210-5233. Nº 158, Abril - Junio 2017, pp. 149-166

En definitiva, en su última obra, Le nouvel ordre électoral. Tripartisme contre démocratie, 
el autor analiza con finura y rigor el tripartidismo que se ha impuesto en la vida política gala, 
tras el auge de la extrema derecha, lo que sitúa las temáticas y reivindicaciones de esta 
tendencia en el centro del debate político, desorienta a los partidos de gobierno sean de 
izquierdas o de derechas, y multiplica las triangulares y los duelos inéditos en las segundas 
vueltas. Todo ello es analizado gracias a una perspectiva cartográfica (ilustrada por numero-
sos mapas, gráficos y cuadros) del panorama electoral francés y al uso de métodos novedosos 
(del sistema de reglas y del vecino más cercano) que permiten extraer reglas generales y 
realizar prospecciones. Algunas de las conclusiones a las que llega, sobre todo en materia 
de trasvase de votos de los diferentes electorados, son especialmente pertinentes.

No en vano, y de cara a matizar esta valoración positiva, Le Bras hace una presentación reduc-
tora de los análisis electorales actuales, limitándolos a un enfoque local e inductivo. Más funda-
mentalmente, tiende a infravalorar la importancia de los candidatos, de sus estrategias y de sus 
discursos, por ejemplo cuando escribe que «el impacto de los candidatos es […] limitado» 
(pág. 48). Asimismo, no explica con suficiente detenimiento en qué consisten los métodos del 
sistema de reglas y del vecino más cercano que utiliza especialmente en los dos últimos capítu-
los de su obra. A su vez, el autor recurre a un número excesivo de variables y contempla dema-
siadas configuraciones, lo que genera cierto desconcierto en el lector y no propicia la legibilidad 
de sus tesis principales. En esa misma óptica, algunos subapartados, e incluso el cuarto capí-
tulo dedicado a las elecciones presidenciales, no aportan nada nuevo a su demostración.

En cualquier caso, la lectura de esta obra se antoja ineludible tanto desde un punto de 
vista teórico, empírico, como metodológico, y resulta muy estimulante e indispensable para 
comprender el fenómeno del Frente Nacional y sus repercusiones sobre el juego político galo.   
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Immigrant America. A Portait

Alejandro Portes y Rubén G. Rumbaut

(Oakland, University of California Press, 2014, cuarta edición)

Una recensión de la cuarta edición de un libro contemporáneo de sociología, especialmente 
en un «mercado» sociológico tan grande y diverso como el de Estados Unidos, se podría 
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subtitular como la construcción de un clásico. Porque Immigrant America se ha convertido 
ya en un referente en el análisis sociológico, un libro necesario para comprender uno de los 
aspectos constituyentes fundamentales de la sociedad estadounidense, desde sus orígenes 
como país hasta la actualidad, como es la inmigración y la integración de los inmigrantes.

La primera edición de Immigrant America se publicó en 1990 (recogiendo datos censales 
de 1980); la segunda en 1996 (censo de 1990); la tercera en 2006 (datos del año 2000); y la 
cuarta se ha publicado a finales de 2014 (con datos de 2010). Lo que empezó siendo un libro 
de 300 páginas ha ido creciendo casi hasta las 500 que tiene la cuarta edición. Pero el libro 
ha ido «creciendo» porque no solo se han ido actualizando los datos sobre la inmigración a 
lo largo de las cuatro últimas décadas, sino que se ha ido revisando el análisis de los mismos 
conforme cambiaba el fenómeno migratorio, tanto por su tamaño (los nacidos fuera de Es-
tados Unidos eran en 1980 el 6,2% de la población y en el 2010 alcanzaron el 12,9%) como 
por su composición (por países de origen de los inmigrantes y por el tipo y características 
personales de los mismos). 

También ha cambiado la «cuestión migratoria», en Estados Unidos y en el mundo. Cuan-
do Portes y Rumbaut comenzaron a preparar la primera edición de Immigrant America, aca-
baba de producirse el desembarco de los 125.000 «marielitos» en el sur de la Florida (1980); 
mientras lo escribían se aprobó la Ley de Reforma y Control de la Inmigración (1986) que 
puso en marcha el proceso de regularización de inmigrantes más grande llevado a cabo 
hasta la fecha. Hoy la cuestión migratoria en Estados Unidos en más «mexicana» que «cu-
bana», pero la inmigración indocumentada y la necesidad de una reforma migratoria integral 
han vuelto a ponerse en el centro del debate político. En este tiempo las posturas se han 
radicalizado de modo considerable: por una parte, los intentos de llevar a cabo una reforma 
integral con apoyo de demócratas y republicanos y las posiciones del presidente Obama. 
Obama ha sacado adelante algunos aspectos de la reforma a través de órdenes ejecutivas 
como el programa DACA (Deferred Action for Childhood Arrivals), aprobado en 2012, que 
evita la deportación de los inmigrantes indocumentados que entraron en Estados Unidos 
siendo menores de 16 años; en 2014, Obama aprobó la ampliación del DACA y la puesta en 
marcha del DAPA (Deferred Action for Parents of Citizens and Lawful Permanent Residents), 
medidas que harían posible la regularización temporal de unos 5 millones de indocumenta-
dos, pero el DAPA ha sido bloqueado por un juez federal. En línea con Obama, se sitúa la 
candidata demócrata a la Casa Blanca en 2016, Hillary Clinton. En el otro extremo del espec-
tro está la propuesta estrella en materia de inmigración del candidato republicano Donald 
Trump: construir un muro en la frontera de México y hacérselo pagar a México, propuesta 
que D. S. Massey ha calificado, directa y contundentemente, de «idea idiota» («moronic 
idea»). Los tiempos migratorios han cambiado entre los años ochenta y la segunda década 
del siglo XXI, pero algunas cuestiones centrales vuelven a la arena pública.

A lo largo de estas cuatro décadas también se ha transformando la mirada sociológica 
sobre el fenómeno migratorio: a pesar de su tradición en la literatura sociológica desde 
El campesino polaco de Thomas y Znaniecki y los trabajos de la Escuela de Chicago, hasta 
finales de los años ochenta los estudios migratorios no ocupaban el proscenio de los estudios 
sociológicos (ni demográficos ni, por supuesto, económicos). Es entonces cuando aparecen 
libros como Latin Journey de  Portes y Bach (1985), Return to Aztlan de Massey et al. (1987) 
o Friends or Strangers de Borjas (1990). En ese contexto de creciente interés por la inmi-
gración apareció la primera edición de Immigrant America, que se convirtió en un manual de 
uso frecuente en distintos cursos en las universidades norteamericanas. La conferencia que 
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organizó el Social Science Research Council en Sanibel (Florida) en 1996 y el libro que recoge 
las aportaciones más relevantes que se hicieron en la misma (Hirschman, Kasenitz y DeWind, 
eds., The Handbook of Internacional Migration, 1999) dieron un impulso enorme a los estudios 
sociológicos sobre migraciones internacionales. Y ahora sí, cuatro décadas después, la pub-
licación de la cuarta edición de Immigrant America coincide con la llegada de los estudios 
migratorios al proscenio sociológico.

Pero Immigrant America se ha ido expandiendo también en cada edición porque los au-
tores han ido abriendo nuevos capítulos desde los cuales observar diferentes aspectos de la 
realidad migratoria estadounidense. Portes y Rumbaut subtitulan el libro «un retrato», y en 
realidad son varios retratos que muestran los aspectos más relevantes del mosaico migrato-
rio americano. Y en sucesivas ediciones han ido introduciendo nuevos retratos. La cuarta 
edición de Immigrant America tiene nueve capítulos. Los dos primeros son nuevos en esta 
edición. El primero es un capítulo de carácter histórico que presenta «las tres fases de la 
inmigración hacia Estados Unidos», y el segundo presenta un «panorama teórico» para com-
prender las migraciones. Ambos son capítulos que presentan síntesis de gran interés. Los 
cuatro capítulos siguientes vienen de la primera edición del libro aunque se hayan introdu-
cido cambios en su estructura interna (además de actualizar y reanalizar toda la información 
desde una mirada sociológica contemporánea): el tercero, «En movimiento: los patrones de 
asentamiento de los inmigrantes y la movilidad espacial»; el cuarto, «Haciéndolo en América: 
educación, ocupación e iniciativa empresarial»; el quinto, «De inmigrantes a etnias: identidad, 
ciudadanía y participación política»; y el sexto, «El idioma: diversidad y resiliencia». El capí-
tulo séptimo, «Creciendo en América: la nueva segunda generación», fue la novedad más 
relevante de la segunda edición del libro. En esa edición se introdujo también un capítulo de 
conclusiones que en la cuarta se titula: «Conclusión: Inmigración y opinión pública». El capí-
tulo octavo, «La religión: la presencia perdurable», se incorporó en la tercera edición; en esa 
edición de 2006 se introdujeron además otros dos capítulos que, como tales, se han su-
primido en la cuarta: uno que relataba «nueve historias» de vida de inmigrantes (y que servía 
como capítulo introductorio) y otro capítulo titulado «Un mundo extraño: inmigración, salud 
mental y aculturación», en el que, además de las cuestiones ligadas a la salud mental de los 
inmigrantes, se analizaba la presencia de inmigrantes en las cárceles norteamericanas. 
Aunque estos capítulos no se han incluido como tales en la cuarta edición, su problemática 
se recoge parcialmente en otros epígrafes. El libro recoge también una selección de foto-
grafías de inmigrantes y de actividades de inmigrantes, al modo de Bourdieu en La misère 
du monde.

En el prólogo de la primera edición los autores señalaron que Immigrant America quería 
dirigirse no solo a colegas y especialistas, sino a un público general cuya visión de la inmi-
gración contemporánea en gran medida se basa en estereotipos y clichés generalizados (que 
cambiarían si la gente «viera» el museo de Ellis Island, en Nueva York). Para ello, podrían 
haber concebido Immigrant America como un manual «neutro» (descriptivo) y «aséptico» (que 
eludiera los desafíos políticos que plantea la inmigración hoy en todo el mundo y, por su-
puesto, e históricamente, en Estados Unidos). Pero Portes y Rumbaut no han hecho ni lo uno 
ni lo otro: Immigrant America ofrece una lectura, «comprensiva y comprensible», del hecho 
migratorio en Estados Unidos no neutral desde el punto de vista teórico, porque está cons-
truida desde los lentes teóricos que sus autores vienen contrastando empíricamente a lo 
largo de décadas (frente al engaño de imposibles lecturas «neutrales»); y una lectura que 
tampoco es neutral políticamente, porque en ella subyace una orientación que se hace ex-
plícita al final de libro con propuestas concretas sobre cómo afrontar la reforma migratoria 
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que Estados Unidos necesita y cómo abordar la asimilación de los inmigrantes en nuestro 
tiempo. Sin duda R. K. Merton podría repetir del Immigrant America lo que en una ocasión 
dijera sobre Alejando Portes: que presenta «una comprensión profundamente teórica, empíri-
camente fundamentada y políticamente pertinente de una de las grandes transformaciones 
de nuestro tiempo». Que Immigrant America pretenda llegar a un público general es una 
cuestión de la máxima relevancia por algo que los autores ponen de relieve en el capítulo 
final: la desconexión existente entre la opinión pública y la realidad de la inmigración. Pero al 
optimismo de la voluntad (de hacer comprender) se opone con fuerza un cierto pesimismo 
de la razón que nos recuerda, de modo reiterado, otra (preocupante) desconexión: la que 
existe entre la opinión pública y los expertos.

Porque hay gente a la que este libro no gustará. Por ejemplo, en el Estados Unidos del ciclo 
electoral de 2016, no gustará a aquellos en los que cala el mensaje populista (con fuertes reso-
nancias xenófobas) de candidato republicano a la Presidencia. Pero tampoco gustará Immigrant 
America a algunos «expertos», como huntingtonianos o putnamianos, porque cuestiona directa-
mente sus planteamientos. Algunos de esos planteamientos teóricos están en la base de aquellos 
mensajes populistas y «nativistas», como son conocidos en Estados Unidos. Un mensaje que 
mucha gente (y de modo preocupantemente creciente en muchos países) escucha porque «cree» 
que es así y, por tanto, es el único mensaje que son capaces de percibir. Una situación típica de 
estos tiempos «anticientíficos», en los que, contra toda (y abundante) evidencia científica, algunos 
políticos (y con ellos una parte de la sociedad) pueden seguir negando (no solo impunemente, 
sino con «recompensas electorales») el cambio climático y sus consecuencias para la humanidad. 
Y otro tanto podría decirse de las migraciones internacionales.

Lo que muestra Immigrant America es la diversidad del fenómeno migratorio en Estados 
Unidos y sus transformaciones a lo largo del tiempo y los cambios de las políticas de inmi-
gración y de integración (asimilación, por decirlo en el lenguaje norteamericano). Y lo hace 
recordando los distintos modos de incorporación de los inmigrantes a la sociedad estadouni-
dense (y a las sociedades de acogida, en general) y la importancia que en esa incorporación 
tienen los diferentes «contextos de recepción» y cómo influyen en la aparición de distintas 
comunidades étnicas. En cada uno de los capítulos centrales del libro se vuelve a este análi-
sis para mostrar la diversidad de la inmigración, una realidad que no se puede describir en 
singular. Y en ellos se va poniendo de relieve la importancia de tres grandes factores en la 
conformación de aquellos diferentes contextos de recepción: las políticas del gobierno del 
país de acogida, las características y situación del mercado de trabajo en destino, y los ras-
gos de la comunidad étnica de referencia en destino. Estos contextos explican en gran me-
dida aquella diversidad del mosaico migratorio en Estados Unidos (y lo hacen también en 
otros países, de ahí su utilidad analítica para otros estudios migratorios).

No se trata solo de que, al analizar la América inmigrante, se deba distinguir entre los 
migrantes económicos no cualificados, los profesionales, los empresarios y los refugiados. 
Sino que dentro de cada uno de estos grupos, etiquetados desde las políticas de inmigración 
(y asilo), hay una gran diversidad de situaciones con grandes contrastes entre distintos co-
lectivos. Por ejemplo, en el logro educativo hay colectivos con niveles educativos medios 
muy superiores a la media estadounidense (como los procedentes de India o Taiwán) y otros 
con niveles muy inferiores a la media (como los procedentes de México o países centroame-
ricanos); esos datos llevan también a realidades muy distintas en la proporción de ocupacio-
nes profesionales (que oscila entre el 67% de los procedentes de India hasta el 8% en el caso 
de los de origen mexicano); o la enorme diferencia entre la proporción de autoempleados; 
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inmigrantes con mayores niveles de renta y menores niveles de pobreza que los nacidos en 
Estados Unidos (como los provenientes de India o Hong Kong) y otros en la situación inver-
sa (mexicanos y centroamericanos). No son las distintas habilidades o el esfuerzo mayor o 
menor de los inmigrantes lo que explica esta diversidad, sino aquellos contextos de recep-
ción y algunos rasgos de sus países de origen.

Ahora que aparecen nuevas concentraciones espaciales de los inmigrantes en el mapa 
de Estados Unidos y nuevas comunidades étnicas y que hace que nativistas y xenófobos los 
presenten como amenazadores caballos de Troja, Immigrant America recuerda cómo la ex-
periencia histórica muestra que las concentraciones de inmigrantes en el pasado y su seña-
lada amenaza para los Estados Unidos no han llevado ni a separatismos políticos ni a la 
alienación cultural de esos grupos de inmigrantes. Pero, como afirman Portes y Rumbaut, «la 
asimilación, la transformación inmediata de los inmigrantes en unos americanos ‘como cual-
quier otro’, eso nunca ha ocurrido»; porque muchos grupos de inmigrantes están/son «in 
America but not of it», aunque deseen serlo, y esto constituye una fuerza que impulsa la 
reafirmación étnica en segundas y terceras generaciones. Pero «defendiendo sus intereses 
particulares –definidos a partir de líneas étnicas– ha sido la forma en que muchos inmigran-
tes y sus descendientes han aprendido a identificar los intereses de la nación en su conjun-
to. Con diferentes voces, y en nuevas lenguas, este proceso continúa en la actualidad».

En el capítulo sobre la «nueva segunda generación» de inmigrantes, Portes y Rumbaut 
sintetizan los principales hallazgos de sus trabajos en este campo, desarrollados en gran 
parte a través del reconocido estudio CISL (Children of Immigrants Longitudinal Study). Y ahí 
discuten las tesis de Alba y Nee (en Remaking the American Mainstream, 2003) y muestran 
cómo los planteamientos de la «asimilación segmentada» explican mejor la situación de la 
segunda generación en Estados Unidos. 

El libro termina presentando algunos elementos de un programa político para gestionar 
la inmigración y la asimilación de los inmigrantes, pero es especialmente concreto en el pri-
mero de estos aspectos. Esta incursión final en una de las cuestiones políticas más canden-
tes en los últimos años en Estados Unidos, como es la necesaria reforma del sistema migra-
torio, muestra el compromiso con la realidad social que tienen los autores de Immigrant 
America; y se inscribe en la línea de algunos textos que un grupo de los mejores académicos 
norteamericanos en el campo de la inmigración (Alba, Cornelius, Hirschman, Massey, Sassen 
o Zolberg, además de Portes y Rumbaut) publicaron en Border Batles: U.S. Immigration 
Debates. Porque del estudio de las migraciones internacionales y de la inmigración en Esta-
dos Unidos se pueden, y se deben, sacar lecciones que ayuden a gestionar el presente. John 
Dewey recomendaba (From the Philosophy) a los científicos sociales que fundamenten su 
trabajo en verdaderos problemas sociales: los autores de Immigrant America siguen ese 
consejo de Dewey, porque pocos problemas sociales tienen en nuestras sociedades la rele-
vancia social que tiene la inmigración. Pero terminan ofreciendo, desde los resultados de sus 
investigaciones, algunas pistas útiles social y políticamente para abordar los desafíos de las 
migraciones internacionales en el mundo contemporáneo.
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